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ARGENTINA

LEY No. 23.737 LEGISLACION PENAL DE

ESTUPEFACIENTES

Publicada: 11-10-89

Modificaciones:

Ley No. 23.975 (14-08-91) Ley No. 24.061 (19- 12-91) Ley No. 24.112 (28-08-92) Ley No. 24.286 (22-12-93) Ley No. 24.424 (02-01-95)


            ARTÍCULO 1.- Reemplázase el artículo 204 del Código Penal por el siguiente texto:

ARTÍCULO 204.- Será reprimido con prisión de seis meses a tres años  el que estando autorizado para la venta de sustancias medicinales, las suministrare en especie, calidad o cantidad no correspondiente a la receta médica o diversa de la declarada o convenida, o sin la presentación y archivo de la receta de aquellos productos que según las reglamentaciones vigentes no pueden ser comercializados sin ese requisito.

ARTICULO 2º. Incorpórase como artículo 204 bis del Código Penal el siguiente texto:





ARTICULO 204bis.- Cuando el delito previsto en el artículo anterior se cometiere por negligencia, la pena será de multa de trescientos australes a seis mil australes (montos elevados en mil pesos como mínimo y en quince mil pesos como máximo por Ley 24.286).


    ARTICULO 4.- Incorpórase como artículo 204 quater del Código Penal el siguiente texto:

ARTÍCULO 204quater.- Será reprimido con prisión de seis meses a tres años  el que sin autorización vendiere sustancias medicinales que requieran receta médica para su comercialización.>>

ARTÍCULO 9.- Será reprimido con prisión de dos a seis años  y multa de tres mil a cincuenta mil australes e inhabilitación especial de uno a cinco años, el médico u otro profesional autorizado para recetar, que prescribiera, suministrare o entregare estupefacientes fuera de los casos que indica la terapéutica o en dosis mayores de las necesarias. Si lo hiciera con destino ilegítimo la pena de reclusión o prisión será de cuatro a quince años.


ARTÍCULO 10.- Será reprimido con reclusión o prisión de tres a doce años  y multa de tres mil a cincuenta mil australes el que facilitare, aunque sea a título gratuito, un lugar o elementos, pare que se lleve a cabo alguno de los hechos previstos por los artículos anteriores. La misma pena se aplicará al que facilitare un lugar para que concurran personas con el objeto de usar estupefacientes.

En caso que el lugar fuera un local de comercio se aplicará la accesoria de inhabilitación para ejercer el comercio por el tiempo de la condena, la que se elevará al doble del tiempo de la misma si se tratare de un negocio de diversión. Durante la substanciación del sumario criminal el juez competente podrá decretar preventivamente la clausura del local.

ARTÍCULO 11.- Las penas previstas en los artículos precedentes serán aumentadas en un tercio del máximo a la mitad del mínimo, sin que las mismas puedan exceder el máximo legal de la especie de pena de que se trate:

 a) Si los hechos se cometieren en perjuicio de mujeres embarazadas o de personas disminuidas psíquicamente, o sirviéndose de menores de dieciocho años  o en perjuicio de éstos;

d) Si los hechos se cometieren por un funcionario público encargado de la Prevención o persecución de los delitos aquí previstos o por un funcionario público encargado de la guarda de presos y en perjuicio de éstos;

 e) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, lugar de detención, institución, cultural o social o en sitios donde se realicen espectáculos o diversiones públicas o en otros lugares a los que escolares y estudiantes acudan pare realizar actividades educativas, deportivas o sociales;

 f) Si los hechos se cometieren por un docente, educador o empleado de establecimientos educacionales en general, abusando de sus funciones específicas.

ARTÍCULO 12.- Será reprimido con prisión de dos a seis años  y multa de seiscientos a doce mil australes:

 a) El que preconizare o difundiere públicamente el uso de estupefacientes, o indujere a otro a consumirlos;

 b) El que usare estupefacientes con ostentación y trascendencia al público.

ARTÍCULO 13.- Si se usaren estupefacientes para facilitar o ejecutar otro delito, la pena prevista para el mismo se incrementará en un tercio del mínimo y del máximo legal de la especie de pena de que se trate.

ARTÍCULO 14.- Será reprimido con prisión de uno a seis años  y multa de trescientos a seis mil australes el que tuviere en su poder estupefacientes.

La pena será de un mes a dos años  de prisión cuando, por su escasa cantidad y demás circunstancias, surgiere inequívocamente que la tenencia es para uso personal.

ARTÍCULO 15.- La tenencia y el consumo de hojas de coca en su estado natural, destinado a la práctica del coqueo o masticación, o a su empleo como infusión, no será considerada como tenencia o consumo de estupefacientes.

ARTÍCULO 16.- Cuando el condenado por cualquier delito dependiere física o psíquicamente de estupefacientes, el juez impondrá, además de la pena, una medida de seguridad curativa que consistirá en un tratamiento de desintoxicación y rehabilitación por el tiempo necesario a estos fines, y cesará por resolución judicial, previo dictamen de peritos que así lo aconsejen.

(Observado por: Ley 24455 Art.2 (B.O. 08-03-95). 
Se establece que los tratamiento de desintoxicación y rehabilitación deberán ser cubiertos por la obra social de la cual es beneficiaria la persona)

ARTÍCULO 17.- En el caso del artículo 14, segundo párrafo, si en el juicio se acreditase que la tenencia es para uso personal declarada la culpabilidad del autor y que el mismo depende física o psíquicamente de estupefacientes, el juez podrá dejar en suspenso la aplicación de la pena y someterlo a una medida de seguridad curativa por el tiempo necesario para su desintoxicación y rehabilitación.

Acreditado el resultado satisfactorio, se lo eximirá de la aplicación de la pena.

Si transcurridos dos años de tratamiento no se ha obtenido un grado aceptable de recuperación por su falta de colaboración, deberá aplicársele la pena y continuar con la medida de seguridad por el tiempo necesario o solamente esta última.

(Observado por: Ley 24455 Art.2 (B.O. 08-03-95). 
Se establece que los tratamiento de desintoxicación y rehabilitación deberán ser cubiertos por la obra social de la cual es beneficiaria la persona)

     ARTÍCULO 18.- En el caso del artículo 14, segundo párrafo, si durante el sumario se acreditase por semiplena prueba que la tenencia es para uso personal y existen indicios suficientes a criterio del juez de la responsabilidad del procesado y éste dependiere física o psíquicamente de estupefacientes, con su consentimiento, se le aplicará un tratamiento curativo por el tiempo necesario para su desintoxicación y rehabilitación y se suspenderá el trámite del sumario.

Acreditado su resultado satisfactorio, se dictará sobre​seimiento definitivo. Si transcurridos dos años  de tratamiento, por falta de colaboración del procesado no se obtuvo un grado aceptable de recuperación se reanudará el trámite de la causa y en su caso, podrá aplicársele la pena y continuar el tratamiento por el tiempo necesario, o mantener solamente la medida de seguridad.

(Observado por: Ley 24455 Art.2 (B.O. 08-03-95). 
Se establece que los tratamiento de desintoxicación y rehabilitación deberán ser cubiertos por la obra social de la cual es beneficiaria la persona)

ARTÍCULO 19.- La medida de seguridad que comprende el tratamiento de desintoxicación y rehabilitación, prevista en los artículos 16, 17 y 18 se llevará a cabo en establecimientos adecuados que el tribunal determine de una lista de instituciones bajo conducción profesional reconocidas y evaluadas periódicamente, registradas oficialmente y con autorización de habilitación por la autoridad sanitaria nacional o provincial, quien hará conocer mensualmente la lista actualizada al Poder Judicial, y que será difundida en forma pública.

El tratamiento podrá aplicársele preventivamente al procesado cuando prestare su consentimiento para ello o cuando existiere peligro de que se dañe a sí mismo o a los demás.

El tratamiento estará dirigido por un equipo de técnicos y comprenderá los aspectos médicos, psiquiátricos, psicológicos, pedagógicos, criminológicos y de asistencia social, pudiendo ejecutarse en forma ambulatoria, con internación o alter​nativamente, según el caso.

Cuando el tratamiento se aplicare al condenado su ejecución será previa, computándose el tiempo de la duración de la misma para el cumplimiento de la pena. Respecto de los procesados, el tiempo de tratamiento suspenderá la prescripción de la acción penal.

El Servicio Penitenciario Federal o Provincial deberá arbitrar los medios para disponer en cada unidad de un lugar donde, en forma separada del resto de los demás internos, pueda ejecutarse la medida de seguridad de rehabilitación de los artículos 16, 17 y 18.

(Observado por: Ley 24455 Art.2 (B.O. 08-03-95). 
Se establece que los tratamiento de desintoxicación y rehabilitación deberán ser cubiertos por la obra social de la cual es beneficiaria la persona)

ARTÍCULO 20.- Para la aplicación de los supuestos establecidos en los artículos 16, 17 y 18 el juez, previo dictamen de peritos, deberá distinguir entre el delincuente que hace uso indebido de estupefacientes y el adicto a dichas drogas que ingresa al delito para que el tratamiento de rehabilitación en ambos casos, sea establecido en función del nivel de patología y del delito cometido, a los efectos de la orientación terapéutica más adecuada.

ARTÍCULO 21.- En el caso del artículo 14, segundo párrafo, si el procesado no dependiere física o psíquicamente de estupe​facientes por tratarse de un principiante o experimentador, el juez de la causa podrá por única vez, sustituir la pena por una medida de seguridad educativa en la forma y modo que judicialmente se determine.

Tal medida, debe comprender el cumplimiento obligatorio de un programa especializado relativo al comportamiento responsable frente al uso y tenencia indebida de estupefacientes, que con una duración mínima de tres meses, la autoridad educativa nacional o provincial, implementará a los efectos del mejor cumplimiento de esta ley.

La sustitución será comunicada al Registro Nacional de Reincidencia y Estadística Criminal y Carcelaria, organismo que lo comunicará solamente a los tribunales del país con competencia para la aplicación de la presente ley, cuando estos lo requiriesen.

Si concluido el tiempo de tratamiento este no hubiese dado resultado satisfactorio por la falta de colaboración del condenado, el tribunal hará cumplir la pena en la forma fijada en la sentencia.

ARTÍCULO 22.- Acreditado un resultado satisfactorio de las medidas de recuperación establecidas en los artículos 17, 18 y 21 si después de un lapso de tres años de dicha recuperación, el autor alcanzará una reinserción social plena, familiar, laboral y educativa, el juez previo dictamen de peritos, podrá librar oficio al Registro Nacional de Reincidencia y Estadística Criminal y Carcelaria para la supresión de la anotación relativa al uso y tenencia indebida de estupefacientes.

ARTÍCULO 28.- El que públicamente imparta instrucciones acerca de la producción, fabricación, elaboración o uso de estupefacientes será reprimido con prisión de dos a ocho años .

En la misma pena incurrirá quien por medios masivos de comunicación social explique en detalle el modo de emplear como estupefaciente cualquier elemento de uso o venta libre.

ARTÍCULO 29.- Será reprimido con prisión de seis meses a tres años  el que falsificare recetas médicas o a sabiendas las imprimiera con datos supuestos o con datos ciertos sin autorización del profesional responsable de la matrícula, quien las suscribiere sin facultad para hacerlo o quien las aceptare teniendo conocimiento de su ilegítima procedencia o irregularidad. En el caso que correspondiere se aplicará la accesoria de inhabilitación para ejercer el comercio por el doble de tiempo de la condena.

ARTÍCULO 35.- Incorpórase a la Ley No. 10.903 como artículo 18bis el siguiente:

ARTÍCULO 18bis.- En todos los casos en que una mujer embarazada diera a luz en el transcurso del proceso o durante el cumplimiento de una condena por infracción a la ley de estupefacientes, la madre deberá, dentro de los cinco días posteriores al nacimiento someter al hijo a una revisión médica especializada para determinar si presenta síntomas de dependencia de aquéllos.

La misma obligación tendrá el padre, el tutor y el guardador.

Su incumplimiento será penado con multa de ciento veinte a novecientos australes y el juez deberá ordenar la medida omitida.

ARTÍCULO 36.- Si como consecuencia de infracciones a la presente ley, el juez de la causa advirtiere que el padre o la madre han comprometido la seguridad, la salud física o psíquica o la moralidad de sus hijos menores, deberá remitir los antecedentes pertinentes al juez competente para que resuelva sobre la procedencia de las previsiones del artículo 307, inciso 3°, del Código Civil.

ARTÍCULO 37.- Reemplázase los artículos 25 y 26 de la Ley No. 20.655 por los siguientes:

ARTÍCULO 25.- Será reprimido con prisión de un mes a tres años, si no resultare un delito más severamente penado, el que suministrare a un participante en una competencia deportiva, con su consentimiento o sin él, sustancias estimulantes o depresivas tendientes a aumentar o disminuir anormalmente su rendimiento.

La misma pena tendrá el participante en una competencia deportiva que usare algunas de estas sustancias o consintiere su aplicación por un tercero con el propósito indicado en el párrafo anterior. 

  ARTÍCULO 26.- Será reprimido con prisión de un mes a tres años, si no resultare un delito más severamente penado, el que suministrare sustancias estimulantes o depresivas a animales que intervengan en competencia, con la finalidad de aumentar o disminuir anormalmente su rendimiento.

La misma pena se aplicará a quienes dieren su consen​timiento para ello o utilizaren los animales para una competencia con conocimientos de esa circunstancia.

ARTÍCULO 38.- Incorpórase como artículo 26bis de la Ley N° 20.655 el siguiente:

               ARTÍCULO 26bis.- Si las sustancias previstas en los artículos anteriores fuesen estupefacientes, se aplicará:

1. En el caso del primer párrafo del artículo 25, reclusión o prisión de cuatro a quince años y multa de seis mil a quinientos mil australes.

  2. En el caso del segundo párrafo del artículo 25, prisión de un mes a cuatro años.

  3. Para el supuesto del artículo 26, prisión de un mes a cuatro años y multa de tres mil a cincuenta mil australes.>>

      ARTÍCULO 39.- Salvo que se hubiese resuelto con anterioridad, la sentencia condenatoria decidirá definitivamente respecto de los bienes decomisados y de los beneficios económicos a que se refieren los artículos 25 y 30.

Los bienes o el producto de su venta se destinará a la lucha contra el tráfico ilícito de estupefacientes, su prevención y la rehabilitación de los afectados por el consumo.

El mismo destino se dará a las multas que se recauden por aplicación de esta ley.

Asimismo, el mismo destino se le dará a los bienes decomisados de su venta, por los delitos previstos en la Sección XII, Título I, de la Ley No. 22.415, cuando el objeto de dichos delitos sea estupefacientes, precursores o productos químicos.

Los jueces o las autoridades competentes, entregarán las multas, los beneficios económicos y los bienes decomisados o el producido de su venta, a que se refieren los párrafos precedentes conforme lo establecido por esta ley y lo determinado por el Decreto N° 1148/91.

El producido de los recursos previstos en este artículo, deberá ingresar, en todos los casos, en la Cuenta especial 816, Producidos Varios del PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION.

ARTICULO 43.- El Estado nacional asistirá económicamente a las provincias que cuenten o contaren en el futuro con centros públicos de recuperación de los adictos a los estupefacientes. El Poder Ejecutivo nacional incluirá anualmente en el presupuesto nacional una partida destinada a tales fines. Asimismo proveerá de asistencia técnica a dichos centros. 
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ARTÍCULO 1: Apruébase la reglamentación de la Ley 24.455 conforme al Anexo I que forma parte integrante del presente Decreto.

ATICULO 2: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.

ANEXO A:

Artículo 1: Sin reglamentar.

Artículo 2: Sin reglamentar.

Artículo 3: EL MINISTERIO DE SALUD Y ACCION SOCIAL DE LA NACION a través de las áreas que disponga, elaborará programas destinados a cubrir las contingencias previstas en el artículo 1 de la Ley 24. 455, tomando en cuenta para el programa de drogadicción a la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la lucha contra el Narcotráfico de la Presidencia de la Nación, según las atribuciones otorgadas por el Decreto N. 649/91 y en el programa  de SIDA al Programa Nacional de Lucha contra los retrovirus del humano y SIDA, creado en el marco jurídico de la Ley 23.798/90 y su Decreto Reglamentario N. 1244/91. Dichos programas con las adecuaciones a la realidad de la población beneficiaria de cada obra social, serán presentados a la ADMINISTRACION NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD -ANSSAL-, para que a través de ésta se disponga la cobertura de todos los niveles mencionados en el Programa de la obra social con las estructuras asistenciales que la Administración financia y supervisa. Los programas deberán ser presentados dentro de los primeros TREINTA (30) días hábiles cada año calendario, a la ADMINISTRACION NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD, disponiendo ésta de otros QUINCE (15) días hábiles para indicar el ámbito de cobertura del programa. Para todas las contingencias de los programas la ANSSAL contratará y financiará según el presupuesto asignado de acuerdo al artículo 5 de la Ley 24.455, los efectores calificados para la cobertura integral y necesaria que serán prestadores acreditados y categorizados por la autoridad de aplicación e inscriptos en el Registro Nacional de Prestadores.

Artículo 4: El control del cumplimiento de los recaudos exigidos en el artículo 1 de la Ley 24.455 se efectuará por intermedio del MINISTERIO DE SALUD Y ACCION SOCIAL DE LA NACION, quien dispondrá a través de la SECRETARIA DE POLITICAS DE SALUD Y REGULACION SANITARIA, las condiciones de acreditación y categorización de los prestadores de los servicios necesarios  para cada programa asistencial, siendo requisito fundamental el cumplimiento del Programa de Garantía de Calidad de la Atención Médica. Todos los prestadores deberán estar inscriptos en el Registro Nacional de Prestadores, tal como lo indica la Ley 23.661 en el artículo 29.

Artículo 5 : Las partidas específicas existentes en el Presupuesto General de la Nación destinadas al objetivo previsto en la Ley 24.455 estarán asignadas en ese Presupuesto a la ADMINISTRACION NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD -ANSSAL-. Las mencionadas partidas estarán en el presupuesto de la ADMINISTRACION NACIONAL  DEL SEGURO DE SALUD, con imputación específica a los alcances de la Ley 24.455.

Artículo 6: Sin reglamentar.

RESOLUCION CONJUNTA N° 361 Y 153 

(11 de Junio de 1997)

EL MINISTRO DE SALUD Y ACCIÓN SOCIAL Y

EL SECRETARIO DE PROGRAMACIÓN PARA LA PREVENCIÓN DE LA

DROGADICCIÓN Y LA LUCHA CONTRA EL NARCOTRÁFICO DE

LA PRESIDENCIA DE LA NACIÓN



RESUELVEN:

Artículo 1º: Los Organismos que podrán prestar servicios como CENTROS PREVENTIVOS-ASISTENCIALES de la Drogadependencia deberán brindar la orientación, diagnóstico, desintoxicación (en la forma no aguda de la intoxicación por sustancias de abuso), deshabituación, rehabilitación y reinserción familiar y social de las personas usuarias de sustancias psicoactivas, así como cualquier medida terapéutica tendiente a mejorar su estado físico, psicológico y social. Para lo cual deberán cubrir la totalidad de los requisitos previstos para todos, alguno o algunos de los tres Niveles que se mencionan a continuación:

CENTROS PREVENTIVOS-ASISTENCIALES

I Nivel: (Ambulatorio)

CONSULTORIOS EXTERNOS


- Recepción


- Orientación


- Diagnóstico


- Tratamiento individual, grupal y familiar


- Atención médico-clínica y psicosocial


- Asistencia ambulatoria individual, familiar y grupal


- Deshabituación, rehabilitación y reinserción del drogadependiente

II Nivel: (Ambulatorio)

HOSPITAL DE DÍA


- Tratamiento individual, familiar y grupal.


- Atención médico-clínica y psicosocial.


- Dinámica grupal.

III Nivel: (Internación)

ESTABLECIMIENTOS CON CAPACIDAD DE INTERNACIÓN


- Atención del paciente las 24 horas


- Tratamiento individual, familiar y grupal


- Atención médico-clínica y especializada


- Atención psicosocial


- Dinámica grupal


- Cumplir con la Ley Nº 22.914

Las prestaciones podrán ser brindadas por Comunidades Terapéuticas, Hospitales de Día, Centros Ambulatorios y toda otra modalidad similar que pudiere establecerse -excluidos los servicios de urgencias y emergencias-, según lo definido en el Anexo I y siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la presente.

Artículo 2º: Se consideran, a los efectos de esta Resolución:

- ORGANISMOS NO GUBERNAMENTALES: a las personas jurídicas legalmente constituidas y habilitadas por los Organos competentes, cuyo objeto social contemple la prevención, admisión, diagnóstico, orientación, tratamiento propiamente dicho, desintoxicación (en la forma no aguda de la internación por sustancias de abuso), rehabilitación y reinserción social. Como así también toda otra medida psicoterapéutica, ya sea en forma ambulatoria y/o residencial, destinada a mejorar las condiciones psicofísicas y sociales de las personas usuarias a sustancias psicoactivas.

- ORGANISMOS GUBERNAMENTALES: a los centros oficiales que funcionan en Hospitales Generales o Psiquiátricos, Centros de Salud Mental periféricos, Unidades Asistenciales-Sanitarias periféricas con asistencia en Salud Mental, Centros específicos de Prevención y Asistencia en I, II y III Nivel, Servicios de atención en crisis (SAC) y todo otro que, dependiendo directamente del Estado Nacional, Provincial o Municipal lleve a cabo la admisión, prevención, diagnóstico, orientación, desintoxicación, rehabilitación y reinserción social. Como así también, toda otra medida psicoterapéutica, ya sea ambulatoria o residencial, destinadas a mejorar las condiciones psicofísicas y sociales de las personas usuarias de sustancias psicoactivas.

Artículo 3º: En el ámbito de la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico funcionará un Registro de Organismos No Gubernamentales en el Area de Drogadependencia, en orden a lo previsto en el art. 19 de la Ley 23.737 y el Decreto Nº 1426/96.

Artículo 4º: Todos los ORGANISMOS  que presten servicios en el Area de Drogadependencia, deberán inscribirse en el Registro mencionado en el Artículo 3º de la presente, a fin de ser incluidos en un Listado Oficial previo cumplimiento de los requisitos exigidos en el Artículo 5º, debiendo presentar la documentación indicada en la ficha de inscripción cuyo modelo obra en el Anexo II. 

Asimismo, y como condición previa al alta, cuando se trate de prestadores de Obras Sociales, éstos deberán acompañar constancia de inscripción en el Registro Nacional de Prestadores, previsto en los arts. 29 y concordantes de la Ley 23.661 y art. 4º in fine del Decreto Nº 580, reglamentado de la Ley 24.455.

Artículo 5º: A los fines de obtener el alta en el Registro de Organismos No Gubernamentales y Gubernamentales, los ORGANISMOS deberán cumplimentar los siguientes requisitos:

a) DE LA DIRECCIÓN TÉCNICA Y DEL PERSONAL PROFESIONAL

I) Contar con una Dirección Técnica, la cual será confiada a un profesional con título de “Médico”, que cuente con antecedentes documentados que acrediten capacitación y experiencia en el área de drogadicción, quien tendrá bajo su responsabilidad el establecimiento de la estrategia asistencial-institucional y el control clínico-farmacológico.

II) Contar con una Dirección del Programa Psicológico Asistencial, la cual será confiada a un profesional con título de “Médico” o “Psicólogo”, que cuente con antecedentes documentados que acrediten capacitación y experiencia en el área de drogadicción, quien tendrá a su cargo las tareas de organización, planeamiento, estrategias, planificación y supervisión del programa.

III) Contar, según el o los Niveles con los Recursos Básicos del Personal que se detallan en el Anexo III.

b) REQUISITOS DE PLANTA FÍSICA Y CAPACIDAD DE ASISTIDOS

Los ORGANISMOS deberán presentar constancia de la habilitación Municipal referida a Edificación, Seguridad y Planeamiento Urbano, y cumplir con los requisitos descriptos en el Anexo IV de la presente en cuanto a planta física y capacidad de los asistidos, así como espacios libres y servicios complementarios, sin perjuicio de los exigidos por las Resoluciones vigentes en el ámbito de la Secretaría de Política y Regulación de Salud. En el caso de funcionar en Municipios que no contemplen la referida habilitación, los ORGANISMOS deberán acompañar constancia escrita de la respectiva comuna que acredite este extremo.

c) DE LA DOCUMENTACIÓN

I) En el caso que los ORGANISMOS se encuentren constituidos como fundaciones, sociedades, asociaciones, etc. deberán: 

- Presentar copias auténticas de su estatuto y modificaciones posteriores si las hubiere, con constancia de la personería jurídica otorgada por el Organo competente.

- Acompañar la documentación que acredite la memoria y balances al día.

- Denunciar su sede inscripta ante el Organo competente, el asiento efectivo de la administración, y si las tuvieren, sucursales, representaciones en el país y en el extranjero, mencionando su ubicación real y los datos de sus representaciones.

- Adjuntar nómina actualizada de autoridades y plazos de los mandatos.

- Para el caso de las fundaciones, acompañar el Plan trienal de actividades.

- Cumplimiento de los requisitos exigidos por las Resoluciones Nros. 5/93 y 3/94 de la Inspección General de Justicia, en los supuestos de sociedades, asociaciones y fundaciones y reempadronamiento de las sociedades comerciales, constituidas en la Capital Federal.

II) Contar con un seguro amplio de responsabilidad civil por las prácticas médicas y/o paramédicas que deba realizar el ORGANISMO, incluyendo las prestaciones de enfermería, actividades y trabajo social, como asimismo toda responsabilidad emergente por daños, lesiones, muerte, incendios, etc., ocasionados a/o por los pacientes, dependientes y a terceros. Dicho seguro deberá ser contratado en una compañía aseguradora que posea una estructura económico-financiera suficiente, y que no adolezca de defectos de capitales mínimos y/o déficit en su situación financiera. En todos los casos, el monto, condiciones, etc. del seguro deberán ser a satisfacción de la SE.DRO.NAR.

III) Constancia de mantener vinculación formal con un Centro Sanitario de mayor complejidad que asegure el control y seguimiento del estado de salud del paciente. Asimismo, deberá contar con una adecuada “asistencia sanitaria personalizada” cada vez que el paciente lo solicite. En los casos especializados para brindar dicha asistencia, el propio ORGANISMO registrará en la Historia Clínica del paciente las constancias de los contactos e interconsultas realizadas. Examen médico obligatorio al ingreso y en forma semestral. Como asimismo acreditar la vinculación contractual con un Servicio de Emergencias, Público o Privado.

IV) Asimismo los ORGANISMOS deberán acreditar la siguiente documentación, la que se mantendrá en forma actualizada y deberá encontrarse en el lugar donde el paciente este cursando su tratamiento:

1. Una Carpeta en la que conste la Historia Clínica Básica actualizada, la que contendrá: -Datos Personales - Motivo de la Consulta - Antecedentes de la situación actual (anteriores intenciones de tratamiento, internaciones de emergencia, etc.) - Examen físico  semanal - Diagnóstico psico-social individual y familiar - Situación legal - Orientación terapéutica - Plan del programa terapéutico sugerido o indicado (desde la singularidad de la persona admitida) - Constancia de las diferentes actividades terapéuticas con fecha y firma del responsable de cada una de ellas. Estudios complementarios básicos (análisis de laboratorio de rutina y/o especializados) - Evolución - Constancia de Interconsultas - Epicrisis.

2. Libro de Registros de ingresos y altas en todas las clases de prestación, especificando diferentes tipos de ingresos y egresos, fugas, egreso voluntario, derivación, etc. y reingresos. Libro de registro del Alta Institucional, supervisado y firmado por el Director del Area Asistencial en todo caso de cumplimiento del Programa indicado. Un libro de novedades o de guardia. Registro de seguimiento posterior al Alta Institucional con un mínimo de dos (2) años, supervisado por el Director del Area Asistencial.

3. Presentar un Reglamento Interno de los derechos y obligaciones de los pacientes.

V) La Secretaría de Política y Regulación de Salud y la SE.DRO.NAR. podrán solicitar a los ORGANISMOS, estadísticas sobre la actividad desarrollada, en orden a lo establecido en el artículo 4º in fine de la Ley Nº 22.136. Dicha información sólo podrá ser proporcionada por el Director Técnico del ORGANISMO o en su defecto por el personal del mismo con su, autorización expresa.

d) DEL PROGRAMA TERAPÉUTICO Y NORMAS DE BIOSEGURIDAD

I) Los ORGANISMOS deberán presentar ante la Secretaría de Política y Regulación de Salud del Ministerio y SE.DRO.NAR., a los efectos de su registro, el programa terapéutico desarrollar, expresando su fundamentación objetivos, metodología a aplicar y tiempo estimado de duración, según Anexo V. Dichos programas como así la aplicación de lo dispuesto por la presente Resolución serán materia de Control por parte del órgano de Trabajo instituido por la Resolución Conjunta M.S.A.S. Nº 359 y SE.DRO.NAR. Nº 151 del 10 de junio de 1997.

II) Asimismo los ORGANISMOS deberán acreditar el cumplimiento estricto de las Normas de Bioseguridad vigentes en relación a ETS, HCV, HBV y HIV.

Artículo 6º: Los ORGANISMOS actualmente en funcionamiento deberán adecuarse a las condiciones referidas en la presente Resolución en un plazo no mayor a sesenta (60) días; excepto en lo que se refiere a la infraestructura que deberá adecuarse en el plazo de ciento veinte (120) días, de la publicación de la presente.

Artículo 7º: Toda apertura o cierre de un ORGANISMO de deberá ser comunicada en forma inmediata a las autoridades sanitarias y a la SE.DRO.NAR.

Artículo 8º: La SE.DRO.NAR. incluirá en el tratado interestadual a que se refieren los artículos 5º y concordantes del Decreto Nº 623/96, los sistemas de coordinación y de adhesión al presente régimen por parte de los gobiernos de las provincias.

Artículo 9º: Las transgresiones a las disposiciones de la presente Resolución serán sancionadas según lo establecido en el art. 125 y sgte. de la Ley 17.132 y el Decreto Nº 341/92.

Artículo 10º: Derógase la Resolución Conjunta Nº 160/95 (M.S.A.S.) y 3/95 (SE.DRO.NAR).



RESOLUCIÓN Nº 153
SE.DRO.NAR.

RESOLUCIÓN Nº 361
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ANEXO I

I Nivel
CONSULTORIOS EXTERNOS (Ambulatorio)

Comprende aquellos ORGANISMOS con capacidad para brindar atención a pacientes con contención familiar y/o social que aseguren el sostenimiento de un tratamiento (concepto de Red) o bien a personas con conciencia de enfermedad, cuyos síntomas sean considerados egodistónicos, es decir que puedan pedir expresamente y sin intermediarios, la atención especializada.

II Nivel
HOSPITAL DE DÍA (Ambulatorio)

Comprende aquellos ORGANISMOS con capacidad para brindar prestación en modalidad ambulatoria intensiva, destinada a sostener a los pacientes que requieren contención diurna, de acuerdo al diagnóstico de los ejes I, II y IV (éste último como registro de los problemas psicosociales y ambientales D.S.M. IV 1995).

Semejante al tratamiento ambulatorio típico denominado tradicionalmente consultorios externos (Nivel I), comprende atención a la red familiar y social, y la concurrencia sistemática y diaria del paciente de Lunes a Viernes, durante 4 horas si es de medio día, o bien, jornadas de 6 a 8 horas (con almuerzo).

Esta alternativa comprende a pacientes cuyo consumo o patología de base han dañado su capacidad de integración y agrupabilidad que le impiden cumplir con ciertas condiciones de convivencia.

III Nivel

ESTABLECIMIENTOS CON CAPACIDAD DE INTERNACIÓN

Comprende aquellos ORGANISMOS destinados a brindar atención a:

- Quienes por su patología han cursado episodios de crisis que los colocan en situación de no acceder a las modalidades del Nivel I y II. 

- Pacientes cuyo deterioro en salud por el consumo de sustancias psicoactivas, está complicado con comportamientos que ponen en peligro al propio sujeto como a su grupo conviviente.

- Pacientes cuyo patrón de uso compulsivo le impide sostenerse en I y II Nivel, y/o que le ocasiona fracasos en sus anteriores intentos de tratamiento.

Esta alternativa comprende a los supuestos de personalidades llamadas antisociales estabilizadas en el desarrollo de una conducta toxicómana (Trastorno antisocial de la personalidad. Trastornos de la personalidad del grupo B. Eje II-F60.2) y en los casos de menores de 18 años, niños o adolescentes con trastornos disociales (conduc disorder) (F91.8) que tienen un alto riesgo de complicarse con trastornos por consumo de sustancias.

El programa residencial contempla la atención durante las 24 horas del día, con un plan diario de actividades sistemáticas, psicoterapéuticas, socioterapéuticas y médicas.

COMUNIDAD TERAPÉUTICA: Es toda aquella modalidad de tratamiento habilitatorio, que prioriza la recuperación comunitaria e incluye la recuperación personal en los aspectos biológico, psicológico y social, con programas destinados a la atención de la salud, educación básica, desarrollo valorativo y desarrollo de habilidades sociales y laborales.

La C.T. (Comunidad Terapéutica) para patologías adictivas son aquellas que brindan un tratamiento con diferentes fases, en las cuales, los residentes deben transitar un proceso que procure el crecimiento en responsabilidades y compromiso; priorizándose el trabajo grupal por sobre el abordaje individual, sin renuncia de un programa personalizado.

Esta modalidad comprende a los supuestos de co-morbilidad psico-social (O.M.S., Documento WHO/PSA/93.5).

ANEXO II

LEGAJO Nº 




REGISTRO DE INSTITUCIONES PRESTADORAS DE SERVICIOS EN DROGADEPENDENCIA

A - DATOS DE LA ENTIDAD

1) GUBERNAMENTAL?   SI  (
NO  (
2) NOMBRE 

3) RAZÓN SOCIAL  


DOMICILIO DE SEDE CENTRAL:


4) DIRECCIÓN                                                       5) LOCALIDAD 

6) CÓDIGO POSTAL                      7) PROVINCIA                                   8) T.E. 

OTRAS SEDES:

	DIRECCIÓN
	LOCALIDAD
	COD.POST.
	PROVINCIA
	TELÉFONO

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	


29) PERSONERÍA JURÍDICA Nº                     30) OTORGADA POR: 

31) FECHA DE LA RESOLUCIÓN O DECRETO 

B - CARACTERÍSTICAS DE LA ENTIDAD:

TIPO DE ACTIVIDAD (CONFORME OBJETIVOS)

ASISTENCIA:


	
 1         TRATAMIENTO Y REHABILITACIÓN           2       REINSERCIÓN SOCIAL


PREVENCIÓN:


	3     EDUC.Y DIF.PREV.       4     FORM.DE RR.HH.         5       INVESTIGACIÓN




OTRAS (ESPECIFICAR): 
6) 





7 )






8) 


9) ALCANCE DE ACTUACIÓN (CONFORME DESARROLLO ACTUAL)


	1     NACIONAL   2      REGIONAL    3    PROVINCIAL   4     MUNIC.      5    BARR.


C) RESUMEN SOBRE EL FINANCIAMIENTO DEL PROGRAMA


1) SE AUTOFINANCIA ACTUALMENTE?  SI  (   NO  (

2) PRESUPUESTO ANUAL ESTIMADO PARA EL EJERCICIO EN CURSOS  

3) CONSTANCIAS QUE SE AGREGAN 

D - DE LAS ACTIVIDADES PREVENTIVAS:

1) DETALLE PUNTUAL Y CONCRETO DE LAS ACTIVIDADES DESARROLLADAS DURANTE LOS ÚLTIMOS DOCE MESES (MENCIONAR NO MAS DE TRES EJEMPLOS CONSIGNANDO FECHA, LUGAR Y DESTINATARIO:

2) DETALLE DE LAS ACTIVIDADES EN DESARROLLO (MENCIONAR NO MAS DE TRES EJEMPLOS CONSIGNANDO FECHA, LUGAR Y DESTINATARIO:

3) DETALLE DE LAS ACTIVIDADES PROGRAMADAS PARA SU EJECUCIÓN EN EL CURSO DE LOS PRÓXIMOS SEIS MESES (MENCIONAR NO MAS DE TRES EJEMPLOS CONSIGNANDO FECHA, LUGAR Y DESTINATARIO)

E- DE LAS ACTIVIDADES ASISTENCIALES: (RESOLUCIÓN CONJUNTA Nº

1) DETALLE DE LAS ACTIVIDADES QUE SE DESARROLLAN (ADJUNTAR) 

2) DETALLE DE LAS ACTIVIDADES PROGRAMADAS (ADJUNTAR)  

E.B- DE LA DIRECCIÓN TERAPÉUTICA

1) DATOS PERSONALES DEL DIRECTOR TÉCNICO

	NOMBRE
	DOMICILIO
	DOCUMENTO


	NACIONALIDAD

	ESTADO CIVIL


	PROFESIÓN
	TELÉFONO
	MATRICULA


2) DATOS PERSONALES DEL DIRECTOR DEL PROGRAMA

	NOMBRE
	DOMICILIO
	DOCUMENTO
	NACIONALIDAD



	ESTADO CIVIL
	PROFESIÓN
	TELÉFONO
	MATRICULA




3) DATOS PERSONALES DEL DIRECTOR INSTITUCIONAL (CLÍNICAS PSIQUIATRICAS, HOSTAL.,C.S.M.)

	NOMBRE
	DOMICILIO
	DOCUMENTO
	NACIONALIDAD



	ESTADO CIVIL
	PROFESIÓN
	TELÉFONO
	MATRICULA




E.B- CONSTANCIAS SOBRE LA ATENCIÓN SANITARIA PERSONALIZADA

(RESOLUCIÓN CONJUNTA Nº

1) CONVENIO CON CENTRO SANITARIO  

2) CONVENIO CON SERVICIO DE EMERGENCIA  

E.C- DATOS ESPECÍFICOS SOBRE EL SERVICIO

1) EDAD DE ATENCIÓN: DESDE                HASTA               SIN LIMITES (
ATENCIÓN DERIVACIONES JUDICIALES: 2) CIVILES    SI (        NO  (






      3) PENALES  SI (        NO (
4) PROGRAMA LAICO?  SI  (          NO  (
5) ORIENTACIÓN RELIGIOSA DEL PROGRAMA 

6) ATENCIÓN ESPECIALIZADA

	1    COMUNIDAD

      TERAPÉUTICA
	2  AMBULATORIO
	3  CO-MORBILID.
	4  HOSTAL

	5    CENTRO DE       DÍA
	6   C.DE NOCHE
	7  U.DE DESINTOX
	8  U. .HOSPITALARIA




7) ATENCIÓN DE H.I.V.  SI (    NO  (     8) PATOLOGÍAS DUALES SI (  NO (
CAPACIDAD DE ATENCIÓN: 

9) NUMERO DE CAMAS 

10) NUMERO DE PLAZAS 

11) HORARIO DE ADMISIÓN 

F - RECURSOS HUMANOS DE LA ENTIDAD (INDICAR LAS CANTIDADES)

	PROFESIONALES Y NO PROFESIONALES
	         RENTADOS
	       NO RENTADOS

	MÉDICOS
	
	

	PSICÓLOGOS
	
	

	ASIST.SOCIALES
	
	

	TERAPISTAS OCUPAC.
	
	

	ASESOR ESPIRITUAL
	
	

	OTROS (ESPECIFICAR)
	
	


G - DOCUMENTACIÓN COMPLEMENTARIA OBRANTE EN LEGAJO:

1) COPIA AUTENTICADA DE LA DOCUMENTACIÓN CONSTITUTIVA  (
2) PERSONERÍA JURÍDICA  (
3) ACTUALIZACIÓN DE EMPADRONAMIENTO  (
4) ACTA ULTIMA ASAMBLEA DESIGNACIÓN DE AUTORIDADES  (
5) HABILITACIÓN MUNICIPAL  (
6) PLAN TRIENAL (SOLO PARA CENTROS PREVENTIVOS)  (
7) PROGRAMA TERAPÉUTICO  (
8) REGLAMENTO INTERNO  (
9) SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL  (
H - OBSERVACIONES: 




LOS DATOS VOLCADOS REVISTEN CARÁCTER DE DECLARACIÓN JURADA Y SE RATIFICAN CON LA FIRMA AL PIE DEL REPRESENTANTE DE LA ENTIDAD, CONFORME FACULTADES DOCUMENTALES QUE SE TIENEN A LA VISTA.






NOMBRE: 






CARGO:






DOCUMENTO:






FECHA:






FIRMA:








  RECIBIDO POR:                  

FECHA:                                                            


ANEXO III

RECURSOS BÁSICOS DE PERSONAL

I Nivel

CONSULTORIOS EXTERNOS

· Médico

· Psicólogo

· Administrativo

· Consultor: Médico Psiquiatra

II Nivel

HOSPITAL DE DÍA

· Médico

· Psicólogo

· Técnico (docente, profesores especialistas, terapista ocupacional, operador  socioterapéutico)

· Administrativo

· Consultores: - Médico Psiquiatra



  - Nutricionista

III Nivel

ESTABLECIMIENTOS CON CAPACIDAD DE INTERNACIÓN

· Médico

· Psicólogo

· Asistente Social

· Técnico (Operador Socioterapéutico, Terapista Ocupacional, Profesores Especialistas u otros)

· Consultores: - Médico Psiquiatra responsable del control y seguimiento psicofarmacológico - Médico Infectólogo - Nutricionista

· Auxiliar Administrativo

· Guardia las 24 horas (en caso de admitir pacientes con complicaciones psiquiátricas es esencial la guardia profesional -médico o psicólogo- de 24 horas).

En Módulos o Unidades de 50 internos, deberá contarse con:

· 1 Psicólogo cada 10 pacientes, con una carga horaria mínima de 16 hs. semanales.

· 1 Médico cada 20 pacientes, con una carga horaria mínima de 9 hs. semanales.

· 1 Director Técnico por Módulo o Unidad.

· 1 Supervisor Clínico por Módulo o Unidad.

· 1 Personal Administrativo Contable por Módulo o Unidad.

· 1 Responsable nocturno por cada 25 internos.

· 1 Encargado de mantenimiento por Módulo o Unidad.

En todos los casos, la relación de personas integrantes del equipo, deberá estar integrado con un mínimo de 50% de profesionales universitarios.

ANEXO IV

REQUISITOS MÍNIMOS DE PLANTA FÍSICA

Y CAPACIDAD DE ASISTIDOS

Todos los ORGANISMOS deberán presentar:

1) Título de propiedad, o en su caso, contrato de locación del inmueble en el que funcional la institución.

2) Planos de construcción debidamente aprobados por el Municipio respectivo y planos de ubicación, calles que la circundan, con mención de los accesos por transporte público y privado.

3) Inicio de trámite de habilitación Municipal o constancia escrita en caso de funcionar en Municipios que no contemplen la referida habilitación.

Sin perjuicio de los requisitos indicados, según el Nivel deberán contar con:

I Nivel

CONSULTORIOS EXTERNOS

· 1 sala de espera (E), no menor de 9 m2

· 1 baño básico (lavado e inodoro) para los consultantes (E)

· 2 salas-consultorio para coloquio individual, consejería y/o tratamiento (E) no menor de 7,5 m2

· 1 espacio para tareas administrativas (E)

· 1 baño para el equipo profesional, técnico y administrativo (E)

· 1 salón de usos múltiples (S.U.M.) (A), no menor de 20 m2

II Nivel

HOSPITAL DE DIA

· 1 sala de espera (E), no menor de 9 m2

· 1 baño básico (lavado e inodoro) para los consultantes (E)

· 2 salas-consultorio para coloquio individual, consejería y/o tratamiento (E)

· 1 espacio para tareas administrativas (E), no menor de 6 m2

· 1 baño para el equipo profesional, técnico y administrativo (A)

· 1 cocina instalada completa con ventilación natural o mecánica (E), con cocina, mesada, y heladera con freezer.

· 1 comedor (E), no menor de 12 m2

· 1 sala no menor de 20 m2 (S.U.M.), destinado a talleres de arte y oficios, dinámica grupal, consejería o terapia Familiar (E)

· Espacio al aire libre para actividades recreativas y físicas (E), no menor de 20 m2 propios o contratados

· Espacio para pequeña huerta y/o granja (A)

III Nivel

ESTABLECIMIENTOS CON CAPACIDAD DE INTERNACIÓN

· 1 sala de espera (E), no menor de 9 m2

· 1 baño básico (inodoro y lavatorio) para los consultantes (E)

· 1 consultorio médico (A), no menor de 7,5 m2

· 2 salas-consultorios para coloquio individual, consejería y/o tratamiento (E)

· 1 espacio para tareas administrativas (E), no menor de 6 m2

· 1 baño para el equipo profesional, técnico y administrativo (A)

· 1 cocina instalada completa con ventilación natural o mecánica (E), con cocina (hornallas y horno), mesada y heladera con freezer.

· 1 comedor (E)

· 1 sala (S.U.M.) no menor de 20 m2., destinado a talleres de arte, oficios, dinámica grupal, consejería y terapia familiar con ventilación natural o mecánica (E)

· 1 baño completo (lavatorio, inodoro y ducha) cada 8 pacientes (E)

· sanitarios de uso diferenciados para hombres y mujeres (E)

· instalación de agua caliente para lavados y duchas (E)

· 50 camas como máximo por Unidad o Módulo y con un mínimo de 12 camas para el desarrollo del programa residencial (E)

· 50 camas como máximo por Unidad o Módulo y con un mínimo de 12 camas para el desarrollo del programa residencial (E)

· Hasta un máximo de 6 camas por habitación, con una superficie mínima de 4x3x2,50 m. y 30 m3 (cubaje); 7,50m2 y 20 m3 (cubaje) para 4 camas, sin incluir sanitarios ni lugares comunes (E), en cuanto a las puertas deberán tener el ancho necesario a fin de permitir el acceso y/o desplazamiento de una camilla en caso de emergencia.

· Cada habitación deberá contar con placards o armarios individuales para cada paciente. Se entiende placard o armario a un espacio debidamente delimitado para cada paciente (E).

· Se deberá contar con la previsión de que todo paciente que deba permanecer en la cama, por prescripción médica, ocupe una habitación en planta baja, con acceso a la salida en caso de emergencia que necesitara ser trasladado en camilla hacia otro centro asistencial de mayor complejidad.

· 1 habitación-dormitorio para personal de guardia  (A)

· 1 oficina para personal de guardia y equipo interviniente (A)

· 1 botiquín para primeros auxilios, equipado con caja de seguridad o sistema similar para guardar alcohol y otros fármacos (E)

· Extinguidores de incendio, detectores de humo en todas las habitaciones, conforme la reglamentación local vigente (E)

· Señalización de las salidas y de la distribución interna de los ambientes (E)

· Espacio libre para la realización de actividades recreativas y físicas (E)

· Espacio libre para huerta y/o actividades de granja (A)

· Espacio para Lavadero (en Módulos o Unidades para 50 pacientes: 3 lavadoras, 2 piletas, 3 secadoras y 2 mesas para planchado) (A)


Todos los ambientes deberán estar ventilados, climatizados e iluminados. Los espacios al vacío que se encuentren en las planchas altas del edificio deberán estar equipados con elementos de seguridad (rejas, etc.). El emplazamiento deberá ser de fácil acceso, sin riesgo para los pacientes ni para el personal del ORGANISMO.

* (E) Esencial

** (A) Aconsejable

ANEXO V

DEL PROGRAMA TERAPÉUTICO

I Nivel

CONSULTORIOS EXTERNOS

A) Proceso de admisión y diagnóstico personal, familiar y social

· Médico (E)

· Psicólogo (E)

· Social (A)

B) Tratamiento propiamente dicho

· Tratamiento Psicoterapéutico Individual (E)

· Tratamiento Familiar y/o Vincular (E)

· Tratamiento Grupal (E)

· Evaluación y Seguimiento Médico-Clínico (E)

· Evaluación y Seguimiento Psiquiátrico y Psicofarmacológico (A)

II Nivel

HOSPITAL DE DIA

A) Proceso de admisión y diagnóstico personal, familiar y social 

· Médico (E)

· Psicológico (E)

· Social (A)

B) Tratamiento propiamente dicho

· Psicoterapia Grupal (E)

· Psicoterapia Familiar y/o Vincular (E)

· Psicoterapia Individual (E)

· Control y Seguimiento Médico-Clínico (E)

· Evaluación y Seguimiento Psiquiátrico y Psicofarmacológico si fuera necesario (A)

· Plan de actividades sistemáticas, terapéuticas, recreativas, lúdicas, artísticas, físicas y/o educativas (E)

III Nivel

ESTABLECIMIENTOS CON CAPACIDAD DE INTERNACIÓN

A) Proceso de admisión y diagnóstico personal, familiar y social

· Médico (E)

· Psicológico (E)

· Social (A)

B) Tratamiento propiamente dicho 

· Asistencia Médica 


- Clínica (E)


- Especializada (según los criterios de admisión de la Institución) (A)

· Asistencia Psicológica y/o Consejería


- Individual (E)


- Familiar y/o Vincular (E)

· Desarrollo de Técnicas Grupales


- Grupos de Pares (E)


- Grupos de Familias (A)


- Grupos de prevención de recaídas, educativos, recreativos, lúdicos, deportivos, artísticos y/o de trabajo corporal (E)

· Programa de Re-inserción Social-Laboral (E)

· Programa de Evaluación y Seguimiento de infecciones asociadas al uso de sustancias psicoactivas (especialmente HBV, CMV, Retrovirus del humano en particular HIV y HTLV-I).

· Programa de Hospital o Centro de Noche a fin de afianzar el proceso de re-inserción social, laboral, educacional y familiar (A).

- Todos los ORGANISMOS deberán presentar ante las autoridades competentes provinciales y SE.DRO.NAR. para su registro el programa terapéutico que desarrolla o que tiene previsto desarrollar especificando en que momento de realización se encuentra y cronograma de próximos pasos programados. Fundamentación, objetivo, metodología que se aplica. Perfil y equipo actuante, rentado y voluntariado. Tiempo máximo de duración del programa terapéutico. Programa de reinserción social que procure la inserción social del paciente, con un tiempo máximo de estadía y/o su pase a otro sistema terapéutico.

- Asimismo deberán elaborar un Programa de actividades semanales detallando y a la vista y colocarlo en un lugar visible para los internos y sus familiares.

* (E) Esencial

** (A) Aconsejable

RESOLUCION CONJUNTA N° 362 Y 154 

 (11 de junio de 1997)

EL MINISTRO DE SALUD Y ACCIÓN SOCIAL Y

EL SECRETARIO DE PROGRAMACIÓN PARA LA PREVENCIÓN

DE LA DROGADICCIÓN Y LA LUCHA CONTRA EL NARCOTRÁFICO 

DE LA PRESIDENCIA DE LA NACIÓN

RESUELVEN:

ARTÍCULO 1º.- Apruébese el Programa Terapéutico básico para el Tratamiento de la Drogadicción previsto en la Ley 24.455 y su Decreto Reglamentario Nº 580 del 12 de octubre de 1995 que, como Anexo I, acompaña a la presente.

ARTÍCULO 2º.- El programa a que se refiere el artículo precedente deberá ser cumplimentado por todas las Obras Sociales y Asociaciones de Obras Sociales del Sistema Nacional del Seguro de Salud incluidas en la Ley 23.660, recipendarias del fondo de redistribución de la Ley 23.661 y de las empresas o entidades prestadoras de servicios de medicina prepaga.

ARTÍCULO 3º.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional de Registro Oficial y archívese.

RESOLUCIÓN CONJUNTA Nº 362/MSyAS

RESOLUCIÓN CONJUNTA Nº 154/SEDRONAR

ANEXO I

PROGRAMA TERAPÉUTICO BÁSICO A CUMPLIMENTAR EN EL TRATAMIENTO DE LAS ADICCIONES.

Se considera necesaria la existencia de:

1) Tratamiento Ambulatorio 

2) Tratamientos en Centro de Día

3) Tratamiento Residencial o en Internación

4) Centros de Admisión y Diagnóstico

5) Centros de Desintoxicación

6) Centro de noche

A.- PROCESO DE ADMISIÓN Y DIAGNOSTICO.

A.1.- Objetivo: * Efectuar el diagnóstico y el grado de enfermedad que presenta el paciente.



     * Determinar la admisión del paciente en la institución y la conformidad del mismo a la modalidad terapéutica y/o educativa que le ofrece la institución.

A.2.- Estrategia: Se basará como mínimo en tres entrevistas:




* Entrevista individual con el paciente




* Entrevista socio-familiar




* Entrevista médico-clínica.


La realización de estas entrevistas permitirá obtener el diagnóstico presuntivo o provisional del paciente y su posterior orientación terapéutica.

A.3.- Establecimiento de Criterios Diagnósticos:

El diagnóstico personal, familiar y social de la persona afectada por el consumo de sustancias psicoactivas, se hará según los criterios del D.S.M. IV. (Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales - 1995), estos criterios permiten el diagnóstico  diferencial presuntivo o provisional. En la evaluación a través del sistema multiaxial, se considera como esenciales para las adicciones el eje I y II, a fin de describir los trastornos clínicos y los trastornos de la personalidad. Los criterios evaluativos serán actualizados según los avances científicos y técnicos.

B.- TRATAMIENTO PROPIAMENTE DICHO:

B.1.- TRATAMIENTO AMBULATORIO:

Esta prestación está dirigida a pacientes con contención familiar y/o social en su presentación espontánea o por derivación judicial, con capacidad de responsabilidad para el sostenimiento de un tratamiento (concepto de Red) o bien a personas con conciencia de enfermedad, cuyos síntomas sean considerados por los mismos pacientes como egodistónicos, razón por la cual puede pedir expresamente y sin intermediarios la atención especializada. Cubre los incisos b) y c) de la Ley 24.455.

Deberá formar parte de la Red Asistencial, como eslabón de inicio de tratamiento o complementario en caso de pacientes que hayan ingresado en Hospital de Día o en Internación, en cuyo caso será el dispositivo esencial para cubrir las etapas finales del Tratamiento.

DEBERA CONSTAR DE:

· Tratamiento Psicoterapéutico Individual

· Tratamiento Familiar y/o Vincular, que incluye la facilitación del involucramiento familiar en el plan terapéutico si fuera imprescindible para la evolución favorable del paciente.

· Tratamiento Grupal, o Intervención Grupal, si fuera necesario para la evolución favorable del paciente.

· Evaluación y Seguimiento Médico-Clínico

· Evaluación y Seguimiento Psiquiátrico y Psicofarmacológico si fuera necesario para la evolución favorable del paciente, y según el diagnóstico presuntivo o provisional realizado.

RECURSOS HUMANOS BÁSICOS:

· Médico

· Psicólogo

· Administrativo

· Es recomendable asistencia social y asistencia legal

· Consultor: Médico-Psiquiátra

B2.- TRATAMIENTO EN CENTRO DE DIA:

La prestación en modalidad ambulatoria intensiva es un espacio dedicado a sostener a los pacientes que de acuerdo al diagnóstico del DSM IV en los ejes I, II y IV (éste último registra los problemas psicosociales y ambientales) requieran contención diurna.

Semejante al tratamiento ambulatorio típico llamado tradicionalmente consultorios externos (ítems B.1) es necesario contar con red familiar y social. La diferencia entre ítem B.1 y B.2, radica en que el paciente concurre sistemáticamente todos los días, de lunes a viernes durante 4 horas, si es de medio día, o bien es sostenido en una jornada de 6 a 8 horas incluyendo una comida principal (almuerzo).

El Centro de medio día o el de día es entendido como un proyecto o programa terapéutico en sí mismo o como lugar de pasaje.

Desde los consultorios externos podrá el paciente hacer una estadía en un espacio de mayor contención en un momento de agudización de sus síntomas, o de inestabilidad familiar. Así como es habitual que luego de una etapa en Centro de Día se acuerde un seguimiento por Consultorios Externos.

La red terapéutica incluye LA INTERNACIÓN como un eslabón de una cadena que permite manejar las situaciones de crisis de acuerdo a la evolución singular de cada paciente.

Se instala la figura Hospital de Noche como alternativa para aquellos pacientes que ya han logrado un trabajo rentado o no, y/o un ingreso a algún sistema de educación, capacitación, formación, pero aún no alcanzaron una plena re-inserción familiar-social. El proceso de inserción, re-inserción, socialización y/o re-socialización familiar-social es un programa esencial para sostener la eficacia de un tratamiento, sea Ambulatorio, de Hospital de Día o Internación.

EL CENTRO DE DIA DEBERA CONSTAR DE:

· Psicoterapia Grupal 

· Psicoterapia Familiar y/o Vincular

· Psicoterapia Individual

· Control y Seguimiento Médico Clínico

· Evaluación y Seguimiento Psiquiátrico y Psicofarmacológico si fuera necesario

· Plan de actividades Sistemáticas, Recreativas, Lúdicas, Deportivas, Artísticas y/o Educativas.

RECURSOS HUMANOS BÁSICOS:

· Médico

· Psicólogo

· Técnico (docente, profesores especiales, terapista ocupacional, operador socioterapéutico).

· Administrativo

· Es recomendable asistencia social y asistencia legal

· Consultores: Médico-Psiquiatra. Nutricionista.

B.3.- PROGRAMA RESIDENCIAL O EN INTERNACIÓN:

Prestación destinada a quienes en situación de crisis socio-ambiental o personal-familiar no puedan acceder a las modalidades B.1.- y B.2.- Así como a aquellas personas cuyo deterioro por su consumo de sustancias psicoactivas este complicado con comportamientos que pongan en peligro al propio sujeto como a su grupo conviviente. Así como también a aquellos pacientes cuyo patrón de uso compulsivo le impida sostenerse en las modalidades prestacionales B.1.- y B.2.-, y/o que le ocasionara fracasos en sus anteriores intentos de tratamiento.

Una indicación específica de internación en Comunidad Terapéutica es en el caso de personalidades llamadas antisociales estabilizadas en el desarrollo de una conducta toxicómana (Trastorno antisocial de la personalidad. Trastornos de la personalidad del grupo B. Eje II-F60.2, DSM IV). O bien en el caso de menores de 18 años, niños o adolescentes con trastornos disociales, (conduct disorder; F91.8, DSM IV) que tienen un alto riesgo de complicarse con trastornos por consumo de sustancias.

El programa residencial abarcará las 24 horas del día, con un plan diario de actividades sistemáticas, psicoterapéuticas, socioterapéuticas y médicas.

Las prestaciones básicas son:

a) Proceso de admisión y diagnóstico personal, familiar y social.

· Médico

· Psicológico

· Asistente Social

b) Tratamiento propiamente dicho:

· Asistencia Médica


- Clínica 


- Especializada (según los criterios de admisión de la Institución)

· Asistencia Psicológica y/o Consejería.


- Individual 


- Familiar y/o Vincular

· Desarrollo de Técnicas Grupales


- Grupos de Pares


- Grupos de Familias


- Grupos Educativos, Recreativos, Lúdicos, Deportivos, Artísticos y/o de Trabajo Corporal.

· Programa de Re-Inserción Social-Laboral.

· Programa de Evaluación y Seguimiento de HIV.

RECURSOS HUMANO BÁSICOS:

· Médico

· Psicólogo

· Técnico y Operador Socioterapéutico

· Auxiliar Administrativo

· Guardias las 24 horas

· En caso de admitir pacientes con complicaciones psiquiátricas es esencial la guardia profesional de 24 hs. así como el médico psiquiatra responsable del control y seguimiento psicofarmacológico.

· Es recomendable asistencia social y asistencia legal.

· Consultores: Médico-Psiquiatra - Médico Infectólogo - Nutricionista.

B.4.- CENTRO DE ADMISIÓN Y DIAGNOSTICO

Como cuarta figura incluida en un programa terapéutico de las adicciones: es el centro de admisión y diagnóstico. Como “proceso” está incluido en las 3 prestaciones anteriores. Puede funcionar como eslabón de la red o cadena terapéutica siendo un ámbito orientador y/o derivador una vez establecido el plan terapéutico más conveniente de acuerdo al Diagnóstico. En nuestro medio existen Centros Preventivo-Asistenciales, en los que uno de los objetivos es el antes descripto que podrá o no desarrollar un programa terapéutico ambulatorio con modalidad consultorios externos.

Este módulo “C.P.A.” o “C.A.D.” es un espacio que facilita la detección precoz, reduciendo los riesgos que facilitan o inducen al uso de sustancias psicoactivas. Artículo 1º, inciso c), Ley 24.455.

B.4.1.- DEBERA CONSTAR DE:

· Entrevistas de orientación, asesoramiento e información a público en general que lo solicite en forma espontánea, como así también a derivaciones judiciales.

· Entrevistas motivacionales

· Proceso de admisión y diagnóstico (según ítem A.-)

B.4.2.- RECURSOS HUMANOS BÁSICOS:

· Médico

· Psicólogo

· Asistente Social

· Técnico (operador socioterapéutico)

B.5.- CENTROS DE DESINTOXICACIÓN:

En quinto lugar se deberá tener en cuenta el servicio de los “Centros de Desintoxicación” que siendo especializados en la emergencia de las drogadependencias se diferencian de los Servicios de Toxicología existentes que atienden las Urgencias Toxicológicas en general. Como servicio de emergencia deberá contar con:

· Atención médica especializada en la intoxicación aguda. (Toxicología, Psicofarmacología-Psiquiatría-Clinica Médica-Cardiología-Nefrología).

· Atención médica especializada en los cuadros de dependencia fisiológica, abstinencia, cronicidad en el consumo complicada con deterioro orgánico severo.

· Laboratorio de Análisis clínicos de alta complejidad.

· Equipo multidisciplinario para el abordaje integral de la persona luego de la intervención en el episodio agudo.

Es necesario que su instalación sea dentro de una Institución Sanitaria de Alta Calidad Prestacional que favorecerá las interconsultas dentro de la inmediatez que marque la urgencia en cada caso. Atenderán los casos de sobre dosis o intoxicaciones agudas.

Una vez equilibrado el plano organísmico; de la desintoxicación se intenta comenzar la desafectación a fin de evitar la reincidencia de los episodios agudos y la recuperación integral del paciente, aprovechando la situación en crisis como momento de acogida, entrevista de evaluación diagnóstica provisional y entrevista motivacional y pasaje a uno de los tres primeros programas B.1.-; B.2.-; ó B.3.-

B.6.- CENTRO DE NOCHE/HOSPITAL DE NOCHE

Se deberá tener en cuenta el servicio de centro u hospital de noche a fin de brindar un espacio terapéutico a aquellos pacientes que habiendo logrado una recuperación satisfactoria alcanzaron el objetivo de conseguir una salida laboral y/o educacional, pero aún no lograron la plena re-inserción social familiar. Existe una población de pacientes cuya problemática se desplaza hacia lo social una vez lograda la desafectación adictiva y requieren una contención parcial a fin de lograr su autonomía fundada en la re-inserción plena que implica el trabajo sobre las recaídas.

Estos servicios no funcionan aislados, forman parte de los programas con internación.

Deberán constar de: 
Psicoterapia individual




Psicoterapia familiar/social y/o vincular




Desarrollo de Técnicas grupales

Generalmente los pacientes bajo este régimen prestacional salen de la institución luego del desayuno y regresan en horarios de la tarde a fin de cumplir con su programa terapéutico, tienen su comida principal / cena y duermen en la institución. Debido a seguridad terapéutica deben funcionar en espacios separados del destinado a los pacientes bajo el régimen de internación plena.

MECANISMOS DE EVALUACIÓN Y CONTROL

Seguimiento evolutivo del paciente registrado en historia clínica personal social.

Control clínico del paciente y como mínimo examen mensual de salud. El profesional responsable indicará una frecuencia del examen de salud según lo requiera el estado psicofísico del paciente.

Control de laboratorio al ingreso y cada seis meses conforme dure el tratamiento, de E.T.S., H.I.V., H.B.V., H.C.V., C.M.V., T. cruzzii (chagas), T.gondii (toxoplasmosis), rutina mínima de laboratorio y otros estudios complementarios de acuerdo al estado de salud psicofísica del paciente.

CONSIDERACIONES GENERALES

Para todas las modalidades expuestas se deberá exigir un diagnóstico médico psicológico a partir de la cuarta semana de tratamiento a fin de determinar si los síntomas deben considerarse manifestaciones de un trastorno mental independiente no inducido por sustancias, o de un trastorno persistente inducido por sustancias, siempre y cuando se haya logrado mantener al paciente abstinente durante ese período.

En todos los casos, los profesionales deberán poseer experiencia acreditada en el tratamiento de las adicciones.

La presente propuesta de Programa Terapéutico tuvo en cuenta las recomendaciones del D.S.M.IV,  y el C.I.E.10; el Programa de Abuso de Drogas de la OMS (1994), del Comité Central de Calidad Asistencial del Estado de Nueva York (1994), se contempló además las recomendaciones del NIDA (National Institute on Drug Abuse).

En relación a los pacientes derivados por orden judicial en aplicación de la Ley 23.737 se tomó en cuenta el informe de la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes (1996).

Este programa terapéutico será revisado una vez al año y actualizado conforme a los avances científicos por el Ministerio de Salud y Acción Social y la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico, a través del órgano de trabajo, instituido por la Resolución Conjunta Nº 359 M.S. y A.S. Nº 151 SE.DRO.NAR.

Tiempos mínimos de prestación a fin de garantizar una cobertura mínima a los beneficiarios:

1.- Tratamiento ambulatorio: 6 meses con opción a renovar por otros 6 meses estableciéndose un mínimo de dos (2) prestaciones semanales.

2.- Tratamiento en Hospital de día (módulo de 4 horas): 6 meses.

3.- Tratamiento en Hospital de día (módulo de 8 horas): 6 meses.

Ambas prestaciones (2.-,3.-) con opción a renovar por otros 6 meses de acuerdo a la gravedad, según diagnóstico, siempre que se defina como tratamiento principal.

4.- Internación para desintoxicación: De una semana a un mes, considerando la gravedad del compromiso orgánico con la sustancia.

5.- Internación en Comunidad Terapéutica: de 3 meses a 6 meses, considerando que se trate de una internación en Crisis o de un compromiso drogadependiente grave, renovable por otros 6 meses.

6.- Hospital de noche: 2 meses, con opción a renovar por 2 meses más.

7.- Proceso de Admisión y diagnóstico: Como mínimo 3 consultas con la opción a renovar por 8 en total.

8.- Internación para la co-morbilidad psiquiátrica: 6 meses, renovable por otros 6 meses, hasta cumplimentar 24 meses.

Para 2.-, 3.-. 5.-, 6.- y 8.- no serán acumulables los períodos menores a 30 días en los que el paciente tuvo un egreso calificado como egreso por fuga, por autoexternación o por expulsión.

Se define al tratamiento principal, aquel que haya sido elegido como el adecuado según el proceso de admisión y diagnóstico para iniciar el proceso terapéutico propiamente dicho.

CONTROL DEL PROGRAMA TERAPÉUTICO:


La aplicación de este Programa Terapéutico será materia de Control por parte del Ministerio de Salud y Acción Social y de la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico, a través del órgano de Trabajo, instituido por la Resolución Conjunta Nº

BOLIVIA

LEY 1008

LEY DEL REGIMEN DE LA COCA Y SUSTANCIAS CONTROLADAS 

 07-19-88

TITULO PRIMERO

Del régimen de la coca

CAPÍTULO I

De las normas generales, naturaleza y definiciones

ARTÍCULO 1º.- La coca, cuyo nombre científico corresponde al género erithroxilum, constituye un producto natural de subtrópico de los departamentos de La Paz y Cochabamba. Se presenta en estado silvestre o en cultivos agrícolas, cuya antigüedad se remonta a la historia precolombina boliviana.

ARTÍCULO 2º.- El cultivo de la coca es una actividad agrícola-cultural orientada tradicionalmente en forma lícita hacia el consumo, uso en la medicina y rituales de los pueblos andinos.

ARTÍCULO 3º.- Para efectos legales se establece una diferencia esencial entre la coca en estado natural, que no produce efectos nocivos a la salud humana, y la coca “Iter criminis”, que es la hoja en proceso de transformación química que aisla el alcaloide cocaína y que produce efectos psicofisiológicos y biológicos nocivos para la salud humana y es utilizada criminalmente.

ARTÍCULO 4º.- Se entiende como consumo y uso lícito de la hoja de coca las prácticas sociales y culturales de la población boliviana bajo formas tradicionales, como el “acullicu” y masticación, usos medicinales y usos rituales.

ARTÍCULO 5º.- Otras formas de uso lícito de la hoja de coca que no dañen la salud ni provoquen algún tipo de fármaco dependencia o toxicómana, así como su industrialización para usos lícitos, serán objeto de reglamentación especial.

ARTÍCULO 6º.- La producción de la hoja de coca que cubre la demanda para usos y consumo a que se refieren los artículos 4º y 5º, se define como producción necesaria. La que sobrepasa a tales necesidades se define como producción excedentaria.

TITULOS III

De los Delitos y las Penas

ARTÍCULO 49º.- CONSUMO Y TENENCIA PARA EL CONSUMO: El dependiente y el consumidor no habitual que fuere sorprendido en posesión de sustancias controladas en cantidades mínimas que se supone son para su consumo personal inmediato, será internado en un instituto de farmacodependencia público o privado para su tratamiento hasta que se tenga convicción de su rehabilitación.


La cantidad mínima para consumo personal inmediato será determinada previo dictamen de dos especialistas de un instituto de farmacodependencia público. Si la tenencia fuese mayor a la cantidad mínima caerá en la tipificación del artículo 48º de esta ley. 


A los ciudadanos extranjeros sin residencia permanente en el país que incurran en la comisión de estos hechos se les aplicará la ley de residencia y multa de quinientos a mil días.

ARTÍCULO 50º.- ADMINISTRACION: El que ilícitamente administrare a otras sustancias controladas, será sancionado con diez a quince años de presidio y mil quinientos a tres mil días multa, cualquiera fuera la cantidad administrada.

ARTÍCULO 51º.- AGRAVANTES: El que suministrare ilícitamente a otros sustancias controladas, será sancionado con presidio de ocho a doce años y mil a dos días multa, cualquiera sea la cantidad suministrada.

ARTÍCULO 52º.- AGRAVANTES: Si como consecuencia de la administración o suministro ilícito de sustancias controladas resultare un quebrantamiento grave de la salud, la sanción será de quince a veinte años de presidio y mil a tres mil días multa.


Si de hechos resultare la muerte de la persona, la sanción será de veinte treinta años de presidio.

ARTÍCULO 54º.- INDUCCION: El que indujere a otro al uso indebido de sustancias controladas, será sancionado con cinco a diez años de presidio y dos mil a cuatro mil días multa.


Si el inductor aprovechare su condición de ascendiente o autoridad sobre el inducido o éste fuera menor de edad o incapaz o el delito se cometiera en establecimientos educativos, asistenciales, militares, policiales o penitenciarios o en sus inmediaciones, la pena será de diez a veinte años de presidio y cuatro mil a ocho mil días multa.

ARTÍCULO 57º.- ASESINATO: El homicidio causado por expreso propósito mediante uso de sustancias controladas, equivale al uso de veneno, que constituye delito de asesinato conforme al artículo 17 de la Constitución Política y al inciso 5) del artículo 252 del Código Penal.

ARTÍCULO 58º.- FALSIFICACION: El que adulterare o falsificare receta medica con objeto de obtener sustancias controladas será sancionado con tres a cinco años de presidio y doscientos a cuatrocientos días multa.


El que adulterare y/o falsificare licencias, permisos, pólizas de importación, facturas, cartas de porte u otros documentos para internar al país sustancias controladas, será sancionado con ocho a quince años presidio y tres mil a seis mil días multa.

ARTÍCULO 61º.- ENCUBRIMIENTO DE LOCALES PUBLICOS: Los propietarios gerentes, administradores o concesionarios de hoteles, moteles, restaurantes, confiterías, clubes, bares, locales de diversión, prostíbulos, casas de cita, hospitales, clínicas y otros establecimientos abiertos al publico, están obligados a informar a las autoridades competentes sobre la presencia de personas que trafiquen, posean o consuman sustancias controladas bajo la sanción de uno a dos años de presidio y quinientos a mil quinientos días multa. En caso de comprobarse permisibilidad, encubrimiento o complicidad será sancionado de dos a seis años de presidio y de dos mil a cuatro mil días multa.

ARTÍCULO 62º.- OBLIGACIÓN DE PROFESIONALES: Los profesionales de ramas médicas y de otras, en cuyo ejercicio tuvieren facultad de expedir recetas sobre sustancias controladas y que lo hagan sin llenar las formalidades previstas por disposiciones legales, serán sancionados de conformidad al Código de Salud más dos mil a cuatro mil días multa. En caso de reincidencia serán sancionados con inhabilitación definitiva del ejercicio profesional, con presidio de dos a cinco años.

ARTÍCULO 63º.- VENTA DE FARMACIA: El propietario, regente o empleado de droguería, farmacia o local de comercio autorizado para la venta de medicamentos, que despacharen sustancias controladas sin llenar las formalidades previstas en las disposiciones legales, serán sancionados en la siguiente forma:

a) El propietario, con la clausura de su establecimiento por el término de seis meses y dos mil a cuatro mil días multa. Además con un año de suspensión, si fuere profesional.

b) El regente, con un año de suspensión del ejercicio profesional y mil a dos mil días multa.

c) El empleado o dependiente, si resultare responsable, con quinientos a mil días multa.

En caso de reincidencia o habitualidad las sanciones serán las siguientes:

1) Al propietario profesional, cancelación de su registro o inhabilitación definitiva del ejercicio profesional, clausura definitiva del establecimiento y presidio de dos a cinco años.

2) Al propietario no profesional, presidio de dos a cinco años y clausura definitiva de su establecimiento.

3) Al regente, presidio de dos a cinco años e inhabilitación definitiva del ejercicio profesional.

4) Al empleado o dependiente, presidio de dos a cinco años.

ARTÍCULO 64º.- INVENTARIOS Y REGISTROS: Los responsables de firmas importadoras, droguerías, farmacias o locales autorizados para el expendio o suministro de medicamentos con sustancias controladas, cuya existencia en depósitos no guarden relación con sus inventarios y registros, serán sancionados con dos mil a cuatro mil días multa y la incautación de la mercadería.


En caso de reincidencia o habitualidad, se impondrá de dos a cuatro años de presidio y la clausura definitiva del establecimiento.

TITULO VII

Tratamiento, rehabilitación y reinserción social

ARTÍCULO 136º.- INSTITUTOS DE TRATAMIENTO Y REHABILITACION EN DEPENDENCIA QUIMICA O FARMACODEPENDENCIA: El Estado creará institutos y centros de investigación, prevención, tratamiento y rehabilitación para la dependencia química, física y psíquica (farmacodependencia), en el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los consumidores de sustancias controladas.


Podrán funcionar centros privados con el mismo objetivo, previa autorización del Departamento de Salud Mental del Ministerio de Previsión Social y Salud Pública y la supervisión del Consejo Nacional de Sustancias Controladas.

ARTÍCULO 137º.- FUNCIONES.

Los institutos mencionados en el artículo 136º diagnosticarán y tratarán a todo consumidor internado por disposición judicial, así como aquellos que sean solicitados por sus familiares o voluntariamente. Evaluarán las condiciones de farmacodependiente o toxicómano conducido al establecimiento y otorgarán todo informe técnico requerido por autoridad competente.

ARTÍCULO 138º.- PERIODO DEL TRATAMIENTO.- El que se presentare voluntariamente para ser tratado no podrá ser obligado a quedarse interno, a menos que estuviera en condiciones graves para su salud o proclive a actos antisociales y delictivos.


Los que hubieran sido internados obligatoriamente por ser consumidores dependientes y agravando por tenencias y otra forma compulsiva, deberán quedar internos o sometidos a tratamiento obligatorio por todo el tiempo que el médico especialista juzgue necesario y con el cotejo de un perito.

ARTÍCULO 139º.- MENORES DE 16 AÑOS: Los consumidores que sean menores de 16 años serán puestos inmediatamente a disposición del Tribunal del Menor, que determinará obligatoriamente las medidas que se tomarán para su rehabilitación.


En esta tarea cooperarán los padres o responsables del menor.

ARTÍCULO 140º.- EDUCACION FORMAL: Los planes y programas de los niveles intermedio, medio, superior, técnico en las materias pertinentes de estudios sociales, biológicos y psicológicos, contendrán temas destinados a comprender los fenómenos que genera el tráfico y consumo de droga.


Las universidades, centros intermedios y medios, centros técnicos de educación no formales, los colegios técnicos militares, deben incorporar en sus planes y programas las materias sobre los problemas que genera el tráfico y consumo de drogas.

ARTÍCULO 141º.- EDUCACION NO FORMAL: El consejo Nacional Contra el Uso Indebido y Tráfico Ilícito de Drogas utilizará la educación no formal, como una estrategia para llegar al público, a fin de prevenir el consumo, el tráfico y la delincuencia relacionadas con sustancias controladas y hacer participar a la población y a la comunidad en la prevención integral. En estas tareas se requerirá la cooperación intersectorial, interinstitucional e interdisciplinaria, bajo la necesaria dirección del Consejo Nacional Contra el Uso Indebido y Tráfico Ilícito de Drogas.

ARTÍCULO 142º.- DE LA INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN EN MATERIA DE DROGAS: El Consejo Nacional diseñará políticas específicas en materia de información comunicación social destinadas a la prevención integral del tráfico y consumo de drogas en sus aspectos informativos y de la utilización de medios masivos de comunicación pública y privada para efectuar campañas de prevención


El Consejo Nacional Contra el Uso Indebido y Tráfico Ilícito de Drogas, reglamentará la realización de programas y campañas y el uso gratuito de los medios masivos de comunicación en el marco de estas políticas.

ARTÍCULO 143º. - REGLAMENTACION: El Ministerio de Previsión Social y Salud Pública, de acuerdo con el Consejo Nacional Contra el Uso Indebido y Trafico Ilícito de Drogas, dictará los reglamentos sobre la organización, selección del personal, funcionamiento y responsabilidad de los institutos de investigación en farmacodependencias. 

ARTÍCULO 144º.- DE LA REINCORPORACION SOCIAL: Los organismos competentes serán los encargados de adecuar los mecanismos correspondientes para facilitar la reinserción social y laboral de los ex-toxicómanos.

REGLAMENTO DE LA LEY 1008 SOBRE REGIMEN DE LA COCA

Y SUSTANCIAS CONTROLADAS

 

TITULO I

DEL REGIMEN DE LA COCA

CAPITULO III

Producción, Circulación y Comercialización

ARTICULO 8º.- La circulación y comercialización de la hoja de coca para consumo y usos lícitos estarán bajo el control de la Dirección Nacional de Control y Fiscalización de la Hoja de Coca, dependiente del despacho del Ministro del Interior, Migración y Justicia, para prevenir y evitar su desvío hacia fines ilícitos.

TITULO II

SUSTANCIAS CONTROLADAS

CAPITULO UNICO

De la Prohibición y Control

ARTICULO 19º.- Las farmacias autorizadas por el Ministerio de Previsión Social y Salud Pública, para la venta de medicamentos que contengan sustancias controladas, solo expedirán sus productos mediante receta médica en formularios del Ministerio en dos ejemplares en los que conste nombre y carnet de identidad del paciente. Un ejemplar se enviará cada treinta días al Ministerio de Previsión Social y Salud Pública y otro quedará en poder de la farmacia para su descargo.

ARTICULO 22º.-  El Ministerio de Previsión Social y Salud Pública, en coordinación con los Ministerios de Industria, Comercio y Turismo; Energía e Hidrocarburos, organizará un inventario de entradas, salidas y existencia de drogas que produzcan dependencia, en laboratorios, farmacias y casas importadoras; y de precursores. Levantarán estadísticas sobre las necesidades oficiales y particulares de dichas drogas y precursores.

 

ARTICULO 23º.-  Los laboratorios, establecimientos farmacéuticos y las firmas comerciales que elaboren, distribuyan e importen drogas o medicamentos que produzcan dependencia, así como los precursores, no podrán tener en existencia cantidades superiores a 1as autorizadas.

TITULO III

DE LOS DELITOS Y PENAS

CAPITULO UNICO

ARTICULO 25º.- Los menores de 16 años que hubiesen incurrido en delitos penados por la ley 1008, serán internados en centros especiales hasta su total rehabilitación.

 

ARTICULO 26º.- Se entiende por tenencia para consumo personal inmediato, la cantidad de droga equivalente a 48 horas de consumo, dictaminado por dos peritos médicos a los que se refiere el artículo 49 de la ley 1008. Si la cantidad fuese mayor se presume como tráfico.

 

ARTICULO 27º.- El que destine un bien, mueble o inmueble para que en él se elabore, almacene, transporte, venda o use algunas sustancias controladas y/o autorice y tolere en ellos el consumo de drogas controladas, será sancionado de conformidad con el artículo 71 de la ley 1008.

ARTICULO 29º.- En los delitos de suministro e inducción, la calificación y gradación de la pena tomará en cuenta modo, forma, cantidad, tiempo, lugar y circunstancias atenuantes y agravantes.

TITULO VII

TRATAMIENTO, REHABILITACION Y REINSERCION SOCIAL

CAPITULO UNICO

 

ARTICULO 35º.- El Estado y las empresas privadas no discriminarán en 1 provisión de empleos a las personas rehabilitadas y socialmente readaptadas.

 

ARTICULO 36º.-   Se considera de utilidad pública, la construcción de sociedades civiles, asociaciones y fundaciones sin fines de lucro, para la prevención, rehabilitación y la investigación científica sobre materias a que se refiere la ley, su funcionamiento estará sujeto a reglamentación especial y a lo establecido en el segundo párrafo del artículo 136 de la ley 1008.

 

ARTICULO 37º.- El Consejo Nacional Contra el Uso Indebido y Tráfico ilícito, de Drogas, mediante sus organismos competentes desarrollará planes y programas de prevención, tratamiento, rehabilitación así como reinserción social; y contra el consumo ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

 

ARTICULO 38º.- Los Ministerios del Interior, Migración y Justicia; Defensa Nacional; Aeronáutica; Educación y Cultura; Informaciones; Fuerzas Armadas; Policía Nacional y Universidades, así como otras instituciones públicas o privadas, incluirán en sus planes y programas de estudio curricular, materias referentes a la prevención del uso indebido de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

 

ARTICULO 39º.-  El uso indebido de drogas como tema de estudio debe incluirse obligatoriamente en el contenido curricular de los programas educativos del nivel básico al superior.

 

Los programas educativos sobre materia de prevención deben ser elaborados por el Consejo Nacional de Prevención y Rehabilitación y ser ejecutados por los organismos competentes.

 

ARTICULO 40º.-  El Consejo Nacional de Prevención y Rehabilitación presentará a la Comunidad Educativa, programas difundidos en los medios de comunicación masiva destinados a informar sobre el tratamiento, rehabilitación y reinserción social.

 

ARTICULO 41º.- En cada comunidad educativa se organizará una comisión interdisciplinaria con la participación de docentes y padres de familia y en coordinación con los comités de prevención departamentales para la promoción y difusión del conocimiento integral del fenómeno del uso indebido de drogas y su tratamiento.

 

ARTICULO 42º.- Los Institutos de Tratamiento y Rehabilitación estarán bajo control y supervisión del Ministerio de Previsión Social y Salud Pública.

 

ARTICULO 43º.- Las unidades sanitarias del país estarán encargadas de la supervisión del funcionamiento de los centros de tratamiento, rehabilitación y reinserción social.

 

ARTICULO 44º.- Cuando los tribunales tutelares dispongan la internación obligatoria de menores para su tratamiento y rehabilitación en centros especializados de salud, atendidos por el Ministerio de Previsión Social y Salud Pública, los aspectos sociales serán atendidos por los organismos competentes.

 

ARTICULO 45º.-  La Junta Nacional de Solidaridad y Desarrollo Social, mediante el órgano de protección de menores definirá y ejecutará políticas de rehabilitación para menores farmacodependientes en coordinación con el Consejo Nacional de Prevención y Rehabilitación,

 

ARTICULO 46º.- Se creará centros departamentales de rehabilitación para menores farmacodependientes, cuyo funcionamiento se sujetará a normas establecidas por el Consejo Nacional de Prevención y Rehabilitación.

 

ARTICULO 47º.- Los menores de 16 años que incurran en hechos calificados como delitos tipificados en la ley 1008, serán sometidos a tratamiento que disponga la autoridad especializada llamada por ley.

 

ARTICULO 48º.- Los contenidos y métodos de la información preventiva, deben basarse en el conocimiento de la realidad nacional en relación al problema del uso indebido de drogas y a las recomendaciones de la Organización de Naciones Unidas y sus agencias especializadas.

 

ARTICULO 49º.- La información relacionada con los problemas de tráfico ilícito y consumo indebido de drogas debe ajustarse a las normas de ética periodística, tendiendo a la educación preventiva y evitando la distorsión de los hechos y valores. Los infractores serán sancionados conforme al artículo 79 de la ley 1008.

 

ARTICULO 51º.- Se prohíbe la difusión pública de información, donde figuren menores de edad y de su identidad en hechos relacionados con actividades del tráfico o consumo de drogas.

COLOMBIA


LEY  30 DE ENERO 1986

Estatuto Nacional de Estupefacientes

Artículo 2

Para efectos de la presente ley se adoptarán las siguientes definiciones:

e)     Abuso: Es el uso de droga por una persona, prescrita por ella misma y con fines no médicos.

f)     Dependencia Psicológica: Es la necesidad repetida de consumir una droga, no obstante sus consecuencias.

g)
Adicción o Drogadicción: Es la dependencia de una droga con aparición de síntomas físicos cuando se suprime la droga.

h)
 Toxicomanía: Entiéndese como dependencia a sustancias médicamente calificadas como tóxicas.

i)
 Dosis Terapéutica: Es la cantidad de droga o de medicamento que un médico prescribe según las necesidades clínicas de su paciente.

j)
Dosis para uso personal: Es la cantidad de estupefacientes que una persona porta o conserva para su propio consumo.

Es dosis para uso personal la cantidad de marihuana que no exceda de veinte (20) gramos; la de marihuana hachís la que no exceda de cinco (5) gramos; de cocaína o cualquier sustancia a base de cocaína la que no exceda de un (1) gramo, y de metacualo​na la que no exceda de dos (2) gramos.

No es dosis para uso personal, el estupefaciente que la persona lleve consigo, cuando tenga como fin su distribución o venta, cualquiera que sea su cantidad.

k)
Precursor: Es la sustancia o mezcla de sustancias a partir de las cuales se producen, sintetizan u obtienen drogas que puedan producir dependencia.

l)
Prevención: Es el conjunto de actividades encaminadas a reducir y evitar la depen​dencia.

m)
Tratamiento: Son los distintos métodos de intervención terapéutica encaminados a contrarrestar los efectos producidos por la droga.

Artículo  10

A partir de la vigencia del presente Estatuto, la prensa escrita, las estaciones de radiodifusión sonora y las programadoras de televisión que operen en el país deberán adelantar campañas destinadas a combatir el tráfico y consumo de drogas que producen dependencia con la duración y periodicidad que determine el Consejo Nacional de Estupefacientes, de común acuerdo con el Ministerio de Comunicaciones, los cuales reglamentarán y vigilarán el cumplimiento de esta disposición. los programas podrán ser elaborados directamente por el correspondiente medio de comunicación, pero para su difusión deberán ser sometidos a la aprobación del Consejo Nacional de Estupefa​cientes.

Artículo  11

Los programas de educación primaria, secundaria y superior, así como los de educación no formal, incluirán información sobre riesgos de la farmacodependencia, en la forma que determine el Ministerio de Educación Nacional y el ICFES, en coordinación con el Consejo Nacional de Estupefacientes.

Artículo  12

Las instituciones universitarias públicas y privadas obligadas a ello conforme a la regla​mentación que acuerden el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación y el ICFES, incluirán en sus programas académicos el servicio obligatorio gratuito de consultorios clínicos, para la atención de farmacodependientes.

Artículo  13

El Consejo Nacional de Estupefacientes, en coordinación con otras entidades guberna​mentales, promoverá y reglamentará la creación y funcionamiento de comités cívicos, con la finalidad de luchar contra la producción, tráfico y consumo de drogas que produzcan dependencia.

Campañas de prevención contra el consumo del alcohol y del tabaco

Artículo  15

En ningún caso podrán trabajar personas menores de catorce (14) años, durante la jornada nocturna en establecimientos donde expendan y consuman bebidas alcohólicas.

Artículo  16

En todo recipiente de bebida alcohólica nacional o extranjera deberá imprimirse, en el extremo inferior de la etiqueta y ocupando al menos una décima parte de ella, la leyenda: "El exceso de alcohol es perjudicial para la salud".

En la etiqueta deberá indicarse además, la gradación alcohólica de la bebida.

Artículo  17

Todo empaque de cigarrillo o de tabaco, nacional o extranjero deberá llevar en el extremo inferior de la etiqueta y ocupando una décima parte de ella, la leyenda: "El tabaco es nocivo para la salud".

Artículo  18

No se autorizará la venta de licores, cigarrillo y tabaco que no contengan las leyendas prescritas en los artículos 16 y 17 de este Estatuto.

Artículo  19

Las estaciones de radiodifusión sonora, las programadoras de televisión y los cinemató​grafos sólo podrán transmitir propaganda de bebidas alcohólicas, cigarrillos y tabaco en los horarios y con la intensidad que determine el Consejo Nacional de Estupefacientes, previo concepto de su Comité Técnico Asesor.  El Ministerio de Comunicaciones velará por el cumplimiento de esta disposición.

 Artículo   25

Los hospitales y clínicas, oficiales y privados, y los establecimientos farmacéuticos, oficiales y privados, deberán llevar un libro de control de medicamentos y drogas que producen dependencia y sus precursores, conforme a las disposiciones que expide el Ministerio de Salud.

Artículo   26

La prescripción de drogas y medicamentos clasificados por el Ministerio de Salud como de control especial se hará de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida dicho Ministerio.

Artículo   27

Los profesionales en medicina que formulen las drogas y medicamentos a que se refiere el artículo 26, a pacientes considerados como farmacodependientes, tienen la obliga​ción de informar de ello a los Servicios Seccionales de Salud, los cuales deberán transmitir la información al Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud, que deberá llevar un Registro Nacional de Farmacodependientes.

Lo dispuesto en este artículo se ajustará a la reglamentación que expida el Ministerio de Salud, previa concepto del Tribunal de Ética Médica y la Sociedad Colombiana de Psiquiatría.

Artículo   28

Los establecimientos farmacéuticos y organismos sanitarios que fabriquen, almace​nen, distribuyan, vendan o usen drogas y medicamentos que producen dependencia y sus precursores, estarán sometidos a la inspección y vigilancia del Ministerio de Salud.

Artículo   29

La fabricación e importación de jeringas y agujas hipodérmicas requiere autorización previa del Ministerio de Salud.

Artículo   30

El Fondo Rotatorio adscrito al Consejo Nacional de Estupefacientes financiará los pro​gramas de prevención, control y asistencia en materia de farmacodependencia y vigilan​cia farmacológica, conforme a las políticas que señale dicho Consejo.

El Fondo Rotatorio adscrito al Consejo Nacional de Estupefacientes, podrá sufragar igualmente el costo que demande el desarrollo de los convenios bilaterales y multilate​rales suscritos por el Gobierno Nacional, conforme lo determine el Consejo Nacional de Estupefacientes.

Artículo   31

El Consejo Nacional de Estupefacientes deberá coordinar sus labores de manera perma​nente con el Ministerio de Salud, con el fin de asegurar el cabal cumplimiento de las disposiciones de que trata la presente ley.

De los delitos

Artículo 17. El artículo 33 de la Ley 30 de 1986 quedará así:

El que sin permiso de autoridad competente, salvo lo dispuesto sobre dosis para uso personal, introduzca al país, así sea en tránsito o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, financie o suministre a cualquier título droga que produzca dependencia, incurrirá en prisión de seis (6) a veinte (20) años y multa de cien (100) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales.

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, doscientos (200) gramos de hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) gramos de derivados de la amapola, doscientos (200) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de uno (1) a tres (3) años de prisión y multa en cuantía de dos (2) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales.

Si la cantidad de droga excede los límites máximos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez mil (10.000) gramos de marihuana, tres mil (3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o sesenta (60) gramos de derivados de la amapola, cuatro mil (4.000) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de cuatro (4) a doce (12) años de prisión y multa de diez (10) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales.

(Reformado Ley 365 de febrero 21 de 1997)

Artículo 18. El artículo 34 de la Ley 30 de 1986 quedará así:

El que destine ilícitamente bien mueble o inmueble para que en él se elabore, almacene o transporte, venda o use alguna de las drogas a que se refiere el artículo 32 y/o autorice o tolere en ellos tal destinación incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y multa de mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 124 y 125 del Decreto-ley 522 de 1971 (artículo 208, ordinal 5º y 214, ordinal 3º del Código Nacional de Policía).

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, trescientos (300) gramos de hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína, veinte (20) gramos de derivados de la amapola o doscientos (200) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de uno (1) a tres (3) años de prisión y multa en cuantía de dos (2) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales.

Si la cantidad de droga excede los límites máximos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez mil (10.000) gramos de marihuana, tres mil (3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o sesenta (60) gramos de derivados de la amapola o cuatro mil (4.000) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de tres (3) a ocho (8) años de prisión y multa de diez (10) a ochocientos (800) salarios mínimos legales mensuales.

(Reformado Ley 365 de febrero 21 de 1997)

Artículo 35

El que en cualquier forma estimule o propague el uso ilícito de drogas o medicamentos que produzcan dependencia incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años.

Artículo 36

El profesional o practicante de medicina, odontología, enfermería, farmacia o de alguna de las respectivas profesiones auxiliares que, en ejercicio de ellas, ilegalmente formule, suministre o aplique droga que produzca dependencia, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años.

Además de la sanción establecida en el inciso anterior, se impondrá la suspensión en el ejercicio de la profesión por un término de cinco (5) a diez (10) años.

Artículo 37

El que suministre, administre o facilite a un  menor  de  dieciséis  (16)  años  droga  que produzca dependencia o lo induzca a usarla, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12)años.

Artículo  38

El mínimo de las penas previstas en los artículos anteriores se duplicará en los siguientes casos:

1.
Cuando el hecho se realice:

a)
Valiéndose de la actividad de un menor de dieciséis (16) años, o de quien padezca trastorno mental, o de persona habituada.

b)
En centros educacionales, asistenciales, culturales, deportivos, recreativos, vacacio​nales, cuarteles, establecimientos carcelarios, lugares donde se celebren espectácu​los o diversiones públicas o actividades similares, o en sitios aledaños a los ante​riores.

c)
Por parte de quien desempeñe el cargo de docente o educador de la niñez o la juventud.

d)
En inmueble que se tenga a título de tutor o curador.

2.
Cuando el agente hubiere ingresado al territorio nacional con artificios o engañoso sin autorización legal, sin perjuicio del concurso de delitos que puedan presentarse.

3.
Cuando la cantidad incautada sea superior a mil (1.000) kilos si se trata de marihuana; a cien (100) kilos si se trata de marihuana hachís; y a cinco (5) kilos si se trata de cocaína o metacualona.

Artículo  46

El conocimiento de los delitos de que trata la presente ley corresponde en primera instancia a los jueces penales y promiscuos del Circuito, para su investigación se utilizará de preferencia personal especializado de la Policía Judicial y jueces de Instruc​ción Criminal, radicados o ambulantes.

Artículo  47

Los bienes, muebles, equipos y demás objetos donde ilícitamente se almacene, conser​ve, fabrique, elabore, venda o suministre a cualquier título marihuana, cocaína, morfi​na, heroína o cualquier otra droga que produzca dependencia, al igual que los vehículos y demás medios de transporte, utilizados para la comisión de los delitos descritos en este capítulo, lo mismo que los dineros y efectos provenientes de tales actividades, serán decomisados y puestos a disposición inmediata del Consejo Nacional de Estupefa​cientes, el cual, por resolución, podrá destinarlos provisionalmente al servicio oficial o entidades de beneficio común instituidas legalmente, darlos en arriendo o depósito.  Quien tuviere un derecho lícito demostrado legalmente sobre el bien, tendrá preferen​cia para recibirlo en depósito o bajo cualquier título no traslaticio del dominio, el Consejo Nacional de Estupefacientes dará aviso inmediato a los interesados para el ejercicio de su derecho. Los beneficios obtenidos se aplicarán a la prevención y repre​sión del tráfico de tales drogas y a la rehabilitación de los farmacodependientes, bajo control y vigilancia del Consejo Nacional de Estupefacientes.

Excepcionalmente, podrá ordenarse por el funcionario del conocimiento la devolución de los bienes o el valor de su remate, si fuere el caso, a terceras personas, si se prueba plenamente dentro del proceso que no tuvieron participación alguna ellos, en el destino ilícito dado a esos bienes.

La providencia que ordene la devolución a que se refiere este artículo deberá ser consultada y solo surtirá efectos una vez confirmada por el superior.

Cuando se trate de algunos bienes enumerados en este artículo y sujetos a registro de propiedad, deberá el Consejo Nacional de Estupefacientes notificar inmediata y perso​nalmente a las personas inscritas en el respectivo registro.

   




 De las Contravenciones

Artículo   51

El que lleve consigo, conserve para su propio uso o consuma cocaína, marihuana o cualquier otra droga que produzca dependencia, en cantidad considerada como dosis de uso personal, conforme a lo dispuesto en esta ley, incurrirá en las siguientes sanciones:

a)
Por primera vez, en arresto hasta por treinta (30) días y multa en cuantía de medio (1/2) salario mínimo mensual.

b)
Por la segunda vez, en arresto de un (1) mes a un (1) año y multa en cuantía de medio (1/2) a un (1) salario mínimo mensual, siempre que el nuevo hecho se realice dentro de los doce (12) meses siguientes a la comisión del primero.

c)   
El usuario o consumidor que, de acuerdo con dictamen médico legal, se encuentre en estado de drogadicción así haya sido sorprendido por primera vez, será internado en establecimiento psiquiátrico o similar de carácter oficial o privado, por el término necesario para su recuperación.  En este caso no se aplicará multa ni arresto.

La autoridad correspondiente podrá confiar al drogadicto al cuidado de la familia o remitirlo, bajo la responsabilidad de ésta, a una clínica, hospital o casa de salud, para el tratamiento que corresponda, el cual se prolongará por el tiempo necesario para la recuperación de aquél, que deberá ser certificada por el médico tratante y por la respectiva seccional de medicina legal. La familia del drogadicto deberá responder del cumplimiento de sus obligaciones, mediante caución que fijará el funcionario compe​tente, teniendo en cuenta la capacidad económica de aquélla.

El médico tratante informará periódicamente a la autoridad que haya conocido del caso sobre el estado de salud y rehabilitación del drogadicto.  Si la familia faltare a las obligaciones que le corresponden, se le hará efectiva la caución y el internamiento del drogadicto tendrá que cumplirse forzosamente.

Artículo   52

Los medios de comunicación de que trata el artículo 10 que omitan la transmisión de los mensajes previstos en esa misma disposición o no lo hagan con la duración y periodici​dad establecida por el Consejo Nacional de Estupefacientes, incurrirán en multas sucesivas de diez (10) a cuarenta (40) salarios mínimos mensuales.

Artículo   53

Los establecimientos educativos que incumplan lo previsto en los artículos 11 y 12 de la presente ley, incurrirán en multa en cuantía de diez (10) a cuarenta (40) salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de las sanciones que, para los establecimientos de educación post secundaria, establece el artículo 184 del Decreto-ley 80 de 1980.

Artículo   54

El fabricante o importador de bebidas alcohólicas, cigarrillos y tabacos, que omita en sus productos las leyendas a que se refieren los artículos 16 y 17 de la presente Ley, incurrirá en multa en cuantía de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales.

Artículo   55  

El fabricante o distribuidor de productos farmacéuticos de patente que omita indicar en las etiquetas de los mismos, los riesgos de farmacodependencia que aquellos impli​quen, incurrirá en multa de veinte (20) a cien (100) salarios mínimos mensuales.

 Artículo   56

El que fabrique, venda o distribuya artículo de cualquier clase con etiquetas o avisos que inciten al consumo de drogas que producen dependencia, incurrirán en multa de uno (1) a cuarenta (40) salarios mínimos mensuales. las autoridades decomisarán y destrui​rán tales artículos.

Artículo   59

El que fabrique o introduzca al país jeringas o agujas hipodérmicas, sin la autorización previa del Ministerio de Salud, incurrirá en multa en cuantía de cuatro (4) a cuarenta (40) salarios mínimos mensuales.

Artículo   60

El que expenda jeringas o agujas hipodérmicas sin la autorización legal, incurrirá en multa en cuantía de uno (1) a diez (10) salarios mínimos mensuales.

Artículo   61

En los casos previstos en los dos artículos anteriores se ordenará también el decomiso de las jeringas y agujas hipodérmicas y la suspensión de la licencia de funcionamiento de los establecimientos respectivos por el término de tres (3) a doce (12) meses.

Artículo  67

El empleado oficial o funcionario público que de cualquier forma tenga conocimiento de hechos considerados como contravención en esta ley, y no dé aviso inmediato a las autoridades competentes, para que inicien el respectivo proceso contravencional incurrirá en pérdida del empleo.

Artículo  68

Las contravenciones descritas en el presente capítulo, serán investigadas y juzgadas conforme al siguiente procedimiento:

a)
El Gobernador, Intendente o Comisario, o el Alcalde Mayor de Bogotá, adelantará la investigación o podrá comisionar a funcionarios de la Secretaría de Gobierno o de la que haga sus veces, de la oficina jurídica o de la División legal de la Respectiva Gobernación, Intendencia o Comisaría o de la Alcaldía Mayor de Bogotá para que actúen como funcionario de instrucción.

b)
En caso de flagrancia o cuasiflagrancia y si la contravención tuviere señalada pena de arresto, podrá capturar de inmediato al sindicado por cualquier autoridad; pero el gravemente indiciado sólo podrá ser capturado mediante orden escrita del funcionario que adelante la investigación.  Si la contravención no tuviere señalada pena privativa de la libertad, la autoridad competente podrá retener la aeronave, el permiso o la licencia u ordenar la ocupación de la pista o aeropuerto por la fuerza pública.

c)      
Se oirán descargos al sindicado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a aquellas en que haya sido puesto a disposición del funcionario competente o en que se hubiere iniciado la investigación, diligencia en la cual deberá estar asistido por un apoderado.

Si fueren cinco (5) o más los contraventores, el término anterior se ampliará a setenta y dos (72) horas.

d)    
A partir del día siguiente al de la diligencia de que trata el literal anterior, empezará a correr un término de cinco (5) días hábiles para practicar las pruebas que hubieren sido solicitadas por el imputado o por su apoderado, o decretadas de oficio.

e)   
Si dentro de los veinticuatro (24) horas siguientes al conocimiento de los hechos por parte de la autoridad competente, no hubiere sido posible oír en descargos al contraventor, se le emplazará por edicto que permanecerá fijado por dos (2) días hábiles consecutivos en la Secretaría de la Gobernación, Intendencia o Comisaría, o de la Alcaldía Mayor de Bogotá.  Si vencido este plazo, el contraventor no compare​ciere se le declarará reo ausente y se le nombrará defensor de oficio, para que actúe hasta la terminación del diligenciamiento.

f)   
Transcurridos los anteriores términos, el Gobernador, Intendente o Comisario, o el Alcalde Mayor de Bogotá, dictará la correspondiente resolución motivada, en la cual se hará constar la identidad del contraventor, el hecho que se le imputa y la decisión correspondiente.

Artículo   71

Cuando de la investigación de la conducta contravencional resulte la posible comisión de un delito, la autoridad correspondiente deberá dar aviso inmediato al juez compe​tente.  Si este iniciare proceso penal, deberá comunicarlo inmediatamente al Goberna​dor, Intendente o Comisario respectivo o al Alcalde Mayor de Bogotá, y al Consejo Nacional de Estupefacientes.

Artículo   72

Finalizado el proceso contravencional, si se hubiere iniciado actuación penal por he​chos que guarden relación con la conducta juzgada, el sindicado deberá ser puesto a disposición del juez, con los vehículos, elementos o mercancías decomisadas.

Artículo   73

Cuando no se pudiere establecer la identidad del contraventor o cuando éste hubiere abandonado los elementos y medios de transporte utilizados, la autoridad competente ordenará el decomiso definitivo de los mismos, los cuales pasarán a órdenes del Consejo Nacional de Estupefacientes para los fines previstos en el artículo 47 de la presente ley.

 Artículo 76

En ningún caso, se podrá dar a la publicidad el valor de las sustancias estupefacientes o psicotrópicas, decomisadas o aprehendidas por las autoridades, en desarrollo de las disposiciones de la presente Ley.

Tratamiento y Rehabilitación

Artículo 84

El objetivo principal de las medidas sanitarias y sociales para el tratamiento y rehabilita​ción del farmacodependiente consistirá en procurar que el individuo se reincorpore como persona útil a la comunidad.

Artículo 85

El Ministerio de Salud incluirá dentro de sus programas la prestación de servicios de prevención, tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes.

Trimestralmente, el citado Ministerio enviará al Consejo Nacional de Estupefacientes estadísticas sobre el número de personas que dichos centros han atendido en el país.

Artículo 86

La creación y funcionamiento de todo establecimiento público privado destinado a la prevención, tratamiento o rehabilitación de farmacodependientes, estarán sometidas a la autorización e inspección del Ministerio de Salud.

Artículo 87

Las personas que, sin haber cometido ninguna de las infracciones descritas en este estatuto, estén afectadas por el consumo de drogas que producen dependencia, serán enviadas a los establecimientos señalados en los artículos 4 y 5 del Decreto ll36 de 1970, de acuerdo con el procedimiento señalado por este Decreto.

Artículo 88

El Gobierno Nacional promoverá el desarrollo de programas de sustitución de cultivos en favor de los indígenas y colonos que se hayan dedicado a la explotación de plantacio​nes de coca, con anterioridad a la vigencia de este estatuto.

DECRETO NUMERO 3788 DE 1986

(Diciembre 31)

Por el cual se reglamenta la Ley 30 de 1986 o Estatuto Nacional de Estupefacientes

CAPITULO I

Aspectos Generales

Artículo 1°. Para la aplicación de la Ley 30 de 1986, el sentido de las palabras adicción o drogadicción comprende tanto la dependencia física como la dependencia psíquica.

Artículo 2°. Para los efectos previstos en el Estatuto Nacional de Estupefacientes cuando se mencione la palabra planta se entenderá no sólo el ser orgánico que vive y crece sino también el que ha sido arrancado de la tierra o del cual se conserven sus hojas.

Artículo 3°. La cantidad de droga o medicamento que como dosis terapéutica se prescriba respondiendo a las necesidades clínicas de los pacientes, debe sujetarse a la reglamentación que en tal sentido expida el Ministerio de Salud.

Artículo 4°. Cuando la cantidad de estupefacientes no supere la indicada como dosis para uso personal y se tenga para su distribución o venta, la conducta del sujeto activo se sancionará conforme a lo previsto en el artículo 33 de la Ley 30 de 1986.

Artículo 5°. Cuando se trata de una sustancia estupefaciente distinta de marihuana, hachís, cocaína o metacualona, el Instituto de Medicina Legal determinará la cantidad que constituye dosis para uso personal.

Artículo 6°. Cuando únicamente se encuentren hojas  de plantas de las que pueden extraerse sustancias estupefacientes, con el fin de dar aplicación al artículo 32 de la Ley 30 de 1986, se considera que cien gramos de hojas de coca en promedio corresponden a una planta.

Igualmente se considera que doscientos gramos de hojas de coca pueden producir un gramo de cocaína.

Artículo 7°.  Para los efectos de la Ley 30 de 1986, establécense las siguientes definiciones:

a) Materia prima o droga de control especial.  Es toda sustancia farmacológicamente activa cualquiera que sea su origen, que produce efectos mediatos o inmediatos de dependencia física o psíquica en el ser humano, o aquella que haya sido catalogada como tal en los convenios internacionales y aceptada, por la Comisión Revisora de Productos Farmacéuticos del Ministerio de Salud;

b) Precursor o sustancia precursora.  Es la sustancia o mezcla de sustancias a partir de las cuales se puede sintetizar, fabricar, procesar, u obtener drogas que producen dependencia física o psíquica;

c) Medicamento.  Es toda droga producida o elaborada en forma farmacéutica reconocida que se utiliza para la prevención, diagnóstico, tratamiento, curación o rehabilitación de las enfermedades;

d) Medicamento de control especial.  Es la droga o mezcla de drogas con adición de sustancias similares, preparada para presentarse en forma farmacéutica y que puede producir dependencia física o psíquica.

Artículo 8°. El Ministerio de Salud, de conformidad con lo dispuesto en los acuerdos internacionales y previo concepto de la Comisión Revisora de Productos Farmacéuticos, de que trata el artículo 33 del Decreto 121 de 1976, establecerá el listado de drogas, medicamentos, materias primas de control especial, determinando cuáles se incluyen o excluyen en el mismo.

Artículo 9°. Para los efectos previstos en el Estatuto Nacional de Estupefacientes, cuando se mencione la palabra dinero se entenderá la moneda nacional o extranjera.

CAPITULO II

De los consejos seccionales

Artículo 10. El Consejo Nacional de Estupefacientes coordinará y vigilará las actividades de los consejos seccionales.

Dentro de las políticas trazadas por el Consejo Nacional de Estupefacientes, los consejos seccionales desarrollarán las actividades y campañas que en las distintas regiones sea necesario y conveniente adelantar para impedir el narcotráfico y evitar que la población, particularmente la juventud, resulte víctima de la farmacodependencia.

Artículo 11. El Comité Técnico Asesor del Consejo Nacional de Estupefacientes elaborará, dentro del mes siguiente a la expedición de este decreto, un programa de campañas contra la farmacodependencia y el narcotráfico, que someterá a la aprobación del Consejo Nacional y éste, dentro de un término igual al antes señalado, decidirá lo pertinente y procederá a su ejecución inmediata, a través de los consejos seccionales.

Semestralmente el Consejo Nacional y los consejos seccionales harán la evaluación de las labores realizadas y adoptarán programas concretos de acción.

Artículo 12. El Consejo Nacional de Estupefacientes a iniciativa propia o de un consejo seccional, de común acuerdo con el Ministerio de Comunicaciones señalará las campañas a realizar por las estaciones de radiodifusión sonora y televisión con indicación de la duración y la periodicidad de las emisiones.

Artículo 13. Los consejos seccionales de estupefacientes se reunirán en forma ordinaria la segunda y cuarta semanas de cada mes y podrán tener reuniones extraordinarias cuando su presidente los convoque.  A partir del mes siguiente a la vigencia de este Decreto, enviarán al Consejo Nacional de Estupefacientes informes mensuales sobre las labores realizadas por cada uno.

Artículo 14. La secretaría de los consejos seccionales de estupefacientes le corresponderá al respectivo Jefe del Servicio Seccional de Salud.

Artículo 15. Los consejos seccionales crearán en las ciudades y poblaciones que lo consideren comités cívicos destinados a organizar la acción de la sociedad en general contra la producción, tráfico y consumo de drogas que produzcan dependencia; en dichos comités se incluirán los sectores más representativos del lugar y se buscará en especial la participación de los gremios, de la prensa, de los sindicatos, de las asociaciones de padres de familia, de la iglesia, de los educadores y otros miembros de la comunidad.  Estos comités podrán contar con el apoyo económico del Fondo Rotatorio previsto en el artículo 97 de la Ley 30 de 1986.

CAPITULO III

De la importación, exportación, fabricación, distribución y

venta de drogas, medicamentos, materias primas o precursores
Artículo 16. La importación de drogas y medicamentos de control especial, materias primas o precursores utilizados en su fabricación, sólo podrá hacerse por el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud o a través de éste; deberán ser tenidas en cuenta de manera especial las drogas incluidas en la Convención Unica de Estupefacientes de 1961 y en la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971 con sus modificaciones posteriores.  Los principios activos que constituyen la materia prima  determinantes para la inclusión de medicamentos en la lista de control especial se importan por ese fondo a través suyo.

Artículo 17. Para importar, adquirir, procesar, sintetizar, elaborar y distribuir medicamentos de control especial, los laboratorios farmacéuticos deben inscribirse ante el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud; para tal efecto, el representante legal y el director técnico deben presentar toda la documentación que señale el citado Ministerio.  Es obligación de los laboratorios actualizar sus documentos.

Artículo 18. Cuando se autorice la importación de materia prima de control especial a solicitud de un laboratorio farmacéutico, dicha importación se hará de acuerdo con los límites fijados por el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud, previo estudio de las necesidades según análisis que hará en cada caso.

Artículo 19. Los laboratorios farmacéuticos que realicen importaciones de las antes señaladas están obligados a presentar anualmente un cuadro de las necesidades que en este sentido tendrán durante el año siguiente, lo cual se hará en fecha y términos que señale el Ministerio de Salud.

Artículo 20. Los laboratorios farmacéuticos no podrán tener existencias de drogas, medicamentos, materias primas o precursores de control especial, en cantidades superiores a las autorizadas por el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud.  Las negociaciones que en caso de fuerza mayor deban hacer los laboratorios entre sí respecto de esas sustancias, han de contar con el visto de ese fondo, previa solicitud escrita firmada por vendedor y comprador donde se aduzcan los motivos existentes.

Artículo 21. El Instituto Colombiano de Comercio Exterior y el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud mensualmente intercambiarán información, conforme a los mecanismos que se acuerden, con el fin de establecer un control efectivo.

Artículo 22. Los laboratorios farmacéuticos que fabriquen medicamentos de control especial o los precursores utilizados en su fabricación, deben ceñirse a la reglamentación que expida el Ministerio de Salud; en todo caso deben ajustarse a los siguientes requisitos:

a) Adquirir la materia prima en o a través del Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud, previa inscripción en esta dependencia y cancelación de derechos correspondientes;

b) Enviar la solicitud firmada por el Director Técnico del laboratorio;

c) Informar por escrito al Fondo de Estupefacientes del Ministerio de Salud, con la antelación que allí se prevea, acerca de la fecha de la transformación para que un funcionario de allí pueda presenciarla, si se considera conveniente.

Artículo 23. Los laboratorios fabricantes que utilicen materias primas controladas están obligadas a llevar un libro de registro de movimientos, el cual será foliado y registrado en el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud y delegados suyos los revisarán periódicamente.  Dichos laboratorios deben disponer de medios de almacenamiento adecuados e independientes de los demás depósitos.

Artículo 24. Los laboratorios fabricantes de medicamentos de control especial están obligados a enviar al Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud, en los primeros días del cada mes, una relación detallada de la producción y venta de medicamentos de control especial.

Artículo 25. El Ministerio de Salud señalará, dentro de la lista de medicamentos de control especial, cuáles serán elaborados y distribuidos exclusivamente por el Fondo Rotatorio de Estupefacientes de ese Ministerio; para ello y para cualquier modificación se requiere la aprobación previa de la Comisión Revisora de Productos Farmacéuticos del mismo Ministerio.

Artículo 26. La reglamentación de la distribución y venta de los medicamentos de control especial que no estén reservados al Fondo Rotatorio de Estupefacientes, corresponde al Ministerio de Salud.

Artículo 27. Todo establecimiento farmacéutico legalmente autorizado para fabricar, distribuir o vender medicamentos de control especial llevarán un libro foliado y registrado en el Servicio Seccional de Salud respectivo, para anotar el movimiento de esos productos; además, dispondrán de medios de almacenamiento seguros, adecuados e independientes e los demás medicamentos.

Artículo 28. En caso de sustracción o pérdida de medicamentos de control especial, de inmediato ha de formularse denuncia y copias de la misma se enviarán al Servicio Seccional correspondiente y al fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud.

Artículo 29. Los servicios seccionales de salud mantendrán actualizadas las listas de establecimientos legalmente autorizados para manejar medicamentos de control especial y recibirán informes periódicos del Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud, sobre cualquier modificación en dichos listados.

Artículo 30. El Ministerio de Salud elaborará el formulario oficial de medicamentos de control especial, el cual se suministrará periódicamente a los Servicios Seccionales de Salud.

Artículo 31. Los médicos y odontólogos graduados y en ejercicio legal de la profesión deben inscribirse en el Servicio Seccional de Salud y cumplir estrictamente la reglamentación del Ministerio de Salud para la prescripción de medicamentos de control especial.

Artículo 32. El Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud establecerá un registro nacional de farmacodependencia, el cual será confidencial y sus datos sólo se utilizarán para prevenir el narcotráfico y la farmacodependencia.  Los Servicios Seccionales de Salud establecerán esos registros en su jurisdicción y enviarán esa información al Fondo Rotatorio.

Artículo 33. La exportación de drogas, medicamentos, materias primas y precursores de control especial deberá hacerse de acuerdo con los convenios internacionales sobre estupefacientes y psicotrópicos, previa inscripción ante el Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud y según la reglamentación que este Ministerio expida.

CAPITULO IV

De los programas educativos

Artículo 34. En los programas de educación primaria, secundaria, media vocacional y educación no formal, el Ministerio de Educación Nacional, diseñará los lineamientos generales para introducir en los planes curriculares contenidos y actividades para la prevención de la drogadicción e información sobre riesgos de la farmacodependencia.

Artículo 35. A nivel de post-secundaria, el Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio de Salud, trazarán los lineamientos generales para incluir información sobre la farmacodependencia en los programas académicos.

Artículo 36. Con base en los lineamientos de que trata el artículo anterior, toda institución de educación post-secundaria deberá desarrollar semestralmente campañas de prevención de la farmacodependencia.  El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior reglamentará y vigilará el cumplimiento de esta disposición.

Artículo 37. Las Secretarías de Educación en cada unidad territorial, serán responsables del desarrollo de los programas de prevención de la drogadicción, en cumplimiento de las políticas trazadas por el Ministerio de Educación Nacional y el Consejo Nacional de Estupefacientes, directamente o a través de los consejos seccionales de estupefacientes.

Artículo 38. Como estrategias de prevención de la drogadicción, los institutos docentes públicos y privados de educación primaria y secundaria, media vocacional y educación no formal estarán obligados a partir de la vigencia de este decreto a constituir y fortalecer organizaciones creativas juveniles e infantiles, según las orientaciones impartidas por el Ministerio de Educación Nacional a través del programa de prevención de la drogadicción.

Artículo 39. El Ministerio de Educación Nacional implementará mecanismos de vigilancia y control para verificar el cumplimiento de lo aquí previsto.

Artículo 40. Dentro de los tres meses siguientes a la vigencia de este Decreto, los Ministerios de Educación y de Salud señalarán los lineamientos y orientaciones que servirán de base para que las instituciones universitarias públicas y privadas estructuren el servicio obligatorio gratuito de consultorios clínicos para la atención del farmacodependiente, de conformidad con el artículo 12 de la Ley 30 de 1986.

CAPITULO V

De las campañas contra el consumo de alcohol y de tabaco

Artículo 41. La Dirección de Vigilancia y Control del Ministerio de Salud, a través de la División de Vigilancia de Productos Bioquímicos, dispondrá las medidas conducentes para que, dentro de los meses siguientes a la expedición de este decreto, las empresas que elaboren, envasen o hidraten bebidas alcohólicas y los fabricantes o distribuidores de tabaco y cigarrillos, nacionales o extranjeros, incluyan las leyendas a que se refieren los artículos 16 y 17 del Estatuto Nacional de Estupefacientes.

Artículo 42. Dentro de los dos meses siguientes a la vigencia de este decreto, el Comité Técnico Asesor presentará al Consejo Nacional de Estupefacientes un estudio sobre la intensidad y el horario en que se estime puede transmitirse la propaganda de bebidas alcohólicas, cigarrillos y tabaco; dentro del mes siguiente, el Consejo Nacional lo analizará y decidirá sobre su adopción o introducirá las modificaciones que estime del caso.  De inmediato, librará las comunicaciones previstas en el artículo 19 de la Ley 30 de 1986.

CAPITULO VI

De otras disposiciones
Artículo 48. La Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional de Estupefacientes solicitará los informes pertinentes acerca del cumplimiento de las campañas de prevención y si observare que no se están realizando a cabalidad, correrá traslado a la Procuraduría General de la Nación, cuando fuere el caso, o a la autoridad competente para el correspondiente proceso contravencional.

Artículo 56. Para efectos del artículo 33 del Estatuto, se entiende que la multa señalada hace referencia a la cuantía de diez a cien salarios mínimos mensuales.

LEY 52 DE 1990
(Diciembre 28)

Por la cual se establece la estructura orgánica marco del Ministerio de Gobierno...; se dictan otras disposiciones y se conceden unas facultades extraordinarias.

Artículo 31. Las contravenciones a que se refiere el artículo 68 de la Ley 30 de 1986, serán de conocimiento de los Alcaldes en primera instancia, quienes podrán delegar en los inspectores de policía.  En el caso de la delegación, la segunda instancia corresponderá al respectivo alcalde. 

Artículo 32. El recurso de apelación a que se refiere el artículo 74 de la Ley 30 de 1986, se resolverá por los gobernadores... cuando la primera instancia esté a cargo de los alcaldes. Los gobernadores... podrán delegar en los secretarios de gobierno o en la autoridad que haga sus veces esta función.

Artículo 33. En el Distrito [Capital] de [Santa Fe] de Bogotá y en los demás distritos especiales el conocimiento de las contravenciones a que se refiere el artículo 68 de la Ley 30 de 1986, corresponde en primera instancia a los inspectores de policía y la segunda instancia al consejo de justicia donde lo hubiere. 

 LEY 18 DE 1991

(Febrero 18)

Por la cual se ordena el control de las sustancias y métodos prohibidos en el deporte

ARTÍCULO 1.  Prohíbese en todas las actividades deportivas del país el uso de drogas, cuyos efectos procuren artificialmente mejorar el rendimiento, reducir la angustia, disminuir la fatiga o incrementar el poder de los músculos de los competidores, tales como estimulantes, narcóticos, analgésicos, anabólicos, betabloqueadores, diuréticos, hormonas péptidas y análogas, transfusiones sanguíneas, alcohol, marihuana, anestesia local no terapéutica, corticosterona, etc., y aquellas sustancias y métodos  que pretendan evitar o hacer difícil la detección por el laboratorio el uso de estas sustancias.

PARAGRAFO 1.-  Los médicos desportólogos que prescriban con tal fin estas sustancias no podrán continuar ejerciendo esta especialidad en el territorio nacional, así el hecho se haya realizado fuera del país.

PARAGRAFO 2.-  Si alguna de estas drogas, a juicio del profesional, es indispensable para el control y tratamiento de alguna afección en particular, el hecho tendrá que ser conocido por las organizaciones comprometidas en el evento con anterioridad a la justa deportiva, quienes determinarán o condicionarán la participación del deportista.

ARTÍCULO 2.  En el Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte (Coldeportes), teniendo en cuenta los convenios internacionales suscritos y que suscriba Colombia en la materia, elaborará, para efectos de esta ley, listas de sustancias y grupos farmacológicos prohibidos y determinará los métodos no reglamentarios destinados a aumentar artificialmente la capacidad física del deportista o modificar los resultados de las competencias.

PARAGRAFO 1.-  Coldeportes, de acuerdo con el Ministerio de Salud, deberá mantener informadas a las seccionales de salud del país, para que ellas a su vez a las autoridades sanitarias municipales, sobre el nombre y efectos de las sustancias prohibidas así como los métodos incompatibles con la ética deportiva.

ARTÍCULO 3.  El Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte (Coldeportes), con la colaboración de las federaciones deportivas y el Sistema Nacional de Salud, promoverá e impulsará las medidas de prevención, control y represión de las prácticas y métodos prohibidos a que se refiere el artículo 1 de esta ley.

ARTÍCULO 4.  La Comisión Nacional de Medicina Deportiva y ciencias aplicadas al deporte, creada por medio del artículo 65 del Decreto 2845 de 1984, adscrita al Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte (Coldeportes), continuará actuando en lo sucesivo como Comisión Nacional "Antidoping", y tendrá además de las funciones que actualmente tiene asignadas, las siguientes:

a)  Divulgar información relativa al uso de sustancias y grupos farmacológicos prohibidos, métodos no reglamentarios y sus modalidades de control, realizar informes y estudios sobre sus causas y efectos y promover e impulsar acciones de prevención;

b)  Determinar la lista de competiciones deportivas oficiales en las que será obligatorio el control;

c)  Elaborar los protocolos y las reglas para la realización de dichos controles, en competición o fuera de ella;

d)  Participar en la elaboración del reglamento de sanciones, instar de las federaciones y tribunales deportivos la apertura de los expedientes disciplinarios y, en su caso, recurrir ante el Tribunal Nacional del Deporte las decisiones de los tribunales deportivos de las federaciones, y 

e)  Promover la complementación y la interacción necesaria, en el aspecto médico deportivo, con el Sistema Nacional de Salud en orden a disponer los medios necesarios para la defensa de la niñez y la juventud en todo el territorio nacional, del uso y abuso de las sustancias de que trata la presente ley.

ARTÍCULO 5.  El Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte (Coldeportes) y las federaciones deportivas procurarán los medios necesarios para la realización de los controles determinados por la Comisión Nacional "Antidoping".

ARTÍCULO 6.  En las competiciones oficiales en que se obligue el control, los análisis destinados a la detección o comprobación de prácticas prohibidas deberá realizarse en laboratorios estatales u homologados por el Sistema Nacional de Salud.

ARTÍCULO 7.  Para los efectos disciplinarios, se consideran infracciones por faltas graves contra la sana competición y la disciplina deportiva la promoción, incitación o utilización de las prácticas prohibidas a que se refiere el artículo 1 de la presente ley, así como la negativa a someterse a los controles exigidos por órganos o personas competentes o cualquier omisión que impida o perturbe la correcta realización de dichos controles.

ARTÍCULO 8.  Al régimen disciplinario establecido por medio de esta ley, están sometidos todos los deportistas del país, dirigentes, personal técnico, auxiliar científico y de juzgamiento que incurra en cualesquiera de las conductas infractoras que instituye el artículo 6 de este estatuto.

ARTÍCULO 9.  En las composiciones oficiales el procedimiento de instrucción y resolución de los expedientes disciplinarios por las infracciones o faltas a que se refiere esta ley, se adelantará ante los tribunales deportivos de las federaciones en primera instancia y ante el Tribunal Nacional de Deporte en segunda instancia y se ajustará sustancialmente a lo previsto en el Título V, de la disciplina deportiva, artículo 52 a 62 ambos inclusive, del Decreto 2845 de 1984.  En las competiciones de interés local, estos asuntos serán resueltos en el aspecto técnico por el funcionario de salud de mayor jerarquía y con base en el informe dirimirá el impuse disciplinario la autoridad deportiva.

DECRETO NUMERO 2159 DE 1992

(Diciembre 30)

Por el cual se fusiona la Dirección Nacional de Estupefacientes con el Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo Nacional de Estupefacientes


CAPÍTULO I


Naturaleza, estructura y funciones

Artículo 1. Fusión del Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo Nacional de Estupefacientes con la Dirección Nacional de Estupefacientes.  Fusiónase el Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo Nacional de Estupefacientes con la Dirección Nacional de Estupefacientes.

Artículo 2.
Naturaleza jurídica de la Dirección Nacional de Estupefacientes.  La Dirección Nacional de Estupefacientes es una entidad de carácter técnico y se organiza como unidad administrativa especial adscrita al Ministerio de Justicia, con personería jurídica, autonomía administrativa y presupuestal, patrimonio propio, y régimen especial de contratación administrativa.

Artículo 3.  Patrimonio.  El patrimonio de la Dirección Nacional de Estupefacientes está constituido por:

1.
Las partidas, ordinarias o extraordinarias, que se le asignen dentro del Presupuesto Nacional.

2.
Los recursos que le asigna al Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo Nacional de Estupefacientes, el artículo 22 del Decreto 494 de 1990, adoptado como legislación permanente por el Decreto 2272 de 1991.

3.
Los bienes muebles e inmuebles de la Nación, que a la fecha de publicación del presente decreto se encuentren al servicio de la Dirección Nacional de Estupefacientes y del Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo de Estupefacientes.

4.
Todos los derechos y obligaciones de la Dirección Nacional de Estupefacientes y del Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo de Estupefacientes.

5.
Los recursos que se reciban a título de donación.

6.
Los demás bienes que la Dirección adquiera.


CAPÍTULO III


Otras disposiciones
Artículo 37.  Del Comité Técnico Asesor de Prevención de la Farmacodependencia.  El Comité Técnico Asesor de Prevención de la Farmacodependencia, creado por el artículo 95 de la Ley 30 de 1986, tendrá la siguiente composición:

1.
El Viceministro de Justicia o su delegado, quien lo presidirá.

2.
El Viceministro de Salud o su delegado.

3.
El Viceministro de Educación o su delegado.

4.
El Viceministro de Trabajo o su delegado.

5.
El Viceministro de Agricultura o su delegado.

6.
El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o su delegado.

7.
El Director General de la Policía Nacional o su delegado.

8.
El Director del Instituto de Medicina Legal o su delegado.

Parágrafo 1.  El Subdirector de Coordinación de la Dirección Nacional de Estupefacientes ejercerá las funciones de Secretario del Comité Técnico Asesor de Prevención de la Farmacodependencia.

Parágrafo 2.  El Comité Técnico Asesor de Prevención de la Farmacodependencia se reunirá en pleno, por lo menos una vez al mes, cuando así lo requiera el Viceministro de Justicia o el Director Nacional de Estupefacientes para el cumplimiento de las funciones que le señala el artículo 96 de la Ley 30 de 1986 y demás normas que lo sustituyan o complementen.

LEY 124

(15 de febrero de 1994)

Por la cual se prohibe el Expendio de Bebidas Embriagantes a Menores de Edad y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 1o. Prohibición de expendio a menores. Prohíbese el expendio de bebidas embriagantes a menores de edad. La persona mayor que facilite las bebidas embriagantes o su adquisición, será sancionada de conformidad con las normas establecidas para los expendedores en los códigos nacional o departamental de policía. 

ARTÍCULO 2o. Prevención del alcoholismo. El menor que sea hallado consumiendo bebidas embriagantes o en estado de beodez, deberá asistir con sus padres o acudientes a un curso sobre prevención del alcoholismo al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o a la entidad que haga sus veces. 

ARTÍCULO 3o. Referencia obligatoria. Toda publicidad, identificación o promoción sobre bebidas embriagantes debe hacer referencia expresa a la prohibición establecida en el presente estatuto.

Parágrafo. Los establecimientos que expendan bebidas embriagantes deberán colocar en sitio visible el texto del artículo precedente.

ARTÍCULO 4o. Para la aplicación de la presente Ley, en ningún caso el menor infractor será detenido sino citado mediante boleta para que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, comparezca ante el Defensor de Familia o quien haga sus veces, en compañía de sus padres o acudientes, y del Personero Municipal o su delegado. 

Parágrafo. Sin perjuicio de las sanciones penales correspondientes, cualquier abuso de la autoridad policial cometido en contra del menor, será sancionado por el Comisionado Nacional para la Policía o su Delegado, con la destitución inmediata del responsable o responsables. 

ARTÍCULO 5o. Esta Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias, en especial el artículo 14 de la Ley 30 de 1986. 

DECRETO No. 1108 DE 1994


(Mayo 31)
Por el cual se sistematizan, coordinan y reglamentan algunas disposiciones en relación con el porte y consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas


CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1.  El presente decreto tiene por objeto sistematizar, coordinar y reglamentar algunas disposiciones de los Códigos del Menor, Nacional de Policía, Sanitario, Penitenciario y Carcelario, Sustantivo del Trabajo y Nacional de Tránsito Terrestre y otras normas que establecen limitaciones al porte y al consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y fijar los criterios para adelantar programas educativos y de prevención sobre dicha materia.

ARTÍCULO 2.  En especial, el presente decreto contiene disposiciones reglamentarias de los códigos y materias que indican a continuación:

1.  La prevención integral del consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

2.  El Código del Menor
 y sus disposiciones sobre porte y consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas por parte de menores de edad y mujeres embarazadas, o en período de lactancia.

3.  La Ley 115 de 1994
, "por la cual se expide la ley general de educación".

4.  El Código Nacional de Policía.

5.  La Ley 18 de 1991
, "por la cual se ordena el control de las sustancias y métodos prohibidos en el deporte".

6.  El Código Penitenciario y Carcelario
 y sus disposiciones sobre porte y consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

7.  El Decreto 2535 de 1993
, "por el cual se expiden normas sobre armas, municiones y explosivos".

8.  El Código Sustantivo del Trabajo y el régimen de los servidores públicos.

9.  El Código Nacional de Tránsito Terrestre.

10.  El código Sanitario

11.  El estatuto nacional de estupefacientes
.

12.  La Convención americana sobre derechos humanos aprobada por Ley 16 de 1972.


CAPÍTULO II

En relación con el Código del Menor

ARTÍCULO 3  Todo menor tiene derecho a la protección, al cuidado y a la asistencia necesaria para lograr un adecuado desarrollo físico, mental, moral y social.  Estos derechos se extienden a quien está por nacer.

ARTÍCULO 4  En desarrollo del artículo 15, del Código del Menor, todo menor tiene derecho a ser protegido contra el uso de sustancias que producen dependencia.  En consecuencia, ningún menor, mujer embarazada o en período de lactancia podrá portar o consumir estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

PARAGRAFO.  En virtud del artículo 13 de la Constitución Política, lo dispuesto en este artículo se aplicará igualmente a las personas incapaces de acuerdo con el Código Civil.

ARTÍCULO 5  El menor y la mujer embarazada o en período de lactancia que posea o consuma estupefacientes o sustancias psicotrópicas, se remitirá al defensor de familia competente, con el objeto de que determine la aplicación de las siguientes medidas de protección, según el caso.

A los menores:

1.  La prevención o amonestación a los padres o a las personas de quienes dependa.

2.  La atribución de su custodia o cuidado personal al pariente más cercano que se encuentre en condiciones de ejercerlos.

3.  La colocación familiar.

4.  La atención integral en un centro de protección especial.

5.  La iniciación de los trámites de adopción del menor declarado en situación de abandono.

6.  Cualesquiera otras cuya finalidad sea la de asegurar el cuidado personal, proveer la atención de sus necesidades básicas o poner fin a los peligros que amenacen su salud o su formación moral.

7.  El defensor de familia podrá imponer al menor, con cualquiera de las medidas de protección, el cumplimiento de alguna de las reglas de conducta de que trata el artículo 206 del Código del Menor.

A los padres o personas a cuyo cuidado esté el menor, así como a las mujeres embarazadas o en período de lactancia:

1.  Asistencia a un programa, oficial o comunitario de orientación de tratamiento familiar.

2.  Asistencia a un programa de asesoría, orientación o tratamiento a alcohólicos o adictos a sustancias que produzcan dependencia, cuando sea el caso.

3.  Asistencia a un programa de tratamiento psicológico o psiquiátrico.

4.  Cualquiera otra actividad que contribuya a garantizar un ambiente adecuado para el desarrollo del menor.

PARAGRAFO.  Para efectos de la aplicación de las medidas de protección previstas en el código, se considera en situación irregular el menor cuyo padre o madre o quien tenga su cuidado personal sea adicto a estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

ARTÍCULO 6.  Por iniciativa del Juez o Defensor de Familia o de quien tenga a su cuidado personal, se proporcionará a los menores y a las mujeres embarazadas o en período de lactancia, adictos a estupefacientes o sustancias psicotrópicas, tratamiento tendiente a su rehabilitación, de conformidad con las disposiciones que regulan la materia.  Para tal efecto el tratamiento previsto para la rehabilitación de los menores será aplicable a las mujeres embarazadas o en período de lactancia.

Para efectos de lo dispuesto en el Código del Menor, también se considera en estado de abandono o peligro al menor, al lactante o a quien está por nacer, cuando la madre o el padre sean adictos a estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

ARTÍCULO 7  En los municipios donde no existan defensores de familia, cumplirán las funciones de policía a que se refiere este capítulo, los alcaldes municipales, en coordinación con las autoridades competentes y la colaboración de los personeros municipales; en caso de que el menor deba ser vinculado a un proceso de protección, deberá remitirse al defensor de familia competente.

ARTÍCULO 8.  En la adopción de las medidas a que se refiere el presente capítulo, los comisarios de familia colaborarán con los defensores de familia, en lo de su competencia.


CAPÍTULO III


En relación con el código educativo

ARTÍCULO 9.  Para efectos de los fines educativos, se prohibe en todos los establecimientos educativos del país, estatales y privados, el porte y consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

Será obligación de los directivos, docentes y administrativos de los establecimientos educativos que detecten casos de tenencia o consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, informar de ello a la autoridad del establecimiento educativo; tratándose de un menor deberá comunicarse tal situación a los padres y al defensor de familia, y se procederá al decomiso de tales productos.

ARTÍCULO 10.  En los reglamentos estudiantiles o manuales de convivencia se deberá incluir expresamente la prohibición a que se refiere el artículo anterior y las sanciones que deben aplicarse a sus infractores, con sujeción a lo dispuesto en la ley general de educación.

Entre las medidas sancionatorias se contemplarán la amonestación, la suspensión y la exclusión del establecimiento, que se aplicarán teniendo en cuenta la gravedad de la infracción cometida y el procedimiento previsto en el mismo manual.

PARAGRAFO.  Mientras se constituye el consejo directivo previsto en la Ley 115 de 1994, la autoridad u organismo que haga sus veces en los establecimientos educativos deberá adoptar en un término no mayor de 30 días las medidas dispuestas en el presente artículo, ajustando para ello el reglamento correspondiente.

Es responsabilidad de las secretarías de educación de las entidades territoriales, asesorar y vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

ARTÍCULO 11.  Los directores y docentes de los establecimientos educativos que detecten entre sus educandos casos de tenencia, tráfico o consumo de sustancias que produzcan dependencia, están obligados a informar a los padres y al defensor de familia para que adopten las medidas de protección correspondientes.  El incumplimiento de esta obligación será sancionado en la forma prevista en el código educativo y en el estatuto docente, según sea el caso.

ARTÍCULO 12.  Todo establecimiento educativo, estatal o privado deberá incluir en su proyecto educativo institucional procesos de prevención integral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 del presente decreto.

Para tal efecto se desarrollarán en las instituciones educativas planes de formación a través de seminarios, talleres, encuentros, eventos especiales, foros, pasantías, que posibiliten la reflexión, movilización, participación y organización en torno al fenómeno cultural de las drogas y el desarrollo de propuestas y proyectos escolares y comunitarios como alternativas de prevención integral.

ARTÍCULO 13.  En los niveles de educación básica (ciclos de primaria y secundaria) y media y en los programas de educación superior y de educación no formal, se adelantarán procesos de formación de prevención integral y se programará información sobre los riesgos de la farmacodependencia, de acuerdo con los lineamientos que para el efecto determine el Ministerio de Educación Nacional y el Icfes en coordinación con la Dirección Nacional de Estupefacientes.

Como principal estrategia se promoverá el proceso de participación y organización de la comunidad educativa.

PARAGRAFO.  Las instituciones de educación superior desarrollarán además de los mecanismos de formación y prevención mencionados en este artículo, círculos de prevención para afrontar el riesgo de la farmacodependencia.

ARTÍCULO 14.  El Ministerio de Educación Nacional fortalecerá, promoverá y orientará en forma permanente y continua procesos de prevención integral a través del sistema educativo, y proveerá los recursos humanos físicos y financieros para ello.

ARTÍCULO 15.  En ejercicio de la facultad de inspección y vigilancia, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 169 de la ley general de  educación, los gobernadores y alcaldes en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional, verificarán el cumplimiento de lo dispuesto en el presente capítulo, e impondrán las sanciones del caso de conformidad con las normas legales.


CAPÍTULO IV


En relación con el Código Nacional de Policía

ARTÍCULO 16.  Se prohibe el uso y consumo de estupefacientes o sustancias en lugares públicos o abiertos al público, de conformidad con el Decreto 1355 de 1970 "por el cual se dictan normas sobre  policía" y demás normas que lo complementan.

Para los efectos del presente artículo se entiende por lugar público o abierto al público, entre otros, los centros educacionales, asistenciales, culturales, recreativos, vacacionales, deportivos, lugares donde se celebren espectáculos o diversiones públicas o actividades similares, las naves, aeronaves y cualquier vehículo de transporte público, las oficinas públicas, los restaurantes, bares, tabernas, discotecas, hoteles, parques, plazas y vías públicas.

PARAGRAFO.  En todo caso y con independencia del lugar donde se realice la conducta, se prohibe el consumo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas cuando dicha actividad se realice en presencia de menores, mujeres embarazadas o en período de lactancia, o cuando se afecten derechos de terceros.

ARTÍCULO 17.  El dueño, administrador o director del establecimiento público o abierto al público expulsará a quien consuma estupefacientes o sustancias psicotrópicas en tales lugares.  En caso de requerir apoyo para tal efecto, acudirá a la respectiva autoridad de policía.  Tratándose de menores, se avisará a la autoridad competente, para efecto de la aplicación de las medidas indicadas en el capítulo tercero de este decreto.

El incumplimiento de esta obligación dará lugar al cierre temporal del establecimiento, cuando se trate de negocios particulares, por un período no mayor de siete (7) días calendario.

En caso de reincidencia se suspenderá el permiso o licencia del establecimiento hasta por treinta (30) días calendario.

ARTÍCULO 18.  Los propietarios, gerentes, administradores o concesionarios de hoteles, restaurantes, clubes, bares, hospitales, clínicas y otros establecimientos abiertos al público están obligados a informar a las autoridades competentes sobre la presencia de personas que posean o consuman estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

ARTÍCULO 19.  Al que suministre, auspicie o tolere en su establecimiento el uso o consumo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas se le sancionará con la suspensión del permiso o licencia del establecimiento hasta por treinta (30) días calendario, sin perjuicio de la sanción penal a que hubiere lugar.

En caso de reincidencia se dispondrá el cierre definitivo del establecimiento.

ARTÍCULO 20.  Las autoridades de policía impondrán las medidas correctivas correspondientes a las personas que realicen en lugares o recintos privados reuniones en donde se consuman estupefacientes o sustancias psicotrópicas, que alteren la tranquilidad pública.

ARTÍCULO 21.  Las personas que por efecto del consumo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas se encuentren en estado de grave excitación que pueda dar lugar a la comisión de una infracción de acuerdo con lo previsto en el Código Nacional de Policía, serán retenidas transitoriamente por la respectiva autoridad de policía.

ARTÍCULO 22.  Conforme al artículo 110 del Código Nacional de Policía, se prohibe la publicidad de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; Así mismo, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 302 del Código del Menor, los diferentes medios de comunicación no pueden realizar transmisiones o publicaciones que inciten a los menores al uso de tales sustancias o que estimulen su curiosidad por consumirlas.


CAPÍTULO V


En relación con la Ley 18 de 1991

ARTÍCULO 23.  Prohíbese en todas las actividades deportivas del país el uso de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, cuyos efectos procuren artificialmente mejorar el rendimiento, reducir la angustia, disminuir la fatiga o incrementar el poder de los músculos de los competidores, conforme a lo preceptuado por el artículo 1 de la Ley 18 de 1991, sin perjuicio de las demás sustancias y métodos prohibidos por la ley.

ARTÍCULO 24.  Los médicos que prescriban con los fines indicados en el artículo anterior tales sustancias, no podrán continuar ejerciendo esta especialidad en el territorio nacional, así el hecho se haya realizado fuera del país, en concordancia con lo dispuesto en el parágrafo 1 del artículo 1 de la Ley 18 de 1991.

ARTÍCULO 25.  Al deportista que consuma estupefacientes o sustancias psicotrópicas con las finalidades descritas en el artículo 23 del presente decreto, se le impondrán las sanciones establecidas en el régimen disciplinario a que hace referencia la Ley 18 de 1991.

Para los efectos disciplinarios se consideran faltas graves contra la sana competición y la disciplina deportiva, la promoción, incitación o utilización de estupefacientes y sustancias psicotrópicas en las prácticas a que se refiere el artículo 1 de la citada ley, así como la negativa a someterse a los controles exigidos por órganos o personas competentes, o cualquier omisión que impida o perturbe la correcta realización de dichos controles.

ARTÍCULO 26.  Igualmente, de acuerdo a lo previsto por el artículo 8 de la Ley 18 de 1991, el entrenador, el dirigente o el patrocinador que induzca, aconseje, propicie o estimule a un deportista al consumo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, también se someterá a las sanciones previstas en el régimen disciplinario establecido por dicha ley.

CAPÍTULO VI


En relación con el Código Penitenciario y


Carcelario

ARTÍCULO 27.  Prohíbese a los internos de cualquier establecimiento de reclusión el porte y el consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con base en lo previsto en la Ley 65 de 1993, "por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario".

ARTÍCULO 28.  El interno de cualquier establecimiento de reclusión que porte o consuma estupefacientes o sustancias psicotrópicas se le proporcionará tratamiento por parte del servicio médico del sitio de reclusión, con el fin de procurar su rehabilitación física y psicológica, previa evaluación médica, psicológica y psiquiátrica del interno, sin perjuicio de las acciones penales y disciplinarias a que haya lugar.

PARAGRAFO.  De conformidad con el artículo 122 de la Ley 65 de 1993 -Código Penitenciario y Carcelario-, las sustancias a que se refiere el presente artículo serán decomisadas.

ARTÍCULO 29.  Prohíbese a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia de cualquier establecimiento de reclusión el ingreso, el porte y el consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con base en lo previsto en el literal c) del artículo 45 de la Ley 65 de 1993 "por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario".

El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior acarreará la destitución del funcionario, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.


CAPÍTULO VII


En relación con las normas sobre armas, 


municiones y explosivos

ARTÍCULO 30.  De acuerdo a lo previsto en los artículos 33 y 34 del Decreto 25 35 de 1993, no se otorgarán permisos para tenencia ni para porte de armas a quienes de conformidad con los resultados del examen de aptitud psicofísica resultaren ser adictos a estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

ARTÍCULO 31.  A quien consuma o se encuentre bajo el efecto de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, y simultáneamente se le encuentre portando o transportando armas, municiones, explosivos o sus accesorios, se le incautará por parte de la autoridad competente el arma, munición, explosivo o sus respectivos accesorios.  Se le impondrá multa hasta por un (1) salario mínimo legal mensual, sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

ARTÍCULO 32.  Quien reincida en tal conducta o utilice armas, municiones, explosivos o sus respectivos accesorios encontrándose bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, se le impondrá el decomiso de tales elementos y se le cancelará de manera definitiva el permiso de tenencia y porte de los mismos, teniendo en cuenta las normas aplicables del Decreto 2535 de 1993.

ARTÍCULO 33.  Para los efectos previstos en los artículos anteriores, se aplicarán las normas y procedimientos contemplados en los artículos 83 a 91 del Decreto 2535 de 1993.


CAPÍTULO VIII


En relación con el Código Nacional de


Tránsito Terrestre

ARTÍCULO 34.  Quien sea sorprendido conduciendo vehículo automotor bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, será llevado por el agente que conozca del hecho a la oficina de tránsito más cercana a fin de someterlo a pruebas de carácter científico para establecer el estado en que se encuentra.

ARTÍCULO 35.  Quien conduzca vehículo automotor bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas será sancionado con multa equivalente a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes y se le suspenderá la licencia de conducción hasta por un (1) año.  Además se le impondrá arresto hasta por veinticuatro (24) horas y se le inmovilizará el vehículo.

ARTÍCULO 36.  De acuerdo a lo previsto en el numeral 4 del artículo 19 del Código Nacional de Tránsito, no se otorgarán ni renovarán licencias de conducción a quienes de conformidad con los resultados del examen de aptitud física, mental y psicotécnica resulten ser adictos a estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

ARTÍCULO 37.  Quien después de obtener licencia de conducción resulte ser o se convierta en adicto a estupefacientes o sustancias psicotrópicas, o reincida en la conducta descrita en el artículo 32 del presente decreto, se le cancelará de manera definitiva dicha licencia.


CAPÍTULO IX


En relación con el Código Sustantivo del 


Trabajo y el régimen de los servidores públicos

ARTÍCULO 38.  Se prohibe a todos los empleados presentarse al sitio de trabajo bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, consumirlas o incitarlas a consumirlas en dicho sitio.  La violación de esta prohibición constituirá justa causa para la terminación unilateral del contrato de trabajo por parte del patrono, según lo dispuesto por el numeral 11 del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo.

ARTÍCULO 39.  En el reglamento interno de trabajo a que se refieren los artículos 104 a 125 del Código Sustantivo del Trabajo es obligación del patrono consagrar las prohibiciones indicadas en el artículo anterior.

El incumplimiento de esta obligación ocasionará la imposición de las sanciones contempladas en el mismo código.

ARTÍCULO 40.  Se prohibe a todos los servidores  públicos en ejercicio de sus funciones el uso y consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, conforme a lo establecido por el artículo 8 del Decreto-Ley 2400 de 1968 y los diversos regímenes que regulan la función pública.

La violación de la anterior prohibición será sancionable de conformidad con el procedimiento previsto en el respectivo régimen disciplinario.


CAPÍTULO X

Otras disposiciones de control

ARTÍCULO 41.  Aquellas personas cuya actividad implica un riesgo para los demás o que son de responsabilidad respecto de terceros no podrán usar o consumir estupefacientes o sustancias psicotrópicas durante el desarrollo de su actividad, de conformidad con las normas previstas en los reglamentos y códigos que regulan el ejercicio de la respectiva profesión, u oficio.

Para los efectos del presente decreto, se entiende que desempeñan ese tipo de actividades, entre otros, los conductores de cualquier tipo de vehículos; pilotos de naves y aeronaves; alumnos de pilotaje; instructores de vuelo; maquinistas y operarios; médicos, odontólogos y demás profesionales de la salud; quienes manipulan o tienen bajo su cuidado materiales o sustancias combustibles o inflamables; explosivos; sustancias tóxicas, venenosas, corrosivas o radiactivas; quienes portan o transportan armas; operadores y controladores aéreos, y en general personal técnico de mantenimiento y apoyo de aeronaves en tierra.

ARTÍCULO 42.  La violación de la prohibición establecida en el artículo anterior, dará origen a la imposición de las sanciones de suspensión, inhabilitación, o cancelación definitiva de la licencia o permiso para el ejercicio de la respectiva profesión, actividad u oficio, de conformidad con las normas administrativas y penales que rijan la materia.

ARTÍCULO 43.  Además de lo dispuesto en el presente decreto, quien subrepticiamente o con violencia promueva, favorezca, facilite o intimide a otro a consumir estupefacientes o sustancias psicotrópicas o se los suministre, estará sujeto a las sanciones que establecen las normas penales sobre la materia, en particular el artículo 35 de la Ley 30 de 1986, "por la cual se adopta el estatuto nacional de estupefacientes y se dictan otras disposiciones".

PARAGRAFO.  Cuando la cantidad de estupefacientes o sustancias psicotrópicas supere la indicada como dosis para uso personal o cuando no la supere, pero en este caso la persona la tenga para su distribución o venta, dicha conducta se sancionará penalmente conforme a lo previsto en el artículo 33 de la Ley 30 de 1986.


CAPÍTULO XI


Prevención integral

ARTÍCULO 44.  La prevención integral es el proceso de promoción y desarrollo humano y social a través de la formulación y ejecución de un conjunto de políticas y estrategias tendientes a evitar, precaver y contrarrestar las causas y consecuencias del problema de la droga.

En desarrollo de los deberes que les corresponden concurrirán a dicha prevención integral la persona, la familia, la comunidad, la sociedad y el Estado.

ARTÍCULO 45.  En desarrollo de lo previsto en el artículo 5 del Decreto 2159 de 1992
 y con el fin de llevar a cabo un proceso de prevención integral del consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, la Dirección Nacional de Estupefacientes deberá ejecutar las siguientes acciones:

1.  Establecer y evaluar las características y magnitud del problema en todas sus dimensiones y manifestaciones.

2.  Coordinar la formulación de programas y proyectos para ejecutar acciones de prevención integral de cobertura local, regional y nacional de acuerdo con la naturaleza del problema.

3.  Establecer una red, entre las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que trabajan en prevención integral para coordinar los diferentes servicios que le han sido asignados.

4.  Desarrollar un programa de capacitación permanente que permita ampliar el número de personas que promuevan la prevención integral.

5.  General sistemas de comunicación a nivel local, regional y nacional para apoyar las actividades informativas, educativas y movilizadoras  de los programas y proyectos de prevención.

ARTÍCULO 46.  En desarrollo del artículo 10 de la Ley 30 de 1986, las estaciones de radiodifusión sonora y las programadoras de televisión que operen en el país deberán difundir campañas destinadas a combatir el tráfico y consumo de drogas que producen dependencia con la duración y periodicidad que determine el Consejo Nacional de Estupefacientes, de acuerdo con reglamentación que dicho organismos expedirá en un plazo no mayor de 30 días a la promulgación de este decreto.  El Ministerio de Comunicaciones continuará promoviendo y desarrollando la estrategia de comunicación para superar el problema de la droga.

ARTÍCULO 47.  Corresponde al sector salud, por conducto del Ministerio de Salud, las secretarías y los servicios seccionales de salud adelantar campañas y programas de rehabilitación de acuerdo con los principios de concurrencia y subsidiaridad y los respectivos niveles de atención.


CAPÍTULO XII

En relación con el código sanitario

ARTÍCULO 48.  Conforme a lo dispuesto en los capítulos II y IX del presente decreto y en desarrollo de la Ley 9a. de 1979, en materia de salud ocupacional y preventiva y con el fin de preservar, conservar y mejorar la salud de los trabajadores del sector público y privado y de la ciudadanía en general, constituyen obligaciones de éstos y de los patronos:

1.  Adoptar programas permanentes de prevención integral en materia de consumo de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

2.  Hacer efectivas las medidas de protección y prevención integral indicadas en el numeral anterior.

3.  Proporcionar a las autoridades competentes las facilidades para la ejecución de inspecciones e investigaciones que sean necesarias.

El incumplimiento de las obligaciones enunciadas en este artículo acarreará las sanciones administrativas y penales a que hubiere lugar, de conformidad con lo previsto en el artículo 577 del Código Sanitario.

LEY 228

(Diciembre 21 de 1995)

Por la cual se determina el régimen aplicable a las contravenciones especiales y se dictan otras disposiciones.

ARTÍCULO 8. Porte de sustancias.  El que en lugar público o abierto al público y sin justificación porte escopolamina o cualquier otra sustancia semejante que sirva para colocar en estado de indefensión a las personas, incurrirá en el arresto de seis (6) a dieciocho (18) meses, salvo que la conducta constituya hecho punible sancionado con pena mayor.

ARTÍCULO 9.  Ofrecimiento o enajenación de bienes de procedencia no justificada.  El que en lugar público o abierto al público ofrezca para su enajenación bien mueble usado, cuya procedencia no esté justificada, incurrirá en arresto de seis (6) a dieciocho (18) meses, siempre que la conducta no constituya hecho punible sancionado con pena mayor.

PARAGRAFO.  Cuando se trate de establecimientos de comercio cuyo objeto social sea el de la compraventa con pacto de retroventa de que hablan el artículo 1939 y siguientes del Código Civil Colombiano, el contrato escrito ajustado a la ley y firmado por las partes que intervengan en él, se tendrá como prueba de la procedencia de que habla el presente artículo.

ARTÍCULO 15. Salvo las contravenciones especiales de que trata la presente Ley, las previstas en la Ley 23 de 1991 y aquellas a que se refiere la Ley 30 de 1986, las contravenciones actualmente sancionadas con pena de arresto serán sancionadas con pena de multa hasta de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales.  En estos casos procederá la conversión de multa en arresto de conformidad con el artículo 49 del Código Penal, a razón de un (1) día de salario mínimo legal diario por cada día de arresto.

CAPÍTULO III

Procedimiento

ARTÍCULO 16.  Competencia. De las contravenciones especiales de que trata esta Ley, de las demás previstas en la Ley 23 de 1991 y de todas aquellas sancionadas con pena de arresto por la Ley 30 de 1986 y normas complementarias, que se cometan a partir de su vigencia, conocerán en primera instancia los jueces penales o promiscuos municipales del lugar donde se cometió el hecho, o en su defecto, los del municipio más cercano al mismo.

De las contravenciones especiales en las que intervengan como autores o partícipes menores de dieciocho (18) años seguirán conociendo los Defensores de Familia, salvo la de hurto calificado que será de conocimiento de los jueces de menores y promiscuos de familia, quienes podrán imponer a los contraventores las medidas contempladas en el artículo 204 del Código del Menor.

PARAGRAFO. En los casos de las lesiones personales culposas a que se refiere el artículo 12 de la presente Ley no procederá privación de la libertad.
DECRETO No. 1151 

(Junio 27 de 1996)
Por el cual se modifica el Decreto 1572 de 1993

ARTÍCULO 1.-  Modifícase el artículo 1 del Decreto 1572 de 1993
, que en consecuencia quedará así:

Artículo 1.-  Cigarrillos para exportación.  Los cigarrillos de producción nacional destinados a la exportación, deberán ser empacados en cajetillas que contengan un aviso en caracteres legibles con la leyenda:

"TAX EXEMPT, FOR EXPORT ONLY"
Esta misma leyenda, en caracteres legibles, deberá imprimirse en el empaque que se utilice para el embarque de esa clase de bienes".

LEY 599 DE 2000

(julio 24)

Por la cual se expide el Código Penal

TITULO XIII

DE LOS DELITOS CONTRA LA SALUD PUBLICA

CAPITULO II

Del tráfico de estupefacientes y otras infracciones

Artículo 375. Conservación o financiación de plantaciones. El que sin permiso de autoridad competente cultive, conserve o financie plantaciones de marihuana o cualquier otra planta de las que pueda producirse cocaína, morfina, heroína o cualquiera otra droga que produzca dependencia, o más de un (1) kilogramo de semillas de dichas plantas, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y en multa de doscientos (200) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la cantidad de plantas de que trata este Artículo excediere de veinte (20) sin sobrepasar la cantidad de cien (100), la pena será de cuatro (4) a seis (6) años de prisión y multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 376. Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. El que sin permiso de autoridad competente, salvo lo dispuesto sobre dosis para uso personal, introduzca al país, así sea en tránsito o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, financie o suministre a cualquier título droga que produzca dependencia, incurrirá en prisión de ocho (8) a veinte (20) años y multa de (1.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, doscientos (200) gramos de hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) gramos de derivados de la amapola, doscientos (200) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de cuatro (4) a seis (6) años de prisión y multa de dos (2) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la cantidad de droga excede los límites máximos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez mil (10.000) gramos de marihuana, tres mil (3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o sesenta (60) gramos de derivados de la amapola, cuatro mil (4.000) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de seis (6) a ocho (8) años de prisión y multa de cien (100) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 377. Destinación ilícita de muebles o inmuebles. El que destine ilícitamente bien mueble o inmueble para que en él se elabore, almacene o transporte, venda o use algunas de las drogas a que se refieren los artículos 375 y 376, y/o autorice o tolere en ellos tal destinación, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes."

Artículo 378. Estímulo al uso ilícito. El que en cualquier forma estimule o propague el uso ilícito de drogas o medicamentos que produzcan dependencia incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años y multa de cien (100) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 379. Suministro o formulación ilegal. El profesional o practicante de medicina, odontología, enfermería, farmacia o de alguna de las respectivas profesiones auxiliares que, en ejercicio de ellas, ilegalmente formule, suministre o aplique droga que produzca dependencia, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años, multa de cien (100) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de la profesión, arte, oficio, industria o comercio de cinco (5) a diez (10) años.

Artículo 380. Suministro o formulación ilegal a deportistas. El que, sin tener las calidades de que trata el artículo anterior, suministre ilícitamente a un deportista profesional o aficionado, alguna droga o medicamento que produzca dependencia, o lo induzca a su consumo, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 

Artículo 381. Suministro a menor. El que suministre, administre o facilite a un menor droga que produzca dependencia o lo induzca a usarla, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años.

Artículo 382. Tráfico de sustancias para procesamiento de narcóticos. El que ilegalmente introduzca al país, así sea en tránsito, o saque de él, transporte, tenga en su poder elementos que sirvan para el procesamiento de cocaína o de cualquier otra droga que produzca dependencia, tales como éter etílico, acetona, amoníaco, permanganato de potasio, carbonato liviano, ácido clorhídrico, ácido sulfúrico, diluyentes, disolventes u otras sustancias que según concepto previo del Consejo Nacional de Estupefacientes se utilicen con el mismo fin, incurrirá en prisión de seis (6) a diez (10) años y multa de dos mil (2.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Cuando la cantidad de sustancias no supere el triple de las señaladas en las resoluciones emitidas por la Dirección Nacional de Estupefacientes, la pena será de cuatro (4) a seis (6) años de prisión y multa de diez (10) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 383. Porte de sustancias. El que en lugar público o abierto al público y sin justificación porte escopolamina o cualquier otra sustancia semejante que sirva para colocar en estado de indefensión a las personas, incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años, salvo que la conducta constituya delito sancionado con pena mayor. 

Artículo 384. Circunstancias de agravación punitiva. El mínimo de las penas previstas en los artículos anteriores se duplicará en los siguientes casos: 

1. Cuando la conducta se realice:

a) Valiéndose de la actividad de un menor, o de quien padezca trastorno mental, o de persona habituada;

b) En centros educacionales, asistenciales, culturales, deportivos, recreativos, vacacionales, cuarteles, establecimientos carcelarios, lugares donde se celebren espectáculos o diversiones públicas o actividades similares o en sitios aledaños a los anteriores;

c) Por parte de quien desempeñe el cargo de docente o educador de la niñez o la juventud, y

d) En inmueble que se tenga a título de tutor o curador.

2. Cuando el agente hubiere ingresado al territorio nacional con artificios o engaños o sin autorización legal, sin perjuicio del concurso de delitos que puedan presentarse. 

3. Cuando la cantidad incautada sea superior a mil (1.000) kilos si se trata de marihuana; a cien (100) kilos si se trata de marihuana hachís; y a cinco (5) kilos si se trata de cocaína o metacualona o dos ( 2 ) kilos si se trata de sustancia derivada de la amapola.

PROYECTO DE LEY NUMERO 17 DE 2000 SENADO

Por medio de la cual se tipifica como contravención el uso de la dosis  

personal de estupefacientes

Artículo 1°. El que consuma en lugar público o privado, cocaína, marihuana o cualquier  otra droga que produzca dependencia en cantidad considerada como dosis de uso personal, afectando o poniendo en peligro la unidad y tranquilidad familiar  o la seguridad y tranquilidad públicas necesarias para la interacción social de los ciudadanos, incurrirá en las siguientes sanciones:

a) Por primera vez en multa entre medio y diez salarios mínimos legales mensuales vigentes;

b) Por la segunda vez, en multa entre cinco y veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes, siempre que el nuevo hecho se realice dentro de los doce (12) meses siguientes a la comisión del primero;

c) El imputado que de acuerdo con dictamen médico legal, se encuentre en estado de drogadicción así haya sido sorprendido por primera vez, será internado en establecimiento siquiátrico o similar  de carácter oficial o privado, por el término necesario para su recuperación.

La sanción de multa prevista en esta norma será convertible en arresto a razón de un día de arresto por cada salario mínimo legal mensual vigente impuesto.

La autoridad correspondiente podrá confiar al drogadicto al cuidado de la familia o remitirlo, bajo la responsabilidad de ésta, a una clínica, hospital o casa de salud, para el tratamiento que corresponda. La familia del drogadicto deberá responder del cumplimiento de sus obligaciones, mediante caución que fijará el funcionario competente, teniendo en cuenta la capacidad económica de aquella.

Artículo 2°. Serán competentes para conocer de las contravenciones tipificadas  en esta ley los jueces penales o promiscuos municipales, con sujeción al procedimiento establecido en la Ley 228 de 1995.

Artículo 3°.  La acción contravencional a la que se refiere esta ley será oficiosa cuando se afecte o ponga en peligro la tranquilidad y seguridad públicas. Cuando la conducta sólo afecte la tranquilidad y unidad familiar sólo procederá mediante querella  de parte.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Nuestra Constitución Política expresa en su artículo primero que Colombia es un Estado social de derecho fundada en el respeto a la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran  y en la prevalencia del interés general.

También garantiza el desarrollo de la libre personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico. Es decir, nuestros derechos terminan donde comienzan los de los demás ciudadanos que integran la sociedad.

Por otra parte, el artículo 42 de la Carta Política, asevera que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad.  Que el Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia, así como también establece que cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley. Normatividad que es concordante con el artículo 44 de la misma constitución que guarda relación con los derechos fundamentales de los niños y la niñez como fuente principal del futuro del país. Sin olvidar que nos garantiza el derecho a la salud y una consecuente y prevalente protección a la vida.

El presente proyecto tiene como esencia respetar la base de la sociedad, sus buenos y sanos principios y el respeto a la moral pública así como también a sus costumbres, pensando que sólo las conductas que interfieren con la órbita de la libertad y los intereses ajenos, pueden ser jurídicamente exigibles.

La Sentencia C-221 de 1994 de la honorable Corte constitucional declaró inexequible el artículo 51 de la Ley 30 de 1986, que tipificaba como delito el consumo de la dosis personal de estupefacientes.

A nadie escapa que esta decisión ha sido controvertida como tampoco podemos desconocer la crisis moral que nuestra sociedad atraviesa ni los nuevos comportamientos de la juventud y de la sociedad colombiana.

La misma Corte Constitucional ha dicho en la referida sentencia que puede “el legislador válidamente, sin vulnerar el núcleo esencial de los derechos a la igualda d y a la libertad, desconocidos por las disposiciones que serán retiradas del ordenamiento, regular las circunstancias de lugar, de edad, de ejercicio temporal de actividades, y otras análogas, dentro de las cuales el consumo de droga resulte inadecuado a socialmente nocivo...”
Creemos necesario revalidar el respeto por las buenas costumbres del pueblo colombiano que constituyen el interés general prevalente en la medida de respetar la autonomía personal mientras que la conducta no interfiera con la órbita y la acción de otros (Sentencia C-221 de 1994).

La sociedad colombiana tiene derecho a tener una recreación y un ambiente sano, a caminar por las calles con tranquilidad y sin contaminación alguna, así como también a ver una juventud pulcra y sana alejada de costumbres foráneas y vicios que nada tienen que ver con nuestra idiosincrasia.

Bien se expresa en el salvamento de voto de varios honorables Magistrados sobre el asunto referido. De la decisión mayoritaria se desprende una paradoja y una ambigüedad muy difíciles de entender: por un lado se autoriza el consumo de la dosis personal, pero por otro se mantiene la penalización del narcotráfico. Es decir que se permite a los individuos consumir droga, pero se prohíbe su producción, distribución y venta. Carece de toda lógica que la ley ampare al consumidor de un producto y, en cambio sancione a quienes se la suministre. (resaltado nuestro).

El proyecto de ley

El Proyecto de ley que someto a consideración de los honorables Congresistas tipifica como contravención el consumo de la dosis personal de estupefacientes en condiciones de afectación o riesgo para otras personas, pertenezcan o no al núcleo familiar de quien incurre en la conducta sancionada. Establece sanción de multa, convertible en arresto, para quien incurra en dicha conducta y una graduación de la misma para quienes reincidan en ella en menos de un año. Obliga a someter a tratamiento siquiátrico o similar, a quien se dictamine que se encuentra en estado de drogadicción. Facilita la corresponsabilidad de la familia en la rehabilitación del drogadicto.

Además, se atribuye la competencia a los jueces penales y promiscuos municipales y se autoriza a las autoridades a actuar de oficio contra los infractores  cuando afecten o pongan en riesgo la tranquilidad y seguridad públicas. En los demás casos, sólo podrá procederse mediante querella de parte.

La cruzada contra la drogadicción debe ser un propósito nacional que se enfrente con medidas de este tipo que faciliten a las familias, la sociedad y las autoridades la reacción adecuada para vencer una de las más graves amenazas públicas que hoy se ciernen contra el pueblo colombiano.

Muertes y accidentes en Colombia Asociados 
con Drogadicción en los últimos años

Como quiera que el espíritu del presente proyecto es reconocer el problema del  consumo de drogas y en general la problemática de las drogas ilícitas, como uno de los mayores desafíos de seguridad y salubridad públicas que afrontamos ahora los colombianos, se precisa traer a colación las estadísticas recientes del Instituto de Medicina Legal sobre la muerte asociada con la drogadicción en los últimos años.

El presente es el informe de los casos de muertes violentas (accidentes de tránsito, homicidios, suicidios y accidentales) a los cuales se ha practicado necropsia médico legal en el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de la Regional Bogotá en los años 1996, 1997, 1998 y primer semestre de 1999.

En los últimos tres años (sin tener en cuenta el primer semestre de 1999) el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Bogotá ha realizado 14.926 necropsias médico legales de muertes violentas, para un promedio anual de 4.975 necropsias por año, de las cuales el 61% correspondió a homicidios, el 22% a lesiones fatales por accidentes de tránsito, el 10% a muertes accidentales y el 7% a suicidios, ver cuadro número 1.

Cuadro numero 1 

Necropsias de Muertes Violentas realizadas en el INML y CF 
Regional Bogotá 1996 a 1999*

Manera  
1997
1998
1999*

de 

Muerte
Acc. Tránsito
 1073
1012
1175
542

Homicidios
3361
3020
2697
1216

Suicidios
302
348
391
171

Accidentales
485
485
577
208

Total
5221
4865
4840
2137

Fuente: Base de datos del Grupo de Patología Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Del total de personas fallecidas en los tres años de estudio, aproximadamente el 9% fueron evaluadas para consumo de cocaína, el 4% para marihuana y el 0.3% para opio. Del estudio de estas muestras se obtuvieron los siguientes resultados:


Consumo de Cocaína

En promedio durante los tres años de estudio, el 14% de las personas que fallecieron de manera violenta habían consumi do cocaína. Según la distribución por causa de muerte, el 18% de las víctimas de homicidios, el 8% de aquellas que murieron de manera accidental, el 7% de las personas que se suicidaron y el 3% de las que sufrieron lesiones fatales por accidente de tránsito, resultaron positivas para consumo de cocaína. De éstas el 94% eran hombres; la edad promedio de las víctimas era de 29 años y llama particularmente la atención que aproximadamente el 10% de las víctimas lo constituían menores de 18 años. La mayoría de estas personas se dedicaban a actividades no calificadas  (empleados informales) o pertenecían a grupos de alto riesgo (trabajadoras sexuales, recicladores, indigentes, etc.). Adicionalmente se encontró mezcla de alcohol y cocaína en el 53% de las víctimas.

Analizando año tras año, se observa que con respecto a 1996 se presentó una reducción en el porcentaje de muestras positivas para cocaína que, del 15% en 1996, pasó al 13% en 1997 y 1998. Sin embargo, en las muertes accidentales se observó un incremento en 1997 y 1998. En las víctimas de homicidio, se observó una reducción que, del 20% en 1996, bajó al 16% en 1997 y volvió a incrementarse en 1998 (18%), ver cuadro número 2.

Cuadro numero 2 
Porcentaje de casos positivos para cocaína, según manera 
de muerte, Santa Fe de Bogotá 1996-1998
Manera 

                      Cocaína 
de Muerte
1996
1997
1998
Total
Acc. Tránsito
4%
3%
3%
3.3%

Homicidios
20%
16%
18%
18.0%

Suicidios
10%
7%
5%
7.3%

Accidentales
5%
9%
9%
7.7%

Total
15%
13%
13%
13.7%

Fuente: Base de datos del Grupo de Patología Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Consumo de Marihuana

En promedio, el 5% del total de las víctimas de muertes violentas evaluadas para consumo de marihuana en los tres últimos años resultaron positivas. El 8% de las personas en las cuales se detectaron metabolitos de marihuana fallecieron por homicidio, el 3% se suicidaron y el 2% fallecieron en accidente de tránsito o de manera accidental. El 98% de estas víctimas eran hombres. La edad promedio fue de 28 años de edad con rango de 15 a 65 años. De los casos en los cuales se tiene información acerca de la ocupación de la víctima el 29% eran empleados informales y el 18% eran reclusos. Evaluando asociación entre alcohol y marihuana, se encontró que cerca del 45% de las víctimas en las cuales se detectó marihuana, también habían consumido alcohol.

A lo largo de los tres años analizados se observó una especial reducción en el número de víctimas de accidentes de tránsito que habían consumido marihuana, pues mientras en 1996 fueron el 4% en 1997 el 1.4% y en 1998 sólo el 0.4%, no obstante en las muertes accidentales se observó un marcado incremento de las víctimas con metabolitos de marihuana, de 0.9% en 1996 pasó a 3% en 1998, ver cuadro número 3.

Cuadro numero 3 

porcentaje de casos positivos para marihuana, 
según manera de muerte
Santa Fe de Bogotá 1996-1998

Manera 

                    Marihuana 
de Muerte
1996
1997
1998
Total
Acc. Tránsito
4%
1.4%
0.4%
1.9%

Homicidios
10%
7%
6%
7.7%

Suicidios
5%
2%                    1%
2.7%

Accidentales
0.9%
2%
3%
2.0%

Total
5%
6%
5%
5.3%

Fuente: Base de datos del Grupo de Patología Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Consumo de Opio

De los psicofármacos evaluados, el opio con el 0.3% es el que con menor frecuencia se halló en las personas que fallecieron de manera violenta y a las cuales se les practicó necropsia médico legal en el INML y CF de la Regional Bogotá. Según la manera de muerte, aquellas personas que fallecieron accidentalmente fueron en las que se encontró el porcentaje más alto (1.1) de consumo de opio.

En comparación con los casos positivos para opio de 1996, se observó en 1997 un incremento de 0.3% a 0.5% y en 1998 nuevamente un descenso a 0.2%, ver cuadro número 4.

Cuadro numero 4 

Porcentaje de casos positivos para opio, 
según manera de muerte
Santa Fe de Bogotá 1996-1998

Manera 

                         Opio 
de Muerte
1996
1997
1998
Total
Acc. Tránsito
0.3%
0.5%
0.3%
0.4%

Homicidios
0.3%
0.3%
0.5%
0.4%

Suicidios
0.5%
0.8%
0.3%
0.5%

Accidentales
0%
2.3%
0.9%
1.1%

Total
0.3%
0.5%
0.2%
0.3%

Fuente: Base de datos del Grupo de Patología Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

En cuanto a datos sobre consumo de psicofármacos en el ámbito nacional se dispone de información sobre el número de casos (lesiones fatales) positivos en las ciudades de Barranquilla, Medellín, Bucaramanga, Pereira y Cali evaluados en 1998. Pereira y Cali presentan el porcentaje más alto de positividad para cocaína con el 27%, y Medellín el más bajo, 10%. Para marihuana, Pereira con el 15% y Cali con el 13% de positividad  son las ciudades con mayor porcentaje de positividad y para opio Pereira con el 1% registró el porcentaje de positividad más alto, ver cuado número 5.

Cuadro nUmero 5 

Porcentaje de positividad para psicofármacos en víctimas 
de muertes violentas, según ciudad. 1998
Ciudad
Cocaína
Marihuana
Opio
Barranquilla
14%
  4%
   0%

Medellín
10%
10%
   3%

Bucaramanga
12%
9%
0.3%

Pereira
27%
15%
   1%

Cali
27%
13%
0.2%

Bogotá
13%
  5%
0.2%

Fuente: Archivo Grupo de Estadística del Instituto Nacional de Medicina Legal y  Ciencias Forenses.

Nota: Los originales del 9 al 12 no se publican por estar ilegibles, cualquier consulta dirigirse a la Secretaría del Senado.
COSTA RICA
LEY No. 5395

(Octubre 30 de 1973)

LEY GENERAL DE SALUD

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 1º.- La salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado. 

ARTICULO 2º.- Es función esencial del Estado velar por la salud de la población. Corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salubridad Pública, al cual se referirá abreviadamente la presente ley como "Ministerio", la definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Tendrá potestades para dictar reglamentos autónomos en estas materias.

LIBRO I

De los derechos y deberes de los individuos concernientes a su salud personal y de las restricciones a que quedan sujetas todas las personas en consideración a la salud de terceros y de la conservación y mejoramiento del medio ambiente

CAPITULO II

De los derechos y deberes relativos a la recuperación de la salud personal

ARTICULO 28.- Salvo con receta médica y para fines terapéuticos o con autorización expresa del Ministerio, queda prohibido el uso personal de sustancias estupefacientes, y de tranquilizantes, estimulantes y alucinógenos, declarados de uso restringido en convenciones internacionales, en leyes o en disposiciones dictadas por el Poder Ejecutivo. 

ARTICULO 29.- Las personas con trastornos emocionales severos así como las personas con dependencia del uso de drogas u otras sustancias, incluidos los alcohólicos, podrán someterse voluntariamente a tratamiento especializado ambulatorio o de internamiento en los servicios de salud y deberán hacerlo cuando lo ordene la autoridad competente, por estimarlo necesario, según los requisitos que los reglamentos pertinentes determinen. (Así reformado por el artículo 74 de la Ley sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad Nº 7600 de 2 de mayo de 1996)
ARTICULO 30.- Cuando la internación de personas con trastornos emocionales severos o deficiencias, toxicómanos y alcohólicos, no es voluntaria ni judicial, deberá ser comunicada por el director del establecimiento al juzgado de familia de su jurisdicción, en forma inmediata y deberá cumplir con las obligaciones y los requisitos de la curatela. (Así reformado por el artículo 74 de la Ley sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad Nº 7600 de 2 de mayo de1996) 

ARTICULO 31.- Las personas con trastornos emocionales severos, los toxicómanos y los alcohólicos que no se encuentren internados en un hospital por orden judicial, podrán salir del establecimiento de conformidad con las disposiciones reglamentarias pertinentes, por egreso médico o por alta exigida a petición del paciente o de sus familiares, cuando su salida no involucre peligro para la salud o la vida del paciente o de terceros. (Así reformado por el artículo 74 de la Ley sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad Nº 7600 de 2 de mayo de1996)


ARTICULO 33.- Los familiares de la persona con trastornos emocionales severos o con deficiencia intelectual, física y sensorial o los familiares del toxicómano sometido a tratamiento, podrán requerir atención médico- social de los servicios de salud, con sujeción a las normas reglamentarias para los miembros del hogar del paciente. (Así reformado por el artículo 74 de la Ley sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad Nº 7600 de 2 de mayo de1996) 

TITULO II

De los deberes y restricciones a que quedan sujetas las personas en consideración a la salud de terceros

CAPITULO II

De los deberes de las personas que actúan en materias directamente ligadas con la salud de las personas y de las restricciones a que quedan sujetas en el ejercicio de tales actividades

SECCION I

De los deberes y restricciones en el ejercicio de las profesiones y oficios en ciencias de la salud

ARTICULO 60.- Los odontólogos y veterinarios, podrán recetar estupefacientes dentro del ejercicio de su profesión en dosis terapéuticas oficiales y para ser usadas en las setenta y dos horas siguientes como máximo. 

SECCION II

De los deberes de las personas que operan establecimientos dedicados a la atención médica y de las restricciones a que quedan sujetas tales actividades

ARTICULO 75.- Los directores de establecimientos de atención médica deberán informar, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la autoridad competente los nacimientos y defunciones ocurridos en éstos y los casos de toxicomanías atendidos. 

SECCION III

De los deberes de las personas que operan establecimientos dedicados a las acciones auxiliares, complementarias o de apoyo a la atención médica y de las restricciones a que quedan sujetas tales actividades

PARRAFO IV

De los deberes y restricciones de las personas con relación a estupefacientes y otros

ARTICULO 125.- La producción de materias primas y la elaboración, tráfico, suministro y uso de drogas estupefacientes y de otras capaces de producir por su uso dependencia física o psíquica en las personas, constituye materia de especial interés público y, por consiguiente, las personas, profesionales en ciencias médicas o no profesionales, que intervengan en tales actividades, deberán cumplir estrictamente las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes y respetar las restricciones a que quedan sujetas. 

ARTICULO 126.- Para los efectos legales y reglamentarios, son estupefacientes las drogas incluidas en la Convención Unica sobre estupefacientes de 1961 de las Naciones Unidas y todas las que queden sujetas a control internacional en el futuro y los que a juicio del Ministerio se declaren como tales. 

ARTICULO 127.- Queda prohibido y sujeto a destrucción, por la autoridad competente el cultivo, de la adormidera (papaver somniferum) de la coca (erythroxilon coca) y del cáñamo o marihuana (cannabis índica y cannabis sativa) y de toda otra planta de efectos similares así declarado por el Ministerio. Queda asimismo prohibida la importación, exportación, tráfico y uso de las plantas antes mencionadas, así como sus semillas cuando tuvieren capacidad germinadora. 
ARTICULO 128.- Se prohibe a toda persona la importación de cualquier droga estupefaciente y de los medicamentos, que por uso puedan producir dependencia física o psíquica en las personas, incluidos en el correspondiente decreto restrictivo que dicte el Poder Ejecutivo. Tal importación será de atribución exclusiva del Ministerio y la ejercerá directamente libre de todo impuesto, carga y gravamen, limitando el monto de las importaciones a las necesidades médicas y a la investigación científica del país y, en todo caso, de acuerdo con las convenciones internacionales que el Gobierno haya suscrito o ratificado. 

ARTICULO 129.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, las personas jurídicas y naturales registradas como importadores y especialmente autorizadas por el Ministerio, podrán importar medicamentos de nombre registrado que contengan drogas estupefacientes sujetos a las restricciones legales y reglamentarias. 
ARTICULO 130.- Queda prohibida la venta o suministro al público de drogas estupefaciente o sustancias y productos psicotrópicos capaces de producir dependencia física o psíquica en las personas. 
ARTICULO 131.- Solamente los médicos, odontólogos y veterinarios, en ejercicio legal de sus profesiones podrán prescribir y administrar con sujeción a las exigencias reglamentarias pertinentes, drogas estupefacientes y sustancias o productos sicotrópicos, anestésicos y similares declarados de prescripción restringida por el Ministerio. La administración personal de tales drogas sólo podrá ser hecha por los profesionales mencionados o por personal autorizado bajo la responsabilidad del profesional que se prescribe. 

ARTICULO 132.- Sólo los establecimientos farmacéuticos debidamente regentados podrán obtener estupefacientes y sustancias o productos psicotrópicos declarados de uso restringido por el Ministerio de Conformidad con las disposiciones reglamentarias pertinentes y deberán llevar un estricto control del movimiento de tales medicamentos. 

ARTICULO 133.- El depósito y la manipulación de estupefacientes y de sustancias o productos psicotrópicos declarados del uso restringido por el Ministerio y el despacho de las recetas en que se prescriban, corresponderá personal y exclusivamente a los farmacéuticos. 

ARTICULO 134.- Quedan prohibidos la elaboración, el tránsito por la República, el tráfico o comercio, la tenencia para comerciar o distribuir y el suministro y administración, a cualquier título, de sustancias o productos estupefacientes y psicotrópicos declarados de uso restringido por el Ministerio, en contravención a los términos de la presente ley y de sus reglamentos, o de las órdenes especiales que el Ministerio dicte para un mejor control de éstos. 

ARTICULO 135.- Los regentes farmacéuticos quedan especialmente obligados a la exhibición de la documentación correspondiente que la autoridad de salud requiera para el mejor control del comercio, suministro y uso de las sustancias y productos citados en el artículo anterior y responderá personal y solidariamente con el propietario del establecimiento por las infracciones que ahí se cometieren. 

ARTICULO 136.- Toda persona queda obligada a permitir la entrada inmediata de los funcionarios del Ministerio, debidamente identificados, a su establecimiento industrial, comercial o de depósito y a los inmuebles de su cuidado con el fin de tomar las muestras que haya menester y para controlar las condiciones de la producción, tráfico, tenencia, almacenamiento o suministro de medicamentos y especialmente de estupefacientes y sustancias o productos psicotrópicos, declarados de uso restringido. 

ARTICULO 137.- Serán objeto de decomiso: 

Los estupefacientes, las sustancias y productos psicotrópicos declarados de uso restringido por el Ministerio, cuando se elaboren, comercien, se posean o se suministren en forma ilegal o antirreglamentaria. 

Los medicamentos deteriorados, adulterados y falsificados. 

Los medicamentos que se elaboren, comercien, almacenen, distribuyan o suministren en forma ilegal o antirreglamentaria. 

Los cultivos y plantas a que se refiere el artículo 127 y las semillas cuando posean capacidad germinadora lo que, además, serán objeto de destrucción por la autoridad competente. 

SECCION IV

De los deberes y restricciones a que quedan sujetas las personas en sus acciones y operaciones relativas a sustancias tóxicas y peligrosas

ARTICULO 241.- Queda prohibido el expendio y suministro de sustancias o productos tóxicos o de sustancias o productos u objetos peligrosos u otros declarados como tales por el Ministerio sin cumplir estrictamente las disposiciones reglamentarias pertinentes y en especial las que digan relación con el registro obligatorio cuando proceda y con el contenido obligatorio de la rotulación que deberá acompañar al producto mismo, a sus envases y empaquetaduras y en el que se deberá indicar en español y con la simbología pertinente, la naturaleza del producto, sus riesgos, sus contraindicaciones y los antídotos correspondientes si procedieren. 

ARTICULO 242.- Se prohíbe vender o suministrar, a cualquier título, sustancias, mezclas de sustancias, productos u objetos tóxicos, de carácter peligroso o declarados peligrosos por el Ministerio, a menores de edad o a personas incapacitadas mentalmente. (Así reformado por el artículo 1º de la ley Nº 6430 de 15 de mayo de 1980) 

ARTICULO 252.- En todo caso, el Ministerio, en resguardo de la salud de las personas, podrá negar el permiso para importar, fabricar, comerciar, o suministrar sustancias, mezclas de sustancias, productos o mezclas de productos excesivamente tóxicos o capaces de causar daños serios a las personas o animales útiles o inofensivos al hombre u objetos o bienes que pudieren causar accidentes repetidos o que hayan sido declarados peligrosos por el Ministerio. Podrá, asimismo, ordenar un decomiso o el retiro de la circulación; prohibir la continuación de su importación, comercio, aplicación o distribución u ordenar, cuando procediere, cambios en su composición o estructura o en el uso de ciertas materias primas causantes de la peligrosidad de tales bienes.

LIBRO II
De las autoridades de salud, de sus atribuciones y ciertas medidas especiales

CAPITULO I
De las autoridades de salud y de sus atribuciones
SECCION I
De las autoridades de salud y de sus atribuciones ordinarias
ARTICULO 345.- Sin perjuicio de las demás atribuciones inherentes a su cargo, corresponde especialmente al Ministro en representación del Poder Ejecutivo: 

1. Declarar de venta libre o sujetos a restricción en su importación, venta, administración, prescripción, rotulación o propaganda los medicamentos que estime convenientes.

2. Autorizar las importaciones de estupefacientes y de sustancias psicotrópicas capaces de producir dependencia física o psíquica en las personas y limitar sus cantidades de acuerdo con las necesidades del país y los convenios internacionales ratificados o suscritos por el Gobierno.

3. Declarar tóxicos o peligrosos y sujetos a restricción, sustancias, productos o bienes materiales que constituyen riesgo o peligro para la salud de las personas.

SECCION II

De las inspecciones y otras diligencias
ARTICULO 346.- Para los efectos de llevar a cabo el efectivo control del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos, de resoluciones complementarias que las autoridades de salud dicten dentro de sus competencias, podrán los funcionarios dependientes del Ministerio, debidamente identificados, hacer inspecciones o visitas para practicar operaciones sanitarias, recoger muestras o recolectar antecedentes o pruebas, en edificios, viviendas y establecimientos industriales, de comercio y en cualquier lugar en el que pudieran perpetrarse infracciones a las leyes y reglamentos y resoluciones aludidos. Tales diligencias deberán practicarse durante el día, entre las seis y dieciocho horas y los particulares están en la obligación de facilitarles de inmediato. La limitación horaria no regirá para las inspecciones relativas al control de alimentos, de estupefacientes, alucinógenos y sustancias psicotrópicas capaces de producir por su uso, dependencia psíquica o física. 

ARTICULO 347.- En el caso que las personas físicas o jurídicas impidieren la entrada o acceso a los lugares o inmuebles o interfirieren con la actuación de los funcionarios o se negaren a la entrega demuestras y antecedentes, podrá la autoridad de salud solicitar de la autoridad judicial la orden de allanamiento, la que deberá ser dictada dentro de las veinticuatro horas naturales de solicitada. Los funcionarios del Ministerio a quien se les encomiende tal diligencia, practicarán el allanamiento debiendo sujetarse a las disposiciones legales pertinentes y a las disposiciones administrativas y técnicas de procedimientos del Ministerio. El allanamiento tendrá por objeto realizar únicamente la diligencia específica para la que ha sido solicitada por la autoridad de salud y los funcionarios que la cumplan responderán de todo perjuicio innecesario causado por su actuación o por la extralimitación en sus funciones. 

ARTICULO 348.- Las autoridades de salud podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública y de las otras autoridades administrativas para llevar a cabo las actuaciones inherentes a su cargo para las cuales hayan sido especialmente comisionados. 

CAPITULO II

De las medidas especiales

 

ARTICULO 355.- Teniendo en vista una efectiva protección de la salud de la población y los individuos, las autoridades de salud competentes podrán decretar por propia autoridad medidas cuya finalidad tiendan a evitar la aparición de peligros y la agravación o difusión del daño, o la continuación o reincidencia en la perpetración de infracciones legales o reglamentarias que atenten contra la salud de las personas. 

ARTICULO 356.- Se declaran medidas especiales, para los efectos señalados en el artículo anterior, la retención, el retiro del comercio o de la circulación, el decomiso, la desnaturalización y la destrucción de bienes materiales, la demolición y desalojo de viviendas y de otras edificaciones destinadas a otros usos, la clausura de establecimientos; la cancelación de permisos; la orden de paralización, destrucción o ejecución de obras, según corresponda; el aislamiento, observación e internación de personas afectadas o sospechosas de estarlo por enfermedades transmisibles; de denuncia obligatoria; el aislamiento o sacrificio de animales afectados o sospechosos de estarlo por epizootias de denuncia obligatoria. 

ARTICULO 357.- Las medidas a que se refiere el artículo anterior podrán ser ordenadas directamente por las autoridades de salud o podrán sobrevenir como accesorias de las sanciones que se apliquen por la infracción y sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales delos responsables. 

ARTICULO 360.- El decomiso podrá ir seguido de la desnaturalización o destrucción de los bienes, que según corresponda, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de la infracción o del peligro que tales bienes entrañen para la salud y seguridad de las personas. La desnaturalización procederá sólo cuando sometidos los bienes al proceso que la autoridad de salud determine y realizado éste, por cuenta del propietario y bajo la vigilancia de la autoridad, puedan destinarse a un uso diferente del original sin que haya peligro alguno para la salud de las personas.

ARTICULO 361.- Si los bienes decomisados fueren útiles, serán entregados a los establecimientos de salud del Estado, previa las formalidades del caso. 

ARTICULO 362.- El retiro del comercio o de la circulación de bienes materiales, consiste en el retiro oportuno y completo que el dueño, administrador o representante legal de la empresa deberá hacer del total de las series o partidas de mercaderías o bienes o de alguna parte de éstas, si fueren identificables, cuando se haya comprobado que no reúnen los requisitos reglamentarios requeridos para circular en el comercio, o que su uso o consumo constituyen un peligro para la salud pública. 

ARTICULO 363.- La clausura consiste en el cierre con formal colocación de sellos, que la autoridad competente haga de un establecimiento, edificio, vivienda, instalación o similares, inhibiendo su funcionamiento. La clausura podrá ser total o parcial, temporal o definitiva, según lo exijan las circunstancias del caso. Procede la clausura, especialmente, respecto de todo establecimiento que debiendo ser autorizado por la autoridad de salud funciones sin dicha autorización; de los establecimiento que debiendo tener regente o profesional responsable técnico estén funcionando sin tenerlo; de los establecimientos de atención médica, de educación, comercio, industriales, de recreación, de diversión u otros cuyo estado o condición involucren peligro para la salud de la población, de, su personal o delos individuos que los frecuenten y de la vivienda que se habite sin condiciones de saneamiento básico. 

ARTICULO 364.- La cancelación o suspensión de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una actividad para la cual fue otorgada o inhibiendo el uso y la exhibición del documento que la acredite. 

ARTICULO 366.- La cancelación del registro consiste en la eliminación del nombre de la persona, producto o bien del correspondiente registro poniéndose fin a las actividades que requerían de tal registro para realizarse. 

LIBRO III

TITULO I
De las sanciones
CAPITULO I
Delitos contra la Salud
ARTICULO 371.- Sufrirá prisión de seis a doce años, el que, a cualquier título, cultivare plantas de adormidera (papaver somniferum),de coca (erythroxilon coca) de cáñamo o marihuana (cannabis indica y cannabis sativa), o cualesquiera otras plantas o semillas de efectos similares, cuyo cultivo, tenencia o tráfico hayan sido declarados prohibidos o restringidos por el Ministerio de Salud. ( Así reformado por el artículo 4º de la ley Nº 5789 de 1º de setiembre de 1975 ). 

LEY No. 7035  

INSTITUTO SOBRE ALCOHOLISMO Y FARMACODEPENDENCIA

 CREACION DEL IAFA

(Agosto de 1988)

Artículo 1°.- Refórmanse los artículos 5°, inciso d), 21, 22, 23 y 24 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, No. 5412 del 8 de noviembre de 1973, cuyos textos dirán:

"Artículo 5°. - ...

d)  El Instituto sobre Alcoholismo y Farmacode​pendencia."

"Artículo 21.- EI Instituto sobre Alcoholismo y Far​macodependencia tendrá a su cargo el estudio, prevención, tratamiento y rehabilitación del alcoholismo y la farmaco​dependencia, así como la coordinación y aprobación de todos los programas públicos y privados orientados a aquéllos mismos fines.

Artículo 22.- La definición de las políticas del Institu​to y de su gobierno estará a cargo de una junta directiva integrada por siete miembros de nombramiento del Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Salud. Durarán en sus cargos dos años  y podrán ser reelegidos sucesivamente por periodos iguales. Dentro de su propio seno, la Junta Directiva, cada año, designará un presidente, un secretario, un tesorero y cuatro vocales. En la Junta Directiva habrá necesariamente un médico especialista en Psiquiatría.

Artículo 23.- El Instituto administrará sus fondos se​paradamente en una cuenta corriente bancaria propia, sujeta a la fiscalización y a los controles financieros previstos en el artículo 10 de esta ley, así como a las demás disposiciones que rigen la materia.

Artículo 24.- La dirección técnica y administrativa del Instituto estará a cargo de un director general de nombramiento de la Junta Directiva. Habrá, además, dos directo​res ejecutivos qué tendrán a su cargo, cada uno separada pero coordinadamente, las acciones en el campo del alcoholismo y en el de la farmacodependencia.

En el reglamento general se determinarán el funcionamien​to del Instituto y su estructura orgánica y administrativa."

Artículo 2.- Con el objeto de desarrollar una campaña pre​ventiva, permanente contra el alcoholismo y la drogadicción, en las escuelas y colegios de todo el país, se autoriza a las em​presas productoras o comercializadoras de cigarrillos o de li​cores para que deduzcan del impuesto sobre la renta los do​nativos que realicen para dicha campaña.  Con este mismo fin, se autoriza a la Fábrica Nacional de Licores para que tras​lade hasta quinientos mil colones (500.000,00) mensuales al Instituto, cuyo monto lo rebajará del total de sus ganancias. Igualmente, el programa de Asignaciones Familiares asignará un millón de colones (1.000.000.00) mensuales pa​ra fortalecer esos programas preventivos, los cuales deberán efectuarse en estrecha coordinación con los Ministerios de Educación y de Salud y con los grupos de voluntariado que se organicen en cada uno de los centros educacionales, constituidos por docentes, alumnado, familia y otras personas in​teresadas en el problema del alcoholismo y la drogadicción.  El Instituto no podrá gastar, bajo ningún concepto, los fondos de estos programas en aspectos administrativos ni en otros que no conciernan a sus fines.

Artículo 3.- Refórmase el artículo 387 de la Ley General de Salud, No. 5395 del 30 de octubre de 1973, para que diga así:

"Artículo 387.- Los que consumieren el producto de las plantas citadas en el artículo 371, o drogas estupefa​cientes o sustancias psicotrópicas, serán sometidos a los tratamientos de rehabilitación y de educación que determine el Instituto sobre Alcoholismo y farmacodependencia, sin perjuicio de las medidas de seguridad que pueda ordenar la autoridad judicial competente, en su caso."

LEY 7440 DE 1994

LEY GENERAL DE ESPECTACULOS PUBLICOS,

MATERIALES AUDIOVISUALES E IMPRESOS
CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.-
Obligación del Estado


Esta Ley rige la actividad que el Estado debe ejercer para proteger a la sociedad, particularmente a los menores de edad y a la familia, en cuanto al acceso a los espectáculos públicos, a los materiales audiovisuales e impresos; asimismo, regula la difusión y comercialización de esos materiales.

ARTÍCULO 2.-
Espectáculo público


Para efectos de esta Ley se entenderá por espectáculo público toda  función, representación, transmisión o captación pública que congregue, en cualquier lugar, a personas para presenciarla o escucharla.

ARTÍCULO 3.-
Actividades


Esta Ley regula la valoración de los contenidos de las siguientes actividades:

a)
Espectáculos públicos, particularmente el cine y las presentaciones en vivo.

b)
Radio.

c)
Televisión por VHF, UHF, cable, medios inalámbricos, vía satélite o cualesquiera otras formas de transmisión.

d)
Juegos de vídeo.

e)
Alquiler de películas para vídeo.

f)
Material escrito de carácter pornográfico.

DECRETO QUE REGULA EL CONTROL DE 

SUSTANCIAS O PRODUCTOS INHALABLES

Publicado: 07-29-96

Artículo 1º. Para efectos de aplicación del presente Decreto, se consideran sustancias o productos inhalables, toda aquella sustancia que tiene la propiedad de transformarse en vapor o gas, que posibilite su aspiración y contacto con los pulmones, de donde pasa al torrente sanguíneo y de este a los demás órganos y al sistema nervioso y da lugar a una intoxicación que puede producir lesiones irreversibles. Se consideran inhalables, para los fines de este Decreto, todas aquellas materias primas o productos químicos, puros o en mezcla productos terminados que contienen los solventes orgánicos tolueno y ciclohexano.

Artículo 2º. Queda prohibida la venta o suministro a menores de edad de productos inhalables que contengan las sustancias reguladas en este Decreto. Las violaciones a esta disposición estarán sujetas a las sanciones que dicten los Tribunales de Justicia con base en el ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 3º. Será obligatorio que los productos a los que se refiere este Decreto lleven impreso en sus etiquetas la siguiente leyenda: "PROHIBIDA SU VENTA A MENORES DE EDAD. SU INHALACION PUEDE PRODUCIR EFECTOS NOCIVOS PARA LA SALUD Y CAUSAR HABITO Y DEPENDENCIA".

Artículo 4º. Los compuestos químicos tolueno y ciclohexano tendrán las siguientes restricciones en los productos que se detallan a continuación:

a) Estarán prohibidos en los productos escolares

b) Se permite la venta al detalle de los cementos de contacto que contengan tolueno y ciclohexano únicamente en ferreterías y lugares especializados, como peleterías, depósitos de materiales de construcción y otros del ramo. Sé prohibe el reenvase de estos productos.

c) Se prohibe el reenvase de adelgazantes de pinturas, tintas y semejantes, que contengan tolueno o ciclohexano. Solo se permite la venta al detalle de estos productos, si se expenden empacados y etiquetados de origen, acondicionados para la venta al por menor.

Artículo 5º. En los establecimientos industriales en los que se utilicen las sustancias reguladas por este Decreto, deberán establecerse condiciones de manipulación y uso que garanticen el cumplimiento de las normas vigentes en materia de salud y seguridad ocupacional.

Artículo 6º. El Ministerio de Salud, a través del Departamento de Registro y Control de sustancias Tóxicas  y Medicina del Trabajo, será el ente competente para velar por la aplicación del presente Decreto.

Artículo 7º. El Decreto Ejecutivo 24099-S "Decreto de Registro y Control de Sustancias Tóxicas y Productos Tóxicos y Peligrosos", publicado en "La Gaceta " No. 57 de 21 de marzo de 1995, se aplicará en forma supletoria al presente Decreto.

Artículo 8º. Se deroga el Decreto Ejecutivo No. 25115-S de 26 de abril de 1996

Transitorio 1º. La disposición contenida en el artículo 3º. Del presente Decreto Ejecutivo entrará a regir tres meses después de su publicación.

Transitorio 2º. La disposición contenida en el artículo 4 inciso c) del presente Decreto Ejecutivo entrará a regir seis meses después de su publicación.

 LEY No. 7786

LEY SOBRE ESTUPEFACIENTES, SUSTANCIAS PSICOTROPICAS, DROGAS DE USO NO AUTORIZADO Y ACTIVIDADES CONEXAS

Publicada:  05-15-98


TÍTULO I


CAPÍTULO I


DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.-La presente ley regula la prevención, el uso, la tenencia, el tráfico y la comercialización de los estupefacientes, de los Psicotrópicos sustancias inhalables y de las demás drogas y fármacos susceptibles de producir dependencia física o psíquica, incluidas en la Convención Única sobre Estupefacientes de las Naciones Unidas del 30 de mayo de 1961, aprobada por Costa Rica mediante la Ley No. 4544, del 18 de marzo de 1970, enmendada por el Protocolo que modifica la Convención Única, Ley No. 5168, del 8 de enero de 1973, así como en el Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas del 21 de febrero de 1971, aprobado por Costa Rica el 10 de junio de 1972, Ley No. 4990, la Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas del 19 de diciembre de 1988, aprobada por Costa Rica el 25 de setiembre de 1990, Ley No. 7198 y en cualquier otro instrumento jurídico que sobre esta materia llegara a aprobar y las que se incluyan en las listas que el Ministerio de Salud debe elaborar, mantener actualizadas y publicar anualmente en “La Gaceta”.

    
También se regula el control, la inspección y la fiscalización de las actividades relacionadas con esas sustancias inhalables drogas o fármacos  y la de los productos, materiales y sustancias químicas que intervienen en su elaboración o producción, todo ello sin perjuicio de lo que se establece sobre esta materia en la Ley No. 5395, del 30 de octubre de 1973, Ley General de Salud.  De igual modo se previenen y sancionan las actividades financieras como forma de evitar la penetración de capitales provenientes de los delitos del tráfico ilícito y aquellos conexos y de todos los procedimientos que puedan servir de medio para la legitimación de capitales provenientes del narcotráfico.

    
Es función del Estado y se declara de interés público el adoptar las medidas necesarias para prevenir, controlar, investigar, evitar o reprimir toda actividad ilícita relacionada con la materia a que se refiere esta ley.

    ARTÍCULO 3.-Es deber del Estado prevenir el uso indebido de sustancias psicotrópicas, asegurar la pronta identificación, tratamiento, educación, post-tratamiento, rehabilitación y readaptación social de las personas afectadas, así como procurar los recursos económicos necesarios para la recuperación de los farmacodependientes y personas afectadas, directa o indirectamente, por el consumo de drogas, a fin de lograr su educación, tratamiento de rehabilitación física y mental, su readaptación social.

    
Su tratamiento estará a cargo del Ministerio de Salud, de la Caja Costarricense de Seguro Social, del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia, y de cualquier otro ente o institución legalmente autorizado por parte del Estado.

    
En todo caso, corresponde al Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia la rectoría técnica y la supervisión en esta materia.

    ARTÍCULO 4.-Es deber de toda persona, colaborar con la prevención y la represión de los delitos y del consumo ilícito de drogas y demás sustancias a que se refiere esta ley.  El Estado está obligado a procurar la seguridad y las garantías para la protección de quienes brinden la colaboración a que se refiere este artículo, incluyendo programas de protección a testigos, que estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.

    ARTÍCULO 5.-Toda acción de carácter preventivo, dirigida a evitar el cultivo, la producción, la tenencia, el tráfico, el consumo de drogas y de otros productos a que se refiere esta ley, deberá ser coordinada por el Centro Nacional de Prevención contra Drogas.  En materia preventiva y asistencial se requerirá la previa consulta técnica al Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia.

    ARTÍCULO 6.-Todos los medios de comunicación colectiva cederán gratuitamente al Centro Nacional de Prevención contra Drogas, espacios semanales de hasta por el cero veinticinco por ciento (0.25%) del espacio total que emitan o editen a las campañas de educación y orientación dirigidas a combatir la producción, el tráfico, el uso indebido y el consumo ilícito de las drogas susceptibles a causar dependencia, sin perjuicio del espacio que puedan dedicar a otras campañas de salud pública.  Estos espacios no son acumulativos, cedibles o transferibles a terceros.  Estos espacios podrán ser sustituidos por campañas que desarrollen los propios medios, previa autorización del Centro Nacional de Prevención contra Drogas.  El costo de los espacios cedidos para fines de este artículo se considerarán una donación al Estado para efectos del cálculo anual del impuesto sobre la renta.

    
Los espacios cedidos deberán ubicarse en las páginas, horarios o programas de mayor audiencia de acuerdo al segmento de población a que van dirigidos.


TITULO II


COOPERACIÓN INTERNACIONAL


CAPÍTULO I


ASPECTOS PROCESALES

    ARTÍCULO 7.-Es deber del Estado propiciar la cooperación internacional, técnica y económica, por medio de sus órganos competentes y por todos los medios existentes, con el fin de fortalecer los programas de investigación, prevención, represión y rehabilitación en materia de drogas, estupefacientes y psicotrópicos u otras sustancias a que se refiere esta ley, así como concertar tratados bilaterales y multilaterales para mejorar la eficiencia de esa cooperación internacional, y fortalecer los mecanismos de la extradición

CAPÍTULO I

DELITOS RELACIONADOS CON LA PRODUCCION

DISTRIBUCION Y TRAFICO ILICITO DE DROGAS

Y SUSTANCIAS PSICOTROPICAS


ARTÍCULO 68.- Se impondrá pena de prisión de uno a seis años a los responsables o empleados de establecimientos abiertos al público que permitan que en un local concurran personas con el fin de consumir las drogas y productos a los que se refiere esta ley.

Asimismo, podrá ordenarse la cancelación de la licencia, permiso o autorización para ejercer la actividad con ocasión de cuyo desempeño se haya cometido el delito o la clausura temporal o definitiva de la actividad, establecimiento o empresa con ocasión de cuyo desempeño haya cometido el mismo.


ARTÍCULO 71.- La pena de prisión será de ocho a veinte años cuando en la realización de las conductas descritas en los delitos anteriores concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas se faciliten a menores de dieciocho años o disminuidos psíquicos.

b) Las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas se introduzcan o difundan en centros docentes, culturales, deportivos, recreativos, establecimientos penitenciarios y en lugares donde se celebren espectáculos públicos.

c) Se utilicen a menores de edad, incapaces o farmacodependientes para la realización del delito.

d) El padre, la madre, tutor o responsable de la guarda y crianza de la persona perjudicada sea el autor del delito.

e) El que valiéndose de su función como docente, educador o como guía espiritual del perjudicado o de su situación de superioridad manifiesta que coarte la libertad de la víctima.

f) Sea realizado por un grupo de tres o más personas, organizado para la realización del mismo.

g) Valiéndose del ejercicio de un cargo público.

h) Por quien financie o dirija la organización dedicada a realizar los delitos previstos en esta ley.

i) Se realice a nivel internacional.

En caso que el responsable del hecho sea un trabajador de instituciones educativas, públicas o privadas, la condenatoria conlleva su inhabilitación de seis a doce años, para ejercer la docencia en cualquier nivel del sistema educativo público o privado.

CONTRAVENCIONES

     ARTÍCULO 79.- Se impondrá pena de sesenta a ciento veinte días multa a quien, en los sitios públicos o de acceso público, consuma o utilice drogas de uso no autorizado. Cuando se trate de menores de edad, las autoridades los pondrá de inmediato a la orden del Juez Penal Juvenil para lo que corresponda.

TITULO VIII

CENTRO NACIONAL DE PREVENCION CONTRA DROGAS


Artículo 92.- El Centro Nacional de Prevención contra Drogas será el ente rector de las materias preventivas contra las drogas y de las materias contempladas en esta ley, sin perjuicio de las funciones asignadas por la ley al Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia.

Este Centro será un órgano de desconcentración máxima, adscrito al Ministerio de la Presidencia y tendrá personalidad jurídica instrumental para la administración de sus recursos financieros.


Artículo 93-. El Centro Nacional de Prevención contra Drogas contará con un fondo rotatorio para la consecución de sus fines, el que estará constituido por:

a) Los recursos que anualmente se le asignen en los presupuestos ordinarios y extraordinarios de la República.  

Se autoriza al Consejo a gestionar, ante el Poder Ejecutivo, las partidas que considere necesarias para la consecución de sus fines; 

b) Los recursos y las asignaciones presupuestarias autorizados por esta Ley, para el cumplimiento de sus fines;

c) Las donaciones internacionales que se reciban;

d) Cualquier otro recurso que se pueda percibir.


Artículo 94.- Son funciones del Centro Nacional de Prevención contra Drogas, sin perjuicio de las establecidas en la ley para el Ministerio de Salud y para el Instituto Nacional sobre Alcoholismo y Farmacodependencia:

a) Establecer, para su adopción por el Gobierno de la República, un Plan Nacional Antidrogas, con base en los programas que las  entidades públicas y privadas deban formular con la finalidad de fomentar la educación, la prevención, el tratamiento, la rehabilitación de los enfermos y su reinserción en la sociedad.  Igualmente, el Consejo propondrá medidas para la efectiva aplicación del Plan Nacional Antidrogas. 

b) Conformar una comisión de asesores técnicos, que represente las diferentes áreas de atención al problema de las drogas para coadyuvar en el Plan Nacional Antidrogas.

c) Recomendar y colaborar con los organismos oficiales, de conformidad con el inciso anterior, en las campañas y en las acciones específicas que cada uno de ellos deben formular.

d) Coordinar la actividad de las entidades estatales y privadas que se ocupen de la educación, de la prevención y de la investigación científica, relativas a las drogas que produzcan dependencia.

e) Administrar los fondos específicos a los que se refiere el artículo 93 de esta ley, con sujeción a lo dispuesto en la Ley de la Administración Financiera de la República.

f) Autorizar recursos a organizaciones comunales, debidamente autorizadas, que se dediquen al trámite, rehabilitación y educación de las personas afectadas por el consumo de las drogas a las que se refiere esta ley.

g) Cualesquiera otras que se determinarán por ley o por reglamento.


Artículo 95.- El Centro Nacional de Prevención contra Drogas estará dirigido por una Junta Administrativa integrada por:

a) El Ministro de Justicia y Gracia;

b) El Ministro de Salud;

c) El Ministro de Educación Pública;

d) El Ministro de Seguridad Pública;

e) El Director General del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia;

f) El Fiscal General de la República;

g) El representante del Presidente de la República.

El Presidente de la República designará entre los miembros al representante legal y Presidente de la Junta Administrativa.

LEY 7501
REGULACION DEL FUMADO

ARTÍCULO 1.-
Función del Estado


El Estado debe velar por la salud individual  y colectiva de los costarricenses, respetando siempre los derechos individuales y sociales reconocidos en la Constitución Política y las leyes.


En cumplimiento de ese deber, el Poder Ejecutivo velará porque la información que se transmita por los medios de comunicación colectiva, sobre el consumo de tabaco y sus derivados, sea enteramente objetiva, no se dirija a las personas menores de edad y se difunda en los horarios establecidos en esta Ley.

ARTÍCULO 2.-
Sitios prohibidos para fumar


Se prohibe fumar en los siguientes lugares:

a)
Cines, teatros, museos, auditorios, clínicas, hospitales, instalaciones deportivas techadas y todo lugar destinado primordialmente a la recreación de las personas menores de edad.

b)
Vehículos de transporte remunerado de personas, sean automotores o vagones de ferrocarril.

c)
Centros de enseñanza públicos y privados.  Cuando el estudiantado lo conformen adultos, se establecerán áreas para fumar, pero fuera de las aulas o los salones de clase.

d)
Dependencias estatales ubicadas bajo techo y que se destinen al uso colectivo.

e)
Oficinas, talleres, fábricas, plantas, bodegas o instalaciones del sector privado, siempre que sean techados y de uso colectivo.  Se exceptúan de esta disposición, los centros de diversión o esparcimiento dedicados exclusivamente a personas adultas.  En restaurantes, cafeterías o similares, se asignarán áreas para fumar.


En los lugares indicados en los incisos a), d) y e), también deberán delimitarse áreas especiales para fumar.  Asimismo, en los ferrocarriles, deberá autorizarse el fumado en coches o vagones expresamente designados.

ARTÍCULO 3.-
Alcances de la prohibición

La prohibición de fumar rige por igual para los propietarios, los administradores, los trabajadores, los usuarios, los clientes y los demás particulares que, por cualquier causa o título, deban permanecer en las instalaciones mencionadas en el artículo anterior.  Se excluye de esta prohibición a los reclusos del Sistema Penitenciario Nacional.

ARTÍCULO 4.-
Venta a personas menores de edad

Se prohibe la venta, a personas menores de edad, de cigarros, cigarrillos o tabaco en cualquiera de sus formas.

ARTÍCULO 5.-
Advertencia

La advertencia de la prohibición de fumar se indicará en rótulos y lugares visibles.  Serán responsables de cumplir con esta disposición los patronos, los propietarios o sus representantes, los administradores o los encargados de cines, teatros, museos, auditorios, clínicas, hospitales, vehículos de transporte remunerado de personas, centros educativos y sitios privados incluidos en la prohibición.

ARTÍCULO 6.-
Responsabilidad de los conductores


Los conductores de los vehículos de transporte remunerado de personas deberán velar por el respeto de las disposiciones de la presente Ley.  De ser necesario, podrán solicitar la colaboración de las autoridades para aplicarla.


Si, después de advertido, algún usuario insiste en fumar dentro de un vehículo de transporte remunerado, el conductor lo obligará a salir, pero no tendrá obligación de devolverle el importe del pasaje ni cabrá indemnización ni responsabilidad alguna.  Las autoridades colaborarán en el cumplimiento de esta disposición.
ARTÍCULO 7.-
Sanciones

Por el incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley, se impondrán las siguientes sanciones:

a)
Los conductores de vehículos de transporte remunerado de personas serán sancionados con una multa de una cuarta parte del salario base, si fuman o toleran el fumado dentro del vehículo a su cargo.

b)
Los patronos serán sancionados con una multa equivalente a la mitad del salario base y los trabajadores, con una multa equivalente a la cuarta parte del salario base, si irrespetan la prohibición de fumar en los centros de trabajo indicados en el artículo 2.

c)
Los propietarios, los administradores o los responsables de los lugares citados en el artículo 2, excepto los indicados en los dos incisos precedentes, serán sancionados con una multa de medio salario base, cada vez que fumen o toleren el fumado en los lugares a su cargo.

d)
Serán sancionados con una multa de un salario base, los propietarios, los administradores o los dependientes de establecimientos mercantiles que les vendan cigarros, cigarrillos o tabaco en cualquiera de sus formas a personas menores de edad o consientan que sus subalternos se los expendan.

e)
El incumplimiento de la obligación mencionada en el artículo 8 de esta Ley será penado con una multa de un salario base, que deberá pagar el importador o el fabricante, si es persona física, o su representante legal si es persona colectiva.  Si no puede determinarse al importador o al fabricante, la multa se le impondrá al vendedor del producto.


Las cantidades que se recauden por concepto de multas ingresarán en la caja única del Estado y, una vez cumplidos los trámites de ley, serán presupuestadas en favor de la Asociación Lucha contra el Cáncer Infantil.


El concepto de "salario base", usado en esta Ley, es el establecido  en el artículo 2 de la Ley No. 7337, del 5 de mayo de 1993.

ARTÍCULO 8.-
Leyendas obligatorias

Todo importador o fabricante de cigarros, cigarrillos o tabaco para fumar, que se destinen al consumo nacional, está obligado a imprimir, en cada cajetilla o empaque, con caracteres legibles o de lectura fácil, las leyendas:  "Fumar durante el embarazo perjudica al niño y provoca prematuridad", "Fumar produce cáncer pulmonar, enfermedad cardíaca y enfisema pulmonar".


La autoridad policial decomisará todos los productos que circulen sin alguna de las citadas leyendas y la autoridad judicial competente ordenará destruirlos.

ARTÍCULO 9.-
Restricciones para la publicidad

Se prohibe la actividad privada que se destine a la publicidad del tabaco y sus derivados cuando:

a)
Utilice a personas menores de dieciocho años.

b)
Su contenido se dirija  especialmente a personas menores de edad.

c)
Mencione o insinúe efectos estimulantes de los cigarrillos o el tabaco.

d)
Emplee a deportistas, científicos, profesionales o modelos que representen a estos personajes.

e)
Utilice el testimonio de personas reconocidas o apreciadas públicamente.

f)

Contenga escenas evidentemente morbosas o de fuerte contenido erótico.

g)
Muestre a personas fumando.

ARTÍCULO 10.-
Sitios prohibidos para la publicidad
Se prohibe la publicidad del tabaco y sus derivados en los siguientes lugares:

a)
Instalaciones o establecimientos destinados a la práctica de los deportes o al disfrute de las personas menores de edad.

b)
Escuelas, colegios y demás centros de enseñanza, incluso durante actividades académicas, culturales, deportivas o sociales.

c)
Periódicos, radio y televisión nacionales, durante los domingos y los días feriados.

d)
Radio y televisión nacionales, desde las seis de la mañana hasta las nueve de la noche.

e)
Salas de cine, salvo cuando se proyecten películas solo para personas mayores de edad.

ARTÍCULO 11.-
Condiciones de la publicidad

La publicidad del tabaco y sus derivados queda prohibida dentro o con ocasión de publicaciones, programas o actividades que, por su naturaleza, se dirijan a personas menores de edad.  También se prohibe destinar a este tipo de anuncios, los espacios de radio y televisión inmediatamente anteriores o posteriores a esos programas.


Esa publicidad deberá ser verídica y no conducir a engaño sobre las características de estos productos, su calidad y las técnicas de elaboración.  La información que se suministre al respecto deberá ser comprobable objetivamente.

ARTÍCULO 12.-
Obsequio de muestras

El tabaco y sus derivados podrán promocionarse mediante el obsequio de muestras,  únicamente en lugares exclusivos para personas mayores de edad.

ARTÍCULO 13.-
Retiro de material publicitario

El Consejo de control de propaganda del tabaco, que se crea en el artículo siguiente, deberá retirar todo el material publicitario emitido en forma contraria a las disposiciones contenidas en la presente Ley.

ARTÍCULO 14.-
Creación del Consejo

El Consejo de control de propaganda del tabaco será un órgano del Ministerio de Salud, integrado por cinco miembros propietarios y cinco suplentes, todos de libre nombramiento del Poder Ejecutivo, por períodos de cuatro años y podrán ser reelegidos indefinidamente.  Uno de los cinco miembros deberá ser elegido de una terna que enviará la Unión Consejo Nacional de la Publicidad.


El Consejo elegirá, de su seno, a un presidente y un secretario, quienes durarán un año en sus cargos y podrán ser reelegidos.  Funcionarios y empleados del Ministerio de Salud atenderán las demás tareas administrativas.


Para las reuniones, tres de los miembros formarán el quórum y las resoluciones se tomarán por mayoría simple.  En caso de empate, deberán votar de nuevo en la sesión siguiente y, de persistir el empate, el voto del Presidente se considerará doble.

ARTÍCULO 15.-
Resoluciones del Consejo

El Consejo deberá dictar sus resoluciones dentro de los diez días hábiles posteriores a la presentación de una solicitud para aprobar determinado material publicitario.  De no pronunciarse,  ese material se considerará aprobado.


Las resoluciones se les notificarán a los afectados, quienes podrán recurrirlas en la forma y los términos establecidos en los artículos 52 y 53 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud.

ARTÍCULO 16.-
Suspensión de publicidad

El Consejo podrá ordenar la suspensión inmediata de la publicidad que se divulgue contraviniendo lo dispuesto en esta Ley.  Asimismo, podrá ordenar el decomiso de material evidentemente dañino, el cual pondrá a la orden de la autoridad represiva competente para que ordene destruirlo.  Para ese decomiso, podrá contar con el auxilio de la Fuerza Pública.

ARTÍCULO 17.-
Trámite de las infracciones

Todas las infracciones a esta Ley se tramitarán conforme al procedimiento establecido en la legislación procesal penal para las contravenciones.

TRANSITORIO UNICO.-  Todo material publicitario, existente y aprobado por el Consejo de control de propaganda del tabaco, podrá utilizarse válidamente dentro de los doce meses posteriores a la vigencia de esta Ley.

LEY Nº 8093
CREACIÓN DEL PROGRAMA NACIONAL

DE EDUCACIÓN CONTRA LAS DROGAS
Artículo 1º—Créase el Programa Nacional de Educación contra las Drogas y declárase de interés público la educación nacional contra las drogas.

Artículo 2º—El Consejo Superior de Educación emitirá las políticas educativas nacionales que orienten el Programa Nacional de Educación contra las Drogas, en todos los niveles de la Educación Preescolar, General Básica y Diversificada, tanto pública como privada. Para ello, se incorporará, como eje transversal del currículo, la formación de una cultura antidrogas, mediante la incorporación de objetivos, contenidos, lecciones y actividades necesarios para ese fin.

Artículo 3º—El Ministerio de Educación Pública será la entidad responsable de diseñar, planear y ejecutar las acciones educativas formales y no formales; asimismo, las actividades previstas en esta Ley para el Programa Nacional de Educación contra las Drogas, el cual cubrirá desde el primer Nivel Preescolar hasta el último año de la Educación General Básica. Este Programa se fundamentará en la adecuación permanente de los objetivos a las edades y al medio en que se desarrollen los niños y las niñas.

Artículo 4º—Para lograr los fines del Programa Nacional de Educación contra las Drogas, el Ministerio de Educación Pública, como entidad responsable del programa, contará con la cooperación técnica, profesional y logística del Centro Nacional de Prevención de Drogas (CENADRO), el Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas (CICAD), la Policía de Control de Drogas del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, y el Instituto de Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA).

Artículo 5º—Cada año el Ministerio de Educación deberá establecer un presupuesto especial para el Programa Nacional de Educación contra las Drogas, el cual incorpore las principales actividades por realizar, el costo respectivo y los resultados esperados del programa durante el año.

Artículo 6º—El Programa Nacional de Educación contra las Drogas tendrá como uno de sus ejes fundamentales forjar a formadores; para ello, se orientará hacia los ámbitos de los docentes, la familia y la comunidad.

Para cumplir los objetivos del primer ámbito, se articularán programas que enriquezcan la formación y actualización de los educadores, con el tema de la educación contra las drogas, en correspondencia con los fines de la Educación Preescolar y la Enseñanza General Básica, pública y privada.

En lo que respecta al segundo ámbito de formación, el Programa se orientará a educar contra las drogas dentro de la familia, desarrollando sus contenidos en concordancia con los objetivos de la educación pública dirigidos a la comunidad. Para esto, capacitará a los miembros del grupo familiar, con el fin de que apoyen a los docentes y los educandos, en su responsabilidad de educar para prevenir y reducir el consumo de drogas, en correspondencia con los fines de la educación pública preescolar y primaria.

Artículo 7º—El Programa Nacional de Educación contra las Drogas tiene como fin primordial la educación de los niños en edad preescolar y primaria. Una vez alcanzados el objetivo programático y la capacitación de los formadores, el Programa se aplicará a los educandos, dentro de una concepción educativa que fomente y defienda un concepto integral de hogar, en el que la escuela y los maestros refuercen los valores que sustentan una estructura emocional equilibrada que solo la escuela, la familia y el hogar, en forma conjunta, pueden ofrecer a los niños.

Artículo 8º—El Poder Ejecutivo podrá destinar al financiamiento del Programa Nacional de Educación contra las Drogas, el cero coma veinticinco por ciento (0,25%) del presupuesto anual del Ministerio de Educación Pública, y el cero coma veinticinco por ciento (0,25%) de los recursos del presupuesto anual del Ministerio de Justicia y Gracia. El CENADRO destinará al Programa, vía donación, un veinte por ciento (20%) del total de los intereses ganados que se deriven del dinero decomisado, y un veinte por ciento (20%) del monto total de los dineros comisados que se obtienen gracias a los alcances del artículo 84 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado y actividades conexas, Nº 7786, del 30 de abril de 1998.

El Programa podrá recibir donaciones de otros gobiernos, así como recursos financieros y técnicos provenientes de las agencias locales e internacionales de cooperación gubernamental y no gubernamental.

Para la administración óptima de sus recursos, el Programa creará un fondo especial que deberá ser reglamentado y administrado por el Ministerio de Educación Pública.

Artículo 9º—El Ministerio de Educación Pública deberá elaborar una liquidación del presupuesto anual del Programa, la cual incluirá todos los ingresos y gastos del fondo, las labores realizadas y un análisis del cumplimiento de las metas establecidas en el presupuesto. A la Contraloría General de la República le corresponderá la fiscalización a posteriori del fondo, tanto en los aspectos económicos como en lo relativo al cumplimiento de los objetivos planteados.

CHILE
 LEY No. 19.366

Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas

Título I
De los delitos, sanciones, competencia y procedimiento

Art. 5. Las penas establecidas en el artículo 11 se aplicarán también a los que trafiquen, a cualquier título, con las substancias a que se refiere dicho artículo o con las materias primas que sirvan para obtenerlas y a los que, por cualquier medio, induzcan, promuevan o faciliten el uso o consumo de tales substancias.


Se entenderá que trafican los que, sin contar con la autorización competente, importen, exporten, transporten, adquieran, transfieran, sustraigan, posean, suministren, guarden o porten consigo tales substancias o materias primas, a menos que justifiquen que están destinadas a la atención de un tratamiento médico o a su uso personal exclusivo y próximo en el tiempo. En este último caso, se aplicarán las normas de los artículos 41 y siguientes.

Art. 7. El que, estando autorizado para suministrar las substancias o drogas a que se refiere el artículo 1º de esta ley o las materias primas que sirvan para obtenerlas, lo hiciere en contravención de las disposiciones legales o reglamentarias pertinentes, será penado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. El tribunal podrá, además, atendidas las circunstancias del delito, imponer la medida de clausura temporal del establecimiento por un plazo no inferior a sesenta ni superior a ciento veinte días y, en caso de reincidencia, la de clausura definitiva y la prohibición permanente de participar, a cualquier título, en otro establecimiento de igual naturaleza.

Art. 8. El médico, dentista, matrona o veterinario que recetare alguna de las substancias señaladas en el artículo 1º, sin necesidad médica o terapéutica, será penado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

Art. 9. El propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un bien raíz, casa rodante, vehículo, nave o aeronave que lo entregue a otra persona, a sabiendas de que lo usará para elaborar, almacenar, expender o permitir el consumo de las substancias señaladas en el artículo 1º, o para sembrar o plantar especies vegetales productoras de las referidas substancias en contravención a las prohibiciones o restricciones legales, será penado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales.


Las mismas penas se aplicarán al propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un establecimiento de comercio, cine, hotel, restaurante, bar, centro de baile y música, recinto deportivo, establecimiento educacional de cualquier nivel, u otro de similar naturaleza abierto al publico, que permita o tolere habitualmente el tráfico o consumo de alguna de las substancias mencionadas en el artículo 1º, no pudiendo menos que conocer la ocurrencia de tales hechos. El tribunal podrá, además, imponer las medidas de clausura establecidas en el artículo 7º.

Art. 10. El que suministre a menores de 18 años productos que contengan hidrocarburos aromáticos, tales como benceno, tolueno u otras substancias similares, en proporción suficiente para producir efectos tóxicos o sicotrópicas, sabiendo o debiendo saber que están destinados a ser consumidos por dichos menores, incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales. El tribunal podrá, además, atendidas las circunstancias del delito, imponer las medidas de clausura y prohibición a que se refiere el artículo 7º.


El tribunal deberá solicitar del Servicio de Salud correspondiente el análisis químico de la substancia suministrada, su naturaleza, contenido y composición, como, asimismo, un informe acerca de los efectos tóxicos o sicotrópicas que produce.

Art. 11. Los Oficiales y el personal de Gente de Mar de dotación de buques de la marina mercante, de naves especiales y de artefactos navales que, a bordo o en el cumplimiento de sus funciones, fueren sorprendidos consumiendo alguna de las substancias señaladas en el artículo 1º o en circunstancias que hagan presumir que acaban de hacerlo, serán sancionados con la pena de presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales. La misma sanción se aplicará a los Oficiales y Personal de Gente de Mar que fueren sorprendidos, en idénticas circunstancias, portando dichas substancias para su exclusivo uso personal.


Asimismo, con idénticas penas será castigado el personal de Gendarmería de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile que, en actos de servicio, sea sorprendido en alguna de las circunstancias a que se refiere el inciso anterior.


Las penas indicadas en los incisos anteriores no se aplicarán a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas substancias en virtud de prescripción médica.

Art. 17. La investigación preliminar a que se refiere esta ley será secreta. Incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, el que entregue o difunda información de cualquier naturaleza acerca de los antecedentes que se le solicitan, inclusive del hecho de haber sido requeridos. Esta prohibición y sanción penal se extenderá a toda forma y medios de comunicaciones, cualquiera sea su naturaleza.


Asimismo, la resistencia o negativa a entregar los informes, documentos y demás antecedentes a que se refiere el artículo 16 será sancionada con la misma pena.


El Consejo de Defensa del Estado deberá perseguir la responsabilidad penal o civil que pudiere emanar de alguna de las infracciones castigadas en este artículo, sin perjuicio de hacerse efectivas las sanciones disciplinarias y administrativas que correspondan de acuerdo con la ley.

Art. 23. Las penas contempladas en esta ley para crímenes y simples delitos serán aumentadas en un grado:


1.‑ Si el delito se cometiere valiéndose de personas exentas de responsabilidad penal, en conformidad con lo preceptuado en el artículo 10, Nºs. 1, 2 y 3, del Código Penal;


2.‑ Si el delito se cometiere utilizando la violencia o el engaño;


3.‑ Si el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, lugar de detención, recinto militar o policial, institución deportiva, cultural o social, o sitios donde se realicen espectáculos o diversiones públicas;


4.‑ Si se suministraren drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a menores de 18 años de edad o cuando se promueva o facilite su uso o consumo a dichos menores;


5.‑ Si el delito se cometiere por funcionarios públicos aprovechándose de su investidura o de las funciones que desempeñan, y


6.‑ Si el hechor indujere, promoviere o facilitare el uso o consumo de estupefacientes, sicotrópicas o hidrocarburos aromáticos u otras drogas o substancias capaces de producir dependencia, a personas que se encuentran a su cargo o bajo su cuidado.

      De las faltas y su procedimiento

Art. 41. Los que consumieren alguna de las drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo 1º, en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música, o en establecimientos educacionales o de capacitación, serán sancionados con alguna de las siguientes penas:


a) Multa de media a diez unidades tributarias mensuales;


b) Asistencia obligatoria a programas de prevención hasta por sesenta días, en instituciones consideradas como idóneas por el Servicio de Salud de la ciudad asiento de la Corte de Apelaciones respectiva.


Se aplicará también, como pena accesoria, la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el plazo máximo de seis meses.


Idénticas penas se aplicarán a quienes tengan o porten en tales lugares las drogas o substancias antes indicadas para su consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo.


Asimismo, serán sancionados con las mismas penas quienes consuman tales drogas en lugares o recintos privados, si se hubieren concertado con tal propósito.


La tenencia, porte o consumo por prescripción médica no será sancionada.


El juez del crimen determinará la sanción correspondiente de acuerdo con las circunstancias personales del infractor y que conduzcan mejor a su rehabilitación.


Si la falta se cometiere en lugares de detención, recintos militares o policiales o en establecimientos educacionales por quienes tienen la calidad de docentes o son funcionarios o trabajadores, la sanción pecuniaria se aplicará en su máximo.


Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en las faltas a que se refiere este artículo, serán sancionados con las dos penas establecidas en el inciso primero; o con el duplo de una de ellas; o con prisión en su grado mínimo a medio, según resulte de la aplicación del inciso sexto.


Si el sentenciado no pagare la multa dentro de los cinco días de notificada la sentencia, sufrirá por vía de substitución y apremio la pena de prisión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de treinta días.


El juez, una vez ejecutoriada la sentencia y con acuerdo expreso del infractor, salvo que éste haya quebrantado la condena, podrá conmutar la sanción establecida en la letra a) del inciso primero y las correspondientes del inciso octavo, por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad. La resolución que otorgue la conmutación deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. Los trabajos se realizarán por un tiempo no inferior al fijado para la sanción que se conmute, ni superior al doble de ella, de preferencia sin afectar la jornada laboral que tenga el infractor y en los fines de semana, con un máximo de ocho horas semanales. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, y deberá cumplirse íntegramente la sanción primitivamente aplicada, a menos que el juez, por resolución fundada, determine otra cosa.

Art. 42. Los agentes de policía estarán obligados a detener a los autores de las faltas señaladas precedentemente y a ponerlos directamente y de inmediato a disposición del juez del crimen competente, o a la audiencia más próxima, si no fuere hora de despacho.


Sin embargo, los dejarán en libertad si los detenidos tuvieren domicilio conocido, o ejercieren alguna profesión o industria, o rindieren caución, en la forma prevista por el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal, de que comparecerán a la presencia judicial en la audiencia inmediata sin necesidad de otra citación.


El tribunal pondrá en conocimiento del inculpado el parte policial respectivo y lo interrogará de acuerdo con su contenido. Lo dejará citado para una determinada audiencia, otorgándole la libertad provisional si procediere esta medida con arreglo a la ley. Al mismo tiempo, requerirá informe acerca de anotaciones del infractor en el registro a que se refiere el artículo 48 y un informe del Servicio de Salud respecto de la naturaleza de la droga, en caso de estimarlo procedente.

Art. 43. En caso que el inculpado reconociere ante el Tribunal su participación en los hechos constitutivos de la falta que se le atribuye y se allanare a la sanción que el mismo tribunal le advirtiere que contempla la ley para estos casos, una vez recibidos el o los informes a que se refiere el artículo anterior, se dictará sentencia definitiva de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno. Se entenderá comprobado el hecho constitutivo de la falta con las aseveraciones contenidas en el respectivo parte o denuncia policial.

Art. 44. Si el inculpado negare los cargos que se le formulan, se seguirá el procedimiento sobre las faltas contemplado en el Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal, con excepción de lo dispuesto en los artículos 553, 558, 559, 560 y 564. Sin perjuicio de lo anterior, no será necesaria la asistencia de los testigos de cargo si éstos son funcionarios o agentes de la policía. Se tendrán como testimonios legalmente prestados las declaraciones contenidas en los respectivos partes o denuncias si en ellas aparece la firma de los aprehensores debidamente autorizada por el superior jerárquico de servicio al momento de la detención. El tribunal podrá citar a prestar testimonio a dichos funcionarios en caso de estimarlo necesario.


La sentencia definitiva deberá dictarse dentro del plazo de diez días.

Art. 45. Toda sentencia condenatoria por alguna de las faltas anteriores, además de contener los requisitos señalados en el artículo 562 del Código de Procedimiento Penal, establecerá la obligación del condenado de ser examinado por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente con el fin de determinar si es o no es dependiente de substancias estupefacientes o sicotrópicas, la gravedad de tal dependencia y el tratamiento que debiera seguir el afectado. En todo caso, el aludido examen podrá ser decretado desde que se inicie el respectivo procedimiento.


Recibido el informe por el tribunal, éste hará comparecer al condenado en persona y le hará notificar la resolución que le imponga el tratamiento aconsejado en el dictamen médico.


En caso de resistencia o negativa del afectado a practicarse el examen o el tratamiento médico decretado, el juez de la causa ordenará las medidas conducentes a dicho cumplimiento, pudiendo al efecto disponer su arresto hasta por ocho días, sin perjuicio de repetir el apremio.


El Ministerio de Justicia, previo informe del Ministerio de Salud, entregará anualmente a la Corte de Apelaciones respectiva la lista de médicos que estén habilitados para practicar los exámenes y emitir los informes a que se refiere este artículo.

Art. 46. Las disposiciones de este Título se aplicarán también a los menores de 18 años y mayores de 16, los que serán puestos a disposición del juez de menores correspondiente, el que, prescindiendo de la declaración de haber obrado o no con discernimiento, les impondrá en la sentencia respectiva alguna de las siguientes medidas:


1.‑ Asistencia obligatoria a programas de prevención por un máximo de 50 días en instituciones consideradas como idóneas por el Servicio de Salud de la ciudad asiento de la Corte de Apelaciones respectiva. Esta medida se cumplirá, en lo posible, sin afectar la jornada escolar o laboral del infractor.


2.‑ Participación del menor, con acuerdo expreso de éste, en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, hasta por un máximo de 30 horas. El juez de menores deberá indicar el tipo de actividades de que se trate, el lugar en que se desarrollarán y el organismo o autoridad encargada de su supervisión. Esta medida se cumplirá sin afectar la jornada escolar o laboral del infractor.


Los que no cumplieren las medidas o fueren reincidentes en las faltas sancionadas en este Título serán objeto de ambas medidas, o de una sola de ellas cuya duración se extenderá hasta el doble del tiempo estipulado.


Los menores de 16 años que incurrieren en alguna de las conductas descritas en el artículo 41 de esta ley serán sometidos a las normas de la Ley de Menores, No. 16.618, y el juez respectivo podrá imponerles algunas de las medidas establecidas en dicha ley o la que se contempla en el No. 1 de este artículo, si resulta conducente a su rehabilitación. El juez deberá, en todo caso, ordenar el examen médico a que se refiere el artículo 45 y disponer la obligación del menor de seguir el tratamiento que se aconseje, pudiendo ordenar las medidas conducentes a su cumplimiento.

Art. 47. Las faltas a que alude el artículo 41 serán de conocimiento del juez del crimen competente, de acuerdo con las reglas generales, sin que proceda su acumulación a otros procesos criminales instruidos respecto el mismo hechor.

Disposiciones varias

Art. 52. Incorpórase el siguiente artículo en el Código de Justicia Militar:


"Artículo 299 bis.‑ El militar que fuere sorprendido en alguno de los lugares o situaciones señaladas en el artículo 51, No. 3, de este Código, consumiendo alguna de las substancias señaladas en el artículo 1º de la ley que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Sicotrópicas, o en circunstancias que hagan presumir que acaba de hacerlo, será sancionado con la pena de presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales. La misma sanción se aplicará al militar que fuere sorprendido, en idénticas circunstancias, portando dichas substancias para su exclusivo uso personal.


Las penas indicadas en el inciso anterior no se aplicarán a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas substancias en virtud de prescripción médica.".

Art. 53. Sustitúyese el artículo 193 del Código Aeronáutico por el siguiente:


"Artículo 193.‑ El personal aeronáutico que desempeñe sus funciones bajo la influencia del alcohol o de drogas estupefacientes o sicotrópicas, será castigado con presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


En caso de reincidencia, el tribunal decretará la cancelación definitiva de su licencia.".

Decreto Nº 405

Reglamento de Productos Psicotrópicos
(Publicado en el DO de 20.02.84)
Título I

Disposiciones Generales

Artículo 1. La importación, exportación, tránsito, extracción, producción, fabricación, fraccionamiento, preparación, distribución, transporte, transferencia a cualquier título, expendio, posesión, tenencia y uso de las drogas, preparados y demás productos psicotrópicos se someterán a las normas del presente reglamento.

Artículo 2. Para los efectos del presente reglamento, se entenderá por: 

a) Lista I-Lista II-Lista III y Lista IV: Listas de drogas, que con esa numeración forman parte del Título V de este Reglamento. 

b) Drogas: cualquier materia o sustancia, natural o sintética, que esté incluida en las listas señaladas en el Título V de este Reglamento. 

c) Preparado o producto psicotrópico: toda solución o mezcla, en cualquier estado físico, que contenga una o más drogas psicotrópicas incluidas en las Listas. 

d) Importación y exportación: transporte material, sea de ingreso o salida, respectivamente del territorio nacional, de una droga, preparado o producto psicotrópico. 

e) En tránsito: mercancía que atraviesa un país situado entre el país de origen y el de destino. 

f) Extracción: separación de uno o varios principios activos cuyas acciones quedan comprendidas entre los incluidos en este reglamento, sea de materias primas de origen vegetal, animal, orgánico o inorgánico. 

g) Producción o proceso de producción: conjunto de operaciones necesarias para la elaboración de un determinado producto, incluyendo la fabricación hasta la obtención de una forma farmacéutica, su distribución en envases definitivos y sus correspondientes controles de calidad.

h) Fabricación: todos los procesos que permitan obtener substancias psicotrópicas, incluidas su refinación y transformación en otras de la misma naturaleza, que efectúan los laboratorios de producción.

i) Fraccionamiento: división del contenido de un todo, sea materia prima o producto farmacéutico que la contenga.

j) Preparación: elaboración, por medio de operaciones farmacéuticas y en base a una o varias substancias medianales, de un producto destinado a ser usado como medicamento o como ingrediente de un medicamento.

k) Distribución: transferencia a cualquier título, que efectúa el laboratorio de la industria Químico Farmacéutica, a establecimientos sanitariamente autorizados para la adquisición, tenencia, venta y/o uso de lo transferido.

l) Transporte: traslado, de un lugar a otro, dentro del territorio nacional, de las substancias incluidas en este reglamento, con la debida autorización sanitaria.

m) Transferencia a cualquier título: traspaso de dominio, mediante documento escrito que así lo deje establecido, que efectúa el distribuidor a los establecimientos autorizados para su expendio o uso.

n) Expendio: venta al detalle, a título oneroso y directamente al usuario que efectúan las farmacias o demás establecimientos autorizados para estos efectos, respecto de las substancias a que se refiere el presente reglamento.

o) Posesión: tenencia de las substancias incluidas en este reglamento, a cualquier título, para uso personal y lícito.

p) Tenencia: mantención de la mercancía, con los resguardos reglamentarios pertinentes, para uso de terceros.

q) Uso: consumo y empleo lícito, conforme a las disposiciones reglamentarias pertinentes.

Artículo 3. Se considerarán, además, productos psicotrópicos las drogas que se agreguen a las listas citadas en el artículo precedente, mediante decreto supremo del Ministerio de Salud, el que regirá a contar desde el día 1 del mes siguiente a su publicación en el Diario Oficial.

En la misma forma se procederá para excluir una droga de dichas listas o modificar su clasificación en ellas.

Artículo 4. Las referencias que las leyes, reglamentos, decretos supremos, resoluciones y otras disposiciones vigentes hacen a las "sustancias o productos farmacéuticos que causen dependencia", se entenderán formuladas a los productos psicotrópicos sometidos al presente reglamento.

Artículo 5. Corresponderá al Instituto de Salud Pública de Chile el control de la importación, exportación, tránsito, extracción, producción, fabricación, fraccionamiento y distribución de los productos psicotrópicos. Por su parte, a los Servicios de Salud les corresponderá el control de las actividades de preparación, transporte, transferencia a cualquier título, expendio, posesión, tenencia y uso de los productos psicotrópicos, dentro del territorio de su competencia.

Artículo 6. La importación exportación, tránsito, extracción, producción, fabricación, fraccionamiento, preparación, distribución, transporte, transferencia a cualquier título, expendio, posesión y tenencia de las drogas, preparados y especialidades farmacéuticas incluidas en la Lista I, estarán prohibidas en el territorio nacional. Con todo, en casos calificados y para fines de investigación científica, el uso de estas substancias podrá ser autorizado por el Instituto de Salud Pública de Chile, en las condiciones que determine la resolución correspondiente.

Artículo 7. Las disposiciones del presente decreto son sin perjuicio de la aplicación a las drogas, preparados y especialidades farmacéuticas psicotrópicas de las normas de los decretos supremos Nos. 435, de 1981, y 162, de 1982, y otras normas complementarias del Código Sanitario, en cuanto ellas sean pertinentes y compatibles con este reglamento.

Título II

De la Importación y Exportación

Artículo 8. Las drogas, preparados y productos psicotrópicos sólo podrán ser importados o exportados del territorio nacional por laboratorios de producción químico farmacéutica, droguerías, farmacias, hospitales e instituciones de investigación médica o científica, previa autorización del Instituto de Salud Pública de Chile. Con ese objeto, los establecimientos o entidades interesadas comunicarán a ese Instituto, en el mes de julio de cada año, sus previsiones de importación o exportación de dichos productos para el año calendario siguiente, a fin de que ese organismo, sobre la base de la información aportada por el solicitante, determine la cantidad que podrá importar o exportar durante ese período.

Artículo 9. Para importar o exportar psicotrópicos incluidos en las previsiones aprobadas, cada establecimiento deberá solicitar al Instituto de Salud Pública de Chile autorización respecto de cada producto y partida determinadas. La autorización se otorgará mediante un Certificado Oficial de Importación o Exportación, que deberá emitirse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la solicitud.

Título III

De la Producción y Expendio

Artículo 16. La extracción, producción, fabricación, fraccionamiento o preparación de psicotrópicos sólo podrá llevarse a efecto en laboratorios de producción químico farmacéutica, farmacias y otros establecimientos autorizados.

Para estos efectos, el propietario del establecimiento solicitará autorización al Instituto de Salud Pública de Chile, antes del 1 de septiembre de cada año, indicando la cantidad de psicotrópicos que se propone extraer, producir, fabricar, fraccionar o preparar durante el año calendario siguiente, la que podrá ser objetada por ese Organismo dentro de los treinta días siguientes a su presentación, vencidos los cuales se entenderá aprobada.

Artículo 17. Todo establecimiento autorizado para extraer, producir, fabricar, fraccionar o preparar psicotrópicos llevará un registro actualizado, que estará permanentemente a disposición de la autoridad sanitaria y que deberá contener las siguientes anotaciones:

a) las cantidades y procedencias de las drogas o productos psicotrópicos ingresadas al establecimiento y fechas de sus ingresos;

b) las cantidades de productos psicotrópicos y muestras médicas de benzodiazepinas autorizadas, fabricados por el establecimiento, las fechas de fabricación, y los nombres y los domicilios de los destinatarios. 

c) los saldos correspondientes.

Los mismos establecimientos deberán comunicar al Instituto de Salud Pública de Chile, antes del día 15 de enero de cada año, la siguiente información:

a) la cantidad total de drogas psicotrópicas ingresadas al establecimiento durante el año anterior y los saldos existentes a la fecha de la comunicación, y

b) Las cantidades totales de las muestras médicas de benzodiazepinas autorizadas y de los productos psicotrópicos extraídos o elaborados durante el mismo período y los saldos existentes a la fecha de la comunicación.

Artículo 18. Los referidos establecimientos deberán llevar actualizado un Libro de Control de Productos Psicotrópicos, visado por el Instituto de Salud Pública de Chile, o por el Servicio de Salud a quien se asigne esta función en el que se registrarán en forma separada los siguientes datos, respecto de cada droga o producto psicotrópico, indicando su denominación comercial si ello procediera:

a) Ingresos:

- Fecha;

- Cantidad;

- Número y fecha de la resolución que haya autorizado la internación, distribución o transferencia en su caso;

- Proveedor, número y fecha de la factura, guía u otro documento, según corresponda, y

- Número de serie, cuando corresponda.

b) Egresos:

- Fecha;

- Cantidad;

- Nombre de la droga, medicamento que la contenga o producto psicotrópico, y número de serie, cuando proceda;

- Número y fecha de la factura, guía u otro documento de control interno del establecimiento;

- Número de la receta cheque, número de registro de la receta si es preparado magistral;

- Nombre del médico cirujano o profesional que haya extendido la receta, en su caso, y cédula de identidad;

- Nombre y domicilio del destinatario o paciente, y

- Nombre y cédula de identidad del adquirente, y

c) Saldos.

Artículo 18 bis. Para el control de las benzodiazepinas incluidas en la Lista IV de este Reglamento por los decretos supremos Nºs. 1506, de 1993 y 1186, de 1994, ambos del Ministerio de Salud, con excepción del Flunitrazepam, Lorazepam y Triazolam, las farmacias podrán optar por el mecanismo previsto en el artículo anterior, o bien, llevar actualizado en el mismo Libro de Control de Productos Psicotrópicos, visado por el Servicio de Salud e indicado en el artículo precedente, en forma separada respecto de cada producto psicotrópico que corresponda a la misma forma farmacéutica, e igual dosis y cantidad de unidades posológicas por envase, los siguientes datos:

a) Ingresos: fecha; cantidad; número y fecha de la resolución que haya autorizado la internación, distribución o transferencia en su caso; y proveedor, número y fecha de la factura, guía u otro documento, según corresponda.

b) Egresos: fecha del día en que se efectúa el registro; cantidad total despachada en el período respectivo; y cantidad total de recetas correspondientes al total despachado en el mismo período.

c) Saldos.

Artículo 19. Los envases de productos psicotrópicos no podrán tener una cantidad superior a treinta unidades posológicas, salvo que se trate de envases clínicos. Las etiquetas de los envases deberán expresar la condición de venta del producto y la leyenda en letras negras sobre fondo blanco "Sujeto a Control de Psicotrópicos". Las etiquetas llevarán, además, una estrella de cinco puntas de color verde, cuyo tamaño no podrá ser inferior a la sexta parte de su superficie.

Artículo 20. El inicio, suspensión o término de la elaboración y/o comercialización de todo producto psicotrópico deberá ser comunicado por el respectivo establecimiento al Instituto de Salud Pública de Chile dentro de los treinta días siguientes. El incumplimiento de esta obligación podrá dar lugar a la cancelación de la autorización y registro sanitario del producto.

Para reanudar la fabricación o comercialización de un producto psicotrópico cuya elaboración se hubiera suspendido, el establecimiento deberá comunicarlo previamente al Instituto.

Artículo 21. Sólo podrán adquirir sustancias naturales y drogas estupefacientes los establecimientos indicados en el artículo 16 previa autorización del Instituto de Salud Pública de Chile, otorgada a solicitud suscrita por el Director Técnico del establecimiento.

Tanto el vendedor como el adquirente deberán conservar copia de la respectiva autorización.

Artículo 22. Las drogas y los productos psicotrópicos podrán ser adquiridos por los siguientes establecimientos, con intervención del respectivo Director Técnico del establecimiento o del profesional del área de la salud responsable, en los casos de las instituciones de investigación médica o científica:

a) Laboratorios de producción químico farmacéutica; 

b) Farmacias; 

c) Droguerías; 

d) Hospitales y consultorios del Estado; 

e) Hospitales y clínicas particulares, y

f) Instituciones y establecimientos universitarios, para fines de investigación clínica o científica.

g) Botiquines de clínicas veterinarias respecto de los productos psicotrópicos de la lista IV.

Las ventas o entregas a cualquier título de drogas o productos psicotrópicos que se efectúen a los laboratorios, droguerías farmacias o establecimientos de atención médica, deberán ser comunicadas al Instituto de Salud Pública de Chile, dentro del plazo que se fije por resolución del Ministerio de Salud, mediante copia de las respectivas guías de entrega, suscritas por el Director Técnico. Las farmacias remitirán asimismo, al Servicio de Salud respectivo las recetas cheques a que se refiere el artículo 24 y las copias de las guías de entrega aludidas en el inciso anterior, dentro del plazo que se determine por resolución del Ministerio de Salud.

Artículo 23. Los preparados o productos psicotrópicos sólo podrán expenderse al público en farmacias o laboratorios mediante "Receta Cheque" en los casos de los productos contenidos en las Listas II y III o "Receta Médica Retenida", tratándose de los contemplados en la Lista IV, según sea su respectiva condición de venta. Ambos tipos de recetas tendrán los formatos que fije el Ministerio de Salud por resolución.

Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los preparados o productos farmacéuticos que contengan dosis mínimas de drogas psicotrópicas mezcladas con uno o varios ingredientes más, la autoridad sanitaria podrá disponer otra modalidad de venta.

Artículo 24. Las recetas cheques sólo podrán extenderse en los formularios oficiales que formen parte de talonarios que los Servicios de Salud proporcionarán a los médicos cirujanos, previa acreditación de su calidad profesional. En ellos deberá individualizarse claramente el Servicio de Salud y el nombre y cédula de identidad del médico cirujano.

Los formularios de recetas cheques serán de uso personal y exclusivo del profesional y no podrán transferirse ni cederse a ningún título. En caso de extravío, hurto, robo o sustracción de uno o más formularios, el profesional deberá dar aviso de inmediato a la Dirección del respectivo Servicio de Salud, la que, a su vez, formulará la denuncia correspondiente a la Justicia y lo comunicará a los demás Servicios de Salud. El médico cirujano podrá hacer esta denuncia y deberá, además, publicar el hecho en un aviso destacado en el diario de mayor circulación de la localidad durante tres días consecutivos, y acompañar el recibo de pago de estas publicaciones al solicitar un nuevo talonario de recetas cheques. En caso de anularse una o más recetas, el profesional deberá hacer entrega de ellas al Servicio de Salud correspondiente, al momento de solicitar un nuevo talonario.

Artículo 25. La receta cheque y la receta retenida deberán ser extendidas íntegramente de puño y letra por el médico cirujano y en ellas se anotarán en forma clara y completa los antecedentes indicados en el respectivo formulario, sin dejar espacios en blanco ni enmendaduras. En caso de ser el paciente menor de edad y no tener cédula de identidad, el médico dejará el espacio correspondiente al número de la cédula en blanco y consignará junto al nombre del menor y entre paréntesis, la edad del mismo, en años cumplidos. Asimismo, la receta cheque deberá extenderse en original y duplicado y el profesional que lo haga registrará en el talón correspondiente los datos que en él se indican.

En cada receta podrá prescribirse un solo producto psicotrópico en la dosis necesaria para un paciente, indicándose las cantidades en letras y números, su dosis diaria y la clave correspondiente al producto, según el código que haya fijado el Ministerio de Salud por resolución. La receta cheque y la receta retenida tendrán validez de treinta días contados desde la fecha en que ellas sean extendidas.

Artículo 26. Las farmacias podrán con intervención de su respectivo Director Técnico, adquirir formularios de recetas cheques para su utilización en casos de emergencia, en el Servicio de Salud en cuyo territorio estén ubicadas. El formulario deberá usarse exclusivamente en el establecimiento y no podrá ser transferido ni cedido a ningún título.

Artículo 27. Las recetas cheques y las recetas médicas retenidas en que se prescriben drogas o productos psicotrópicos deberán ser despachadas personalmente por el Director Técnico de la farmacia o laboratorio de producción, siempre que ellas se presenten por una persona mayor de dieciocho años de edad quien deberá exhibir su cédula de identidad.

Artículo 28. Antes de despachar la receta, el Director Técnico del establecimiento deberá revisarla minuciosamente, para comprobar que ella esté extendida en las condiciones fijadas por el presente reglamento. Si constatare defectos u omisiones, se abstendrá de despacharla y la devolverá al interesado, consignando en el reverso sus observaciones, su firma, la fecha y el timbre del establecimiento.

En el caso de que el Director estimare fundadamente que la receta ha sido falsificada o adulterada, no la despachará y la retendrá en su poder, tomando nota del nombre, apellidos, domicilio y cédula de identidad del portador, procurará ubicar al profesional que supuestamente haya suscrito la receta, y dará cuenta de la situación al Servicio de Salud correspondiente.

Artículo 29. Si la receta no mereciera objeciones, el Director Técnico anotará, en el espacio destinado a su uso exclusivo, los datos que indica el formulario. Inmediatamente de despachada la receta, el Director Técnico procederá a inscribirla en el Registro de Psicotrópicos del establecimiento. Todas las recetas despachadas deberán inutilizarse y permanecer archivadas correlativamente en el establecimiento, a lo menos, durante el año siguiente a su despacho.

A requerimiento del interesado, el Director Técnico del establecimiento deberá proporcionarle copia de la prescripción consignada en la receta despachada, expresando esta circunstancia al pie del documento bajo su firma.

Artículo 30. Las prescripciones magistrales u oficinales que contengan drogas de las Listas II y III sólo podrán extenderse y despacharse mediante "receta cheque" y las que contengan drogas de la Lista IV, a través de "receta retenida".

Los preparados Magistrales que contengan alguno de los siguientes principios activos contenidos en la lista II, no podrán exceder de las cantidades y condiciones que a continuación se indica y que corresponden a una formulación de liberación convencional:

Principio Cantidad en Mg. por total de Unidades Unidad Posológica por 24 Horas 

Anfetamina10hasta 3  -/-  Anfepramona25hasta 3  -/-  (dietilpropión) 

Femproporex10hasta 3  -/-  Fentermina 8hasta 3  -/-  Mazindol 1hasta 3 

Metanfetamina 5hasta 3

Cada unidad posológica podrá contener sólo un principio activo de los mencionados y no podrá contener además otros principios activos con propiedades diuréticas o laxantes, hormona tiroidea, o derivados de la misma ni otros psicotrópicos.

Artículo 31. Se exceptuarán de la exigencia de la receta cheque, las prescripciones de productos psicotrópicos que se formulen en recetarios especiales autorizados para estos efectos por los Servicios de Salud, en los establecimientos asistenciales dependientes del sistema nacional de Servicios de Salud, de las Fuerzas Armadas y Carabineros, y de las Universidades y en hospitales y clínicas particulares, destinadas exclusivamente al uso interno de estos establecimientos.

Artículo 32. Los cirujanos dentistas sólo podrán prescribir y adquirir preparados hipnóticos para administrarlos directamente a sus pacientes. El expendio de estos productos deberá efectuarse personalmente a esos profesionales en las farmacias mediante el uso de una receta cheque de emergencia, previa individualización del cirujano dentista, quien deberá registrar en un libro especial el detalle de su utilización.

Los médicos veterinarios podrán prescribir y adquirir productos psicotrópicos para utilizarlos personalmente en el tratamiento de animales, mediante órdenes autorizadas por el Servicio de Salud correspondiente, y deberán anotar en un libro especial las dosis administradas, la fecha de su utilización, la especie animal y el nombre del propietario de éste. Los productos de la lista IV podrán prescribirlos mediante las correspondientes recetas retenidas, las que sin perjuicio de ajustarse a lo dispuesto en los artículos 23 y 25 de este reglamento, deberán además consignar su uso veterinario y el nombre y cédula de identidad del dueño o responsable del animal al que se efectúa la prescripción.

Artículo 33. No podrán elaborarse ni distribuirse muestras médicas de ninguno de los productos psicotrópicos comprendidos en las Listas II, III y IV del Título V, ni efectuar promoción o difusión comercial de ellos, salvo que contenga dosis mínimas de productos psicotrópicos y el Instituto de Salud Pública de Chile autorice específicamente distribuir muestras médicas y promover esos medicamentos.

Artículo 33 bis. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los laboratorios de producción podrán elaborar y distribuir muestras médicas de benzodiazepinas, a excepción de aquellas que contengan lorazepam, triazolam y fluritrazepam, para lo cual deberán declarar, en la solicitud que se presente al Instituto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16, la cantidad de materia prima que destinarán a su elaboración.

El Instituto determinará la cantidad de unidades posológicas y demás menciones que deberá contener el envase de la muestra médica, en el momento de otorgar su autorización.

La distribución de estas muestras, que efectúe el laboratorio a los médicos - cirujanos y cirujanos dentistas, se materializará mediante recibo que se otorgará en copia y original cuyo formato y contenido será aprobado por resolución del Ministerio de Salud.

El original de dicho documento, suscrito por el profesional, será mantenido en custodia por el laboratorio durante el plazo de dos años contados desde su recepción y estará a disposición de la autoridad sanitaria. La copia quedará en poder del profesional.

Los laboratorios podrán asimismo informar acerca de estos productos, en forma directa y personalizada, a los profesionales encargados de su prescripción y dispensación.

Artículo 34. Todos los establecimientos autorizados para mantener existencias de productos psicotrópicos deberán conservarlos permanentemente bajo llave y adoptar las demás medidas necesarias para prevenir su hurto, robo, sustracción o extravío.

Título IV

De las Sanciones y Vigencia

Artículo 35. La infracción a las disposiciones del presente reglamento será sancionada por la autoridad sanitaria competente en la forma y con arreglo a los procedimientos previstos en el Libro X del Código Sanitario, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera derivar del mismo hecho y de lo establecido en el artículo 3. de la Ley No. 18.164.

 Decreto Nº 2298

(10 de octubre de 1995)

Aprueba Reglamentos para los Establecimientos de Rehabilitación de Personas Dependientes de Sustancias Psicoactivas a través de la Modalidad Comunidad Terapéutica 

Párrafo I  -  Ambito de Aplicación

Artículo 1. Para los efectos de este reglamento, se entenderá por Establecimiento de Comunidad Terapéutica a una institución que presta servicios para la rehabilitación de personas dependientes de sustancias psicoactivas con un régimen residencial de internación prolongada o en forma ambulatoria.

Su modalidad de trabajo se basa en que dependientes, rehabilitados y expertos compartan múltiples y diversas actividades en que se combinan la reeducación del individuo, la auto ayuda y actividades psicosociales con el propósito de conseguir la rehabilitación y reinserción social.

Artículo 2. En la Comunidad Terapéutica se admitirá a personas que abusan y/o son dependientes de sustancias sicoactivas y que voluntariamente desean ingresar al programa de rehabilitación.

La metodología de rehabilitación deberá integrar los siguientes criterios:

a) Existencia de un registro actualizado y continuo del manejo y evolución de la persona que abusa o es dependiente.

b) El programa de rehabilitación será lo suficientemente flexible para que se adapte a las condiciones de abuso y/o dependencia de la persona que requiere de los servicios del programa, considerando:

- Tipo de sustancias utilizadas.

- La naturaleza y severidad de los trastornos síquicos y físicos presentados.

- Los desajustes psicosociales.

- Género de la persona.

- Edad.

- Etnicidad.

c) Existencia de un Sistema de Evaluación constante del programa de rehabilitación, que integre las opiniones del personal del programa en conjunto con la persona dependiente.

d) Existencia de normas específicas para realizar intervenciones de acuerdo a las necesidades de cada persona.

e) Existencia de un Sistema de referencia expedito a Servicios Médicos Especializados y de Urgencia.

Párrafo II  -  Del Local y sus Instalaciones

Artículo 3. Las instalaciones en las que se desarrollan las actividades del programa de rehabilitación deberán satisfacer las exigencias de higiene y seguridad para todas las personas sometidas al programa y para el personal que realiza la rehabilitación.

Estas instalaciones deberán considerar los siguientes elementos cuando corresponda de acuerdo a si el programa terapéutico es con internación o ambulatorio:

- Servicios higiénicos.

- Salas de estar.

- Depósito de residuos sólidos.

- Areas de trabajo grupal.

- Zonas de estar.

- Zonas de recepción.

- Zonas de circulación (pasillos).

Dentro de las instalaciones de una comunidad terapéutica que realizan actividades de rehabilitación en un régimen de internado, las personas deberán contar con dormitorios, comedor y dependencias de cocina, además de un espacio privado para guardar sus efectos personales.

Párrafo III  -  De la Autorización de Instalación y Funcionamiento

Artículo 4. La instalación de los Establecimientos de Comunidad Terapéutica sometidos al presente reglamento, será autorizada por el Director del Servicio de Salud en cuyo territorio estén ubicados, al que corresponderá, además, inspeccionar su funcionamiento.

La autorización tendrá una vigencia de tres años, vencidos los cuales se entenderá automáticamente renovada, por períodos iguales y sucesivos, a menos que existan razones calificadas para disponer su caducidad, mediante resolución de la Dirección del Servicio de Salud.

Requerirán también autorización del Servicio de Salud correspondiente las modificaciones de las plantas físicas o de los objetivos y campos de acción de los establecimientos y su traslado a otras dependencias.

Artículo 5. La instalación de todo Establecimiento de Comunidad Terapéutica, deberá hacerse en un local independiente y adecuado. Para su aprobación, el interesado presentará al Servicio de Salud una solicitud en la que deberán acompañarse los siguientes datos y antecedentes:

a) Ubicación y nombre del establecimiento;

b) Individualización del representante legal;

c) Instrumentos que acrediten el dominio del inmueble o los derechos a utilizarlo;

d) Objetivos, campos de acción y programa de rehabilitación en base al cual se desarrollará la actividad del establecimiento;

e) Croquis del edificio, que indique la distribución funcional de las dependencias;

f) Copias de los planos de las instalaciones de electricidad, de agua potable, de gas y de seguridad; y

g) Capacidad del programa de rehabilitación para recibir a personas con problemas de consumo de alcohol y otras sustancias sicoactivas.

Artículo 6. Las solicitudes de autorización sanitaria, serán estudiadas por profesionales expertos en el tema, de la oficina o dependencia del Servicio de Salud a la que su Director asigne esta función y deberán ser informadas, previa visita al inmueble y revisión de los aspectos del programa, dentro del plazo de treinta días hábiles contados desde que el requirente complete los antecedentes exigidos para ello.

Con dicho informe, el Director del Servicio dictará una resolución aprobando la instalación del Establecimiento de Comunidad Terapéutica o rechazando la solicitud, en cuyo caso deberán expresarse las razones en que se funda la denegación.

Si al cabo del plazo señalado en el inciso primero, el Servicio no ha emitido un pronunciamiento, el local se entenderá autorizado.

Tanto el cierre temporal programado, de parte de las dependencias de los establecimientos, como el cierre definitivo voluntario o derivado de fuerza mayor del establecimiento, deberán comunicarse a la Dirección del Servicio de Salud.

Párrafo IV  -  De la Organización y Dirección Técnica

Artículo 7. Cada establecimiento podrá determinar sin restricciones su organización interna, sin perjuicio de que los establecimientos deberán contar con un sistema de registro e información estadística que consulte al menos:

a) Registro de ingresos y egresos;

b) Carpetas individuales que recolecten la evolución actualizada del proceso de rehabilitación de cada persona;

c) Fichas de seguimiento de personas que terminan el tratamiento o son derivadas;

d) Informe de evaluación final.

Artículo 8. La Dirección Técnica de cada establecimiento estará a cargo de un profesional, con un mínimo de tres años de experiencia en el área de la rehabilitación, a quien se asigne esta función de modo permanente y que deberá ser reemplazado de inmediato por otro profesional, técnico o experto de similar experiencia en caso de ausencia o impedimento del titular.

El Director será responsable de todos los aspectos técnicos y administrativos de la gestión del establecimiento y deberá velar por el adecuado funcionamiento de los equipos, programas de trabajo e instalaciones necesarias para la correcta atención de las personas, así como por la observancia de las normas y procedimientos respectivos, por parte de la dotación del establecimiento.

Esta responsabilidad incluye:

a) Las relaciones con la autoridad sanitaria;

b) La ejecución de los programas de rehabilitación;

c) El registro de los datos y de la información estadística;

d) La supervisión de la higiene del personal y del establecimiento.

e) Control de alimentos;

f) Disposición de excretas y basuras;

g) Medidas de seguridad.

Artículo 9. Toda la información estadística o clínica que afecte a personas internadas o atendidas en la Comunidad Terapéutica tendrá carácter reservado y estará sujeta a las disposiciones relativas al secreto profesional.

Sólo el Director Técnico del establecimiento podrá proporcionar o autorizar la entrega de dicha información a los Tribunales de Justicia y demás instituciones legalmente autorizadas para requerirla.

Respecto de otra clase de instituciones, sólo podrá proporcionarse información a solicitud de la persona afectada o entregar datos estadísticos globales en los que no se identifique a personas determinadas.

Párrafo V  -  Del Personal

Artículo 10. El Establecimiento deberá contar con personal idóneo y en número suficiente para llevar adelante, adecuada y permanentemente, los programas terapéuticos y de rehabilitación.

Artículo 11. Se considera asistentes terapéuticos en drogadicción a quienes participan directamente con las personas en rehabilitación para reforzar el proceso terapéutico dirigido a ese fin, de acuerdo a lo ya descrito en el Artículo 1º y apoyarlos en la realización de las actividades que a su respecto se contemplan en el programa correspondiente.

Este personal deberá acreditar por lo menos 2º medio cumplido y la experiencia mínima de 3 años en actividades similares, desarrolladas en el mismo establecimiento u otro análogo, otorgado por su Director y acreditado por un Servicio de Salud.

Párrafo VI  -  De los Derechos de los Pacientes

Artículo 12. Las personas en tratamiento tienen derecho a su ingreso, a pactar un programa individual de rehabilitación que considere metas, objetivos y plazos, el que podrá contemplar, además la realización de actividades laborales remuneradas o no, aun cuando no se hayan convenido inicialmente, si son aceptadas por el paciente.

Este programa no podrá impedir la continuación de tratamientos médicos que se estimen necesarios relacionados o no con la farmacodependencia- sea que éstos se verifiquen dentro o fuera del Establecimiento de Comunidad Terapéutica.

Tanto, las personas como sus familiares tendrán derecho a ser informadas acerca de la naturaleza y contenido del programa de rehabilitación, así como de los riesgos y beneficios esperados y de los motivos que fundamentan su eventual suspensión.

Artículo 13. El paciente en tratamiento tiene derecho al respeto de su privacidad, razón por la cual no se realizará registro por audio, video o fotográfico del mismo, sin su consentimiento y, en el caso de obtenerlo, su utilización con fines de enseñanza, investigación, publicidad u otros deberá ser aceptada también previamente.

La correspondencia y efectos particulares de la persona en tratamiento tendrán carácter privado.

Artículo 14. Todos los pacientes que se encuentren en régimen de internación tendrán derecho a la recreación y a contar con espacios para ello.

Asimismo, deberán contar con un espacio que les permita privacidad si así lo requieren, de acuerdo a las condiciones y recursos del programa de rehabilitación.

Artículo 15. Se deberá respetar la libre voluntad de renunciar a la permanencia en el programa terapéutico. La internación no podrá ser utilizada para retener personas en contra de su voluntad, a menos que exista una orden judicial en tal sentido, o bien, que una certificación médica lo disponga así, caso este último en que no podrá exceder de 24 horas.

Artículo 16. Las personas en tratamiento tendrán derecho a manifestar su disconformidad con el programa de rehabilitación o la forma como se lleva a la práctica, ante las autoridades del establecimiento, del Servicio de Salud o a la Justicia Ordinaria, según sea el caso.

Existirá un mecanismo documentado con este objeto, que estará a disposición del paciente y de sus familiares.
ECUADOR

LEY 108 – LEY DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES Y PSICOTROPICAS 

Art. 1. Objetivo.- Esta Ley tiene como objetivo combatir y erradicar la producción, oferta, uso indebido y  tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, para proteger a la comunidad de los peligros que dimanan de estas actividades.

Art. 4. Prevención, control, fiscalización, represión y rehabilitación.- Esta Ley contempla los mecanismos de prevención del uso indebido y la comercialización de las sustancias sujetas a fiscalización, la investigación y represión de los delitos tipificados en esta Ley y el tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas.

Art. 9.
Del CONSEP.- Para el cumplimiento y aplicación de esta Ley, créase, con sede en Quito, el Consejo Nacional de Control de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas (CONSEP), como persona jurídica autónoma de derecho público, que ejercerá sus atribuciones en todo el territorio nacional.  Estará dotado de patrimonio y fondos propios, presupuesto especial y jurisdicción coactiva para la recaudación de los recursos que la Ley determine.

Art. 11. Destino de bienes comisados y multas.- El Consejo Directivo resolverá sobre el destino de los bienes, títulos o valores comisados y,  específicamente,  sobre la conveniencia de su enajenación, cuando no fueren de manifiesta utilidad del CONSEP.

Si alguna de las instituciones a las que compete la aplicación de esta Ley tuviere interés en dichos bienes, el Consejo Directivo del CONSEP, previo informe del Secretario Ejecutivo, podrá entregarlos en préstamo.

Para el caso de precursores u otros productos químicos específicos, se aplicarán las normas previstas en esta Ley.

Con el valor de los bienes comisados y de las multas impuestas por infracciones a esta Ley se formará un fondo, cuyos recursos serán asignados por el Consejo Directivo del CONSEP, previo informe de la Secretaría Ejecutiva, para atender necesidades específicas de prevención, control, represión y rehabilitación.

Art. 13. Atribuciones del Consejo Directivo.- El Consejo Directivo ejercerá las siguientes atribuciones y funciones:

1. Formular el plan nacional que contenga las estrategias y programas para la prevención del uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización, de su producción y comercialización, para la represión de la producción y del tráfico ilícito y para la rehabilitación de personas afectadas por su uso. El plan será sometido a la aprobación del Presidente de la República;

2. Vigilar el cumplimiento del plan, coordinar la ejecución de programas y actividades entre las entidades a las que corresponde aplicarlo y supervisar y evaluar su ejecución;

10. Emitir dictámenes de aplicación obligatoria sobre los reglamentos orgánicos o estatutos de cualquier institución u  organización, que contemplen actividades regidas por esta Ley;

11. Recabar de entidades de los sectores públicos y privados ayuda específica concerniente al suministro de información o realización de trabajos especiales, relativos al alcance del objetivo y aplicación de esta Ley; 

12. Orientar y supervisar las campañas referentes al consumo y tráfico ilícitos de las sustancias sujetas a fiscalización;

18. Las demás que le otorgaren esta Ley y su Reglamento.

Art. 16. De la Secretaría Ejecutiva, sus funciones y atribuciones.- La Secretaría Ejecutiva será el organismo técnico y operativo del CONSEP y tendrá las siguientes funciones y atribuciones, que ejercerá en coordinación con los otros organismos y autoridades encargados de la aplicación de esta Ley:

3. Programar  campañas  encaminadas  a  obtener  mayor  eficiencia  en  la   aplicación  del  plan nacional y supervisar su ejecución;

6. Requerir, recopilar y procesar los datos e informaciones sobre cultivo de plantas, producción de sustancias sujetas a fiscalización, personas incursas en los ilícitos determinados, movimiento y tráfico de esas sustancias y otras informaciones previstas por esta Ley y los convenios internacionales; preparar y mantener registros; organizar y conservar actualizado un archivo general que sistematice la información, que será mantenida bajo reserva; elaborar estadísticas, proyecciones y previsiones con esos datos; solicitar y suministrar información a los jueces competentes y a los organismos públicos, nacionales e internacionales, vinculados con esta materia, e intercambiarla en el caso de datos estadísticos e informaciones para investigación;

7. Orientar,  coordinar  y  supervisar   las   actividades  de   prevención  del  uso  indebido  de  las sustancias fiscalizadas que se realicen a nivel nacional, para que se ejecuten con sujeción al plan nacional;

13. Realizar y coordinar investigaciones sobre las causas de dependencia de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, para recomendar al Consejo Directivo y al Gobierno Nacional la adopción de medidas encaminadas a lograr su eliminación o atenuación;

15. Colaborar con  la  Función  Judicial,  el  Ministerio  Público,  la  Fuerza  Pública  y  sus organismos especializados,    la    Policía    Militar    Aduanera   y   sus   dependencias  o repartos,  para  el esclarecimiento de infracciones previstas por esta Ley.

17. Coordinar la capacitación de servidores públicos y personal de entidades privadas calificadas para el ejercicio de actividades de prevención y rehabilitación; y,

18. Las demás que le otorgaren la Ley o su Reglamento.

 De la Prevención

Art. 19. Actividades preventivas.- Las instituciones y organismos públicos, en aplicación de los planes y programas de prevención del uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización, desarrollarán, en las áreas de su competencia o actividad, bajo la supervisión de la Secretaría Ejecutiva y un coordinador y colaboración con las entidades y personas que estimaren del caso, las campañas tendientes a alcanzar los objetivos de esta Ley. 

Art. 20. Educación Preventiva.- Los programas de todos los niveles y modalidades del sistema nacional de educación, incluirán enfoques y metodologías pedagógicos, que desarrollen la formación de una personalidad individual y una conciencia social orientadas a la prevención del uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización.

Las autoridades del sistema educativo nacional y los directivos de los establecimientos de educación fiscal, municipal y particular y el magisterio en general, deberán participar activamente en las campañas de prevención.

Art. 21. Lugares de residencia, trabajo o reunión colectiva.- Los propietarios, administradores o responsables del manejo de lugares de residencia o reunión colectiva, y los empleadores que tengan un personal permanente de más de diez trabajadores, observarán los instructivos expedidos por el CONSEP sobre propaganda e información preventiva.

Art. 22. - Obligación de Información.- Los propietarios, administradores o responsables del manejo de lugares de residencia o reunión colectiva, comunicarán al agente policial o a la oficina más cercana del CONSEP la existencia de circunstancias que hagan presumir la presencia en el interior o alrededor de esos lugares, de núcleos de consumo o la práctica de actos de tráfico ilícito de sustancias fiscalizadas.

Art. 23. Agencias y operadores turísticos.- Las agencias y operadores turísticos observarán en sus actividades las instrucciones que el CONSEP expida dentro del plan y programa de prevención.

Art. 24. Deber General.- Toda persona colaborará con los programas de control y prevención que organicen las instituciones encargadas de la ejecución de esta Ley. Colaborarán de manera especial en la protección del menor que se encuentre expuesto al tráfico o consumo indebido de sustancias sujetas a fiscalización.

Art. 25. Participación comunitaria.- Los organizadores o responsables de actos culturales, artísticos, deportivos, sociales o de cualquier orden, deberán incluir en su desarrollo o transmisión mensajes que promuevan una vida sana y contribuyan a la erradicación del uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización.

Las entidades públicas y privadas organizarán para su personal, bajo la supervisión de la Secretaría Ejecutiva del CONSEP, programas preventivos de orientación e información tendientes a eliminar el uso de sustancias sujetas a fiscalización. 

Art. 26. Control de actividades deportivas.- El Consejo Nacional de Deportes, la Federación Deportiva Nacional, las Federaciones Deportivas Provinciales y sus filiales, controlarán e impedirán en las actividades que dirigen el uso de drogas u otras sustancias sujetas a fiscalización.

Art. 27. Medios de comunicación colectiva.- Los medios de comunicación colectiva contribuirán a las campañas de prevención, especialmente a las de carácter informativo, en la forma que determinen conjuntamente la Secretaría Ejecutiva del CONSEP y la Secretaría Nacional de Comunicación Social.

Art. 28. Prohibición.- Prohíbese la producción, circulación y venta de carteles, afiches, adhesivos, calcomanías, prendas de vestir, utensilios, discos o cualquier tipo de grabación que sugieran, ensalcen o induzcan al uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización. 

 Del Uso Indebido de Sustancias Sujetas a Fiscalización y de la Rehabilitación de las Personas Afectadas

Art. 29. Del uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización.- Por uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización se entiende todo aquel que no sea terapéutico.

Art. 30. Examen y tratamiento obligatorio.- Los miembros de la Fuerza Pública están obligados a conducir de inmediato a cualquier persona que parezca hallarse bajo los efectos nocivos de una sustancia sujeta a fiscalización a un hospital psiquiátrico o centro asistencial, con el objeto de que los médicos de la correspondiente casa de salud verifiquen si se encuentra bajo el efecto de esas sustancias.

Si fuere así, evaluarán si hay intoxicación y el grado que ha alcanzado. Si éste fuere el caso, ordenarán inmediatamente el tratamiento adecuado.

Art. 31. Casos de menores y extranjeros.- Si quien hubiere sido encontrado bajo el influjo de sustancias sujetas a control fuere un menor de edad, será puesto de inmediato a órdenes del Tribunal de Menores de la respectiva jurisdicción.

Los extranjeros que no hubieren cumplido las normas de la Ley de Inmigración y Extranjería, sus reglamentos o instructivos, serán expulsados del país al día siguiente de haber concluido el tratamiento emergente.

Art. 32. Prohibición de detención del usuario.- Ninguna persona será privada de su libertad por el hecho de parecer encontrarse bajo los efectos de sustancias sujetas a fiscalización.

Si una persona afectada por el uso de sustancias sujetas a fiscalización hubiere sido conducida a un centro de detención, el director o funcionario responsable del mismo deberá enviarla, dentro de las seis horas siguientes a su ingreso, al instituto asistencial correspondiente, con notificación al Tribunal de Menores respectivo, si se tratare de un menor de edad, o a la oficina más cercana de la Dirección de Migración, si se tratare de un extranjero.

Art. 33. Tratamiento de menores de edad.- Para el tratamiento de menores de edad se contará con el Tribunal de Menores de la respectiva jurisdicción.

La Corte Nacional de Menores y la Secretaría Ejecutiva del CONSEP coordinarán sus acciones para asegurar la debida protección de los menores de edad.

Art. 34. Información sobre casos.- Los directores de hospitales, clínicas y otros centros de salud en los cuales se trate a personas afectadas por el uso de sustancias sujetas a fiscalización, informarán mensualmente a la Secretaría Ejecutiva del CONSEP sobre las actividades cumplidas por el servicio especializado y el número y características de los casos tratados.

Art. 35. Instituciones asistenciales.- Previa recomendación del Consejo Directivo del CONSEP, y según los índices de afección por el uso de sustancias sujetas a fiscalización que se presenten en determinadas zonas del país, el Ministerio de Salud Pública, con la colaboración económica del CONSEP, creará casas asistenciales o secciones especializadas, con adecuado personal en las ya existentes, en los lugares que estimare adecuados. Su servicio, en lo posible, será gratuito.

Los establecimientos privados que realicen programas de tratamiento y rehabilitación serán autorizados por la Secretaría Ejecutiva del CONSEP, en la forma prevista por el inciso tercero del artículo 30 y estarán sujetos a su vigilancia y control.

Art. 36. Solicitud de tratamiento.- La asistencia médica a las personas dependientes del uso de sustancias fiscalizadas podrá ser solicitada por ellas, sus representantes legales, sus parientes, su cónyuge, el Ministerio Público, el Tribunal de Menores correspondiente, la Secretaría Ejecutiva del CONSEP o los jueces que conozcan el caso.

Art. 37. Derecho y trabajo.- Las personas afectadas por el uso de sustancias sujetas a fiscalización que hubieren sido rehabilitadas, según certificación de la Secretaría Ejecutiva del CONSEP, y que presentaren solicitudes de trabajo a entidades públicas o privadas, tendrán el mismo tratamiento, en igual de condiciones, que los demás aspirantes.

La Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo o la Dirección General de Trabajo y Recursos Humanos, en sus campos de actividad respectivos, vigilarán el cumplimiento de la norma prevista en el inciso precedente.

 Art. 40. Tenencia de sustancias sujetas a fiscalización.- Nadie podrá, sin autorización legal o previo despacho de receta médica, mantener en su persona, ropas, valijas, vivienda, lugar de trabajo u otro sitio, cualquier cantidad de las sustancias sujetas a fiscalización, ni tenerlas, en cualquier forma, para el tráfico ilícito de ellas.

Art. 49. De la oferta, distribución, venta o colocación, suministros o entrega no autorizada.- Prohíbese la oferta, en general, la oferta para la venta, la colocación, el suministro, la distribución y la entrega de sustancias sujetas a fiscalización, en cualesquiera condiciones, cuando no estuvieren autorizadas por esta Ley y por los organismos competentes.

 De Las Infracciones

Art. 62. Sanciones para la tenencia, posesión y tráfico ilícito.- Quienes compren, vendan o entreguen a cualquier título, distribuyan, comercialicen, importen, exporten o, en general, efectúen tráfico ilícito de sustancias estupefacientes, psicotrópicas y otras sujetas a fiscalización, serán reprimidos con reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años y multas de sesenta a ocho mil salarios mínimos vitales generales.

Se entenderá por tráfico ilícito de sustancias estupefacientes, psicotrópicas u otras sujetas a fiscalización, toda transacción mercantil o toda entrega, a cualquier título, de dichas sustancias, realizadas en contravención a los preceptos de esta Ley.

Art. 64. Sanciones para la tenencia y posesión ilícitas.- Quienes sin autorización legal o despacho de receta médica previa, posean o tengan, con su consentimiento expreso o tácito, deducible de una o más circunstancias, sustancias estupefacientes o psicotrópicas, en sus personas, ropas, valijas, muebles, en su domicilio, lugar de trabajo o cualquier otro sitio del que sean propietarios, arrendatarios, tenedores u ocupantes a cualquier título, o que esté bajo su dependencia o control, serán sancionados con la pena de doce a dieciséis años de reclusión mayor extraordinaria y multa de sesenta a ocho mil salarios mínimos vitales generales.

Art. 65. Disminución de penas por tenencia para uso personal.- La sanción será de un mes a dos años de prisión cuando, por la escasa cantidad y demás circunstancias de la tenencia de sustancias sujetas a fiscalización, se colija que ellas están destinadas a uso personal inmediato del tenedor.

En este caso, comprobada su dependencia física o psíquica de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, previo informe de los Médicos Legistas de la Procuraduría General del Estado, el juez podrá dejar en suspenso la aplicación de la pena y someter al culpable a medidas de seguridad curativa, por el tiempo necesario para su desintoxicación y rehabilitación.

La disminución o sustitución de penas previstas en este artículo, se aplicará siempre que el juez comprobare que el implicado no tiene antecedentes de traficante de sustancias sujetas a fiscalización, y demostrare buena conducta anterior y ejemplar comportamiento en el centro de detención.

Art. 66. Calificación de la persona dependiente.- El estado de dependencia de una persona respecto al uso de sustancias sujetas a fiscalización, se establecerá, aún antes de juicio, previo peritaje de los Médicos Legistas de la Procuraduría General del Estado, quienes tendrán en cuenta la naturaleza y la cantidad de las sustancias que han producido la dependencia, el grado de ella y el nivel de tolerancia que hagan indispensable la dosis poseída, y la historia clínica del afectado, si la hubiere.

 De las Contravenciones y del Procedimiento

Para su Juzgamiento

Art. 92 De las contravenciones.- Son contravenciones las violaciones a preceptos de esta Ley no reprimidas con penas de privación de la libertad. Serán sancionadas con multa, suspensión temporal de funciones o de permiso para operar, clausura del establecimiento, cancelación o destitución y comiso.

Art. 93. Incumplimiento de obligaciones generales.- Serán sancionadas con multa de cinco a doscientos salarios mínimos vitales generales las personas naturales o los representantes de las personas jurídicas de derecho privado que incumplan las obligaciones señaladas en los artículos 2, inciso segundo; 34, 37, 39, inciso tercero, y 42.  La reincidencia en la falta dará lugar a la suspensión temporal de funciones o de permiso para operar.  La reiteración durante los doce meses siguientes se sancionará con destitución o cancelación o, en su caso, la clausura del establecimiento. 

Si el sancionado fuere servidor público, en caso de reincidencia o reiteración será destituido por la respectiva autoridad nominadora, a petición del Secretario Ejecutivo del CONSEP.

Art. 94. Empresas u organizaciones que no cumplan las normas sobre difusión de avisos o publicaciones.- Serán reprimidos con multa de cinco a doscientos salarios mínimos vitales generales los responsables de empresas, residencias colectivas y ambientes especiales que incumplan las obligaciones establecidas en los artículos 21 y 22.

En caso de reincidencia la multa será duplicada.

Art. 95. Entrega de fármacos sin observancia de requisitos.- Con pena igual que la contemplada en el artículo precedente serán reprimidos los responsables de hospitales, clínicas y farmacias, boticas y droguerías que incumplan cualquiera de las obligaciones contempladas en el artículo 48 de la presente Ley.

Art. 97. Elaboración, distribución o venta de drogas o preparados.- Los laboratorios u otras empresas que en la elaboración, distribución o venta de drogas u otros preparados que contengan sustancias sujetas a fiscalización, incumplan las disposiciones de esta Ley, serán sancionados con multa de cien a quinientos salarios mínimos vitales generales, siempre que no constituya un delito de mayor gravedad.

La reincidencia en las infracciones a que se refiere el inciso precedente, se sancionará con multa de doscientos a mil salarios mínimos vitales generales y la clausura definitiva del laboratorio o empresa correspondiente.

Art. 98. Propietarios o responsables de establecimientos en que se despache sin receta válida.- Los propietarios, representantes legales o responsables técnicos de establecimientos farmacéuticos en que se haya despachado más de tres veces sin receta previa, con recetas caducadas o de profesionales no autorizados, drogas o preparados que contengan sustancias sujetas a fiscalización, serán sancionados con multa de veinte a cien salarios mínimos vitales generales, si no fueren responsables de un delito sancionado con pena mayor. 

La reincidencia será sancionada con multa de cuarenta a doscientos salarios mínimos vitales generales.

La persistencia en la conducta señalada en el inciso primero se sancionará con multa de doscientos a quinientos salarios mínimos vitales generales y clausura del establecimiento.
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Art. 3. Después del artículo 11, agrégase un parágrafo titulado “De la Procuraduría General del Estado”, integrado del siguiente artículo:

“Art. …En relación con esta Ley, al Procurador General del Estado le corresponden las siguientes atribuciones:

a) Velar por el cumplimiento de esta Ley y sus reglamentos, a cuyo efecto podrá requerir de cualquier autoridad del Estado o adoptar, por su propia iniciativa, las medidas administrativas o las acciones judiciales que sean necesarias;

b) Dictar regulaciones obligatorias con el fin de coordinador el control de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, de precursores y otros productos químicos especiales; de narcolavado; de Prevención y rehabilitación y de otros aspectos relativos a esta Ley, que llevan a cabo las entidades u organismos del sector público o privado con finalidad social, a efecto de evitar la dispersión de recursos y asegurar la eficacia de los planes y proyectos respectivos;

Art. 5. Después del numeral 16 del artículo 13, agréguese dos numerales que dirán:

“Aprobar los valores que debe cobrar el CONSEP, por los servicios que proporcione relativos al control de las drogas estupefacientes y sustancias sicotrópicas; por los peritajes que realice o por los trabajos que no sean de carácter administrativo, previstos en esta Ley o en el reglamento.  Estos recursos servirán para financiar el funcionamiento del CONSEP.”

Art. 9. El artículo 102 dirá:

“Las contravenciones tipificadas en esta Ley serán juzgadas por el Jefe Zonal o el Jefe Regional del CONSEP, de no existir la primera de estas jefaturas, dentro de su respectiva jurisdicción, con sujeción a las normas aplicables a las contravenciones de cuarta clase previstas en el Libro V del Código de Procedimiento Penal.

De la resolución del Jefe Zonal se podrá apelar, en el término de ocho días, ante el Jefe Regional y de las de este ante el Secretario Ejecutivo del CONSEP, en última instancia, los cuales se pronunciarán en igual término.

Las contravenciones que se cometan dentro de la jurisdicción que corresponda a la Capital de la República, serán juzgadas de acuerdo con el Reglamento a esta Ley y con sujeción al procedimiento establecido en este artículo, en lo que fuere aplicable.”

Art. 11. El artículo 105, dirá:

…..

Esta norma legal no comprende a los narcodependientes o consumidores que hubieren sido capturados en posesión de sustancias estupefacientes o psicotrópicas destinadas para su propio consumo.  Estas personas serán consideradas enfermas y sometidas a tratamiento de rehabilitación.  Esta norma, por su carácter de especial, tendrá efecto retroactivo.”

Art. 12.- Después del artículo 105, agréganse los siguientes:

“Art. …Los bienes muebles o perecibles podrán ser vendidos por el CONSEP, antes de que se dicte sentencia definitiva dentro de los respectivos juicios penales, de acuerdo con el reglamento que expedirá el Consejo Directivo de este organismo.  Con los dineros, instrumentos monetarios, documentos bancarios, financieros o comerciales u otros valores se formara un fondo, cuyos intereses e inversiones corresponderán, por partes iguales, a la Procuraduría General del Estado, Policía Nacional, CONSEP, Dirección Nacional de Rehabilitación Social e Instituto Nacional del Niño y la Familia (INNFA).

Ejecutoriada la sentencia absolutoria o condenatoria de los sindicados se procederá de conformidad con lo establecido en esta Ley.”

“Art. …Ejecutoriada la sentencia condenatoria dictada en contra de los sindicados que hubiesen sido propietarios de los bienes muebles e inmuebles que se vendieren, los valores depositados en el Banco Central del Ecuador por concepto de su venta y los dineros comisados así como también los instrumentos monetarios, documentos bancarios, financieros o comerciales que hayan sido negociados se los distribuirá definitivamente a las siguientes Instituciones, en los porcentajes que a continuación se detallan: 50% (cincuenta por ciento) para la Policía Nacional y que será destinado a la lucha contra narcotráfico; 15% (quince por ciento) para el CONSEP, que será utilizado en el cumplimiento de los fines que a este organismo le asigna la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicos; 20% (veinte por ciento), que se distribuirá en partes iguales entre el Instituto Nacional del Niño y la Familia; Dirección Nacional de la Mujer; el Consejo Nacional de Discapacidades; y, los Hospitales Psiquiátricos Lorenzo Ponce de la Junta de Beneficencia de Guayaquil y Julio Endara de Quito. El Banco Central acreditará estos valores, automáticamente, en las cuentas de dichos organismos.

Los valores que se distribuyen a las entidades e instituciones ya establecidas no se invertirán en gastos corrientes.”

Art. 14.  No obstante lo dispuesto en el artículo 12 de la presente Ley Reformatoria, el Consejo Directivo del CONSEP podrá asignar en comodato los bienes muebles o inmuebles incautados o comisados por infracciones a la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, a las entidades u organismos que tienen a su cargo la aplicación de esta Ley, a la Dirección de Rehabilitación Social y a las de finalidad educativa o cultural.

Reglamento de Control y Funcionamiento de los Centros de Rehabilitación y de Reinserción Social de Farmacodependientes y de Consumidores Indebidos, Públicos y Privados

CONSEP - RESOLUCION 028

CAPÍTULO I

Art.1.- Cada vez que en este Reglamento conste la palabra o la frase “Ley”, “Ley 108” o “Ley Reformatoria”, se entenderá que se trata de la “Ley de Sustancias Estupefacientes o Sicotrópicas”:

Cuando constaren los términos “productos químicos”, se entenderá que se trata de los “precursores y otros productos químicos específicos”; y cuando se menciona “sustancias”, equivaldrá a “sustancias estupefacientes y sicotrópicas”.

Igualmente, el término farmacodependiente tendrá la misma significación que la de narcodependiente o consumidor de drogas que emplea la ley.

Las sustancias sujetas a fiscalización son las sometidas a regulación y control por la ley.

CAPÍTULO II

De los Servicios de Desintoxicación y Rehabilitación de farmacodependientes

Art.2.- Para las acciones contempladas en este capítulo, funcionarán las comunidades terapéuticas, en las que se realizarán los procesos de rehabilitación y reinserción social de los farmacodependientes y consumidores indebidos.

Los farmacodependientes que se encuentren en fases agudas de intoxicación, serán atendidos por las unidades de toxicología que funcionen en los hospitales, clínicas y demás casas de salud, con los profesionales y equipos especializados para este fin.

Art.3.- Se entiende por Centros de Rehabilitación de farmacodependientes y consumidores indebidos de las drogas sicoactivas sujetas a la Ley de sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas, los que están destinados a brindar diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y reinserción social a las personas afectadas por dichos problemas, en forma ambulatoria o de internamiento, los mismos que podrán ser públicos o privados.

Art.4.- Los servicios de tratamiento, rehabilitación y reinserción social se brindarán a través de las comunidades terapéuticas que estarán bajo la supervisión del CONSEP y de los Ministerios de Salud Pública y Bienestar Social y a cargo y bajo la responsabilidad de los organismos públicos o privados que suscriban convenios para su funcionamiento y financiamiento total o parcial.

En general, toda institución pública o privada que esté interviniendo o desee intervenir en los programas de desintoxicación y/o rehabilitación de los farmacodependientes y usuarios indebidos de las drogas sicoactivas, deberá suscribir un convenio con el CONSEP y los Ministerios de Salud Pública y Bienestar Social para establecer sus técnicas, funcionamiento y financiamiento parcial, cuando fuere posible.

Art.5.- Los servicios públicos de salud son aquellos que prestan los hospitales generales, de especialidades o centros de salud que pertenecen al Estado y que otorgarán atención a los farmacodependientes que necesiten ser desintoxicados.

Art.6.- Los servicios de salud privados son aquellos que están administrados por personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, y que se clasifican en:

a. Comunidades terapéuticas;

b. Consultorios médico-siquiátricos o sicológicos;

c. Hospitales y clínicas, donde se efectuará el internamiento y desintoxicación de los farmacodependientes; y,

d. Fundaciones, corporaciones e institutos diversos que estén prestando o deseen prestar los servicios de rehabilitación y reinserción social de farmacodependientes y consumidores indebidos de drogas sicoactivas.

Art.7.- Las comunidades terapéuticas desarrollarán las modalidades de tratamiento, rehabilitación y reinserción social, internado o ambulatorio, diurno y/o nocturno, que priorice la reinserción social e incluya la recuperación en los niveles bio-sico-sociales de los farmacodependientes y consumidores indebidos.

Art.8.- Los consultorios médico-siquiátricos o sicológicos particulares serán atendidos por profesionales especializados debidamente registrados y autorizados por el CONSEP de acuerdo a lo previsto en el numeral 12 del artículo 16 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas y al inciso 2º del artículo 3 de este Reglamento.

Art.9.- Los centros privados de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de farmacodependientes y consumidores indebidos, prestarán un conjunto de servicios atendidos por un equipo técnico interdisciplinario (médico siquiatra, sicólogo, trabajador social, promotor social y tecnólogo), dependiendo de la complejidad, infraestructura, capacidad y necesidad de esta clase de centros.

Art.10.- Los hospitales y clínicas generales, pertenecientes a personas naturales o jurídicas de derecho privado, que tienen dentro de su estructura servicios de internamiento y toxicología, desarrollarán su función primordial mediante le diagnóstico y la desintoxicación de farmacodependientes, en  sus unidades de toxicología, con los profesionales especializados correspondientes, hasta lograr la estabilización de los enfermos.

Art.11.- Los institutos privados de tratamiento y rehabilitación son organismos de diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y reinserción social de farmacodependientes y de usuarios indebidos, sea en forma ambulatoria o internada.   Deberán estar dirigidos por un médico siquiatra o un sicólogo, y asociados a una universidad o instituto de investigación nacional o extranjero, debidamente registrado en el CONSEP, conforme a la ley.

Art.12.- Las fundaciones, corporaciones e institutos diversos son personas jurídicas cuyo fin principal, en este ámbito, es el de ofrecer tratamiento, rehabilitación y reinserción social a farmacodependientes y consumidores indebidos.   Deberán regularse por sus estatutos, con las normas que dicte el CONSEP y con arreglo a la legislación ecuatoriana.  Por la naturaleza de sus actividades este tipo de funciones no persigue fines de lucro.

CAPÍTULO III

De la Organización de los Servicios de Tratamiento y Rehabilitación

Art.13.- Los servicios de atención de farmacodependientes de los hospitales privados generales o de especialidad y las clínicas funcionar bajo la responsabilidad de un director médico siquiatra, preferentemente especialista en tratamiento de rehabilitación, en coordinación con sicólogos, trabajadores sociales, promotores sociales, etc., de acuerdo con las normas internacionales.

Art.14.- Los institutos privados para el tratamiento de farmacodependientes,  de conformidad con el Código de la Salud, funcionarán bajo la responsabilidad de una junta directiva, presidida  por un médico psiquiatra, sin perjuicio del representante legal que tenga la entidad.

Art.15.- Los centros de tratamiento y rehabilitación privados funcionarán a través de un equipo técnico interdisciplinario: médico siquiatra, sicólogo clínico, promotor social, trabajador social, sociólogo y tecnólogos, debidamente registrados en el Ministerio de Salud Pública, en los colegios profesionales respectivos y en el CONSEP, cualquier que sea la modalidad terapéutica internada o ambulatoria.

Art.16.- La consultoría particular es una prestación de servicios independiente, dirigida a fortalecer el sistema de tratamiento y rehabilitación, en las áreas médica siquiátrica, técnica y de funcionamiento de los servicios, tanto públicos como privados.

Art.17.- Para la organización y funcionamiento de servicios de rehabilitación de farmacodependientes y consumidores indebidos en los hospitales, clínicas o institutos privados, se contará con un programa de actividades, un organigrama estructural y funcional y un Reglamento Interno, de acuerdo con el artículo 169 del Código de Salud.

Art.18.- El Reglamento Interno de los centros privados de rehabilitación de farmacodependientes será aprobado por el Secretario Ejecutivo del CONSEP, de acuerdo con la estructura interna de aquellos.

Art.19.- Los hospitales, clínicas, centros privados y demás entidades de tratamiento de farmacodependientes y de usuarios indebidos, destinarán por cada cinco pacientes pagados, un servicio gratuito para personas indigentes, lo que se controlará a través de las investigaciones hechas por el CONSEP y por los Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social.

Art.20.- Los valores a cobrarse por estos servicios serán registrados y supervisados por el Ministerio de Salud Pública, de acuerdo con la ley o los reglamentos pertinentes y se los exhibirá en lugares visibles.

CAPÍTULO IV

De la Administración

Art.21.- El Secretario Ejecutivo del CONSEP emitirá informe favorable previo para el otorgamiento del permiso de funcionamiento por el Ministerio de Salud Pública de los servicios de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes y consumidores indebidos de los hospitales, institutos privados y demás entidades afines.   Para este efecto, presentarán al CONSEP un estudio de factibilidad.

Art.22.- Los servicios de rehabilitación de farmacodependientes, tanto de hospitales, institutos, centros privados, etc., contarán, por lo menos, con un médico siquiatra o un sicólogo, y nombrarán un representante legal ante el Ministerio de Salud Pública y el CONSEP.

Art.23.- Los servicios de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes contarán con áreas técnica, administrativa y terapéutica.

Art.24.- Los hospitales generales y los de especialidad y las clínicas, institutos y centros públicos o privados, en los que se presten servicios de tratamiento y rehabilitación a farmacodependientes, tienen la obligación de utilizar los formularios de encuesta, elaborados por el Sistema Interamericano de Datos Uniformes Sobre Consumo de Drogas que se encuentren vigentes y de remitirlos mensualmente al CONSEP.

Art.25.- La evaluación del funcionamiento de los servicios privados de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes y usuarios indebidos, se realizará periódicamente a través del personal especializado de la Dirección nacional de Tratamiento y Rehabilitación del CONSEP, la Dirección Nacional de Salud Mental del Ministerio de Salud Pública y las Jefaturas Zonales y Regionales del CONSEP.

Art.26.- La supervisión física de las instalaciones y servicios de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes y de consumidores indebidos, así como la comprobación del permiso de funcionamiento de todos los establecimientos públicos y privados, estará a cargo del personal técnico de la Dirección Nacional de Tratamiento y Rehabilitación del CONSEP.

Art.27.- Los permisos de funcionamiento de los establecimientos de que trata este reglamento, durarán un año y se renovarán por período igual, previo el trámite pertinente.

Art.28.- Corresponde a la Secretaría Ejecutiva del CONSEP proporcionar asesoría técnica y organizar seminarios de actualización y capacitación en el campo preventivo, de tratamiento y rehabilitación, al personal de los centros que atiendan a farmacodependientes y consumidores indebidos, para lo cual, dentro de los primeros 15 días del mes de enero de cada año, elaborará un calendario de actividades, sin perjuicio de que proporcione la asistencia técnica que le sea solicitada, en cualquier evento o circunstancia.

CAPÍTULO V

De las Modalidades de Tratamiento

Art.29.- Los servicios de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes, deberán cumplir un programa terapéutico básico, tomando en cuenta las modalidades de tratamiento aceptadas por el Consejo Directivo del CONSEP, en base a las clasificaciones diagnósticas y recomendaciones del Manual D.S.M. IV y el C.I.E.10; del Programa de Abuso de Drogas de la OMS vigente y de otros organismos internacionales, expertos en la materia.

Las modalidades contempladas en este reglamento son:

1)
Comunidades terapéuticas, en las que se otorgará:

1.1) 
Tratamiento ambulatorio; y,

1.2)
Programa residencial de internamiento.

Para estos fines se seguirán los siguientes pasos:

a) 
Entrevistas de orientación y asesoría;

b)
Entrevistas de motivación al grupo familiar de farmacodependientes;

d)
Remisión de farmacodependiente a instituciones especializadas de acuerdo a su perfil sico-diagnóstico; y,

e)
Valoración del estado mental del sujeto y su relación con la farmacodependencia o uso indebido de drogas sicoactivas.   El tratamiento a dársele será en base a terapias de grupo: de confrontación, de metas, ludoterapia, ergoterapia, desensibilización sistemática, aproximaciones sucesivas, de severidad, etc.

El personal mínimo requerido estará constituido por un médico siquiatra, sicólogo, promotor social, trabajador social, promotor social y un técnico (educador, terapista ocupacional o vivencial).

El terapista vivencial deberá haber terminado un proceso de tratamiento de su dependencia o consumo indebido de drogas sicoactivas y tener más de 2 años egresado del mismo, ser abstinente y contar con una capacitación adecuada, previamente evaluada por una comisión integrada por representantes del Ministerio de Salud Pública, del Ministerio de Bienestar Social y del CONSEP.

Art.30.- El tratamiento ambulatorio es una prestación de atención permanente, en centro apropiados, preferiblemente en lugares alejados de las grandes ciudades, con atención durante todo el día y la noche, que requiere de sus respectivos talleres por trabajo manual y jardinería, apoyo familiar, soporte afectivo y/o social, al que deben asistir voluntariamente los farmacodependientes o consumidores indebidos o ser llevados por sus padres, cónyuges o hijos, con capacidad de responder afirmativamente al proceso de tratamiento en su entorno cotidiano.   en caso de ser necesario, este tratamiento puede darse con internamiento en los mismos centros.

El tratamiento ambulatorio tiene los siguientes niveles de intervención:

a) Tratamiento sicoterapéutico individual;

b) Intervención grupal en caso de que sea necesario, con diferentes técnicas sicológicas;

c) Evaluación del proceso sicoterapéutico; y,

e) Seguimiento social y familiar.

El recurso humano mínimo requerido estará integrado por psicólogo, trabajador social y promotor social.   Es recomendable la asistencia social y un consultor médico psiquiatra.

Art.31.- El programa residencial de internamiento en hospitales y clínicas es una prestación destinada a aquellas personas que por su deterioro sico-físico, debido al abuso y dependencia de drogas sicoactivas, están muy complicadas con su salud, por lo que sufren un proceso de intoxicación y desarrollan comportamientos que ponen en peligro al propio sujeto y al grupo con el que conviven, debiendo ser tratados en la unidad de toxicología correspondiente, en los hospitales o clínicas donde funcionen, por el personal profesional calificado para tal fin.

El programa residencial funcionará durante las 24 horas del día y concluirá cuando el paciente se encuentre desintoxicado, debiendo entonces ser transferido a una comunidad terapéutica.

Art.32.- Las comunidades terapéuticas para la rehabilitación de farmacodependientes y consumidores indebidos, realizarán oportunamente su diagnóstico, haciendo constar el grado de dependencia y el nivel de tolerancia que el paciente presente y determinando la necesidad de la admisión para tratamiento ambulatorio o internado, de conformidad con el Art.30 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas.

CAPÍTULO VI

De la Jurisdicción, de la Competencia y de las Sanciones

Art.33.- El CONSEP, a través de su Secretaría Ejecutiva, de la Subsecretaría del Ministerio de Bienestar Social y de la Dirección Nacional de Salud Mental del Ministerio de Salud Pública, vigilará el cumplimiento del presente Reglamento y de las disposiciones emitidas por la autoridad competente.

Art.34.- Los servicios públicos y privados de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes y consumidores indebidos que no suministren la información mensual determinada en el inciso segundo del Art.2 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas, en concordancia con el Art.34 de la misma, o que no colaboren para el cumplimiento de la Ley 108 con las autoridades a las que compete su aplicación, serán sancionadas de conformidad con los artículos 92 de la misma ley y del artículo 9 de la Ley Reformatoria publicada en el Segundo Suplemento de Registro Oficial No.173, del 15 de octubre de 1997.

Art.35.-  Se sancionará igualmente en la forma prevista en los artículos 92 y 93 de la Ley 108, a las contravenciones previstas por el Código Penal y que se originan en el incumplimiento de las obligaciones contempladas en los artículos 30, 31, 32, 33, 35 y 36 del título tercero: “Del uso indebido de sustancias sujetas a fiscalización y de la rehabilitación de las personas afectadas”, de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas.

Disposiciones Generales

Art.36.- Para la aplicación del presente Reglamento, se conformará una comisión integrada por delegados del CONSEP, Ministerio de Salud Pública y Ministerio de Bienestar Social, cuyo funcionamiento estará regulado por el Consejo Directivo del CONSEP.

Art.37.- Las áreas administrativas, técnicas y terapéuticas de los diferentes servicios de tratamiento y rehabilitación de farmacodependientes y usuarios indebidos, serán adecuadas según los requisitos que establezca el Ministerio de Salud Pública, en coordinación con el CONSEP.

Art.38.- Las áreas establecidas en las comunidades terapéuticas para el servicio de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de farmacodependientes y consumidores indebidos, no serán utilizadas para otros fines que los establecidos en este reglamento.

Art.39.- Los cambios de directores o representantes legales de los servicios a que se refiere este Reglamento, deberán ser comunicados a la Dirección Nacional de Tratamiento y Rehabilitación del CONSEP, a través de las respectivas jefaturas zonales y regionales, dentro del término de 8 días posteriores a lo ocurrido.

Art.40.- Las entidades u organismos que no hubieren sido previamente calificadas y autorizadas por la Secretaría Ejecutiva del CONSEP y el Ministerio de Salud Pública no podrán prestar servicios a farmacodependientes en el área de tratamiento y rehabilitación.   los profesionales que quieran independientemente prestar estos servicios, deberán registrarse previamente en las mismas dependencias.

Disposiciones Transitorias

1. Los servicios de tratamiento y rehabilitación privados, que se encuentran funcionando a la fecha de expedición de este Reglamento, deberán en el término de 30 días contados a partir de la expedición de este reglamento, obtener el permiso respectivo por parte del Ministerio de Salud Pública, para cuyo efecto presentarán la documentación requerida por este organismo, de conformidad con el artículo 35, inciso segundo de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas.

2. De la ejecución de este Reglamento, encárgase al Secretario Ejecutivo del CONSEP, a la Dirección Nacional de Salud Mental del Ministerio de Salud Pública y a la Subsecretaría de Bienestar Social.

Disposición Final

Art.41.- El presente Reglamento regirá a partir de su aprobación, por el Consejo Directivo del CONSEP, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

EL SALVADOR
LEY REGULADORA DE LAS ACTIVIDADES RELATIVAS A LAS DROGAS

Decreto Nº 728

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

OBJETO DE LA LEY

Art. 1.- El objeto de la presente ley es normar las actividades relativas a las drogas, que se relacionan con los aspectos siguientes:

b) La prescripción facultativa, posesión o tenencia, dispensación y consumo

DROGAS

Art. 2.- Para los efectos de esta ley se consideran drogas las sustancias especificadas como tales en los convenios internacionales ratificados por El Salvador, las que se mencionan el Código de Salud, Reglamento de Estupefacientes y demás leyes del país; y en general, las que indistintamente de su grado de pureza, actúan sobre el sistema nervioso central y tienen la capacidad de producir transformaciones, bien sea aumentando o disminuyendo su funcionamiento o modificando los estados de conciencia y que su uso indebido causa dependencia o sujeción física y psicológica.

También se consideran drogas las semillas, florescencias, plantas o partes de ellas y cualquier otra sustancia de donde puedan ser extraidas aquéllas.

Las bebidas alcohólicas, el tabaco serán reguladas por leyes especiales, no siéndoles aplicables las disposiciones de esta ley.

PROHIBICIONES Y AUTORIZACIONES

Art. 3.- Queda prohibida toda actividad relacionada con las plantas o sustancias de las siguientes categorías:

a) Narcóticos

b) Depresores

c) Estimulantes

d) Alucinógenos

e) Cannabis

f) Cualquier otra sustancia que sea considerada droga tan nociva que amerite ser prohibida por el Consejo Superior de Salud Pública;

Solo podrá autorizarse la importación, producción, fabricación, extracción, posesión y uso de las drogas a que se refiere el artículo anterior, en las cantidades que sean estrictamente necesarias para la investigación científica, la elaboración de medicamentos o para el tratamiento médico.

CAPITULO II

DE LOS ORGANISMOS ADMINISTRATIVOS EJECUTORES

ORGANISMOS

Art.- 6.- Los organismos administrativos estatales encargados de aplicar en lo pertinente la presente ley son: El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, el Consejo Superior de Salud Pública y la Comisión Antinarcotráfico, quien contará con una Unidad Ejecutiva Antinarcotráfico, que en el transcurso de esta ley se llamarán por su orden, el Ministerio, el Consejo, la Comisión y la Unidad Ejecutiva.

MINISTERIO DE SALUD PUBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL

Art. 7.- El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, con la colaboración de los demás organismos ejecutores de esta ley, será la institución estatal, directamente responsible de elaborar y hacer cumplir programas de prevención, tratamiento y rehabilitación de las personas afectas a drogas, y de controlar aquellos que estuvieren a cargo de otras insstituciones legalmente autorizadas.

CONSEJO SUPERIOR DE SALUD PUBLICA

Art. 8.- El Consejo tendrá las atribuciones prescritas en el Código de Salud, su Reglamento Interno, el Reglamento de Productos Farmacéuticos Oficiales, el Reglamento de Especialidades Farmacéuticas, el Reglamento de Estupefacientes y en las demás leyes y reglamentos relativos a la materia.

UNIDAD EJECUTIVA ANTINARCOTRAFICO

ATRIBUCIONES

Art. 10.- La Unidad Ejecutiva será Organo Auxiliar de la Administración de Justicia, colaborará en el ejercicio de las funciones que esta ley le otorga al Consejo y a la Comisión, y tendrá las obligaciones y facultades siguientes:

a) Organizar medios e control adecuados a su naturaleza, dirigidos a la prevención del tráfico ilícito, uso y consumo indebido de drogas;

m) Colaborar con el Consejo Superior de Salud Pública en el control de las farmacias, hospitales, clínicas, casas de salud y cualquier otro establecimiento de los señalados en el artículo 14 letra d) del Código de Salud;

AUTORIZACION DE CAMPAÑAS

Art. 14.- La Comisión Antinarcotráfico es el organismo competente para autorizar y coordinar las campañas publicitarias relativas a los efectos nocivos de las drogas, que se efectúen por cualquier medio de comunicación social.

LEYENDA OBLIGATORIA

Art. 17.- Todo empaque y envase de especialidad farmacéutica que contenga alguna droga, además de constar en la etiqueta la fórmula completa de su contenido deberá llevar en lugar y letras destacados, la leyenda siguiente: “Advertencia: Venta únicamente con receta médica y sometido bajo el control del Consejo Superior de Salud Pública”.

ALLANAMIENTO Y REGISTRO DE LOCALES

Art. 29.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 181 del Código Procesal Penal, cuando hubiere motivos suficientes para presumir que en un local o establecimiento se violan las prescripciones de esta ley, deberá procederse al allanamiento y registro por la autoridad judicial competente, de oficio o a petición del Consejo, de la Comisión o de la Unidad Ejecutiva.

OBLIGACIÓN DE ENCARGADOS DE ENTIDADES

Art. 31.- Los propietarios o encargados de entidades sociales, culturales, recreativas, deportivas o de cualquier otra naturaleza, deberán prevenir y evitar que en sus locales ocurran las actividades ilícitas contempladas en esta ley.

CAPITULO IV

De los Delitos

POSESION Y TENENCIA

Art. 37.- El que sin autorización legal posea o tenga semillas, hojas florescencias, plantas o parte de ellas, o drogas, a las que se refiere esta ley, en cantidades que a juicio prudencial del Juez sean presumiblemente comerciales, o que siendo autorizado no justifique su tenencia, será sancionado con prisión de tres a seis años. Si la tenencia es con el objeto de realizar cualquiera de las actividades señaladas en el artículo anterior, la sanción será de seis a diez años.

PROMOCION Y FOMENTO

Art. 38.- El que en alguna forma promueva el cultivo, el tráfico ilícito de semillas, hojas, florescencias, plantas o parte de ellas o drogas, o la fabricación, extracción, procesamiento o elaboración de éstas, o fomente su abuso indebidamente, será sancionado con prisión de seis a diez años.

FACILITACION DE LOCALES, INMUEBLES Y ESTABLECIMIENTOS

Art. 40.- El que a cualquier título facilite, proporcione, use o destine un inmueble, local o establecimiento para la fabricación, elaboración, extracción, almacenamiento, cultivo, venta, suministro o consumo de drogas, será sancionado con prisión de cinco a diez años, y el local o establecimiento será clausurado.

PRESCRIPCION O SUMINISTRO

Art. 41.-  El facultativo que prescriba o suministre drogas que necesiten receta especial para adquirirlas cuando no son indicadas por la terapéutica, o con infracción de leyes o reglamentos sobre la materia, será sancionado con prisión de tres a cinco años.

ALTERACION DE MEDICAMENTO

Art. 42.- El que empleare drogas en la fabricación de productos farmacéuticos, en dosis mayores que las autorizadas, será sancionado con prisión de tres a cinco años.

EXPENDIO ILICITO DE SUSTANCIAS MEDICINALES

Art. 43.- El que estando autorizado para el expendio de sustancias medicinales que contengan drogas, las expidiere en especie, calidad o cantidad distinta a la especificada en la receta médica, será sancionado con prisión de tres a cinco años.

Si el expendio se hiciere sin receta médica cuando el producto no pudiere obtenerse sin ese requisito, la pena será de cinco a diez años.

ADMINISTRACION DE DROGAS

Art. 44.- El que administrare sin fines terapéuticos o prescripción médica a otra persona, con el consentimiento de ésta, cualquier clase de drogas, será sancionado con prisión de tres a seis años.

Si a quien se administra la droga, no prestare su consentimiento, o prestándolo fuere menor de dieciocho años o inimputable, la pena será de seis a ocho años de prisión.

ALTERACION O FALSIFICACION DE RECETAS

Art. 45.- El que altere o falsifique, total o parcialmente, recetas médicas, y que de esta forma obtenga para sí o para otro, drogas o medicamentos que las contenga, será sancionado con pena de tres a seis años de prisión.

PROPAGANDA SOBRE USO DE DROGAS

Art. 49.- El que hiciere propaganda directa o indirecta, por cualquier medio, a favor de uso o consumo de drogas o para cualquier actividad sancionada por esta ley, será penado con prisión de tres a seis años.

EXHIBICION INTENCIONAL

Art. 50.- El que en lugar público o expuesto al público o en lugar privado con evidentes fines de exhibicionismo, realizare actos relacionados con el uso o consumo de las drogas, será sancionado con prisión de uno a tres años.

INSTIGACION, INDUCCION O AYUDA AL CONSUMO DE DROGAS

Art. 51.- El que instigare, indujere o ayudare a otro, por cualquier medio, al uso o consumo de drogas, será sancionado con prisión de dos a cuatro años. Si la persona que recibe la instigación, inducción o ayuda fuere menor de dieciocho años o inimputable, la pena será de cuatro a seis años.

OBTENCION ILICITA DE DROGAS

Art. 52.- El que mediante intimidación, violencia o engaño obtenga de una persona cuya profesión u oficio se relacione con la salud, cualquier droga o producto farmacéutico que lo contenga, será sancionado con cuatro a ocho años de prisión.

INTERMEDIACION EN LA DISTRIBUCION

Art. 54.- El que realizare cualquier acto de intermediación entre fabricantes o productores de drogas y los consumidores, será sancionado con prisión de cinco a diez años, si el hecho no constituyere un delito más grave tipificado en esta ley.

ACTIVIDADES ILICITAS EN CENTROS DE ENSEÑANZA

Art. 55.- El que perteneciendo al personal docente o administrativo y con funciones de dirección o vigilancia en un centro de enseñanza, de la naturaleza que fuere, permitiere, no denunciare o no avisare a cualquiera de los organismos encargados de aplicar esta ley, que tuviere conocimiento del tráfico y tenencia de drogas realizado en dicho centro, será sancionado con prisión de uno a cuatro años.

OMISION DE DENUNCIA O AVISO

Art. 57.- El propietario o encargado de las entidades a que se refiere el artículo 31, que teniendo conocimiento de actividades ilícitas sobre drogas en los locales bajo su dominio o encargo, las permitiere, no las denunciare o no avisare a cualquiera de los organismos encargados de aplicar esta ley, será sancionado con prisión de uno a tres años.

ACTOS PREPARATORIOS, PROPOSICION Y CONSPIRACION

Art. 60.- Son agravantes, en relación a los delitos comprendidos en esta ley, las siguientes:

a) Que el hecho afecte o pudierea afectar a menores hasta de dieciocho años, mujeres embarazadas, enfermos mentales o a personas que padecen disminución psíquica;

b) Que el autor haya facilitado el uso o consumo de drogas en establecimientos de enseñanza, centros de protección y de recreación de menores, unidades militares o centros de reclusión o penitenciarios o que el autor sea una de las personas a que se refiere el artículo 31 de la presente ley;

c) Que el autor sea encargado de la prevención o persecución de los delitos previstos en esta ley; y,

d) Que el autor se prevalga de su cargo público, utilice armas o ejerza profesión de las que se relacionan de un modo inmediato con la salud del pueblo.

En los casos anteriores, la pena podrá aumentarse hasta en una tercera parte del máximo de la pena señalada al delito cometido.

CAPITULO V

Clausura preventiva de inmuebles

Art. 65.- Cuando las circunstancias del caso lo haga necesario, el instructor de las diligencias seguidas por la Unidad Ejecutiva podrá ordenar la clausura preventiva, total o parcial, y por el tiempo y áreas estrictamente indispensables, de hoteles, pensiones, establecimientos donde se expendan o consuman bebidas alcohólicas, restaurantes, clubes, centros nocturnos de diversión, salas de espectáculos, y en general, de todo lugar donde tenga conocimiento que se ha cometido cualquier delito tipificado en esta ley. Si se ordenare la clausura, el juez que conozca del proceso decidirá sobre su procedencia con base a las justificaciones presentadas por la parte interesada o su representante legal.

LEY PARA EL CONTROL DE LA COMERCIALIZACION DE LAS SUSTANCIAS Y PRODUCTOS DE USO INDUSTRIAL O ARTESANAL QUE CONTENGAN SOLVENTES LIQUIDOS E INHALABLES
(Decreto #408)

Objeto de la Ley

Art. 1.  La presente Ley tiene como objeto regular:

1. La fabricación, almacenamiento,  distribución y venta de productos de uso industrial o artesanal que en su formulación contengan solventes e inhalantes que puedan causar drogo-dependencia física y sicológica; y

2. La prevención. Persecución y sanción de los hechos que se consideren como delitos o infracciones.

Solventes e Inhalantes

Art. 2. Se consideran solventes o inhalantes todas las sustancias o productos químicos que indistintamente de su grado de pureza, actúan sobre el sistema nervioso central y demás sistemas orgánicos del cuerpo humano capaces de producir transformaciones, sean éstas, aumentando o disminuyendo su funcionamiento o modificando los estados de conciencia y su uso indebido cause dependencia o sujeción física y sicológica.

Art. 3.  Las substancias y productos objeto de esta Ley son:

1. Acetona

2. Benceno

3. Cemento de contacto

4. Cloroformo

5. Eter

6. Hexano

7. Queroseno

8. Tolueno

9. Cualquier otra substancia o producto de uso industrial o artesanal que sea nociva y que amerite ser normada por esta Ley y clasificada en esta categoría por el Consejo Superior de Salud Pública.

Organismos Administrativos

Art. 4.   Los Organismo Administrativos encargados de aplicar esta Ley en lo pertinente son, el Consejo Superior de Salud Pública, el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, la Fiscalía General de la República, la Policía Nacional Civil pro medio de la Unidad de Químicos de la División Antinarcotráfico y la Comisión Salvadoreña Antidrogas, quienes en el transcurso de esta Ley se denominarán por su orden: el Consejo, el Ministerio, la Fiscalía, la DAN y la Comisión.

Art. 5.  El Consejo tendrá las atribuciones señaladas en el Código de Salud, en su Reglamento Interno, en el Reglamento de Estupefacientes, Psicotrópicos, Precursores, Substancias y Productos Químicos y Agregados y en las demás Leyes y Reglamentos que lo refieran.

Art. 6.  El Ministerio con la colaboración de los demás organismos ejecutores de esta Ley, será la Institución estatal directamente responsable de apoyar y velar por que se cumplan los programas de prevención, tratamiento y rehabilitación de los niños, niñas, jóvenes y adultos, afectados por la drogo-dependencia.

Art. 7.  La Fiscalía intervendrá en la investigación de los delitos tipificados en esta Ley, de acuerdo a lo establecido en el Código Procesal Penal.

De control

Art. 8.   La Dirección General de Salud del Ministerio tendrá un Departamento de Prevención de la Drogadicción en niños y niñas, que en el transcurso de esta Ley se denominará Departamento de Prevención y Rehabilitación de niños y niñas adictos o en riesgo de la drogo-dependencia, el cual tendrá las siguientes funciones:

1. Velar porque no se expendan o vendan substancias o productos sujetos de esta Ley a menores de dieciocho años de edad;

2. Cooperar con los organismos administrativos en el control de la distribución y venta de solventes e inhalantes para que éstos no sean adquiridos por menores de dieciocho años de edad;

3. Comunicar inmediatamente a los organismos competentes cualquier infracción a esta Ley o demás Leyes y Reglamentos de la materia cuando tengan conocimiento de ella;

4. Cooperar con la Comisión y apoyar los programas, proyectos o medida que tengan como fi prevenir o combatir las causas y efectos de la drogadicción en niños y niñas, así como los que desarrollen otras instituciones u organizaciones, sean éstas públicas o privadas; y

5. Las demás atribuciones que les señale la presente Ley, su Reglamento y las demás Leyes de la materia.

Art. 9.  Los propietarios de las empresas o establecimientos que se dediquen a la fabricación, almacenamiento, distribución y venta de las substancias y productos señalados en el Art. 3 de esta Ley, estarán obligado a permitir que funcionarios o delegados del Consejo, del Departamento de Prevención y de la DAN debidamente autorizados por sus instituciones, practiquen las inspecciones pertinentes con el fin de cumplir con el objeto de esta ley.

Art. 10.  Si los delegados, en las inspecciones a las empresas o establecimientos comerciales detectaren irregularidades o anomalías, deberán informar inmediatamente al Consejo y al la Fiscalía, debiendo éstos tomar las providencias del caso; no obstante lo anterior, si las irregularidades o anomalías detectadas constituyen delito, se deberán iniciar las respectivas diligencias y proceder a los decomisos pertinentes.

Art. 11.  En los empaques primarios o envases en que se comercialicen las substancias o productos mencionados en el Art. 3 de esta Ley, se deberán detallar los mismos; así también deberán tener en un lugar destacado una leyenda que diga: “Constituye delito la venta o suministro de este producto a menores de dieciocho años de edad.”

Prohibiciones

Art. 12.  En el caso de la venta de productos que contengan las substancias descritas en el artículo 3 de esta Ley, se exigirá a los compradores la presentación de un carnet que garantice la naturaleza de su ocupación, el cual será extendido por la Alcaldía Municipal de su domicilio.

Art. 13.   Se prohibe la venta, suministro o facilitación de las substancias y productos mencionados en el Art. 3 de esta Ley a menores  de dieciocho años de edad.  Su contravención será considerada como inducción o ayuda al consumo de drogas y hará incurrir al infractor en delito, aplicándose lo establecido en el artículo 51 de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas.

Se prohiben las labores a menores de dieciséis años en los centros de trabajo donde se utilicen materias primas o productos terminados que contengan las substancias o productos señalados e el artículo 3 de esta Ley.

Sanciones

Art. 14.   Si una empresa o establecimiento comercial infringiere lo establecido en esta Ley, y si dicha infracción no constituye delito, será sancionado según lo establecen los literales c) o d) del artículo 287 del Código de Salud, según el caso, dependiendo de la gravedad de la infracción y de la capacidad económica del infractor.

Disposiciones finales

Art. 15.  En los centros de trabajo donde se requiere la utilización de materias primas y/o productos terminados que contengan las substancias o productos señalados en el Art.3 de esta Ley; o en aquellos establecimientos donde se fabriquen, manipulen o distribuyan éstos, sin perjuicio de las disposiciones de seguridad e higiene laboral que de adeudo al Código de Trabajo deban adoptarse, y de lo establecido en las demás leyes y Reglamentos de la materia, se deberán guardar también las siguientes medidas de seguridad:

1. Distribución de mascarillas orgánicas para respiración entre el personal que ejerza contacto o manipulación de las mencionadas substancias;

2. Las áreas de trabajo en las que se utilizan los materiales o substancias reguladas por esta ley deberán estar adecuadamente ventiladas; y

3. Cualquier otra medida preventiva que sustente técnicamente el Departamento Preventivo.

Art.16.  Los profesionales de la salud, así como toda persona que conozca de casos de niños, niñas y menores de dieciocho años de edad, con intoxicación, por inhalación  o de adicción a substancias químicas de uso industrial o artesanal, o que se encuentren en riesgo de drogadicción, deberán dar aviso inmediatamente al Departamento Contra la Drogadicción en niños y niñas o al Instituto Salvadoreño de Protección al Menor, para que éstas dependencias incorporen al niño, niña o adolescente a programas educativos, de capacitación y desintoxicación, con la participación de la familia y la comunidad.

Art. 17.  El Departamento Preventivo en coordinación con el Instituto Salvadoreño de Protección al Menor, y con cualquier otra Institución relacionada con la protección de la niñez, dispondrán de las medidas hospitalarias, psicológicas y de readaptación social que sean necesarias para la rehabilitación de los niños y niñas adictos o en riesgo de drogadicción.

Art. 18.  Las empresas productoras de cemento de contacto tendrán un período de tres años, contados a partir de la vigencia de esta ley, para cambiar y reconvertir tecnológicamente la fórmula y producir cementos de contacto que no contengan las substancias a que se refiere la presente Ley.
GUATEMALA

DECRETO NUMERO 48-92

LEY CONTRA LA NARCOACTIVIDAD

ARTICULO 1. Interés público. En protección de la salud, se declara de interés público la adopción por parte del Estado de las medidas necesarias para prevenir, controlar, investigar, evitar y sancionar toda actividad relacionada con la producción, fabricación, uso, tenencia, tráfico y comercialización de los estupefacientes, psicotrópicos y las demás drogas o fármacos susceptibles de producir alteraciones o transformaciones del sistema nervioso central y cuyo uso es capaz de provocar dependencia física o psíquica, incluidos en los convenios y tratados internacionales al respecto, ratificados por Guatemala yen cualquier otro instrumento jurídico internacional que sobre esta materia se apruebe. 

ARTICULO 2. Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entiende por: 

Drogas: Toda sustancia o agente farmacológico que, introducido en el organismo de una persona viva, modifica sus funciones fisiológicas y transforma los estados de conciencia. 

También se consideran drogas las semillas, florescencias, plantas o parte de ellas y cualquier otra sustancia de donde puedan ser extraídas aquellas. 

A las bebidas alcohólicas y el tabaco, no les son aplicables las disposiciones de esta ley. 

Estupefacientes y sustancias psicotrópicas: Cualquier droga, natural o sintética, así considerada en tratados o convenios internacionales de observancia obligatoria en la República de Guatemala, el Código de Salud y demás disposiciones que se emitan para determinar las drogas de uso prohibido a que se refiere la presente ley. 

Adicción: Dependencia física o psíquica, entendida la primera como sujeción que obliga a la persona a consumir drogas, y que al suspender su administración, provoca perturbaciones físicas y/o corporales, y la segunda como el impulso que exige la administración periódica y continua de drogas para suprimir un malestar psíquico. 

Tráfico Ilícito: Cualquier acto de producción, fabricación, extracción, preparación, oferta, distribución, depósito, almacenamiento, transporte, venta, suministro, tránsito, posesión, adquisición o tenencia de cualquier droga estupefaciente o sustancia psicotrópica, sin autorización legal. 

Consumo: Uso ocasional, periódico, habitual o permanente de la sustancia a que se refiere la presente ley.

Precursores: Es la materia prima o cualquier otra sustancia no elaborada, semielaborada o elaborada, que sirve para la preparación de estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

Instrumentos y objetos del delito: Los instrumentos son las herramientas utilizadas para la comisión de los delitos que establece la presente ley. Los objetos del delito son las drogas, estupefacientes, psicotrópicos y precursores que provengan de los delitos a que se refiere esta ley. 

Comisión: Comisión Nacional Contra las Adicciones y el Tráfico ilícito de Drogas. 

ARTICULO 3. “Uso legal. Solamente podrá autorizarse la importación, producción, fabricación, extracción, posesión y uso de las drogas, en las cantidades estrictamente necesarias, exclusivamente por personas legalmente facultadas y bajo su estricta responsabilidad, para el tratamiento médico, los análisis toxicológicos y farmacológicos, la investigación científica y la elaboración de medicamentos. 

En los centros de comercialización para particulares, su venta requerirá receta medica. 

(...)

(Modificado así por el Artículo 1 del Decreto32-99 de agosto 31 de 1999
 )

ARTICULO 4. Autorización y control. Los establecimientos que se dediquen legalmente al comercio, expendio, industrialización, fabricación, análisis, refinación, transformación, extracción, dilución, envasado, preparación, producción, importación, exportación, suministro o almacenamiento de disolventes o sustancias que puedan ser utilizadas como precursoras en el procesamiento de estupefacientes y psicotrópicos, susceptibles de causar dependencia, deberán contar con autorización del Ministerio de Salud Pública y someterse a los controles y fiscalización que éste realice. 

ARTICULO 5. Rehabilitación y readaptación social. Es deber del Estado procurar los recursos económicos necesarios a fin de asegurar el tratamiento de rehabilitación de los adictos y promover su readaptación social. 

ARTICULO 6. Cooperación nacional. Las personas jurídicas colectivas de carácter social, informativo, cultural, recreativo, deportivo, religioso y de cualquier otra naturaleza, colaborarán con los programas contra el uso de drogas. Toda persona colaborará con la prevención de los delitos a que se refiere esta ley y el consumo ilícito de drogas. 

ARTICULO 7. Cooperación internacional. Es deber del Estado, por medio de sus órganos competentes, propiciar la cooperación internacional, técnica y económica, para fortalecer, así como coordinar estrategias entre estados y programas de investigación, prevención, sanción y rehabilitación en materia de drogas, estupefacientes y psicotrópicas, así como concertar tratados, convenios y acuerdos para mejorar la eficacia de esta cooperación y coordinación. 

CAPITULO V

MEDIDAS DE SEGURIDAD

ARTICULO 25. Clases. Los tribunales competentes al conocer de los delitos a que se refiere esta ley, podrán imponer las siguientes medidas de seguridad: 

a) Internamiento especial. Que consistirá en el internamiento del inimputable en un lugar adecuado para cuidar de su persona y procurar su curación. Cuando el juez lo considera aconsejable, podrá establecer el tratamiento ambulatorio, fijándose las obligaciones terapéuticas del sometido a la medida, bajo control del tribunal. 

b) Régimen de Trabajo. Podrá ordenarse que los delincuentes reincidentes y habituales, así como las personas peligrosas, sean sometidas a un régimen especial de trabajo en una de las granjas agrícolas penitenciarias del país. 

c) Prohibiciones especiales. Podrán ordenarse la prohibición de residir en determinado lugar o de concurrir lugares específicos.

CAPITULO VII

DE LOS DELITOS Y SUS PENAS

ARTICULO 39. Posesión para el consumo. Quien para su propio consumo adquiera o posea cualquiera de las drogas a que se refiere esta ley, será sancionado con prisión de cuatro meses a dos años y multa de Q 200.00 a Q 10.000.00. Se entiende que es para su propio consumo, cuando la droga incautada no exceda de la cantidad razonable para el consumo inmediato, siempre que de las demás circunstancias del hecho, surja la convicción de que la droga es para uso personal. 

ARTICULO 40. Promoción y fomento. El que en alguna forma promueva el cultivo, el tráfico ilícito, de semillas, hojas florescencias, plantas o drogas, o la fabricación, extracción, procesamiento o elaboración de éstas, o fomente su uso indebido, será sancionado con prisión de seis a diez años y multa de Q 10.000.00 a Q 100.000.00. 

ARTICULO 41. Facilitación de medios. El que poseyere, fabricare, transportare o distribuyere equipo, materiales o sustancias, a sabiendas de que van a ser utilizadas en cualquiera de las actividades a que se refieren los artículos anteriores, será sancionado con prisión de cinco a diez años y multa de Q 10.000.00 a Q 100.000.00. 

Igual se impondrá, al que por cualquier título facilite, proporcione, use o destine un inmueble local o establecimiento para la fabricación, elaboración, extracción, almacenamiento, cultivo, venta, suministro o consumo de drogas. Si se trata de un establecimiento comercial, será clausurado. 

ARTICULO 42. Alteración. El que alterare o falsificare, total o parcialmente, recetas médicas y que de esta forma obtenga para sí o para otro, drogas o medicamentos que las contenga, será sancionado con pena de cuatro meses a dos años y multa de Q 200.00 a Q 10.000.00. Igual pena se aplicará a quien sin fines terapéuticos o prescripción médica a otra persona, con el consentimiento de ésta, aplique cualquier tipo de drogas. Si a quien se administrare no prestare su consentimiento o fuere menor de dieciocho años, la pena será de tres a seis años de prisión y multa de Q 5.000.00 a Q 100.000.00.

ARTICULO 43. Expendio Ilícito. El que estando autorizado para el expendio de sustancias medicinales que contengan drogas, las expidiere en especie, calidad o cantidad distinta a la especificada en la receta médica o sin receta médica, será sancionado con prisión de tres a cinco años de prisión y multa de Q 2000.00 a Q 10.000.00. 

ARTICULO 44. Receta o suministro. El facultativo que recete o suministre drogas que necesiten receta para ser adquiridas cuando no son indicadas por la terapéutica con infracción de las leyes o reglamentos sobre la materia, será sancionado con prisión de tres a cinco años de prisión, multa de Q 200.00 a Q 10.000.00 e inhabilitación para ejercer su profesión, pena accesoria ésta última que no podrá exceder el tiempo que dure la pena privativa de libertad.

ARTICULO 49. Promoción o estímulo a la drogadicción. Quien estimule, promueva o induzca por cualquier medio el consumo no autorizado de drogas, sustancias estupefacientes, psicotrópicas e inhalables, será sancionado con prisión de dos a cinco aos y multa de Q 5.000.00 a Q 100.000.00. 

HONDURAS
DECRETO NUMERO 136 89

LEY DEL INSTITUTO HONDUREÑO PARA LA

PREVENCION DEL ALCOHOLISMO,

DROGADICCION Y FARMACODEPENDENCIA

( IHADFA)

ARTICULO 1.- El Instituto Hondureño para la Prevención del Alcoholismo, Drogadicción y Farmacodependencia, creado constitucionalmente, se establece como una institución autónoma de servicio público de orden social, sin fines de lucro, de duración indefinida, con Personalidad Jurídica y patrimonio propio, que se regirá por la presente Ley y sus Reglamentos y, en lo no previsto, por las demás leyes que le fueren aplicables.

Se identificará con las siglas "IHADFA", o simplemente como "El Instituto".

ARTÍCULO 2. - El IHADFA tiene su domicilio en la capital de la República, pudiendo crear o autorizar órganos regionales y locales, pare el eficaz cumplimiento de sus fines en todo el territorio nacional. El ejercicio económico de sus operaciones coincidirá con el periodo fiscal del sector público.

ARTÍCULO 3. - Son objetivos del Instituto, la investigación, la prevención y el tratamiento de las enfermedades de alcoholismo drogadicción y farmacodependencia, y la rehabilitación de los afectados; para el logro de tales fines tendrá las siguientes atribuciones:

a) Emitir los reglamentos que sean necesarios en ejercicio de su independencia funcional y administrativa, de acuerdo con la presente Ley;

b) Coordinar los programas gubernamentales y privados en relación a sus fines;

c) Emitir Reglamentos Especiales que regulen y controlen la publicidad de bebidas alcohólicas, productos del tabaco, dro​gas y fármacos que generan dependencia;

ch) Coordinar con las Secretarias de Salud Pública y Educación Pública, la Universidad Nacional autónoma de Honduras grupos u organismos privados afines, los programas educativos para la investigación y prevención del alcoholismo, drogadicción y farmacodependencia;

d) Regular y coordinar con otras instituciones del Estado, las medidas de control en las oficinas públicas centros educativos y de trabajo, sobre el consumo de bebidas alcohólicas productos del tabaco, drogas y fármacos que generan dependencia;

e) Revisar y proponer las normas de policía y tránsito que deben observarse para la investigación seguridad y control en relación con las materias de su competencia;

f) Dictaminar, previo a la autorización de otros organismos del sobre la apertura y funcionamiento de toda clase de establecimientos donde se produzcan, distribuyan y expendan bebidas alcohólicas, estupefacientes, sicotrópicos y cualesquiera otras sustancias que puedan producir dependencia o hábito; llevar un registro y ejercer control sobre los mismos de acuerdo con las disposiciones de esta Ley y sus Reglamentos;

g) Denunciar ante las autoridades correspondientes, los delitos y violaciones a las leyes, en relación al cumplimiento de los fines del Instituto, y ejercer las acciones legales e imponer a los infractores, las medidas correctivas y las sanciones previstas en esta Ley y sus Reglamentos;

h) Realizar el tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas por el alcoholismo, drogadicción y farmacodependencia, en los centros disponibles del Ministerio de Salud Pública u otras instituciones del Estado, o en aquellos que establezca el IHADFA bajo su exclusiva dependencia y responsabilidad;

i) Suscribir convenios con organismos nacionales e internacio​nales, para el logro de los objetivos del IHADFA; y,

j) Las demás que estén en relación con los objetivos del Instituto.

 ARTÍCULO 4.Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto será apoyado por todos los organismos y entidades de la administración Pública; en especial, por aquellas que integran su Junta Directiva. En el área de salud tendrá la ayuda material, profesional y técnica de la Secretaria de Salud Pública, por medio de la cual se vinculará con el Poder Ejecutivo.

Para su administración, dirección y ejecución, estaría integrado por los siguientes órganos: 

a) Junta Directiva; y,

b) Dirección General.

PATRIMONIO

ARTÍCULO 20.- El patrimonio del Instituto estará formado por:

a) La aportación anual que se le asigne en el Presupuesto General del Estado, a través de la Secretaría de Salud Pública que no será, inferior a Un Millón de Lempiras (L.1,000,000.00);

b) La aportación anual del Patronato Nacional de la Infancia (PANI), no inferior a Doscientos Mil Lempiras (L. 200,000.00);

c) Los ingresos que perciba por los servicios que preste mediante sus dependencias.

ch) Las aportaciones que le hagan otros organismos gubernamentales o privados, nacionales o del exterior.

d)
 Las donaciones, legados, herencias y bienes, sus productos y ventas que le transfiera el Estado y personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras, por cualquier título traslaticio de dominio, y;

e) La aportación anual de Diez MIL LEMPIRAS como mínimo, que le harán al IHADFA todas las instituciones autónomas del Estado, cantidad que será incluida en el Presupuesto respectivo de cada Institución, el que no será aprobado sin tal consignación.

El Reglamento de esta Ley dispondrá el mecanismo para su efectiva transferencia.

Se exceptúa de esta disposición al Patronato Nacional de la Infancia (PANI), por tener señalada una aportación mayor en el literal b) de este Artículo.

ARTÍCULO 21.- Las herencias, legados y donaciones que se hagan, al Instituto estarán exentos del pago de impuestos. Los donantes podrán deducir de su renta neta, para determinar el Impuesto sobre la Renta como créditos a su favor, hasta la cantidad de Cinco Mil Lempiras.

El IHADFA en sus actos y contratos, estará exento de toda clase de impuestos y tasas fiscales o municipales, inclusive papel sellado y timbres, y gozará de franquicia telegráfica postal.

 DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 22.- El Instituto es el organismo del Estado, que tiene a su cargo la investigación, prevención, tratamiento y rehabilitación en lo referente a las enfermedades del alcoholismo, tabaquismo, drogadicción y farmacodependencia, debien​do para tal efecto formular los programas gubernamentales y coordinar todas las actividades y programas del sector privado en este campo, de acuerdo a las políticas que encomiende la Junta Directiva.

ARTÍCULO 23.- El Instituto señalará las prioridades para la creación y ubicación de los centros gubernamentales necesarios pare el cumplimiento de sus fines.

ARTÍCULO 24.- La Secretaría de Estado en el Despacho de Educación Pública, y la Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH) incorporarán en sus programas de educación primaria, secundaria, técnica, vocacional y superior aque​llos contenidos y actividades que tiendan a la prevención de uso y abuso de bebidas alcohólicas y los derivados del tabaco, así como sobre las drogas y fármacos que causen adicción o dependencia.

El instituto colaborará con la Secretaría de Educación Pública, Universidad Nacional Autónoma de Honduras y demás organismos que impartan educación en la elaboración de objetivos de esta materia.

ARTÍCULO 25.- La divulgación de promociones preventivas mediante la difusión de programas escritos, radiales y televi​sivos y de publicación y exhibición en cine, serán incluidos en las publicaciones y programación de los medios de comunicación existentes en el país, en forma gratuita.

Para tal efecto el Instituto dispondrá a su conveniencia de un treinta por ciento de los espacios publicitarios que los periódicos, la radio, la televisión y el cine usen en la promoción de bebidas alcohólicas, fermentadas o destiladas y cigarrillos de todo tipo.

ARTÍCULO 26.- La difusión de programas de radio, televisión, publicación y exhibición en cine, de todo tipo de publicidad relativa a la ingestión de bebidas alcohólicas y sustancias de las mencionadas en los Artículos anteriores, deberán sujetarse a las disposiciones establecidas en esta Ley y sus reglamentos.

ARTÍCULO 27.- Se proscribe toda publicidad o propaganda, por cualquier medio de comunicación publica, que induzca al joven adolescente al uso de bebidas alcohólicas o de los pro​ductos derivados del tabaco que vincule al uso de los mismos con el deporte, o que ofenda la dignidad de la mujer.

ARTÍCULO 28.- Se considera el tabaco como una sustancia que no solo daña la salud de quien lo use, sino que además afecta el ambiente sano a que tiene derecho toda persona. En consecuencia, el Instituto también regulará en el reglamento de esta Ley, las restricciones del uso en lugares públicos, de los productos derivados del tabaco.

ARTÍCULO 29. - Es deber de toda clase de establecimientos comerciales, fabricantes, distribuidores y expendedores de aguardiente y de otras bebidas embriagantes al por mayor o al detalle; así como de farmacias, droguerías, laboratorios y otros de carácter privado que fabriquen, distribuyan o comercialicen productos relacionados con estupefacientes, sicotrópicos y cualesquiera otras sustancias que puedan producir dependencia o hábito, estén debidamente registrados en el IHADFA, sin perjuicio de las obligaciones que les imponen otras leyes.

ARTÍCULO 30.- El IHADFA impondrá multas a las personas naturales o jurídicas por las infracciones que cometan con​tra esta Ley o sus reglamentos, por única vez o en casos de reincidencia, de cantidades que oscilarán entre L. 20.00 y L. 50,000.00, las que deberán ingresar a la Tesorería General de la República, sin perjuicio de aplicar la medida correctiva o ejercer la acción penal correspondiente, o la de optar por la denuncia en casos concretos ante las autoridades de policía y de narcóticos.

ARTÍCULO 31.- Las autoridades de Seguridad Pública están obligadas a recibir una amplia educación sobre la investigación, prevención, tratamiento y rehabilitación del alcoholismo, drogadicción y farmacodependencia, así como de los problemas sociales derivados del uso y abuso de los mismos. Estas autoridades deberán prestar toda la colaboración que sea necesaria para lograr los fines de "El Instituto".

ARTÍCULO 32.- El IHADFA incluirá en sus programas, de manera especial, medidas y acciones para proteger a la niñez y a los adolescentes que circulan o deambulan por las principales ciudades del país, iniciándose en el consumo de alcohol, tabaco y drogas; tales como aquellos que ingieran bebidas embriagantes, fuman cigarrillos o inhalan sustancias tóxicas como el resistol en las calles, lugares y centros públicos; acciones que ejecutará en colaboración con la Junta Nacional de Bienes​tar Social, Patronato Nacional de la Infancia, Ministerio de Salud Pública, entidades benéficas, Juzgados de Menores, me​dios de publicidad y autoridades civiles y militares.

ARTÍCULO 33.- El Director y subdirector General y el Jefe Administrativo del Instituto antes de tomar posesión de sus cargos deberán rendir la caución correspondiente de conformi​dad con lo establecido en las leyes aplicables y el reglamento de esta ley.

ARTÍCULO 34.- El Reglamento de esta Ley deberá ser elaborado dentro de los tres meses siguientes a partir de la vigencia.

MEXICO
LEY GENERAL DE SALUD

CAPÍTULO VII  -  SALUD MENTAL

Artículo 72.- La prevención de las enfermedades mentales tiene carácter prioritario. Se basará en el conocimiento de los factores que afectan la salud mental, las causas de las alteraciones de la conducta, los métodos de prevención y control de las enfermedades mentales, así como otros aspectos relacionados con la salud mental.

Artículo 73.- Para la promoción de la salud mental, la secretaria de salud, las instituciones de salud y los gobiernos de las entidades federativas, en coordinación con las autoridades competentes en cada materia, fomentarán y apoyarán:

I. El desarrollo de actividades educativas, socioculturales y recreativas que contribuyan a la salud mental, preferentemente de la infancia y de la juventud;

II. La difusión de las orientaciones para la promoción de la salud mental;

III. La realización de programas para la prevención del uso de substancias psicotrópicas, estupefacientes, inhalantes y otras substancias que puedan causar alteraciones mentales o dependencia, y

IV. Las demás acciones que directa o indirectamente contribuyan al fomento de la salud mental de la población.

Artículo 74.- La atención de las enfermedades mentales comprende:

I. La atención de personas con padecimientos mentales, la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales crónicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas, y

II. La organización, operación y supervisión de instituciones dedicadas al estudio, tratamiento y rehabilitación de enfermos mentales.

Artículo 75.- El internamiento de personas con padecimientos mentales en establecimientos destinados a tal efecto, se ajustara a principios éticos y sociales, además de los requisitos científicos y legales que determine la Secretaria de Salud y establezcan las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 76.- La Secretaría de Salud establecerá las normas técnicas para que se preste atención a los enfermos mentales que se encuentran en reclusorios o en otras instituciones no especializadas en salud mental.

A estos efectos, se establecerá la coordinación necesaria entre las autoridades sanitarias, judiciales, administrativas y otras, según corresponda.

Artículo 77.- Los padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad de menores, los responsables de su guarda, las autoridades educativas y cualquier persona que este en contacto con los mismos, procuraran la atención inmediata de los menores que presenten alteraciones de conducta que permitan suponer la existencia de enfermedades mentales.

A tal efecto, podrán obtener orientación y asesoramiento en las instituciones públicas dedicadas a la atención de enfermos mentales.

 PROGRAMAS CONTRA LAS ADICCIONES

 CAPÍTULO I – CONSEJO NACIONAL CONTRA LAS ADICCIONES

Artículo 184 bis.- Se crea el Consejo Nacional contra las Adiciones, que tendrá por objeto promover y apoyar las acciones de los sectores publico, social y privado tendientes a la prevención y combate de los problemas de salud pública causados por las adicciones que regula el presente título, así como proponer y evaluar los programas a que se refieren los artículos 185, 188 y 191 de esta ley. Dicho Consejo estará integrado por el Secretario de Salud, quien lo presidirá, por los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública federal cuyas atribuciones tengan relación con el objeto del Consejo y por representantes de organizaciones sociales y privadas relacionadas con la salud. El Secretario de Salud podrá invitar, cuando lo estime conveniente, a los titulares de los gobiernos de las entidades federativas a asistir a las sesiones del consejo.

La organización y funcionamiento del Consejo se regirán por las disposiciones que expida el ejecutivo federal.

 CAPÍTULO I – PROGRAMA CONTRA EL ALCOHOLISMO Y EL ABUSO DE BEBIDAS ALCOHOLICAS

Artículo 185.- La Secretaria de Salud, los gobiernos de las entidades federativas y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra el alcoholismo y el abuso de bebidas alcohólicas que comprenderá, entre otras, las siguientes acciones:

I. La prevención y el tratamiento del alcoholismo y, en su caso, la rehabilitación de los alcohólicos;

II. La educación sobre los efectos del alcohol en la salud y en las relaciones sociales, dirigida especialmente a niños, adolescentes, obreros y campesinos, a través de métodos individuales, sociales o de comunicación masiva, y

III. El fomento de actividades cívicas, deportivas y culturales que coadyuven en la lucha contra el alcoholismo, especialmente en zonas rurales y en los grupos de población considerados de alto riesgo.

Artículo 186.- Para obtener la información que oriente las acciones contra el alcoholismo y el abuso de bebidas alcohólicas, se realizarán actividades de investigación en los siguientes aspectos:

I. Causas del alcoholismo y acciones para controlarlas.

II. Efectos de la publicidad en la incidencia del alcoholismo y en los problemas relacionados con el consumo de bebidas alcohólicas;

III. Hábitos de consumo de alcohol en los diferentes grupos de población y

IV. Efectos del abuso de bebidas alcohólicas en los ámbitos familiar social, deportivo, de los espectáculos, laboral y educativo.

Artículo 187.- En el marco del sistema nacional de salud, la Secretaría de Salud coordinará las acciones que se desarrollen contra el alcoholismo y el abuso de bebidas alcohólicas. La coordinación en la adopción de medidas, en los ámbitos federal y local, se llevará a cabo a través de los acuerdos de coordinación que celebre la Secretaría de Salud con los gobiernos de las entidades federativas.

Para este efecto, se crea el Consejo Nacional Antialcohólico, que tendrá por objeto promover y apoyar las acciones de los sectores público, social y privado tendientes a la prevención y combate de los problemas de salud pública causados por el alcoholismo y el abuso de bebidas alcohólicas, así como la evaluación del programa al que se refiere el artículo 185 de esta ley. Dicho Consejo estará integrado por el Secretario de Salud quien lo coordinará, por los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública federal cuyas atribuciones tengan relación con el objeto mencionado, y por representantes de organizaciones sociales y privadas relacionadas con la salud. El Secretario de Salud podrá invitar cuando lo estime conveniente, a los titulares de los gobiernos de las entidades federativas a asistir a las sesiones del Consejo.

La organización y funcionamiento del Consejo se regirá por su reglamento interior.

CAPÍTULO II – PROGRAMA CONTRA EL TABAQUISMO

Artículo 188.- La Secretaría de Salud, los gobiernos de las entidades federativas y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra el tabaquismo, que comprenderá, entre otras, las siguientes acciones:

I. La prevención y el tratamiento de padecimientos originados por el tabaquismo, y

II. La educación sobre los efectos del tabaquismo en la salud, dirigida especialmente a la familia, niños y adolescentes, a través de métodos individuales, colectivos o de comunicación masiva, incluyendo la orientación a la población para que se abstenga de fumar en lugares públicos.

Artículo 189.- Para poner en práctica las acciones contra el tabaquismo, se tendrán en cuenta los siguientes aspectos:

I. La investigación de las causas del tabaquismo y de las acciones para controlarlas, y

II. La educación a la familia para prevenir el consumo de tabaco por parte de niños y adolescentes.

Artículo 190.- En el marco del sistema nacional de salud, la Secretaría de Salud coordinará las acciones que se desarrollen contra el tabaquismo, promoverá y organizará servicios de orientación y atención a fumadores que deseen abandonar el hábito y desarrollará acciones permanentes para disuadir y evitar el consumo de tabaco por parte de niños y adolescentes.

La coordinación en la adopción de medidas en los ámbitos federal y local se llevará a cabo a través de los acuerdos de coordinación que celebre la Secretaría de Salud con los gobiernos de las entidades federativas.

 CAPÍTULO III  -  PROGRAMA CONTRA LA FARMACODEPENDENCIA

Artículo 191.- La Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra la farmacodependencia, a través de las siguientes acciones:

I. La prevención y el tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes;

II. La educación sobre los efectos del uso de estupefacientes, substancias psicotrópicas y otras susceptibles de producir dependencia, así como sus consecuencias en las relaciones sociales y;

III. La educación e instrucción a la familia y a la comunidad sobre la forma de reconocer los síntomas de la farmacodependencia y adoptar las medidas oportunas para su prevención y tratamiento.

Artículo 192.- La Secretaría de Salud elaborará un programa nacional contra la farmacodependencia, y lo ejecutará en coordinación con dependencias y entidades del sector salud y con los gobiernos de las entidades federativas.

Artículo 193.- Los profesionales de la salud, al prescribir medicamentos que contengan substancias que puedan producir dependencia, se atendrán a lo previsto en los capítulos V y VI del título décimo segundo de esta ley, en lo relativo a prescripción de estupefacientes y substancias psicotrópicas.

CODIGO PENAL FEDERAL

TITULO SEGUNDO

CAPITULO I

Penas y medidas de seguridad

Artículo 24

Las penas y medidas de seguridad son:

1.- Prisión.

2.- Tratamiento en libertad, semilibertad y trabajo a favor de la comunidad.

3.- Internamiento o tratamiento en libertad de inimputables y de quienes tengan el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos.

17.- Medidas tutelares para menores.

CAPITULO V

Tratamiento de inimputables y de quienes tengan el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos, en internamiento o en libertad

Artículo 67

En el caso de los inimputables, el juzgador dispondrá la medida de tratamiento aplicable en internamiento o en libertad, previo el procedimiento correspondiente.

Si se trata de internamiento, el sujeto inimputable será internado en la institución correspondiente para su tratamiento.

En caso de que el sentenciado tenga el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos, el juez ordenará también el tratamiento que proceda, por parte de la autoridad sanitaria competente o de otro servicio médico bajo la supervisión de aquélla, independientemente de la ejecución de la pena impuesta por el delito cometido.

TITULO SÉPTIMO

Delitos Contra la Salud

CAPITULO I

De la producción, tenencia, tráfico, proselitismo y otros actos en materia de narcóticos

Artículo 193

Se consideran narcóticos a los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen la Ley General de Salud, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia.

Para los efectos de este capítulo, son punibles las conductas que se relacionan con los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias previstos en los artículos 237, 245, fracciones I, II, y III y 248 de la Ley General de Salud, que constituyen un problema grave para la salud pública.

El juzgador, al individualizar la pena o la medida de seguridad a imponer por la comisión de algún delito previsto en este capítulo, tomará en cuenta, además de lo establecido en los artículos 51 y 52, la cantidad y la especie de narcótico de que se trate, así como la menor o mayor lesión o puesta en peligro de la salud pública y las condiciones personales del autor o partícipe del hecho o la reincidencia en su caso.

Los narcóticos empleados en la comisión de los delitos a que se refiere este capítulo, se pondrán a disposición de la autoridad sanitaria federal, la que procederá de acuerdo con las disposiciones o leyes de la materia a su aprovechamiento lícito o a su destrucción.

Tratándose de instrumentos y vehículos utilizados para cometer los delitos considerados en este capítulo, así como de objetos y productos de esos delitos, cualquiera que sea la naturaleza de dichos bienes, se estará a lo dispuesto en los artículos 40 y 41. Para este fin, el Ministerio Público dispondrá durante la averiguación previa el aseguramiento que corresponda y el destino procedente en apoyo a la procuración de justicia, o lo solicitará en el proceso, y promoverá el decomiso para que los bienes de que se trate o su producto se destinen a la impartición de justicia, o bien, promoverá en su caso, la suspensión y la privación de derechos agrarios o de otra índole, ante las autoridades que resulten competentes conforme a las normas aplicables.

Artículo 194

Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta quinientos días multa al que:

I. Produzca, transporte, trafique, comercie, suministre aun gratuitamente o prescriba alguno de los narcóticos señalados en el artículo anterior, sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud; 

Para los efectos de esta fracción, por producir se entiende: manufacturar, fabricar, elaborar, preparar o acondicionar algún narcótico, y por comerciar: vender, comprar, adquirir o enajenar algún narcótico.

IV.- Realice actos de publicidad o propaganda, para que se consuma cualesquiera de las sustancias comprendidas en el artículo anterior.

Las mismas penas previstas en este artículo y, además, privación del cargo o comisión e inhabilitación para ocupar otro hasta por cinco años, se impondrán al servidor público que, en ejercicio de sus funciones o aprovechando su cargo, permita, autorice o tolere cualesquiera de las conductas señaladas en este artículo.

Artículo 195

Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días multa, al que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud. Siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el artículo 194.

No se procederá en contra de quien, no siendo farmacodependiente se le encuentre en posesión de alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, por una sola vez y en cantidad tal que pueda presumirse que está destinada a su consumo personal.

No se procederá por la simple posesión de medicamentos, previstos entre los narcóticos a que se refiere el artículo 193, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su poder.

Artículo 195 bis

Cuando la posesión o transporte, por la cantidad como por las demás circunstancias del hecho, no pueda considerarse destinada a realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194 de este Código y no se trate de un miembro de una asociación delictuosa, se aplicarán las penas previstas en las tablas contenidas en el apéndice 1 de este ordenamiento, si el narcótico no se encuentra contenido en las mismas, se aplicará hasta la mitad de las penas señaladas en el artículo anterior.

Artículo 196

Las penas que en su caso resulten aplicables por los delitos previstos en el artículo 194 serán aumentadas en una mitad, cuando:

I.- Se cometa por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar o juzgar la comisión de los delitos contra la salud o por un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en activo. En este caso, se impondrá, a dichos servidores públicos además, suspensión para desempeñar cargo o comisión en el servicio público, hasta por cinco años, o destitución, e inhabilitación hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta. Si se trata de un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en cualquiera de las situaciones mencionadas se le impondrá, además la baja definitiva de las Fuerza Armada a que pertenezca, y se le inhabilitará hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, para desempeñar cargo o comisión públicos en su caso; 

II.- La víctima fuere menor de edad o incapacitada para comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente;

III.- Se utilice a menores de edad o incapaces para cometer cualesquiera de esos delitos;

IV.- Se cometa en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o en sus inmediaciones con quienes a ellos acudan;

V.- La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las disciplinas de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esa situación para cometerlos. En este caso se impondrá, además, suspensión de derechos o funciones para el ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años e inhabilitación hasta por un tiempo equivalente al de la prisión impuesta;

VII.- Se trate del propietario, poseedor, arrendatario o usufructuario de un establecimiento de cualquier naturaleza y lo empleare para realizar alguno de los delitos previstos en este capítulo o permitiere su realización por terceros. En este caso además, se clausurará en definitiva el establecimiento.

Artículo 197

Al que, sin mediar prescripción de médico legalmente autorizado, administre a otra persona, sea por inyección, inhalación, ingestión, o por cualquier otro medio, algún narcótico a que se refiere el artículo 193, se le impondrá de tres a nueve años de prisión y de sesenta a ciento ochenta días multa, cualquiera que fuera la cantidad administrada. Las penas se aumentarán hasta una mitad más si la víctima fuere menor de edad o incapaz para comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente.

Al que indebidamente suministre gratis o prescriba a un tercero, mayor de edad, algún narcótico mencionado en el artículo 193, para su uso personal e inmediato, se le impondrá de dos a seis años de prisión y de cuarenta a ciento veinte días multa. Si quien lo adquiere es menor de edad o incapaz, las penas se aumentarán hasta una mitad.

Las mismas penas del párrafo anterior se impondrán al que induzca o auxilia a otro para que consuma cualesquiera de los narcóticos señalados en el artículo 193.

Artículo 199

Al farmacodependiente que posea para su estricto consumo personal algún narcótico de los señalados en el artículo 193 no se le aplicará pena alguna. El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto como se enteren en algún procedimiento de que una persona relacionada con él es farmacodependiente, deberán informar de inmediato a las autoridades sanitarias, para los efectos del tratamiento que corresponda.

Todo procesado o sentenciado que sea farmacodependiente quedará sujeto a tratamiento.

Para la concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento adecuado para su curación bajo vigilancia de la autoridad ejecutora.
 DECRETO POR EL QUE SE CREA EL 

CONSEJO NACIONAL CONTRA LAS ADICCIONES
Art. 1.-  Se crea el Consejo Nacional Contra las Adicciones con el objeto de promover y apoyar las acciones de los sectores público, social y privado, tendientes a la prevención y combate de los problemas de salud publica causados por las adicciones, así como para proponer y evaluar los Programas Nacionales contra el Alcoholismo y Abuso de Bebidas Alcohólicas, el Tabaquismo y la Farmacodependencia.

Art. 4.-  El  Consejo Nacional contra las Adicciones coordinará las acciones que proponga el Programa contra el Tabaquismo y al efecto tendrá las siguientes funciones:

I. Proponer políticas con relación a la oferta del tabaco, con criterios de salud pública;

II. Promover acciones que tiendan a la disminución de los riesgos asociados con el consumo de tabaco;

III. Proponer acciones que tiendan a la disminución del consumo de tabaco, a través de programas de educación para la salud;

IV. Promover el cambio de los elementos condicionantes ambientales que propician el uso de tabaco, a través de la introducción de medidas dirigidas hacia el cambio de normas, valores y actitudes sociales que legitiman su uso sin tomar en cuenta el peligro que constituye dicho habito;

V. Proponer la ejecución de programa de identificación temprana del fumador, con especial énfasis en la mujer embarazada, a fin de concientizarla de los efectos que en su estado puede producir esa adicción;

VI. Proponer el mejoramiento de las opciones de tratamiento para aquellos fumadores severos crónicos tanto para el abandono del habito como para el manejo de padecimientos asociados, y

VII. Generar proyectos e investigación orientados a lograr un mejor conocimiento del problema y al desarrollo y evaluación de programas preventivos.

  REGLAMENTO PARA LA ORGANIZACION

  Y FUNCIONAMIENTO DEL CONSEJO NACIONAL

   CONTRA LAS ADICCIONES

CAPÍTULO I   -  Objeto

Art. 1.-  El Consejo Nacional contra las Adicciones tendrá por objeto promover y apoyar las acciones de los sectores público,  social y privado tendientes a la prevención y combate de los problemas de salud pública causados por el alcoholismo, el tabaquismo y la farmacodependencia, así como proponer  y evaluar los Programas Nacionales contra el Alcoholismo y el Abuso de Bebidas Alcohólicas, el Tabaquismo y la Farmacodependencia.

Art. 2.-  Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo tendrá las siguientes atribuciones:

I. Proponer a las dependencias y entidades involucradas en los Programas Nacionales Contra el Alcoholismo y el abuso de Bebidas Alcohólicas, el Tabaquismo y la Farmacodependencia, las acciones pertinentes que coadyuven al eficaz cumplimiento de los programas;

II. Proponer acciones de seguimiento derivadas de la ejecución de los programas mencionados, evaluar sus resultados y, en su caso, proponer las adecuaciones y modificaciones pertinentes;

III. Recomendar medidas sobre el control de la publicidad relativa a bebidas alcohólicas, tabaco y fármacos;

IV. Promover en forma permanente, actividades de análisis e investigación que apoyen las acciones contra el alcoholismo, el tabaquismo y la farmacodependencia.

V. Recomendar las acciones indispensables para la prevención de los problemas de salud publica provocados por el alcoholismo, el tabaquismo y la farmacodependencia, así como difundirlas, promoverlas y apoyarlas;

VI. Proponer las reformas que estime conveniente a las disposiciones legales aplicables a la producción, comercialización y consumo de bebidas alcohólicas, tabaco y fármacos.

VII. Sugerir mecanismos de coordinación entre las autoridades federales y estatales para la eficaz ejecución de los programas a que se refiere la fracción I de este artículo;

VIII. Servir de foro para exponer los criterios de las autoridades y organismos representados en el Consejo, acerca de las campañas al público, las actividades de prevención, la prestación de servicios asistenciales, la investigación científica y la formación de recursos humanos.

IX. Fomentar, dentro de los programas de educación para la salud, la orientación a la familia y a la comunidad acerca de la disminución del consumo y de los efectos causados por el alcoholismo, el tabaquismo y la farmacodependencia, así como por el uso de estupefacientes, substancias psicotrópicas y otras sustancias susceptibles de producir dependencia y proponer acciones que atiendan a la disminución de su consumo.

X. Promover el cambio de elementos condicionantes del ambiente social y familiar que propician las adicciones, a través de la introducción de medidas dirigidas hacia el cambio de normas, valores y actitudes sociales que legitiman su uso, sin tomar en cuenta el peligro que constituyen tales hábitos.

XI. Promover la integración de grupos de trabajo tendientes a la implantación de acciones en materia de prevención, tratamiento y rehabilitación;

XII. Promover políticas con relación a la oferta del tabaco y bebidas alcohólicas, con criterios de salud pública;

XIII. Promover acciones que tiendan a la disminución de los riegos asociados con el consumo de tabaco y bebidas alcohólicas;

XIV. Proponer la ejecución de programas de identificación temprana del fumador y consumidor de bebidas alcohólicas, con especial énfasis en la mujer embarazada y en personas con problemas de salud, a fin de concientizarlas de los efectos que, en su estado, pueden producir esas adicciones, y

XV. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de su objeto y que sean afines a las anteriores.

CAPÍTULO IV   -  De los grupos de trabajo

Art. 9.-  El Consejo contará con los grupos de trabajo para los programas específicos en las áreas de salud, educación, legislación y participación comunitaria que serán de carácter permanente; al efecto el propio Consejo designará de entre sus miembros, al Coordinador de cada uno de estos grupos.

Los grupos de trabajo se integrarán con los miembros del Consejo que se determine en cada caso o por sus representantes.

Art. 10.-  Los grupos de trabajo podrán:

I. Formular y presentar a consideración del Consejo los mecanismos idóneos para la aplicación de los Programas Nacionales Contra el Alcoholismo y el Abuso de Bebidas Alcohólicas, el Tabaquismo y la Farmacodependencia;

II. Proponer la adopción de medidas para la aplicación de los programas y acciones acordadas por el Consejo;

III. Supervisar y evaluar el cumplimiento de los programas mencionados en la fracción I de este artículo;

IV. Sugerir cambios adicionales en los alcances de los programas, y

V. Ejercer las demás atribuciones que expresamente le señale el Consejo.

NICARAGUA
LEY No. 285    

Ley de Reforma y Adiciones a la Ley No. 177,

 Ley de Estupefacientes, Sicotrópicos y Sustancias Controladas.

(Abril 15 de 1999)

CAPÍTULO I

REGULACIONES Y DEFINICIONES

Art. 1. La presente Ley regula la función del Estado en:

a) La prevención, tratamiento, rehabilitación, control, fiscalización, investigación, juzgamiento de toda actividad relativa al cultivo, producción, fabricación, uso, tenencia, transporte, tráfico y toda forma de comercialización de estupefacientes, sicotrópicos, precursores y otros productos químicos, así como sustancias inhalables susceptibles de producir dependencia física o psíquica y que están incluidas en las listas o cuadros anexos a la presente Ley y sus actualizaciones que anualmente realice el Ministerio de Salud, así como en las Convenciones Internacionales aprobadas por Nicaragua. El Ministerio de Salud deberá publicar las actualizaciones en La Gaceta, Diario Oficial.

c) La organización de la actividad pública y privada y la participación de organismos No Gubernamentales, en materia de prevención y educación de la sociedad en general, sobre los efectos del consumo de drogas, el tratamiento, rehabilitación y reinserción en la sociedad de los dependientes de las mismas

Art. 2. Para los efectos de la presente Ley se entiende por:

a) Droga: Toda sustancia que introducida en el organismo vivo modifica sus funciones fisiológicas con efecto estimulante, deprimente, narcótico o alucinógeno.

b) Estupefacientes: Las drogas que actúan sobre el sistema nervioso central, y que estén incluidas en la Convención Unica de naciones Unidas sobre Estupefacientes del 30 de marzo de 1961 y la Convención enmendada por el Protocolo de 1972 y todas las que queden sujetas al control internacional en el futuro, así como las que el Ministerio de Salud declare como tales.

c) sicotrópicos: Cualquier sustancia, natural o sintética, que actúa en el sistema nervioso central, comprendida en el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de Febrero de 1971 u otro convenio que lo sustituya o modifique, así como las sustancias que el Ministerio de Salud califique como tales.

d) Sustancia inhalable: Aquella que tiene la propiedad de transformarse en vapor o gas, que posibilita su aspiración y contacto con los pulmones, de donde pasa al torrente sanguíneo y de este a los demás órganos y al sistema nervioso y da lugar a una intoxicación que puede producir lesiones irreversibles.

e) Precursor: Toda sustancia o mezcla de sustancias a partir de las cuales se producen, sintetizan u obtienen drogas, estupefacientes o psicofármacos.

f) Dosis terapéutica: La cantidad de droga o medicamento que un medico prescribe según las necesidades clínicas de su paciente.

g) Farmacodependiente: La persona que presenta una modificación de su estado psíquico y a veces físico causado por la interacción entre un fármaco y su organismo.

La farmacodependencia se caracteriza por las modificaciones del comportamiento y por otras reacciones que comprenden siempre un impulso irreprimible a consumir un fármaco en forma continua o periódica. La dependencia puede ir acompañada o no de tolerancia. Una misma persona puede ser dependiente de uno o varios fármacos.

Art. 3. La producción, cultivo, fabricación, exportación, industrialización, refinación, transformación, extracción, análisis, preparación, importación, exportación, transporte, prescripción, suministro, almacenamiento, distribución, comercio y la venta de drogas, sustancias y productos a que se refiere la presente Ley, sus derivados y sus especialidades, son actividades que quedan limitadas estrictamente a las cantidades necesarias para el tratamiento médico, los análisis toxicológicos y farmacocinéticos en materia médica y deportiva, para la elaboración y producción legal de medicamentos y de otros productos de uso autorizado o para investigaciones; solo las personas naturales y jurídicas legalmente autorizadas pueden intervenir en todo lo relacionado con ellas.

CAPÍTULO III

PREVENCION, TRATAMIENTO, REHABILITACION 

Y PROGRAMAS EDUCATIVOS

Art. 14. Toda campaña tendiente a evitar el cultivo, la producción, el tráfico y consumo ilícito de estupefacientes, sustancias sicotrópicas y otras sustancias controladas deberá ser aprobada y supervisada por el Consejo Nacional.

Queda prohibido todo tipo de publicación, publicidad, propaganda o programas que se divulguen a través de los medios de comunicación que contengan estímulos y mensajes subliminales, auditivos, impresos o audiovisuales, que tiendan a favorecer la producción, el tráfico y el consumo de drogas ilícitas.

Art. 15. La prensa escrita, las estaciones de radiodifusión y de televisión colaboraran de acuerdo con sus posibilidades con el Consejo Nacional en la divulgación de los diferentes programas para prevenir el trafico y consumo ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas controladas.

Art. 16. Los programas de educación primaria, secundaria, técnica, normal, así como los de educación no formal, incluirán información sobre los riesgos del uso indebido de la droga en la forma que determine el ministerio de Educación e Instituto nacional Tecnológico, en coordinación con el Consejo Nacional. De igual manera lo harán las Universidades.

El Consejo Nacional velara por la calidad y actualización de los programas de capacitación.

Art. 17. Los Hospitales y los Centros de Salud Públicos y Privados que oferten servicios de salud, incluirán en sus programas la prestación del servicio de tratamiento y rehabilitación de drogadictos y enviaran trimestralmente al Ministerio de Salud y al Presidente del Consejo Nacional, informes estadísticos sobre el numero de personas que sus centros de rehabilitación hayan atendido en todo el país.

Art. 18. La creación y funcionamiento de todo establecimiento estatal o privado destinado a la prevención o rehabilitación de drogadictos, deberá contar con la autorización del Ministerio de Salud, previa consulta con el Consejo Nacional.

Art. 19. En relación con la presente Ley, el Ministerio de Salud tendrá las siguientes atribuciones:

a) Actualizar las listas y cuadros de las sustancias anexas a la presente ley de acuerdo a la legislación nacional y a los Convenios Internacionales suscritos por Nicaragua.

b) Autorizar la importación o exportación y venta de drogas y medicamentos que produzcan dependencia, lo mismo que los precursores utilizados en su fabricación, todo conforme a las necesidades sanitarias, las listas anexas y actualizadas por el Ministerio de Salud y las normas de la presente Ley.

c) Llevar un registro y control de las drogas o medicamentos que se fabriquen en el país.

d) Regular y controlar la elaboración, producción, transformación, adquisición, distribución, venta, consumo y uso de drogas, precursores y medicamentos que causen dependencia.

e) Autorizar la venta al público de medicamentos que causen dependencia, mediante receta médica en un formulario oficial expedido y controlado por el Ministerio de Salud, de acuerdo a la lista elaborada por éste. Esta lista deberá estar expuesta en lugar visible en todas las farmacias del país.

Art. 20. El Ejército de Nicaragua, la Policía Nacional y la Dirección General de Aduanas incluirán entre las materias de estudios de sus respectivas escuelas, academias y cuarteles, programas de conocimiento, capacitación y entrenamiento sobre la prevención, control, fiscalización de los delitos a que se refiere la presente Ley.

Art. 21. El Consejo Nacional creará áreas de prevención, tratamiento y rehabilitación en el sistema Penitenciario Nacional con el fin de someter a tratamiento a los reclusos que así lo requieran.

Art. 22. El Ministerio de Salud creará centros de tratamiento y rehabilitación, para consumidores, con el fin de reinsertarlos socio-laboralmente.

CAPÍTULO VI

DE LAS PROHIBICIONES Y CONTROLES

Art. 41. Se prohibe a los propietarios de establecimientos y a cualquier otro, expender o suministrar, por ningún motivo, a las niñas, niños y adolescentes, sustancias inhalantes que generen dependencia física o psíquica.

Los pegamentos de zapatos, para su importación o comercialización en el mercado nacional deberán contener un agente catálico que neutralice el factor adictivo del producto. La importación de estos productos deberá contar con la autorización correspondiente del Ministerio de Salud que garantice el cumplimiento de esta norma.

Art. 44. Los laboratorios que utilicen drogas en la elaboración de medicamentos o sustancias que producen dependencia rendirán informes mensuales al Ministerio de Salud de las cantidades de materia prima y precursores empleados en los medicamentos fabricados y las ventas realizadas.

Art. 45. La Policía Nacional podrá tomar muestras de sustancias controladas, medicamentos que la contengan, precursores o sustancias químicas, para efectos de investigación policial, en aduanas y almacenes de depósitos y, en los laboratorios, previa autorización judicial.

CAPÍTULO VIII

DELITOS Y PENAS

DE LOS DELITOS RELACIONADOS CON EL TRAFICO

 DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS CONTROLADAS

Art. 58. Cometen delito de promoción o estímulo para el consumo o expendio de estupefacientes, sicotrópicos u otras sustancias controladas, los que induzcan a otros a consumirlas; los que incurran en este delito sufrirán la pena de prisión de cinco a diez años y multa de cincuenta mil a medio millón de Córdobas.

Art. 60. Serán considerados encubridores, los que con conocimiento de causa facilitaren propiedades de cualquier clase para que en ellas se consuman estupefacientes, sicotrópicos o sustancias controladas; sufrirán la pena de uno a tres años de prisión sin perjuicio de las que correspondan a los demás delitos concurrentes. Si se tratare de un establecimiento comercial se procederá a su cierre definitivo, cuando se compruebe que es usado habitualmente para los mencionados fines delictivos.

CAPÍTULO IX

FALTAS PENALES

Art. 64. Comete falta penal el que incurre en los actos ilícitos señalados en el presente Capítulo.

Art. 65. La persona que estando autorizada por razón de su profesión, prescriba, suministre, expenda o aplique sin la receta médica correspondiente, sustancias controladas de las que trata la presente Ley, sufrirá la pena de inhabilitación especial por el término de uno a cinco años.

Igual pena sufrirá el que prescriba, suministre, expenda o aplique dichas sustancias en dosis mayores que la requerida o haciendo aparecer falsamente la existencia de una necesidad, siempre que se demuestre la mala fe.

Art. 66. El que suministre ilícitamente a un deportista profesional o aficionado, alguna droga o medicamento que produzca dependencia o lo induzca a su consumo, incurrirá en arresto inconmutable de uno a dos años  y multa de un mil a diez mil Córdobas.

Art. 67. La persona que sea sorprendida en posesión de estupefacientes, en cantidad no mayor de cinco gramos si se trata de marihuana o de un gramo si se trata de cocaína o de cualquier otra droga, se le aplicará las siguientes sanciones:

a) Por la primera vez, arresto inconmutable hasta por treinta días y multa de quinientos a un mil Córdobas.

b) La reincidencia se penará con arresto inconmutable de treinta a noventa días y multa de un mil a cinco mil Córdobas.

c) Si se tratare de un adicto o se hallare drogado, previo dictamen médico legal, el Juez lo remitirá a un establecimiento de rehabilitación debiendo señalar el tiempo de duración del tratamiento médico.

También podrá confiar al drogadicto bajo el cuidado de su familia para su rehabilitación, en cualquier centro sea público o privado. Para el cumplimiento de estas obligaciones, el juez fijará una fianza de acuerdo a la capacidad económica de los familiares.

Si la familia faltare a las obligaciones que le corresponden se hará efectiva la fianza y el internamiento del drogadicto tendrá que cumplirse forzosamente.

Art. 68. El fabricante o distribuidor de productos farmacéuticos de patente, que omita indicar en las etiquetas de los mismos, los riesgos de farmacodependencia que su uso implica, incurrirá en multa de cinco mil a quince mil Córdobas.

Art. 69. Los dueños o administradores de farmacias que tengan en existencia especialidades farmacéuticas que contengan drogas o medicamentos que producen dependencia, en cantidad superior a la autorizada, incurrirán en multa de cinco mil a cincuenta mil Córdobas, si reincide además de la multa se impondrá la suspensión de la licencia de funcionamiento por el término de tres a doce meses.

Art. 70. Los dueños o administradores de las entidades o establecimientos sujetos a inspección, vigilancia o control, conforme a la presente Ley, que se opongan a ella o no presten la cooperación necesaria para la práctica de la misma, incurrirán en multa de diez mil a sesenta mil Córdobas y en la suspensión de la licencia por un término de tres a veinticuatro meses.

CAPÍTULO X

DE LAS CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES, 

ATENUANTES Y EXIMENTES

Art. 71. Las penas establecidas en la presente Ley, se aumentarán hasta con otro tanto igual, sin que pueda superar la pena máxima en los siguientes casos:

a) Cuando se induce o estimula a menores de edad para la comisión de delitos contemplados en la presente Ley.

b) Cuando se utiliza a un menor de edad para cometer el delito.

c) Cuando se induce, estimula o se utiliza para cometer el delito a discapacitados síquicos, permanentes o transitorios.

d) Cuando el hecho delictivo se realice en centros educacionales, asistenciales, culturales, deportivos, recreativos, lo mismo que en cuarteles, establecimientos carcelarios o en sitios a menos de cien varas de los mencionados lugares.

e) Cuando se aprovechen de la condición de ascendiente o de autoridad que se ejerce sobre el menor.

CAPÍTULO XIV

DISPOSICIONES FINALES

Art. 96. A los procesados y condenados por cualquier delito que sean adictos al consumo de estupefacientes, sicotrópicos u otras sustancias controladas, se les rehabilitará en el establecimiento penitenciario.

Art. 98. El Presidente de la República reglamentará la presente Ley en todo lo que no sea delitos, penas y procedimientos; además en un plazo no mayor de ciento ochenta días después de entrada en vigencia la presente Ley, deberá proponer la creación, organización, y funcionamiento del Instituto de Prevención del Alcoholismo y Drogadicción.
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Artículo 6:  El artículo 260 del Código Penal queda así:

Artículo 260:  El que con fines ilícitos posea droga, será sancionado con prisión de uno (1) a tres (3) años  y de cincuenta (50) a doscientos cincuenta (250) días-multa.


Cuando la posesión de droga resultare en tales cantidades que, a juicio del Tribunal, se demuestre que lo que se pretende es suministrarla en venta o traspaso a cualquier título para consumo ilegal, la sanción será de cinco (5) a diez (10) años  de prisión.

Artículo 8:  El artículo 262 del Código Penal queda así:

Artículo 262.  El que destine un bien mueble o inmueble para que en el se elabore, almacene, transforme, distribuya, venda, use o transporte droga, será sancionado con prisión de 5 a 10 años  y de 250 a 365 días-multa.


Igual sanción se aplicará al propietario, arrendatario, administrador o poseedor a cualquier título de un inmueble o establecimiento que lo utilice para consumir, elaborar, almacenar o distribuir drogas ilícitas, o lo proporcione a otra persona, a sabiendas que lo usa o lo usará para estas actividades.


Cuando se trate de locales comerciales o centros de diversión destinados al público, se procederá a su cierre definitivo cuando se haya demostrado que sus propietarios o administradores los hayan destinado a la realización de las conductas señaladas en el párrafo primero de este artículo.


Igual sanción se impondrá cuando quede establecido que dichos locales o centros de diversión hayan sido utilizados reiteradamente para la realización de delitos contemplados en esta Ley, aun cuando los dueños o administradores no hayan participado en la comisión estos delitos.

Artículo 16:  Agréguese el artículo 263F al Código Penal, así:

Artículo 263F: Si el que adquiere o posee drogas, depende física o psíquicamente de las mismas y la cantidad es escasa, de modo que acredite que son para su uso personal, se le aplicarán únicamente medidas de seguridad.

Se entenderá por cantidad escasa destinada para su uso personal, la medida posológica limitada a una dosis, la cual será establecida por el médico forense del Ministerio Público.

CAPITULO SEGUNDO

DISPOSICIONES PROCESALES

Artículo 19:  Se adiciona el artículo 2099A al Código Judicial, así:

Artículo 2099: La presunción de inocencia del imputado, obliga a guardar reservas en cuanto a su nombre y otras señas que permitan su identificación o vinculación con el delito que se investiga, hasta tanto exista sentencia ejecutoriada en su contra.  El incumplimiento de esta disposición constituirá delito de calumnia.


Se exceptúan de lo antes dispuesto, aquellos casos de reconocidos delincuentes comunes de alta peligrosidad, cuya búsqueda y localización a través de los medios de comunicación social, sea autorizada por el Ministerio Público.

Artículo 22:  No son excarcelables mediante fianza los detenidos por delitos relacionados con droga.  No obstante, se concederá fianza de excarcelación a los detenidos por posesión de droga, cuando la cantidad de la droga sea escasa y se acredite que la misma estaba destinada a su uso personal.

CAPITULO SEPTIMO

CAMPAÑAS DE PREVENCION Y PROGRAMAS EDUCATIVOS

Artículo 66:  Toda campaña tendiente a evitar el tráfico y consumo de drogas ilícitas, será orientada y supervisada por la Comisión Nacional para el Estudio de la Prevención de los Delitos Relacionados con Drogas (CONAPRED).

Artículo 67:  Los medios de comunicación social escritos, de radiodifusión y televisión, cederán espacios a la Comisión, los que serán destinados a la divulgación de campañas para combatir el tráfico y consumo de drogas ilícitas.  Estas campañas podrán ser preparadas por los correspondientes medios de comunicación social y deberán ser aprobadas por la Comisión.

Artículo 68:  En los planes de estudio de enseñanza primaria, secundaria y superior, se incluirán programas de educación destinados a brindar información sobre los riesgos del consumo, venta y dependencia de drogas, los que serán coordinados por las respectivas autoridades y deberán ser presentados a la Comisión para su aprobación.

Artículo 69:  Cada institución o entidad miembro de la Comisión podrá elaborar sus programas de prevención, educación, rehabilitación y represión en contra del trafico y consumo de drogas ilícitas, pero deberán ser sometidos a la aprobación de la Comisión.

CAPITULO OCTAVO

TRATAMIENTO Y REHABILITACION

Artículo 70:  El objetivo principal de las medidas de seguridad para el tratamiento y rehabilitación del farmacodependiente, consistirá en procurar que el individuo se reincorpore como persona útil a la sociedad.  Para ello el Organo Ejecutivo, establecerá los mecanismos necesarios, a fin de que se instituyan centros especializados de rehabilitación para adictos o farmacodependientes.

Artículo 71:  El Ministerio de Salud incluirá, dentro de sus programas, la prestación de servicios relacionados con la prevención sobre el uso de drogas, el tratamiento y rehabilitación de los farmacodependientes.  Para ello el Ministerio de Salud enviará trimestralmente a la Comisión Nacional para el estudio y la Prevención de los Delitos Relacionados con Drogas (CONAPRED), estadísticas del numero de personas que han sido atendidas en el país por abuso de drogas.

Artículo 72:  La creación y funcionamiento de todo establecimiento público y privado destinado a la prevención, tratamiento y rehabilitación de farmacodependiente, estará sometido a la autorización e inspección de la Comisión Nacional para el Estudio y la Prevención de los Delitos Relacionados con Drogas (CONAPRED).
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CAPITULO II

DEL CONTROL DE LA COMERCIALIZACIÓN Y SUMINISTRO

Art 5º -  Los hospitales, clínicas, laboratorios, farmacias u otros establecimientos estatales, municipales o privados, autorizados para el suministro o la venta de sustancias estupefacientes drogas peligrosas o productos que las contengan, están obligados a llevar un “libro de Drogas”, proveído al costo, sellado, foliado y rubricado en todas sus páginas por el Ministro de Salud Pública y Bienestar Social, en el que asentarán el movimiento diario de entrada y salida de dichas sustancias o productos y la identificación del adquirente y del destinatario final.

El establecimiento privado que careciere del libre o incurriere en irregularidades en el modo de llevarlo será castigado con multa de hasta doscientos salarios mínimos diarios para actividades diversas no especificadas de la Capital y, con el cierre definitivo, en caso de reincidencia. Si el establecimiento fuese estatal o municipal, su responsable será castigado con pena de destitución e inhabilitación especial de hasta cinco años.

Art. 6º -
Toda receta médica de las sustancias a que refiere esta Ley, para ser despachada, constará de un formulario especial numerado, en cuadruplicado, de color específico, que será proveído al costo por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y contendrá en forma legible, manuscrita y sin enmendaduras, los siguientes datos

a) 
Nombre, apellido y número de Registro Profesional del médico.

b)
Denominación del medicamento.

c) 
Cantidad de cada medicamento expresada en números y letras.

d) 
Nombre, apellido, dirección y cédula de identidad del paciente.

e)
Firma del facultativo y fecha de expedición.

El profesional médico que expida la receta deberá conservar una copia en su archivo por dos años; el vendedor o suministrados deberá conservar el original en su archivo también por dos años; una copia deberá remitirla al Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas Peligrosas y otra a la Dirección Nacional de Narcóticos (DINAR), dentro de los diez primeros días hábiles de cada mes siguiente a su despacho.

La receta será válida por ocho días, contados a partir de la fecha de su expedición.

Art. 7º - 
El profesional médico que lo solicite recibirá dos talonarios para las recetas a que se refiere el artículo anterior. La provisión de un nuevo talonario se hará anexando a la solicitud el talonario agotado.

Art. 8º -
El que omitiere conservar en su archivo las recetas médicas por el término fijado en el artículo 6º, será castigado con multa equivalente a cien salarios mínimos diarios para actividades diversas no especificadas de la Capital. La misma pena se aplicará al que no remitiere las copias al Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas peligrosas y a la Dirección Nacional de Narcóticos (DINAR) dentro del plazo previsto en el mismo artículo.

Art. 9º -
El profesional médico que recetare sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, sin razón terapéutica que la aconseje o autorice, será castigado con penitenciaría de dos a ocho años.

Art. 10º - El propietario de farmacia, el farmacéutico regente o el empleado que venda o suministre sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, sin la receta expedida en la forma prescrita en el artículo 6º, con la receta vencida o en dosis mayor a la recetada, será castigado con penitenciaría de cuarto a diez años.

Art. 11º - 
El que por medio de receta falsa obtenga el despacho o suministro de las sustancias  a que se refiere el artículo 1º de esta Ley, será castigado con penitenciaría de cuarto a diez años. La misma pena se aplicará al que conociendo la falsedad de dicha receta la haya despachado o suministrado.

Art. 12º -
La fabricación o importación de jeringas y agujas hipodérmicas requerirá autorización previa del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social.  El que infringiere esta disposición será sancionado con multa de trescientos salarios mínimos diarios para actividades no especificadas de la Capital y el comiso de las mercaderías. En caso de reincidencia, el doble de la multa y también el comiso de los elementos de fabricación.

Art. 13º - 
El que suministrare sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, sin hallarse expresamente autorizado conforme a esta Ley, será castigado con penitenciaría de seis a quince años, comiso de la mercadería y multa equivalente al cuádruplo de su valor.

Art. 14º - 
El que suministrare ilícitamente sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que as contengan a un menor será castigado con penitenciaría de diez a veintiocho años, comiso de la mercadería y multa equivalente al cuádruplo del valor de la mercadería suministrada.

Art. 15º -
La misma pena del artículo anterior se aplicará al que suministrare en establecimientos de enseñanza, instituciones religiosas, asistenciales, deportivas, culturales, sociales, o sitios donde se realicen espectáculos públicos o lugares de detención o prisión. Si el delito lo cometiere un docente, religioso, profesional de la salud, directivo o empleado de las instituciones citadas, cualquiera sea su cargo, sufrirá el máximo de la pena.

Art. 16º - 
El que suministrare sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, para preparar, facilitar, cometer u ocultar otros delitos, será castigado con penitenciaría de cinco a quince años, sin perjuicio de las penas establecidas para tales delitos.

Art. 17º - 
El que con engaño, amenaza o violencia logre que alguna persona consuma las sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, será castigado con penitenciaría de diez a veinte años.

La pena será aumentada de una tercera parte a la mitad, cuando la víctima fuere menor, enfermo mental o pariente del inculpado dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, cónyuge del mismo o cuando el autor fuere profesional de la salud.

Art. 18º - 
El que para una competencia deportiva incite al consumo de las sustancias a que se refiere esta Ley, a un deportista, profesional o aficionado, será castigado con penitenciaría de cinco a diez años. Si el delito se hubiere cometido mediante coacción moral o engaño, la pena será aumentada en la mitad.

Art. 19º - 
El que distribuyere “muestras médicas” de las sustancias a que se refiere esta Ley, será castigado con penitenciaría de dos a seis años, comiso de la mercadería y multa equivalente hasta trescientos salarios mínimos diarios para actividades diversas no especificadas de la Capital.

Art. 20º - 
Las sustancias estupefacientes o drogas peligrosas a que se refiere esta Ley, nacionales o importadas, deberán contener en su envase un distintivo uniforme, establecido y reglamentado por el Ministerio de Salud pública y Bienestar Social. El fabricante, el importador de la sustancia o droga cuyo envase careciera del distintivo o el que las ofreciere en venta, será castigado con el comiso de la mercadería y una multa de doscientos salarios mínimos diarios para actividades diversas no especificadas de la Capital. En caso de reincidencia, el doble de la multa y clausura del establecimiento por dos meses. 

CAPITULO IV

DE LA TENENCIA, CONSUMO Y MEDIDAS

DE SEGURIDAD CURATIVA

Art. 27º - 
El que tuviere en su poder, sin autorización, sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, será castigado con cinco a quince años de penitenciaría, comiso de la mercadería y multa del cuádruplo de su valor.

Art. 28º - 
El Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial o el juez en lo Tutelar del Menor, en su caso que tuviere conocimiento de cualquier modo y por cualquier medio de la existencia de un farmacodependiente que no reciba asistencia médica, dispondrá la internación del mismo en un centro asistencial para su tratamiento médico y recuperación social. En todos los casos, el juez, antes de disponer la internación del afectado, lo oirá y requerirá un dictamen para determinar si el mismo sufre dicha afección. El dictamen deberá producirse dentro de los diez días y actuarán como peritos el Médico Forense, un Médico designado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y otro por el afectado, si él o su representante al examen pericial, se le internará con auxilio de la fuerza pública, en un centro asistencial del Estado, para el efecto. El Juez resolverá lo que corresponda en el plazo perentorio de cinco días.

El tratamiento del farmacodependiente se incluirá en los programas de servicios del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social; aquél que prefiriera recibirlo en un centro privado cargará con los costos correspondientes.

Art. 29º -
Cuando un procesado o condenado por cualquier delito sea un farmacodependiente, se le impondrá, además de la pena que corresponda, la medida de seguridad curativa que requiere su recuperación. La medida de seguridad se cumplirá en el establecimiento adecuado que el Juez determine, siendo ella previa al cumplimiento de la pena, computándose en ésta el tiempo de la recuperación. Esta medida cesará por resolución judicial previo dictamen de los peritos señalados en el artículo 28 de esta Ley.

Art. 30º -
El que tuviere en su poder sustancias a las que se refiere esta Ley, que le hubiere recetado o aquel que las tuviere para su exclusivo uso personal, estará exento de pena. Pero si la cantidad fuere mayor que la recetada o que la necesaria para su uso personal, se le castigará con penitenciaría de dos a cuatro años y comiso.

Se considerará de exclusivo uso personal del farmacodependiente, la tenencia en su poder de sustancia suficiente para su uso diario, cantidad a ser determinada en cada caso por el Médico Forense y un Médico especializado designado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y otro por el afectado si lo solicitare, a su costa. En el caso de la marihuana no sobrepasará diez gramos y dos gramos en el de la cocaína, heroína y otros opiáceos.

Art. 31º -
El deportista profesional o aficionado que consumiere sustancias a que se refiere esta Ley, con el propósito de aumentar su rendimiento en una competencia deportiva, será castigado con penitenciaría de uno a tres años e inhabilitación por el doble de dicha condena.

Art. 32º - 
El que suministrare o aplicare las sustancias a que se refiere esta Ley a animales de competencia, será castigado con la mitad de la pena del artículo anterior.

CAPITULO VI

DEL TRAFICO ILICITO Y DELITOS CONEXOS

Art. 38º -
El que de cualquier forma preconizare o difundiere el uso de sustancias a que se refiere esta Ley, será castigado con penitenciaría de tres a seis años.

Art. 40º - 
El funcionario encargado de la prevención de los delitos previstos en esta Ley, que omitiere tomar las providencias necesarias para evitar la comisión de dichos delitos o su castigo, sufrirá la pena de dos a seis años de penitenciaría.

CAPÍTULO IX

DEL CONSEJO NACIONAL DE PREVENCIÓN DE LA

FARMACODEPENDENCIA Y RECUPERACIÓN

DEL FARMACODEPENDIENTE

Art. 63º-Créase el Consejo Nacional de Prevención de la Farmacodependencia y Recuperación del farmacodependiente, dependiente del Ministerio del Interior, que estará integrado por un Presidente, y por un representante titular y un suplente de los Ministerios del Interior, Educación y Culto, Justicia y Trabajo, Salud Pública y Bienestar Social, de las Fuerzas Armadas de la Nación, de la Universidad Nacional de Asunción y del sector privado.

Art. 64º - El Consejo Nacional de Prevención de la Farmacodependencia y Recuperación de Farmacodependiente, que en adelante se denominará “el Consejo”, contará con una Secretaría Ejecutiva dependiente de la Dirección Nacional de Narcóticos (DINAR) del Ministerio del Interior.

Art. 65º -
El Consejo está facultado a requerir colaboración a otros organismos oficiales y privados por el tiempo que considere conveniente y a los fines que determine.

Art. 66º -
El Presidente y los Miembros del consejo serán designados por el Poder Ejecutivo.

Art. 67º -
Para desempeñar el cargo de Presidente se requiere la nacionalidad paraguaya, mayoría de edad, título de edad, título profesional universitario o su equivalente a ser de reconocida buena conducta y honorabilidad.

Art. 68º -
El Presidente y los Miembros del consejo durarán tres años en el ejercicio de sus cargos, pudiendo ser reelegidos.

Art. 69º - Son funciones del Consejo:

a) 
Elaborar y ejecutar programas relativos a la prevención de la farmacodependencia.

b) 
Promover la creación de institutos especiales para el tratamiento y rehabilitación de las salud física, psíquica y social de los farmacodependientes, supervisando el adecuado funcionamiento de los mismos conforme a sus fines, dictando sus reglamentos e interviniéndolos en casos necesarios.

c)
Promover las reformas legislativas oportunas relativas a la farmacodependencias.

d) 
Coordinar, fiscalizar, apoyar y promover, en el campo de su competencia, las gestiones de organismos públicos y privados que asignen importancia a los programas de: educación preventiva en materia relativa al uso indebido de drogas peligrosas y al tráfico ilícito, propendiendo a su inclusión en los programas oficiales de estudio; fomento de las actividades de utilización constructiva del tiempo libre de la población y particularmente de la juventud; tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los farmacodependientes; investigación actualizada de prevención de la farmacodependencia; capacitación del personal profesional y técnico líderes y dirigentes sociales, voluntarios, padres de familia y la población en general; información y educación a través de los medios de comunicación social.

e) 
Mantener relaciones de intercambio de experiencia y cooperación recíproca con instituciones similares de otros países y con organismos internacionales similares de otros países y con organismos internacionales competentes en la lucha contra el uso indebido de drogas y en materias relativas al tráfico ilícito, propiciando Convenios, Tratados y Acuerdos.

f) 
Promover a nivel nacional campañas de información y educación sobre los riesgos del consumo de sustancias a que se refiere esta Ley y sus consecuencias.

g)
Solicitar la cooperación de otros organismos públicos y privados en cuanto a prestación de servicios de sus funcionarios y uso de oficinas y equipos necesarios para el cumplimiento de sus fines.

h) 
Coordinar con los organismos pertinentes la implementación de sistemas de información y estadísticas sobre la materia.

i) 
Elaborar la Memoria Anual de sus actividades a través de la Secretaría Ejecutiva para su presentación al Ministerio del Interior.

Art. 70º -Para el cumplimiento de sus fines el consejo establecerá las comisiones técnicas y grupos de trabajos que se estimen necesarios. La participación en las comisiones y grupos podrá ser de representación institucional o a título personal.

Art. 71º - El Consejo podrá recibir donaciones, legados y asistencia técnica y financiera no reembolsables para el cumplimiento de sus fines.

CAPITULO X

DISPOSICIONES FINALES

Art. 72º - Las Fuerzas Armadas y Policiales y la Dirección General de Aduanas incluirán entre las materias de estudio de sus respectivas instituciones de enseñanzas, programas de conocimiento, capacitación y entrenamiento sobre la prevención de los delitos a que se refiere esta Ley.

Art. 73º -
Cualquier medio de comunicación social que realice publicidad, propaganda o programas que contengan estímulos o mensajes subliminales, auditivos, impresos o audiovisuales que favorezcan el consumo o el tráfico ilícito de sustancias a que se refiere esta Ley, será sancionado con una multa comprendida entre doscientos cincuenta y quinientos salarios mínimos diarios para actividades diversas no especificadas de la Capital y el comiso del material utilizado para la infracción.

La autoridad competente podrá aumentar la multa hasta el doble y aplicar la clausura temporal del medio involucrado por dos meses, en caso de reincidencia.

Art. 76º - El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social publicará la posología oficial de las sustancias a que se refiere esta Ley, dentro de los noventa días de la promulgación de la misma y procederá a su actualización en el mes de diciembre de cada año.

Art. 79º - Las penas previstas en los artículos 4º, 5º, 8ª, 12 y 20 de esta Ley, serán aplicadas por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social; la prevista por el artículo 73 por la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTELCO) y la que prevé el artículo 45 y 74 por la Dirección Nacional de Narcóticos (DINAR); las demás por el órgano jurisdiccional competente.

LEY Nº 1.160/97

CODIGO PENAL

CAPITULO II

PENAS PRINCIPALES

SECCION I

PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD

Artículo 46.- Reglas de conducta


1º El tribunal podrá dictar reglas de conducta para el período de prueba cuando el condenado necesite este apoyo para no volver a realizar hechos punibles. Estas reglas de conducta no deberán lesionar derechos inviolables de las personas o constituir una limitación excesiva en su relacionamiento social.


3º Sin el consentimiento del condenado, no se podrá dictar la regla de:



1. someterse a tratamiento médico o a una cura de desintoxicación; o



2. permanecer albergado en un hogar o establecimiento.


4º En caso de que el condenado asuma por propia iniciativa compromisos sobre su futura conducta de vida, el tribunal podrá prescindir de la imposición de reglas de conducta cuando el cumplimiento de la promesa sea verosímil.

TITULO IV

CAPITULO I

CLASES DE MEDIDAS

Artículo 72.- Clases de medidas


1º Las medidas podrán ser privativas o no de la libertad y serán de vigilancia, de mejoramiento o de seguridad.


2º Son medidas de vigilancia:



1. la fijación de domicilio;



2. la prohibición de concurrir a determinados lugares;



3. la obligación de presentarse a los órganos especiales de vigilancia.


3º Son medidas de mejoramiento:



1. la internación en un hospital siquiátrico;



2. la internación en un establecimiento de desintoxicación.


4º Son medidas de seguridad:



1. la reclusión en un establecimiento de seguridad;



2. la prohibición de ejercer una determinada profesión;



3. la cancelación de la licencia de conducir.

CAPITULO II

MEDIDAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD

Artículo 73.- Internación en un hospital siquiátrico


1º En las circunstancias señaladas en el artículo 23, el que haya realizado un hecho antijurídico será internado en un hospital siquiátrico cuando:



1. exista riesgo, fundado en su personalidad y en las circunstancias del hecho, de que el autor pueda realizar otros hechos antijurídicos graves; y



2. el autor necesite tratamiento o cura médica en este establecimiento.


2º La naturaleza del establecimiento y la ejecución de la medida estarán sujetas a las exigencias médicas. Será admitida una terapia de trabajo.

Artículo 74.- Internación en un establecimiento de desintoxicación


1º El que haya realizado un hecho antijurídico debido al hábito de ingerir en exceso bebidas alcohólicas o usar otros medios estupefacientes será internado en un establecimiento de desintoxicación, cuando exista el peligro de que por la misma causa realice nuevos hechos antijurídicos graves. Esto se aplicará también cuando haya sido comprobada o no pudiera ser razonablemente excluida una grave perturbación de la conciencia en los términos del inciso 1° del artículo 23.


2º El mínimo de la ejecución de la medida será de un año y el máximo de dos años.


3º Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los artículos 39 y 40, cuando ello no sea incompatible con la finalidad de la medida.

....

Artículo 76.- Revisión de las medidas


1º El tribunal podrá revisar en todo momento la idoneidad de la medida o el logro de su finalidad.


2º La revisión será obligatoria, por primera vez, a más tardar:



1. en un año, en caso de internación en un establecimiento de desintoxicación; y



2. en dos años, en caso de reclusión en un establecimiento de seguridad.


3º La revisión se repetirá cada seis meses.


4º El tribunal revocará las medidas no idóneas y ordenará otras, siempre que se dieran los presupuestos legales de las mismas. No se podrá exceder del límite legal máximo de la medida ordenada por la sentencia.


5º En caso de no haber comenzado la ejecución de la medida dos años después de la fecha en que la sentencia haya quedado firme, antes del comienzo de la misma el tribunal comprobará si todavía existen sus presupuestos o si procede su revocación.

Artículo 77.- Suspensión a prueba de la internación


1º El tribunal suspenderá la internación en un hospital siquiátrico o en un establecimiento de desintoxicación y ordenará un tratamiento ambulatorio cuando con ello se pudiese lograr la finalidad de la medida, y siempre que se pudiera asumir la responsabilidad por la prueba.


2º En caso de condena a una pena privativa de libertad, la suspensión no se concederá cuando no se dieran los presupuestos señalados en el artículo 44.


3º La suspensión será revocada cuando el comportamiento del condenado durante el tratamiento ambulatorio o cuando circunstancias conocidas posteriormente demuestren que la finalidad de la medida requiera la internación. El tiempo de internación, antes y después de la revocación, y el del tratamiento ambulatorio no podrán en total exceder del límite legal máximo de la medida.

PERU  

DECRETO LEY Nº 22095 (02/03/78)

LEY DE REPRESION DEL TRAFICO ILICITO DE DROGAS

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1.- Son objetivos de la presente ley la represión del tráfico ilícito de drogas que producen dependencia, la prevención de su uso indebido, la rehabilitación biosicosocial del drogadicto y la reducción de los cultivos de la planta de coca.


Artículo 2.- Para alcanzar los objetivos a que se refiere el Artículo anterior, se establece las normas tendentes a perseguir y reprimir el tráfico ilícito de drogas, se precisan las medidas educativas y sanitarias para prevenir su uso indebido, se dispone la creación de centros de tratamiento y rehabilitación del drogadicto y se establece un régimen para la reducción gradual de los cultivos de planta de coca; limitándolo a los fines estrictamente científicos e industriales, en armonía con el cambio de hábitos de consumo.


Artículo 3.- Los lineamientos de política orientados al logro de los objetivos enunciados, serán establecidos por un Comité Multisectorial de Control de Drogas, integrado por los Ministros: del Interior; quien lo presidirá, de Agricultura y Alimentación; de Industria, Comercio, Turismo e Integración; de Educación; de Salud y un Vocal de la Corte Suprema de Justicia de la República, designado por Sala Plena.


Artículo 4.- El Ministro de Educación, en concordancia con el Ministerio de Salud, considerará en todos los programas de formación de profesionales de la Educación, los diversos aspectos del uso indebido de drogas, ligados a la problemática de la salud física y mental del educando.


Asi mismo, desarrollará acciones de información y orientación a los educandos y a los grupos organizados de la comunidad.


Artículo 5.- En las currícula de los diferentes Programas Académicos de nivel superior, se considerará materias relacionadas con el problema del uso indebido de drogas.


Artículo 6.- El Ministerio de Educación, en coordinación con la Oficina Ejecutiva de Control de Drogas, dispondrá las medidas necesarias para resolver los diferentes problemas que puedan presentarse en los centros educativos estatales y no estatales, relacionados con el uso indebido de drogas a nivel escolar.


Artículo 7.- El Ministerio de Salud, en coordinación con el Ministerio de Educación, desarrollará programas de investigación, estudios epidemiológicos, médicos, científicos y de capacitación técnica sobre el problema de la drogadicción.


Artículo 8.- Las acciones de las instituciones particulares comprendidas en el área educativa relacionadas con la problemática de las drogas, serán coordinadas con los Sectores de Salud y de Educación, los cuales brindarán la información y asesoría correspondientes. 


Artículo 9.- El Sistema Nacional de Información, en coordinación con los Ministerios de Salud y Educación, difundirá y normará la información destinada al público para prevenir el uso indebido de drogas.


De la Recuperación del Drogadicto

Artículo 17.- El Estado emprenderá las acciones necesarias para lograr la recuperación de los drogadictos, las que comprenderán:

a)
El tratamiento médico-desadictivo; y,

b)
La rehabilitación bio-psico-social.

Artículo 18.- Para los fines a que se contrae el Artículo anterior, se establecerán en las Areas de Salud los servicios especializados en tratamiento de la drogadicción, conjuntamente o en coordinación con los servicios de rehabilitación bio-psico-social.

Artículo 19.- El Gobierno dispondrá la creación y funcionamiento de Centros Estatales de Rehabilitación para Fármaco-Dependientes y promoverá la creación de establecimientos privados de igual índole, cuyo régimen estará caracterizado por la asistencia social, médica y educativa prestada en forma dinámica e integral por un sistema sanitario, higiénico y alimenticio, operado por personal especializado.

Artículo 20.- El drogadicto deberá ser sometido a tratamiento, el que podrá llevarse a cabo:

a)
En su domicilio;

b)
En establecimientos privados; y

c)
En Centros Estatales de Rehabilitación para Fármaco-Dependientes.

Artículo 21.- La asistencia a los drogadictos en los Centros Estatales puede ser solicitada:

a)
Por el mismo drogadicto;

b)
Por sus parientes; y

c)
Por la autoridad judicial.

Artículo 22.- El Juez de Primera Instancia podrá disponer a pedido del Ministerio Público, o de parte interesada, la curatela del drogadicto no incurso en investigación como presunto autor de delito, que exponga a su familia a caer en la miseria o amenace la seguridad propia o ajena, o atente contra la moral y las buenas costumbres, pudiendo ordenar, de acuerdo a la capacidad económica, su internamiento en un centro estatal de rehabilitación o establecimiento privado.

Artículo 23.- Las medidas judiciales contenidas en el Artículo anterior serán levantadas por la autoridad judicial competente cuando se acredite la total rehabilitación del drogadicto.

Artículo 24.- Cuando se trate de un drogadicto mayor  de edad, no incurso en investigación como presunto autor de delito, la autoridad policial pondrá el hecho en conocimiento del Juez de Turno en lo Civil, quien lo citará dentro del término de 48 horas, bajo apercibimiento de ser conducido por la fuerza pública, para interrogarlo.

Establecida la condición del drogadicto, el Juez convocará a los allegados del compareciente y dictará las medidas que considere conveniente para su rehabilitación.

Artículo 25.- Cuando se trate de un menor de edad que se encuentre drogado y no incurso en investigación como presunto autor de acto considerado como delito o falta, será puesto a disposición de sus padres, tutores o de las personas que lo tienen a su cuidado, dentro del término de 24 horas, bajo responsabilidad, remitiendo un informe al Juez de Menores, para que dicte las medidas pertinentes. Si el menor no estuviera a cargo de ninguna persona, será puesto dentro del mismo término y bajo igual responsabilidad, a disposición del Juez de Menores.

Artículo 26.- El mayor o menor de edad que fuera reiterante en la drogadicción, obligatoriamente será internado por orden del Juez de Primera Instancia en lo Civil o del Juez de Menores, respectivamente, en un Centro de Rehabilitación para Fármaco-Dependientes.

Artículo 27.- El Juez de Primera Instancia en lo Civil o el Menor, según corresponda de oficio podrá trabar embargo en los bienes del drogadicto o de sus representantes legales, a fin de solventar los gastos de rehabilitación.

Artículo 28.- La condición de drogadicto sólo se determinará previo peritaje médico legal, expedido a solicitud del Juez competente y con citación del representante del Ministerio Público, este último obligatoriamente presenciará el examen del estado mental que haga el Juez.

Los peritos médicos tendrán en cuenta la naturaleza y cantidad de las sustancias que han producido la dependencia, así como la historia y situación clínica del sindicado.

Artículo 29.- Cuando un drogadicto haya sido procesado como autor del tráfico ilícito de drogas, el Tribunal podrá disponer su internamiento dentro de un Centro Estatal de Rehabilitación para Fármaco-Dependientes, a cuyo término será puesto a disposición del Tribunal para que le imponga la condena penal compatible con el delito.

Artículo 30.- Cuando un drogadicto sea extranjero no residente, será expulsado del país, siempre que no esté comprendido como presunto autor de delito.


CAPITULO IV

DE LA PRODUCCION, COMERCIALIZACION Y CONTROL

Artículo 44.- Solamente con licencia de la autoridad de salud, los laboratorios de productos farmacéuticos podrán elaborar medicamentos que contengan drogas, debiendo comunicar la cantidad y naturaleza de la producción, en la forma y oportunidades que establezca el Reglamento.


Dichos laboratorios quedan prohibidos de vender directamente al público tanto la droga pura como los preparados.


Artículo 45.- Los laboratorios o establecimientos farmacéuticos que tengan en existencia medicamentos que contienen drogas y que sean declarados fuera de uso, sufrido deterioro o perdido efectividad, solicitarán, cuando menos una vez al año, a la Autoridad de Salud que los califiquen como saldos descartables para su inmediata custodia y posterior destrucción en la forma que establezca el Reglamento. En los casos de siniestro o robo, el hecho se comunicará de inmediato tanto a la Autoridad de Salud como a la Policía de Investigaciones del Perú.


Artículo 46.- Prohíbase la venta al público de las drogas comprendidas en las Listas anexas al presente Decreto-Ley. 


Artículo 47.- Los medicamentos que contengan drogas descritas en la Lista II "A" del anexo de este Decreto-Ley, sólo podrán venderse al público en las farmacias y boticas, mediante prescripción otorgada por médico colegiado, extendida en Recetario Especial para dichos medicamentos exclusivamente y en dosis no mayor que la necesaria para 24 horas.


La Autoridad de Salud, previa solicitud de parte interesada acompañada de certificado médico y de la Receta Especial correspondiente, autorizará el despacho de cantidades mayores que las posológicas para 24 horas, destinadas al tratamiento de enfermos hiperalgésicos.


Artículo 48.- Los medicamentos que contengan las drogas descritas en las Lista III del anexo de este Decreto-Ley, sólo podrán venderse al público en farmacias y boticas, mediante prescripción otorgada por médico u odontólogo colegiados, extendida en Recetario Especial.


Artículo 49.- La Receta Especial que prescriba un medicamento que contenga alguna de las drogas descritas en las Listas II "A" y III deberá ser manuscrita por el facultativo en forma legible, con las cantidades expresadas en letras, debiendo constar el nombre, apellidos y domicilio del enfermo y del médico tratante con un número de colegiación profesional, así como el diagnóstico, sólo tendrá vigencia durante 3 días.


Artículo 50.- Las Recetas Especiales serán extendidas por triplicado. El original y una copia las entregará el facultativo al interesado para la adquisición del medicamento en la farmacia o botica. La copia restante deberá ser conservada por el facultativo durante 2 años, para los efectos del control respectivo por la Autoridad de Salud.


Artículo 51.- Los establecimientos autorizados para la venta al público de los medicamentos que contengan drogas comprendidas en las Listas II "A" y III, solamente las despacharán previa entrega del original y copia de la Receta Especial respectiva, llevarán un Registro de Consumo, Ventas y Existencia, así como un Archivo en el que guardarán debidamente numeradas y por orden cronológico, las guías de remisión y la copia de las Recetas Especiales despachadas, dejando constancia de la identificación del adquiriente. 

Artículo 52.- Los medicamentos que contengan drogas comprendidas en las Listas II B y IV del presente Decreto-Ley, serán expendidas al público por farmacias y boticas, mediante receta médica común. 


Artículo 53.- Los medicamentos que contengan drogas comprendidas en las Listas II B y IV del presente Decreto-Ley, únicamente podrán ser adquiridos directamente por los profesionales encargados de su aplicación.

CAPITULO V

DEL DELITO DEL TRAFICO ILICITO DE DROGAS Y DE LAS PENAS


Artículo 55-A.- La pena será de internamiento o penitenciaría no menor de 15 años, cuando el delincuente:


3. Tuviere la profesión de educador o se desempeñare como tal en cualquiera de los niveles de enseñanza.


4. Fuere profesional médico, farmacéutico, químico, odontólogo o ejerciere cualquier profesión sanitaria.


5. Realizare el delito en el interior o en los alrededores de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial de salud, recinto deportivo, lugar de detención o reclusión.


6. Se valiere para la comisión del delito de persona inimputable".


"Artículo 55-B.- La pena será de penitenciaría no mayor de 10 años ni menor de 2 años;


2. Si fuere escasa la cantidad de droga o materia prima poseída, fabricada, extraída o preparada por el agente;

3. Si se hubiere distribuido la droga en pequeñas cantidades y directamente a consumidores individuales."


"Artículo 56.- No es reprimible el que sin contar con autorización médica, posea droga en consumo. La exención de pena requiere peritaje médico legal que acredite la dependencia."


"Artículo 57.- El que promueve, organice, financie o dirija una banda formada por 3 o más personas y destinada a producir o comercializar droga, será reprimido con penitenciaría no mayor de 15 años ni menor de 10 años.


Los demás integrantes de la banda serán reprimidos, por el solo hecho de pertenecer a la asociación ilícita, con penitenciaría no mayor de 10 años ni menor de 5 años."


"Artículo 58.- Se impondrá penitenciaría no mayor de 8 años ni menor de 4 años al profesional médico, farmacéutico, químico, odontólogo u otro profesional sanitario que indebidamente recetare, prescribiere, administrare o expidiere medicamento que contenga cualquier droga prevista en las Listas I y II "A".


La pena será de prisión no mayor de 2 años ni menor de 1 año si se tratare de medicamento que contenga alguna de las drogas descritas en las Listas III, V y VI."


"Artículo 59.- El que subrepticiamente o con violencia o intimidación hiciere consumir a otro una droga, será reprimido con prisión no mayor de 8 años ni menor de 5 años.


La pena será de penitenciaría no mayor de 12 años ni menor de 8 años, si el agente hubiere actuado con el propósito de estimular o difundir el uso de la droga, o si la víctima fuere una persona manifiestamente inimputable."


"Artículo 59-A.- El que instigue o induzca a persona determinada para el consumo indebido de droga, será reprimido con prisión no mayor de 5 años ni menor de 2 años.


La pena será de penitenciaría no mayor de 8 años ni menor de 5 años, si el delincuente hubiere actuado con propósito de lucro, o si la víctima fuere una persona manifiestamente inimputable."

CAPITULO VII

NORMAS ESPECIALES DE PROCEDIMIENTO

Artículo 72.- Si la Policía de Investigaciones del Perú encuentra que están comprendidos en el tráfico ilícito, menores de 18 años de edad, los pondrá a disposición del Juez de Menores dentro del término de 24 horas.

DEFINICIÓN DE TERMINOS EMPLEADOS


Artículo 89.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por:


1) "Adormidera", a la planta del género papaver.

2) "Administrar", el acto de aplicar, inyectar, dar o hacer tomar una droga.

3) "Alucinógenos", "psicoactivos", o "psicodislépticos", a las sustancias naturales o sintéticas que producen distorsiones del tiempo o del espacio, visiones caleidoscópicas, alucinaciones y desdoblamiento de la personalidad pudiendo causar dependencia.

4) "Arbusto de coca", a la planta del género erythroxilon y sus especies y variedades erythroxilaceas.
5) "Cannabis" o "marihuana", a la Cannabis sativa L, planta dioica que contiene principios psicoactivos.

6) "Cocaína", a los alcaloides extraídos de las hojas del arbusto de la coca o preparados por síntesis a partir de la ecgonina, en todas sus formas o derivados, que tienen la capacidad de crear dependencia.

9) "Dependencia", "Drogadicción" o "Fármaco Dependencia", al estado de intoxicación periódica o crónica motivada por el consumo repetido de una droga, o el estado psíquico o a veces físico causado por la interacción entre un organismo vivo y una droga, caracterizado por:

- Un impulso irreprimible a tomar la droga en forma continua o periódica y de procurársela por cualquier medio.
- Una tendencia a ir aumentando progresivamente la droga.
- Un estado psíquico o psicológico y a veces físico por los efectos de la droga.
10) "Dependencia física", al estado mediante el cual el organismo se adapta a la droga y, que al suspenderse su administración o al modificar su acción por la administración de un antagónico específico, provoca el síndrome de abstinencia.

11) "Dependencia psíquica", al estado de satisfacción y el impulso psíquico irreprimible que conduce a tomar una droga en forma periódica o continua. 

12) "Dosis personal" o en "pequeña cantidad", es la cantidad de fármaco o droga que diariamente puede ingerir una persona por cualquier vía.

13) "Droga", a cualquier sustancia natural o sintética que al ser administrada al organismo, altera el estado de ánimo, la percepción o el comportamiento, provocando modificaciones físicas o psíquicas y que son susceptibles de causar dependencia; comprende las sustancias contenidas en las listas anexas. Para los efectos de la represión penal, se considera únicamente las listas I y II A.
14) "Drogadicto" o "Fármaco Dependiente", a cualquier persona dependiente de drogas o que las usa indebidamente y en forma crónica.

16) "Fiscalización", a las acciones del Estado destinadas a controlar, de conformidad con necesidades médicas y científicas, el cultivo, la fabricación, comercialización y tenencia de drogas, con el objeto de preservar la salud.

17) "Instigación", toda acción que incite, provoque e induzca, promueva, favorezca o facilite el consumo de drogas.

18) "Medicamento", a los preparados que contengan drogas con fines terapéuticos.

19) "Opio", el látex coagulado espontáneamente obtenido de las cápsulas de la planta del género papaver.
20) "Rehabilitación", a las acciones destinadas a lograr la readaptación al medio bio-psico-social de las personas adictas a las drogas.

21) "Síndrome de abstinencia", al conjunto de síntomas consistentes en intensos transtornos físicos provocados en el organismo por la interrupción en la administración de una droga.

22) "Tráfico ilícito", toda acción u omisión dolosa tipificada como tal en el presente Decreto Ley.
23) "Uso indebido", al acto de administrarse drogas con fines no medicinales ni de investigación científica.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

SEXTA.- En tanto el Estado no cuente con los medios hospitalarios especializados contemplados en el Capítulo III, y mientras éstos sean dotados, la autoridad competente aplicará todo lo pertinente al tratamiento obligatorio de los drogadictos, para aquellos que cuenten con los medios económicos necesarios y en los lugares en los que exista la atención médica especializada.


El Ministerio de Salud comunicará por intermedio del Primer Ministro al Poder Judicial la fecha y lugar de funcionamiento de cada nuevo centro de rehabilitación estatal para la recuperación del drogadicto.
DECRETO SUPREMO Nº 002-92-SA

APRUEBA EL REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES DEL MINISTERIO DE SALUD

REGLAMENTO DE ORGANIZACION Y FUNCIONES 


DEL MINISTERIO DE SALUD


GENERALIDADES

El Presente Reglamento determina los objetivos, funciones y estructura del Ministerio de Salud. Las disposiciones contenidas en él son de cumplimiento obligatorio por parte de las unidades orgánicas que conforman el Ministerio a nivel central, regional y local; así como por los Organismos Públicos Descentralizados del Sector, en lo que le corresponda.

Para los fines del Presente Reglamento debe entenderse por Ley, Reglamento y Ministerio lo siguiente:

-
Ley: Decreto Legislativo Nº 584

-
Reglamento: Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Salud.

-
Ministerio: Ministerio de Salud.


TITULO I

DE LA NATURALEZA, FINALIDAD, OBJETIVOS Y FUNCIONES GENERALES

Artículo 1º.- El Ministerio es el órgano del Poder Ejecutivo y ente rector del Sistema Nacional de Salud; tiene por finalidad promover, proteger y recuperar la salud y el nivel de vida de la población nacional.

Para el cumplimiento de sus fines, promueve y asegura el concurso de los componentes del sistema nacional de salud y la participación activa y responsable de la población.  El Ministerio tiene su domicilio legal en la ciudad de Lima.

Artículo 2º.- El Ministerio, en armonía con el artículo 16º de la Constitución, propone al Poder Ejecutivo la aprobación de la política nacional de salud, dirigiendo, controlando, supervisando y evaluando su aplicación y fomentando las iniciativas destinadas a ampliar la cobertura y calidad de los servicios de salud, dentro de un régimen pluralista.

Artículo 3º.- Son objetivos del Ministerio de Salud:

a)
La defensa de la vida y la salud de las personas, orientando los recursos del Estado y de la sociedad en su conjunto al establecimiento de las bases de un desarrollo social coherente.

b)
La democratización de la salud, con el fin de facilitar el acceso universal y equitativo a los servicios sociales en defensa de la salud y compartir el conocimiento de la medicina científica con la medicina tradicional.

c) 
La revalorización permanente del Sector Salud, como instrumento de desarrollo de la política social, en función de un modelo de atención participatorio, solidario y de cobertura universal.

Artículo 4º.- Son Funciones Generales del Ministerio de Salud:

a)
Formular y dirigir la política nacional de salud de acuerdo con la política general del gobierno y los planes de desarrollo nacional.

b)
Formular, en coordinación con los gobiernos regionales, el plan sectorial de salud, así como supervisar y evaluar su cumplimiento.

c)
Planificar, organizar, coordinar, conducir y evaluar el desarrollo del Sistema Nacional de Salud.

d)
Emitir normas de alcances nacional que regulen las acciones de los componentes del Sistema Nacional de Salud en el marco del Plan Nacional de Desarrollo y velar por el cumplimiento del Código de Salud, el Código del Medio Ambiente y demás normas reguladoras.

e)
Regular y controlar la acción sanitaria en función de las necesidades de la población, asegurando la calidad y cobertura de las prestaciones de los servicios de salud.

f)
Promover, coordinar y orientar el intercambio de cooperación técnica financiera nacional e internacional en salud.

g)
Fomentar, difundir y orientar la investigación y desarrollo de tecnologías adecuadas a la realidad nacional, incluyendo la medicina tradicional.

h)
Promover, realizar y orientar la formación y capacitación de recursos humanos en salud, adecuándolos a las necesidades de la población.

DIRECCION GENERAL DE MEDICAMENTOS INSUMOS Y DROGAS

Artículo 85º.- La Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas es el órgano de línea técnico normático de nivel nacional, en lo que corresponda, la calidad, uso, comercialización, registros, suministro y expendio de los medicamentos y otros productos farmacéuticos.

Coordina y concerta con los Ministerios de Economía y Finanzas y de Industria, Comercio Interior, Turismo e Integración, los gobiernos regionales, locales y demás componentes del Sistema Nacional de Salud, la política nacional sobre medicamentos, insumos y drogas.

Artículo 86º.- Son funciones de la Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas las siguientes:

a)
Proponer a la Alta Dirección la política nacional de medicamentos, drogas y estupefacientes concertando con los gobiernos regionales, locales y demás componentes del sistema Nacional de Salud, en coordinación con la Oficina General de Planificación.

b)
Normar y controlar mediante los órganos desconcentrados el funcionamiento de establecimientos de producción, distribución y expendio de medicamentos, insumos y drogas.

c)
Normar, controlar y evaluar, en lo que corresponda, la producción, importación, exportación, registro, distribución y comercialización de medicamentos genéricos y comerciales, productos galénicos, cosméticos, material médico, quirúrgico, artículos de higiene, medios de diagnóstico, plaguicidas de uso doméstico, desinfectantes y otros.

d)
Dirigir, regular, coordinar y ejecutar el oportuno suministro y uso racional de los productos mencionados o en el inciso precedente, en concordancia con las necesidades de la población.

e)
Difundir y orientar a la población del beneficio y riesgo de los medicamentos.

f) 
Cumplir con las demás funciones que se le asigne.

Artículo 87º.- La Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas tiene la estructura orgánica siguiente:

-
Dirección General

-
Dirección Ejecutiva de Registro y Normas

-
Dirección Ejecutiva de Pesquisas e Inspecciones

-
Dirección Ejecutiva de Gestión Comercial.

Artículo 88º.- La Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas depende del Viceministro y está a cargo de un Director General, quien tiene la atribución y responsabilidad de dirigir, coordinar, controlar, evaluar y administrar el funcionamiento de la dependencia y personal a su cargo e impartir las directivas pertinentes.

Artículo 89º.- Son funciones de la Dirección Ejecutiva de Registro y Normas las siguientes:

a)
Normar, regular y realizar el proceso de inscripción, reinscripción y cambios diversos para el otorgamiento del registro sanitario.

b)
Normar y controlar el funcionamiento de los establecimientos farmacéuticos a nivel nacional, así como velar por el cumplimiento de las normas sanitarias.

c)
Supervisar la aplicación y cumplimiento de las normas técnicas sobre la elaboración y comercialización de medicamentos a nivel nacional.

d)
Estudiar y evaluar la calidad, seguridad y eficacia de los medicamentos existentes en el mercado, a fin de mantener actualizado el Formulario Nacional de los mismos.

e)
Abastecer las necesidades nacionales en lo referente a sustancias narcóticas básicas, especialidades y cualquier otro insumo que esté comprendido en la Ley Nº 22095.

f)
Normar, supervisar y otorgar autorizaciones sanitarias para la exportación e importación de sustancias narcóticas y estupefacientes.

g)
Supervisar y fiscalizar la producción, suministro y consumo de los productos farmacéuticos con contenido de estupefacientes o psicotrópicos autorizados en el país.

h)
Cumplir con las demás funciones que se le asigne.

Artículo 90º.- Son funciones de la Dirección Ejecutiva de Pesquisas e Inspecciones las siguientes:

a)
Normar y ejercer el control post registro sanitario de la producción, importación, exportación y comercialización final de especialidades farmacéuticas, cosméticos, artículos de aseo personal, desinfectantes, así como plaguicidas, material radioactivo, equipo médico, quirúrgico, productos galénicos, prótesis, agentes de diagnóstico e insumos de uso médico y otros.

b)
Normar, supervisar y controlar el funcionamiento de los establecimientos dedicados a la producción, distribución y venta de los bienes indicados en el inciso precedente.

c)
Normar y controlar la propaganda y publicidad sobre los medicamentos, productos farmacéuticos, insumos y drogas.

d)
Cumplir con las demás funciones que se le asigne.

Artículo 91º.- Son funciones de la Dirección de Gestión Comercial las siguientes:

a)
Velar por que la oferta de los medicamentos en el mercado se encuentre en las cantidades adecuadas, priorizando la atención de las necesidades de la población de menores recursos.

b)
Promover la comercialización de medicamentos genéricos esenciales y de aquellos que hayan demostrado su eficacia y seguridad terapéutica.

c)
Formular el Petitorio Nacional de Medicamentos, en coordinación con los gobiernos regionales, Instituto Peruano de Seguridad Social y demás componentes del Sistema Nacional de Salud.

d)
Promover y conducir el Programa Nacional de Medicamentos Esenciales.

e)
Cumplir con las demás funciones que se le asigne.

DECRETO SUPREMO Nº 983-93-PCM

"APRUEBAN EL REGLAMENTO DE LA LEY Nº 25357 QUE ESTABLECIO LA PROHIBICION DE FUMAR EN ESPACIOS CERRADOS DE USO PUBLICO"

REGLAMENTO DE LA LEY Nº 25357
Artículo 1.-
Están comprendidos en el ámbito de Ley Nº 25357 y del presente Reglamento los siguientes lugares:

a.
Cinemas, auditorios, teatros, sets de televisión, cualquier lugar cerrado donde se presente espectáculos

b. 
Sala de convenciones y deliberaciones;

c.
Aulas de centros educativos a nivel escolar, superior, técnico o de cualquier otra naturaleza;

d.
Medios de transporte publico colectivo;

e.
Ascensores; y

f.
Hospitales, clínicas y lugares similares

Artículo 2.-
También están comprendidas en el ámbito de la referida ley, las aéreas de atención al publico de los siguientes lugares:

a. 
Agencias de Bancos y demás entidades financieras

b. 
Empresas publicas y privadas;

c.
Las oficinas de los Ministerios y demás dependencias publicas;

d.
Cualquier otro lugar o espacio cerrado destinado a la atención del publico, sea o no de propiedad privada.

Artículo 3.-
Deberá reservarse un área para fumadores en los siguientes lugares:

a.
Restaurantes bares tabernas, pubs y cualquier lugar con características similares.

b.
Discotecas, salones de baile, Clubs Nocturnos, Café teatros;

c.
Bingos, casinos y sala de juego; y

d.
Hoteles, hostales, pensiones, albergues y demás lugares de hospedaje.

Artículo 4.-
El área reservada para los fumadores no podrá ser mayor al área prohibida para no fumadores.

Artículo 5.-
Las personas afectadas pueden también requerir al responsable del lugar donde se esta fumando sin estar permitido, para que se comunique al infractor que deje de hacerlo en el acto.

Artículo 6.-
En los locales o vehículos de transporte a que se refiere el presente reglamento deberá indicarse la prohibición de fumar.

La indicación deberá realizarse mediante carteles ampliamente legibles desde cualquier lugar del local o medio de transporte.

Los carteles estarán escritos con letras de color negro y dentro de un marco de color rojo con la expresión:

"PROHIBIDO FUMAR EN LUGARES PUBLICOS COMO ESTE (LEY Nº 25357), FUMAR ES DAÑINO PARA LA SALUD"

Así mismo, se utilizarán carteles conteniendo un círculo de color rojo con fondo blanco, dentro del círculo del dibujo de un cigarrillo encendido, atravesando el círculo una línea diagonal roja.

Artículo 7.-Las cajetillas, paquetes o bolsas de productos de tabaco, deberán llevar de manera ampliamente legible, ocupando no menos de la quinta parte del área total del empaque la frase "Fumar es dañino para la salud, esta prohibido fumar en lugares públicos, según la ley Nº 25357"

Artículo 8.-Los anuncios publicitarios de cualquier tipo contendrán las mismas frases obligatorias del artículo anterior, con iguales características de área.

Si fueran del tipo spot, durante no menos de cinco segundos en forma clara contendrán la frase "Fumar es dañino para la salud".

Se observarán los diseños a que se contraen los anexos 1 y 2 del presente reglamento.

Artículo 9.-En los lugares comprendidos en el artículo 3 del presente reglamento se colocarán carteles con las características establecidas en el artículo 6 y que deberán expresar:

"Área de fumadores" o "Area de no fumadores"

Estos carteles deberán seguir las especificaciones establecidas en el anexo 3.

Artículo 10.-Las infracciones publicitarias materia del presente reglamento serán aplicadas, cuando fueran de su competencia, por el Consejo Nacional de Publicidad, con arreglo al Decreto Legislativo Nº 691. Dentro de los diez días útiles de finalizado cada trimestre del año, el Consejo en mención comunicara al Ministerio de Salud y a la Contraloría General de la República, la relación de hechos sancionados y los montos obtenidos por dicho concepto.

Artículo 11.-Las infracciones no publicitarias serán aplicadas, levantándose actas de constatación, que suscribirán, un miembro de la Policía Nacional y el Alcalde o Regidor, o un miembro de la Policía Municipal del lugar en donde se cometa la infracción.

La Municipalidad competente será la distrital, salvo que el lugar corresponda a la circunscripción del Cercado, en cuyo caso será competencia del municipio provincial.

El Ministerio de Salud o la Contraloría General de la República, realizarán exámenes selectivos e inopidos, para verificar la debida aplicación de esta norma.

Artículo 12.-Para la aplicación de la multa se dará como referencia el precio promedio de venta al público del galón de gasolina de 84 octanos, vigente el ultimo día del calendario del mes anterior de producida la infracción, de acuerdo a lo siguiente:

a.
Para el fumador y el responsable de la administración del local o el piloto del vehículo, el monto equivalente de cinco a diez galones de gasolina, para cada uno y por vez, de acuerdo a la categoría del local o vehículo;

b.
Para el propietario del local o del vehículo, el monto oscilará de acuerdo a su categoría, al equivalente de diez a cien galones de gasolina por vez. Si el administrador o piloto, fuera además el propietario, pagara también la multa del inciso a). y c). Para el propietario del local o del vehículo, multa equivalente a 30 galones de gasolina por no existir los carteles a que se refiere el artículo 8; y el equivalente a 10 galones de gasolina para el administrador o piloto.

Artículo 13.-Las Municipalidades no darán licencia de funcionamiento a los establecimientos que no cumplan con lo dispuesto en la ley y el presente reglamento. Tampoco renovaran las licencias sin que se certifique previamente el cumplimiento de las normas en mención.

Artículo 14.-La Policía Nacional remitirá al respectivo Municipio, fotocopia autenticada o transcripción de las actas a que se refiere el artículo 11, dentro de las 24 horas de levantadas, para que por su solo mérito se proceda al cobro coactivo de la multa. 

DECRETO SUPREMO Nº095-93-PCM

MODIFICAN EL REGLAMENTO DE LA LEY QUE ESTABLECIO

 LA PROHIBICION DE FUMAR EN ESPACIOS CERRADOS 

DE USO PUBLICO

(21-12-93)

Artículo 1º.- Modifíquense los Artículos 7º y 8º del Reglamento de la Ley Nº25375, en los siguientes términos:


“Artículo 7º.-  Las cajetillas, paquetes o bolsas de productos de tabaco, deberán llevar de manera ampliamente legible, ocupando no menos de la décima parte del área total del empaque la frase “FUMAR ES DAÑINO PARA LA SALUD, ESTA PROHIBIDO FUMAR EN LUGARES PUBLICOS SEGUN LA LEY Nº25357".


Artículo 8º.- Los anuncios publicitarios de cualquier tipo contendrán la misma frase obligatoria del artículo anterior, con iguales características de área.


Cuando se trate de comerciales en televisión anunciando marcas de cigarrillos o cualquier producto del tabaco, al inicio o al final de la exposición de éstos deberá aparecer la frase “FUMAR ES DAÑINO PARA LA SALUD”, durante no menos de tres segundos.


Cuando se trate de comerciales transmitidos por radio, el locutor al final del anuncio, deberá transmitir en forma clara y pausada la frase “FUMAR ES DAÑINO PARA LA SALUD”.

Artículo 2º.- Manténgase la entrada en vigencia a que se refiere el Artículo 15º del Reglamento de la Ley Nº25357; con excepción del Artículo 7º que entrará en vigencia el 1º de abril de 1994 y el Artículo 8º que entrará en vigencia el 30 de enero de 1994.

RESOLUCION MINISTERIAL Nº172-95-SA/DM

  APRUEBAN NORMAS COMPLEMENTARIAS DE DECRETO SUPREMO MEDIANTE EL CUAL SE ADICIONO ITEM A ARTÍCULO DEL REGLAMENTO GENERAL DE ESTABLECIMIENTOS DE SALUD DEL SUBSECTOR NO PUBLICO

DE LA APERTURA Y FUNCIONAMIENTO

1.
Toda persona natural o jurídica para obtener Autorización Sanitaria de funcionamiento de un Centro de Atención para Adictos, deberá cumplir con presentar una solicitud con carácter de declaración jurada, a la Dirección Regional o Dirección Subregional de Salud correspondiente, consignando la siguiente información.


a.
Nombre del Responsable o Administrador del Centro;


b.
De ser persona jurídica, razón social y nombre del representante legal;


c.
Nombre y Dirección del Centro;


d.
Objetivos de la Institución;


e.
Características de la población a atender; número, edad y sexo; y,


f.
Modalidad de atención y servicios a ofertas.

2.
A la solicitud se acompañará los siguientes documentos:


a.
Programa de Rehabilitación, en el que se describen las actividades terapéuticas y de otra índole que se van a ejecutar;


b.
Croquis de ubicación geográfica;


c.
Croquis de distribución de los ambientes del Centro, indicándose el número de camas o camarotes en los ambientes destinados a dormitorio que en ningún caso será para más de seis personas en menos de doce metros cuadrados;


d.
Copia del certificado de compatibilidad de uso de la zona donde se a ubicar el establecimiento;


e.
Copia autenticada del título de propiedad o de posesión del local;


f.
Relación de medicamentos que contendrá el botiquín de emergencia, aprobada por el médico-cirujano asesor;


g.
Relación del recurso humano para el funcionamiento y atención del Centro, compatible con el programa de rehabilitación;


h.
Copia del Reglamento Interno de Funcionamiento y Atención del Centro;


i.
Carta de compromiso, suscrita por el médico-cirujano que brindará asesoramiento y apoyo al Centro, según formato, de acuerdo al Anexo de la presente Resolución;


j.
Copia simple del título profesional y colegiatura del médico-cirujano asesor; y,


k.
Copia del modelo del “Contrato Terapéutico”.

DEL RESPONSABLE O ADMINISTRADOR

3.
El Responsable o Administrador tiene las siguientes funciones


a.
El mantenimiento del orden, la moralidad y la tranquilidad pública, dentro del local y en el área pública cercana al establecimiento, así como el cumplimiento de las normas de seguridad e higiene del local;


b.
El cumplimiento de la ley, de la aplicación del Reglamento Interno y del Programa de rehabilitación;


c.
Poner en conocimiento de la Dirección Regional o Dirección Subregional de Salud, las modificaciones que se presenten concernientes y a la información y documentación consignada en la solicitud inicial de autorización; y,


d.
Cuidar que en el establecimiento se coloque y exhiba en el área de ingreso y en lugar visible, la Resolución Directoral de autorización sanitaria de funcionamiento.

DEL MEDICO-CIRUJANO ASESOR

4.
Son obligaciones del Médico-Cirujano Asesor, las siguientes:


a.
Tener presencia diaria en la institución;


b.
Enviar bimestralmente a la Dirección Regional o Dirección Subregional de Salud, un informe sobre el estado de los pacientes, y de otros hechos que se consideren pertinentes;


c.
Disponer los traslados de pacientes por situaciones de emergencia o enfermedad aguda;


d.
Capacitarse en los programas que, para el efecto promueva el Subprograma de Salud Mental de la Dirección General de Salud de las Personas del Ministerio de Salud;


e.
Comunicar a la Dirección Regional o Dirección Subregional de Salud correspondiente, todo hecho que se origine en el Centro, que signifique el incumplimiento de lo previsto en el Decreto Supremo N°06-94-SA o sus normas complementarias;


f.
Comunicar a la Dirección Regional o Dirección Subregional de Salud, del cese de sus funciones en el Centro, con quince días naturales de anticipación; y,


g.
Realizar la atención, tratamiento y seguimiento de los pacientes que lo requieran.

DE LA ADMISION E INTERNAMIENTO DE LOS PACIENTES

5.
La admisión o internamiento de pacientes en los Centros de Atención para adictos, podrá ser solicitada indistintamente por el mismo paciente, sus padres, tutores, curadores o la autoridad judicial.  En el caso de menores de 18 años, de no haber familiar, deberá exigirse la autorización del tutor o del juez.

6.
Se admitirán sólo adultos, sólo adolescentes o sólo niños hasta los doce años, que hubieren sido evaluados previamente por el médico-cirujano asesor, para descartar  la psicología psiquiátrica o médica importante.  Los centros serán para personas de un mismo sexo.

7.
No podrán ser rechazados sujetos infectados por HIV, o con antecedentes de enfermedades infecciosas inactiva.

8.
Los solicitantes, excepto la autoridad judicial, suscribirán un contrato terapéutico, en el que se especifique lo siguiente:


a.
Responsabilidad por el ingreso, de quien firma la solicitud;


b.
Causas por las que puede ser excluido;


c.
Condiciones económicas de estadía;


e.
Obligaciones del paciente y del Centro;


f.
Compromiso de los familiares de participar en la rehabilitación del paciente; y,


g.
Síntesis del Programa de Rehabilitación al que será sometido.

9.
La admisión e internamiento de los pacientes deberá consignarse en un Libro de Registro, en el que se especificará lo siguiente: Fecha de ingreso, nombres y apellidos, motivo de ingreso, nombre y dirección de la persona responsable o indicación de la orden judicial.

ANEXO

CARTA DE COMPROMISO

Conste por el presente documento, el Compromiso que asumo yo . . . . . . . . . . . . . . . . . ..  Identificado con L.E. N° . . . . . . . . . . . , Registro del Colegio Médico del Perú N° . . . . . . ., con Registro N° . . . . . de la Especialidad . . . . . . . . . .. . . . ; para brindar mi asesoramiento y apoyo al Centro de Atención para Adictos denominado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ., ubicado en . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ., responsabilizándome por el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el D.S. N°06-94/SA y sus normas complementarias.

DECRETO LEGISLATIVO Nº 824

LEY DE LUCHA CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS

TITULO I

LUCHA CONTRA EL CONSUMO DE DROGAS

Artículo 1.- Declárase de interés nacional la lucha contra el consumo de drogas en todo el territorio. Constitúyase para tal efecto la COMISION DE LUCHA CONTRA EL CONSUMO DE DROGAS, "CONTRADROGAS" como ente rector encargado de diseñar, coordinar y ejecutar de manera integral las acciones de prevención contra el consumo de drogas.


Artículo 2.- Son objetivos de "CONTRADROGAS", los siguientes:


a.- Prevenir el consumo de drogas en el Perú. Se enfocará la prevención desde la educación, la información y la promoción de una vida sana a través del desarrollo de diversas acciones para tal fin.


b.- Contribuir a la creación y/o fortalecimiento de programas de rehabilitación de drogadictos.

c.- Promover la sustitución de los cultivos de hoja de coca y crear conciencia acerca del peligro de otros tipos de sembríos ilícitos.


d.- Promover el desarrollo de programas de educación y de concientización nacional, respecto a la ilegalidad y perjuicio del uso, de la producción, tráfico y microcomercialización de los derivados de la hoja de coca y otras sustancias ilegales.


e.- Promover ante la Comunidad Internacional, Extranjera y Nacional la obtención de recursos destinados a financiar los esfuerzos nacionales para la lucha contra las drogas en todos sus aspectos.

RESOLUCIÓN MINISTERIAL Nº 407-97-SA/DM

NORMAS COMPLEMENTARIAS PARA LA AUTORIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y SUPERVISIÓN DE CENTROS DE ATENCIÓN PARA DEPENDIENTES A SUSTANCIAS PSICOACTIVAS

a) DE LA APERTURA Y FUNCIONAMIENTO

Toda persona natural o jurídica para obtener Autorización Sanitaria de funcionamiento de un Centro de Atención para Dependientes a Sustancias Psicoactivas, deberá  presentar una solicitud con carácter de declaración jurada, a la Dirección Regional o Dirección Subregional de Salud, en cuyo ámbito se encuentre ubicado el establecimiento, consignando la siguiente información:

1.1 De ser persona natural, el nombre del representante legal y nombre del Director Técnico responsable del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas.

1.2  De ser persona jurídica, Testimonio  de  la Escritura de Pública de Constitución, el nombre del representante legal y del Director Técnico responsable del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

1.3  Nombre, dirección y croquis de ubicación geográfica del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

1.4  Objetivos del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

1.5  Características de la población a atender: número, edad y sexo. 

1.6 Modalidad de atención y servicios a ofertar

1.7 Manual de organización y funciones del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

1.8  Programa de Rehabilitación en el que se describan las actividades terapéuticas y otras que se vayan a ejecutar en los que se incluya laborterapia, talleres, y unidades de producción, éste último cuando sea posible.

1.9  Copia del certificado de zonificación del lugar en donde funcionará el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

1.10   Croquis de distribución de los ambientes, indicando el número de camas o camarotes  en los ambientes destinados a dormitorio, que en ningún caso será para más de seis personas en menos de 12 metros cuadrados. Asimismo, contará con una área abierta de dos metros cuadrados por residente como mínimo.

1.11   Copia del certificado de compatibilidad de uso de la zona donde funcionará el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas 

1.12 Copia autenticada del título de propiedad del inmueble o contrato de arrendamiento.

1.13 Relación de medicamentos que contendrá el botiquín de emergencia, aprobada por el médico del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas.

1.14  Relación de personal que laborará en el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas para su  funcionamiento y atención  compatible con el programa de rehabilitación;

1.15  Copia del Reglamento Interno de Funcionamiento y Atención del Centro;

1.16 Copia autenticada del titulo profesional y constancia de colegiatura del Director Técnico.

1.17 Copia autenticada del titulo profesional y constancia de colegiatura del personal profesional que labore en el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

1.18 Copia del modelo del “Contrato Terapéutico” que suscribirá el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas con la familia.

2. DEL DIRECTOR TÉCNICO 

2.1  El Director Técnico debe ser un profesional de la salud (médico) con experiencia en tratamiento de pacientes con dependencia a sustancias psicoactivas.

2.2. Es responsable del programa terapéutico

2.3. Es responsable de la evaluación, selección y asignación de funciones y responsabilidades del equipo de profesionales de la salud que integre el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas.

2.4. Participará en la planificación, ejecución y evaluación de todo el proceso terapéutico conjuntamente con los profesionales de salud que integran el equipo del Centro

2.5. Debe tener presencia diaria en el Centro, con un mínimo de 4 horas diarias, que le permita cumplir sus funciones a cabalidad.

2.6 Enviará bimestralmente a la Dirección Regional o Subregional de Salud un informe sobre el estado de los pacientes y de otros hechos pertinentes.

2.7 Es  responsable  del registro de información mínima en base a los conceptos determinados por la OPS-OMS, para favorecer el desarrollo del sistema de vigilancia epidemiológica entre otros.

2.8 Comunicará, a la Dirección Regional o Subregional de Salud, con 15 días de anticipación en caso de cese de sus funciones en el Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas

2.9 Debe capacitarse permanentemente en los programas de actualización en instituciones de reconocido prestigio.

2.10 Evaluará la idoneidad del personal que integra el equipo técnico del  Centro, en forma periódica, así como su capacitación y actualización técnica.

2.11 Es responsable de los programas de docencia e investigación.

2.12 Integrará la comisión de evaluación del Centro,  para el alta terapéutica de los pacientes

2.13 Realizará la atención, tratamiento y seguimiento de los pacientes del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas 

3. DEL EQUIPO TÉCNICO DEL CENTRO  

3.1 El centro deberá contar con profesionales capacitados en el tratamiento y rehabilitación de pacientes dependientes a     sustancias psicoactivas. Estará integrado como mínimo indispensable con un médica, un psicólogo y un enfermero, los mismos que deben tener una mínima permanencia de seis horas diarias en el centro, debidamente constatadas.


Además podrá estar integrado por:

a) Trabajadores sociales

b) Terapistas ocupacionales

c) Educadores o psicopedagogos

d) otros profesionales

3.2  El Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas debe contar con un profesional de salud en forma permanente, durante las 24 horas del día (médico, psicólogo o enfermero).

3.3  Todos los profesionales del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas deben acreditar su especialidad con el título profesional correspondiente y la constancia de su colegiatura.

3.4  Todos los profesionales de la salud y personal técnico, administrativo o auxiliares, deben acreditar no tener antecedentes penales.

4.  DEL DIRECTOR ADMINISTRATIVO

4.1 El Director Administrativo puede ser ejercida por cualquier persona natural que acredite formación en el área de administración y conocimientos básicos sobre dependencia a sustancias psicoactivas. En caso de ser ex dependiente a sustancias psicoactivas deberá acreditar una abstinencia de cinco años certificada por el Centro acreditado en que fue tratado.

4.2  No tener antecedentes penales

4.3  Sus funciones son:

a) Encargarse de la parte contable, financiera y logística del Centro, en coordinación  con el Director Técnico, sin intervención en los aspectos terapéuticos.

b) Remitir a la Dirección Regional o Subregional de Salud, las modificaciones que  se presenten concernientes a la información y documentación consignada en la solicitud inicial de autorización, para su evaluación y aprobación en caso fuere procedente.

c) Cuidar que en el establecimiento se coloque y exhiba en el área de ingreso y en lugar visible la autorización de funcionamiento expedida por la autoridad de salud correspondiente.

d) Es responsable del cumplimiento de las obligaciones tributarias del Centro 

e) Cooperar con el Director Técnico para el cumplimiento del Reglamento interno del Centro y lo establecido en la presente norma

5. DE LOS CONSEJEROS EN DEPENDENCIA A SUSTANCIAS PSICOACTIVAS

5.1  Serán considerados Consejeros en dependencias a sustancias psicoactivas, los ex dependientes a sustancias psicoactivas recuperados que acrediten una abstinencia de tres años como mínimo. debidamente certificada por el Centro en el cual fueron tratados.

5.2  Los Consejeros en Dependencia a Sustancias Psicoactivas deben tener aptitud psicológica apropiada debidamente certificada por una evaluación psicológica y psiquiátrica realizada por  dependencias especializadas del Ministerio de Salud.

5.3  Los Consejeros en Dependencia a Sustancias Psicoactivas u Operadores, deben contar con el Certificado expedido por el Instituto de Salud Mental Honorio Delgado - Hideyo Noguchi, conjuntamente con el Centro de Rehabilitación Naña del Hospital Hermilio Valdizan, ambas instituciones pertenecientes al Ministerio de Salud.

5.4  De ser considerado apto desempeñar la labor de Consejero en Dependencia a Sustancias Psicoactivas deberá completar su entrenamiento en los primeros años con cursos  de capacitación determinados por el Programa de Capacitación del Instituto de Salud Mental Honorio Delgado - Hideyo Noguchi, conjuntamente con el Centro de Rehabilitación Naña del Hospital Hermilio Valdizan.



El programa de capacitación deberá ser desarrollado por instituciones de prestigio, abarcando básicamente las siguientes materias:

a) Aspectos básicos en tratamiento y rehabilitación.

b) Ética y rehabilitación

c) Aspectos legales y dependencia de drogas.

d) Clínica de adicciones.

e) Evaluación y  diagnóstico.

f) Aspectos Terapéuticos.

g) Sistemas de información.

h) Salud pública: emergencias y primeros auxilios, salud ambiental, bioseguridad, nutrición y manejo de alimentos, manejo de enfermedades infectocontagiosas.

i) Otros cursos complementarios y de actualización.

5.5. No tener antecedentes penales.

6. DEL PROGRAMA TERAPÉUTICO

6.1  Debe ser residual y sistemático

.

6.2  Debe incluir una evaluación integral y permanente (médica, psicológica y social) aplicando instrumentos de evaluación estándar.

6.3   Tendrá un programa de actividades diarias y un programa de intervenciones terapéuticas con bases científicas, aplicado por un profesional de la salud mental (psicólogos, psiquiatras) acreditado o un equipo multidisciplinario.

6.4  El programa deberá ser de conocimiento de todos los profesionales y técnicos del centro, así como de los residentes y familiares.

6.5  Debe existir un control objetivo (toxicólogo) de la abstinencia de drogas.

6.6  Debe propiciarse programas de participación familiar durante el proceso de tratamiento terapéutico  de los pacientes.

6.7  Debe incluir acciones para la readaptación social y laboral.

6.8  Debe establecerse un programa para la reinserción laboral dentro del proceso de tratamiento.

6.9  En el periodo de reinserción social el paciente seguirá recibiendo tratamiento hasta el alta terapéutica.

6.10  Debe contar con un sistema de registro y evaluación permanente del programa y de los residentes del centro.

7. DE LA ADMISIÓN E INTERNAMIENTO DE PACIENTES

7.1 Se efectuará bajo dos modalidades:

a)  Solicitud voluntaria por el propio paciente

b)  A solicitud de la familia en caso de incapacidad relativa o interdicción civil.

7.2 En el caso de menores de 18 años, de no haber familiar debe exigirse la autorización del tutor o del juez.

7.3  La admisión o internamiento será voluntario, a menos que exista incapacidad  relativa o interdicción civil.

7.4  El centro está obligado a llevar un libro de registro de pacientes donde consten sus datos completos de filiación, domicilio, estado civil, condición del alta y otros que sean necesarios.

7.5  No se permitirá el internamiento de pacientes con patología psiquiátrica pura o con problemas médico sociales no vinculados a la dependencia de sustancias psicoactivas.

7.6  Se admitirá sólo a mayores de edad, sólo adolescentes o sólo niños hasta los 12 años, que hubieran sido evaluados por el médico psiquiatra para descartar patología psiquiátrica grave.

7.7  Los centros sólo admitirán  pacientes del mismo sexo.

7.8  Los solicitantes, excepto la autoridad judicial, suscribirán un contrato terapéutico en el que se especifique por lo menos lo siguiente:

a) Responsabilidad en el ingreso de quien firma la solicitud.

b) Causas por las que puede ser excluido.

c) c)Condiciones económicas de estadía del paciente.

d) Régimen de contactos con el exterior.

e) Derechos y obligaciones del paciente y del Centro.

f) Compromiso de los familiares a participar en la rehabilitación del paciente, de acuerdo al programa terapéutico, incluyendo el compromiso de no abandono del paciente.

g)  Síntesis del programa de Rehabilitación al que será sometido, y

h)  El límite de reingreso, luego de una alta voluntaria,  será  determinado por el Centro.

7.9  El contrato terapéutico consignado en el numeral 7.8 de la presente norma debe ser firmado por el familiar , el paciente y el Director Técnico del Centro y deberá incluir como parte integrante del mismo el reglamento Interno del Centro conteniendo todas las normas y sanciones por transgresión al mismo.

7.10  Los pacientes duales sólo podrán ser admitidos en el Centro, donde existan los especialistas y las condiciones necesarias para su tratamiento y rehabilitación.

7.11  No podrán ser rechazados sujetos portadores del VIH (sero positivos) inactivos o con antecedentes de enfermedades infecciosas inactivas.

7.12  El Centro debe tener ubicado en lugar visible tanto el rol de actividades diarias y sus responsables así como los  derechos de los pacientes.

8. RESIDENTES

8.1 Derechos

a) Los residentes tienen derecho a conocer el Reglamento Interno del Centro de Atención para dependientes a Sustancias Psicoactivas, el mismo que debe ser debidamente difundido; a ser informados acerca de la naturaleza y contenido del programa de rehabilitación, tiempo promedio de internamiento y su participación en el mismo.

b) Tienen derecho a realizar labores que beneficien su proceso terapéutico; a no realizar actividades que impliquen manejo de dinero, publicidad, etc.. que beneficien interese individuales o de terceros.

c) Los residentes en tratamiento tendrán derecho a la recreación y contar con espacios para ello regulados por el programa terapéutico.

d) Todo residente tiene derecho a un régimen de visitas, previamente aprobado por el centro.

e) Ningún residente en tratamiento será privado d su derecho a ser visitado por sus familiares, a menos que así se haya acordado al inicio del programa y rehabilitación y conste en el contrato suscrito conjuntamente por el residente, familiares y responsable del centro.

f) Tendrán derecho a manifestar su disconformidad con la forma como se lleva a la practica el Programa de Rehabilitación, usando canales establecidos en el Reglamento Interno del centro, aprobado por la autoridad de salud como parte del expediente para solicitar la licencia de funcionamiento.

g) Todo residente tiene derecho a mantener en reserva su condición de dependiente a sustancias psicoactivas fuera del programa.

8.2 Deberes:

a) El residente tiene el deber de cumplir el programa de rehabilitación del Centro

b) Tiene el deber de cumplir las normas y reglas internas del Centro.

c) Tiene el deber de no utilizar su persona o su condición de  dependiente a sustancias psicoactivas como medio de propaganda o publicidad.

9. DEL ALTA

9.1  Cumplido el programa terapéutico, la Comisión de Evaluación del Centro de Atención a dependientes a sustancias psicoactivas emitirá un informe que deberá contar con la opinión favorable del equipo terapéutico responsable.

9.2  El equipo terapéutico del Centro, para dar de alta a un residente, debe merituar su condición de estabilidad aceptable en aspectos: personal, interpersonal, familiar y laboral.

9.3   El alta del residente, debe ser registrada en el libro de registro de pacientes, especificando la condición del residente al momento del alta.

9.4  El centro efectuará una evaluación periódica durante tres años luego del alta terapéutica.

10.  RESPONSABILIDADES

10.1  El promotor o propietario del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas es responsable solidario con el Director Técnico de la integridad física de los residentes, así como de  la observancia de los derechos fundamentales de toda  persona.



El promotor o propietario del centro es responsable por el estricto cumplimiento de todas las disposiciones contenidas en las presentes normas complementarias de las actividades clínicas que en él se realicen, así como de la correcta designación de los recursos humanos, de los recursos financieros para optimizar su funcionamiento y del cumplimiento de los objetivos del centro.

10.2  El Director Administrativo es responsable de la marcha administrativa del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas, según lo establecido en las presentes normas complementarias, así como por el cumplimiento de la normatividad legal vigente aplicable al centro, en lo que a su cargo corresponde.

10.3  El Director Técnico es responsable de las actividades clínicas realizadas en el Centro, propias del programa terapéutico, así como del cuidado general de la salud de los residentes y la medicación que se les administre.



Asimismo es responsable solidario con el Promotor o Propietario del Centro de atención para dependientes a sustancias psicoactivas de la integridad física de los residentes, así como de la observancia de los derechos fundamentales de toda persona.

LEY Nº 26739

ESTABLECEN HORARIO EN EL CUAL PODRA REALIZARSE 

PUBLICIDAD DE CIGARRILLOS A TRAVES DE MEDIOS RADIALES O TELEVISIVOS

Artículo 1º.- La publicidad de cigarrillos a través de medios radiales o televisivos, podré realizarse únicamente entre las 01.00 y las 05.00 horas de cada día.


La infracción o incumplimiento de la presente disposición será sancionada con arreglo a la normatividad que rige al INDECOPI, comprendiendo en forma solidaria y proporcional al que contrata y al que realiza la publicidad.

Artículo 2º.- Déjase en suspenso las normas que se opongan a la presente Ley, la misma que entrará en vigencia el día siguiente de su publicación.

LEY Nº 26849
 PROHIBEN VENTA Y PUBLICIDAD DE PRODUCTOS ELABORADOS

 CON TABACO EN LUGARES A  QUE SE REFIERE LA LEY 25357 QUE ESTABLECIÓ LA PROHIBICIÓN DE FUMAR EN ESPACIOS CERRADOS DE USO PUBLICO

Artículo 1º .- Prohíbase la venta y publicidad directa e indirecta de productos elaborados con tabaco, como cigarrillos, puros, cigarros o bolsas de tabaco, en los lugares a que se refiere el Art. 1º  de la ley 25357, comprendidos en  el Art. 1º de su Reglamento aprobado por D.S. Nº 083-93-PCM.

Igualmente queda prohibida la publicidad directa de dichos productos en los Centros Educativos de cualquier nivel o naturaleza, así como en los alrededores de ellos, en un radio de 500 metros.

Artículo 2º .- Adiciónase al Art. 7º de la ley 25357, los párrafos siguientes:

“En igual forma y en espacio diferente se consignará la cantidad de alquitrán  y nicotina que contiene el tabaco presente en cada unidad del producto”.

“Los productos cuyos empaques o envolturas que los contengan, no cumplan con lo dispuesto en el presente artículo, serán  decomisados por la autoridad competente  y destruidos bajo responsabilidad”.

Artículo 3º.- La autoridad de salud y las Municipalidades adoptarán las acciones necesarias para el cumplimiento de lo establecido en la ley 25357 y la presente ley, bajo responsabilidad.

DECRETO SUPREMO Nº 008-97-SA
 MODIFICAN ARTÍCULO DEL REGLAMENTO GENERAL DE

 ESTABLECIMIENTOS DE SALUD DEL SUBSECTOR NO  PUBLICO

Artículo 1º .- Modifícase el texto del item 8.6.7 del Rubro 8.6 “Servicios Médicos de Apoyo” del artículo 8 del Reglamento General de Establecimientos de Salud del Subsector No Público, aprobado por Decreto Supremo Nº 06-94-SA, el mismo que queda redactado de la siguiente forma:

8.6.7 CENTROS DE ATENCIÓN PARA DEPENDIENTES A SUSTANCIAS PSICOACTIVAS

Sistema de tratamiento residencial con características de micro-sociedad organizada jerárquicamente; donde el paciente asume su propia responsabilidad para propiciar condiciones adecuadas para el cambio de forma de vida, libre de drogas y de  otras dependencias, a través de la incorporación, mantenimiento y desarrollo de valores psicológicos y espirituales. Requiere de un equipo de salud pluridisciplinario conformado por profesionales de la salud, con experiencia de trabajo de campo, el cual desarrolla un programa terapéutico definido.

En estos establecimientos se desarrollan programas terapéuticos con bases científicas proyectadas al cambio de conducta, mediante técnicas psicoterapéuticas, orientadas a la reinserción socio-familiar del paciente.

El tratamiento se sustenta asimismo, en la participación activa de la familia.

Quedan comprendidos en esta normatividad aquellos otros centros que dispongan de servicios residenciales para dependientes a sustancias, excepto los establecimientos de salud que señala el artículo 8 numerales 8.1 al 8.5 del Reglamento General de  Establecimientos de Salud del Subsector No Público, D.S. Nº 023-87-SA.

Artículo 2º.- La autoridad de Salud clausurará los Centros que no cuenten con la autorización del Ministerio de Salud o violen algún derecho fundamental de la persona.

Artículo 3º.- Por Resolución del Ministro de Salud se aprobaran las normas complementarias que fuesen necesarias para la mejor aplicación del presente Decreto Supremo.

REPUBLICA DOMINICANA
Ley No. 105-87 

(28 octubre 1987)

Art. 1.-  Todos los folletos, impresos, publicidad en periódicos o en revistas en lo que se promocione el país o cualquier establecimiento de carácter turístico a ser usado como promoción por compañías estatales establecidas, dentro o fuera del país, deberán tener impreso en el idioma en que se publique la siguiente leyenda: “EN TODO EL TERRITORIO DE LA REPUBLICA DOMINICANA EL TRAFICO, POSESION Y CONSUMO DE DROGAS Y ESTUPEFACIENTES ESTA PENALIZADO POR LA LEY”.

PARRAFO I.-  En cada publicación a que se refiere el artículo anterior deberá aparecer la compañía o la persona responsable de la publicidad.

PARRAFO II.-  El establecimiento o compañía que sea promovido será responsable de la disposición anterior.

PARRAFO III.-  Cuando la promoción turística sea realizada para promover el país en sentido general, la secretaría de Estado de Turismo, en la persona del secretario de Estado será la responsable de la misma.

Art. 2.-  En todos los establecimiento públicos en los que se expendan bebidas alcohólicas deberán tener un letrero, en cuatro idiomas, español, inglés, francés e italiano, con la siguiente inscripción: “EL TRAFICO, POSESION Y CONSUMO DE DROGAS Y ESTUPEFACIENTES, ESTA PROHIBIDO POR LAS LEYES DE ESTE PAIS”.

PARRAFO I.-  Cada establecimiento, para obtener el permiso de pago de impuesto de patente en las colecturías de Rentas Internas, tendrá que adquirir dichos letreros o anuncios, a que se refieren los Arts. 2 y Art. 3 de la presente ley.  El precio de adquisición de los letreros será igual al costo de la confección de los mismos, establecido por Rentas Internas.

PARRAFO II.-  Estos avisos serán colocados en la entrada principal del establecimiento y en cada una de las áreas en donde se expendan bebidas alcohólicas.

Art. 3.-  En cada habitación de los hoteles, moteles y aparta-hoteles en la parte posterior de la puerta de entrada de cada habitación se colocará un aviso escrito en los siguientes idiomas: Español, inglés, francés e italiano que deberá decir: “EL TRAFICO, POSESION Y CONSUMO DE DROGAS Y ESTUPEFACIENTES ESTA PROHIBIDO POR LAS LEYES DE ESTE PAIS”.

PARRAFO I.-  La Secretaría de Estado de Turismo podrá variar los idiomas señalados en los artículos anteriores, cuando a su juicio, el flujo de turistas de otros países de lenguas distintas, sea predominante en cuanto al número de ellos que visiten al país.

Art. 4.-  En todos los aeropuertos y puertos del país será colocado en un lugar visible el anuncio referido en el Art. 3 en un tamaño que pueda ser fácilmente leído por los visitantes.

Art. 5.-  El aviso será impreso en las tarjetas de turismo que utilizan los visitantes.

Art. 6.-  Los propietarios de los establecimientos, ADMINISTRADORES O GERENTES que violen la presente disposición serán castigados con multas de RD$3,000.oo a RD$10,000.oo y/o a prisión de 15 días a 6 meses.

Art. 7.-  La Secretaría de Estado de Turismo será encargada del diseño de los avisos que deberán ser colocados en los establecimientos de referencia.

PARRAFO I.-  La Secretaría de Estado de Turismo y la Secretaría de Estado de Interior y Policía serán responsables del cumplimiento de la presente ley.

PARRAFO II.-  La presente ley entrará en vigencia a los seis meses a partir de su publicación.

Ley 50-88  de 24 de mayo de 1988

Modificaciones Leyes 35-90 y 17-95

 Artículo 1.- Esta ley se denominará como Ley sobre Drogas y Sustancias Controladas de la República Dominicana.

Artículo 2.‑ Las palabras y frases definidas en este artículo tendrán el significado que se expresa a continuación, a menos que del texto de la Ley se desprenda otro significado.

ACAPITE I.‑ Adición. Significa un patrón de conducta por el uso compulsivo de una sustancia, caracterizado por agobiante afección por el uso del fármaco, la necesidad de conseguirlo y una gran tendencia a recaer después de su supresión.

ACAPITE II.‑ Adicto o Fármaco‑Dependiente. Toda persona que use habitualmente un estupefaciente o sustancia peligrosa, con riesgo de poner en peligro su moral, salud, seguridad y bienestar, que haya adquirido la adicción o dependencia perdiendo el auto control sobre ese hábito constituyendo así una amenaza para la sociedad.

ACAPITE III.‑ Administrar, Suministrar tratándose de medicamentos, aplicarlos, darlos o hacerlos tomar.  Se entien​de por esto, la aplicación directa al individuo, de una sustancia controlada o bajo régimen de prohibición legal, sea por inyección, inhalación, ingestión o por cualquier otro medio de ingreso al organismo.

ACAPITE IV.‑ Amapola Adormidera (Opium poppy). Plan​ta de la especie Papaver Somniferum L., exceptuando sus semillas.

ACAPITE V.‑ Comercialización. Se entiende por comercialización las transacciones comerciales ilegales, compra, venta, entrega, recepción, internación y exportación de estupefa​cientes y sustancias controladas, bajo régimen de prohibición legal.

ACAPITE VI ‑ Comercialización Ilegítima. Es cuando el sujeto activo, estando autorizado para comercializar o transportar sustancias controladas, les da un uso ilegítimo.

ACAPITE VII.‑ Comercialización Ilícita. Es cuando el sujeto activo no tiene autorización debida para comercializar o transportar sustancias controladas que estén bajo el régimen legal de la prohibición.

ACAPITE VIII.‑ Consumo. Se entiende por consumo el uso esporádico, periódico o permanente de sustancias controladas que estén bajo el régimen legal de la prohibición, y que encierren el peligro de la dependencia.

ACAPITE IX ‑ Controlar. Significa incluir una droga o sustan​cia o precursor inmediato, en una categoría, eliminarla de ella o cambiarla de categoría, de conformidad con el Capítulo II de esta Ley.

ACAPITE X.‑ Cultivo. Es la actividad destinada al desarro​llo de una plantación, en los términos descritos en el numeral 2.33.

ACAPITE XI.‑ Dependencia Física.‑ Síndrome específico y característico de síntomas físicos, provocados por la suspensión brusca de la droga (Síndrome de abstinencia).

ACAPITE XII.‑ Dependencia Psicológica.‑ Significa que existe una compulsión para continuar usando una droga a pesar de las consecuencias adversas.

ACAPITE XIII.‑ Dispensar.‑ Es la entrega de una sustancia controlada por orden o receta médica.

ACAPITE XIV.‑ Dispensador.‑ Es el médico, dentista, veteri​nario o farmacéutico que entrega la sustancia controlada.

ACAPITE XV.‑ Distribuidor.‑ Es la persona que distribuye una sustancia controlada.

ACAPITE XVI.‑ Distribuir.‑ Significa entregar una sustancia controlada, por otro medio que no sea administrar o dispensar.

ACAPITE XVII.‑ Droga.‑ Es una sustancia simple o compues​ta de origen natural o sintético, que, al ingresar al organismo, puede modificar la salud de los seres humanos y que se utiliza en la preparación de medicamentos, medios diagnósticos, etc. Sustancia o preparado medicamentoso de efecto estimulante, deprimente o narcótico.

ACAPITE XVIII.‑ Drogas Alucinógenas.‑ Las drogas que pertenecen a este grupo se caracterizan por producir alucinaciones en los consumidores. Aunque esta no es su única propiedad, se exhibe como su efecto más destacado y dominante en el organismo de los consumidores. Entre las drogas alucinógenas de mayor uso, se destacan las siguientes: Dietilamida del Acido Lisérgico (LSD​25 ), Peyote, Mezcalina y otras similares.

ACAPITE XIX.‑ Drogas Deprimentes o Estimulantes​ Todas aquellas que contengan cualquier cantidad de ácido barbitúrico o cualquiera de sus sales; cualquier derivado del Acido barbitúrico que se determine como capaz de formar hábito, toda droga que contenga cualquier cantidad de anfetaminas o cualquier de sus isómeros ópticos; cualquier sal de anfetamina o cualquier sal de isómero óptico de anfetamina; dietilamida del ácido lisérgico. Tie​nen potencial para el abuso, debido a su efecto deprimente o estimulante en el sistema nervioso central o a su efecto alucinógeno.

ACAPITE XX.‑ Drogas Narcóticas.‑ Significa cualquiera de las siguientes sustancias, ya sean producidas directa o indirecta​mente extrayéndolas de sustancias de origen vegetal, independien​temente por medio de síntesis química, o por una combinación de extracción y síntesis química:

a) El opio, las hojas de coca y los opiatos.

b) Cualquier compuesto, producto, sal, derivados o preparación de opio, hojas de coca u opiatos.

c) Cualquier sustancia y cualquier compuesto, producto, sal, derivado o preparación de la misma, que sea químicamente idéntica a cualquiera de las sustancias mencionadas en los apartados a) y b) de este acápite, con la excepción de que las palabras “Drogas Narcóticas” no incluyen las hojas de coca descocainizadas, ni extractos de hojas de coca, si dichos extractos no contienen cocaína o ecgonina. 

ACAPITE XXXVI.- Posesión.‑ Es el acto material de tener sustancias controladas.

ACAPITE XXXV.‑ Posesión Culposa.‑ Tenencia o posesión para uso o consumo propio e inmediato, contraviniendo disposicio​nes legales que la prohiben.

ACAPITE XXXVI.‑ Posesión Ilícita.‑ Cuando el sujeto activo susceptible de comisión delictiva, realiza un acto doloso contrario a la prohibición expresa de la ley, de tenencia, guarda o posesión de sustancias controladas a las que se les da un destino indebido, o que teniendo autorización para tener, hace uso indebido de ellas.

ACAPITE XXXIX.‑ Prescripción o Receta.‑ Significa una orden dada por un médico, dentista o veterinario, autorizado para dispensar sustancias controladas.

ACAPITE XLVII.‑ Tráfico Internacional.‑ Es el tráfico ilícito organizado por bandas criminales que cubren varios países en sus operaciones delictivas.

ACAPITE XLVII.‑ Uso ‑ Consumo.‑ Se conoce con este término, la utilización de sustancias controladas o que estén bajo el régimen legal de la prohibición, entendiéndose que su frecuencia puede ser esporádica, ocasional, periódica, continua o permanente, pero en todo caso que lleve el peligro de dependencia y un cuadro de peligrosidad social.

Artículo 3.‑ Para fines de esta Ley, los usuarios de drogas controladas se clasifican en tres Categorías:

a) Aficionado ‑ Aficionado es la persona que se inicia en el uso de las drogas, sin llegar al hábito.

b) Habituado ‑ Habituado es la persona que abusa regular​mente de una o varias drogas sin consecuencias sociales u ocupacionales evidentes.

c) Adictos o Fármaco-Dependientes‑ Adicto o farmacodependiente es la persona que dependen psíquica y físicamente de la droga, manifestando síndrome de abstinen​cia luego de la cesación o disminución drástica de la dosis regularmente utilizada, de forma tal que pone en peligro la moral, la salud, seguridad o bienestar públicos, o que está tan dependiente del uso de las drogas que ha perdido el auto control con respecto a su adicción.

Artículo 4.‑ Los que negocien ilícitamente con las drogas contro​ladas, se clasificaran en las siguientes categorías:

a) Simples Poseedores. La simple posesión se determinará conforme a lo establecido en esta misma Ley, en cada caso particular.

b) Distribuidores o Vendedores. Distribuidor o vendedor es la persona que realiza directamente la operación de venta al usuario.

c) Intermediarios. Intermediario es la persona que hace los contactos entre el usuario y el distribuidor, o entre el distri​buidor y el traficante.

d) Traficantes. Traficante es la persona que comercia con drogas controladas en las cantidades especificadas en la presente Ley.

e) Patrocinadores Patrocinador es la persona que financia las operaciones del tráfico ilícito, dirige intelectualmente esas operaciones, suministra el equipo de transporte dispone de cualquier medio que facilite el negocio ilícito.

Artículo 5.‑ (Modificado por la Ley 17‑95).‑ Cuando se trate de cocaína, la magnitud de cada caso sometido a la justicia se determi​nará de acuerdo a la escala siguiente:

a) Cuando la cantidad de la droga no exceda de un (1) gramo, se considerará la simple posesión, y la persona o las personas procesadas se clasificarán como aficionados. Si la cantidad es mayor de un (1) gramo, pero menor de cinco (5) gramos, la persona o personas procesadas se clasificarán como distribuidores. Si la cantidad excede de cinco (5) gramos, se considerará a la persona o personas como traficantes.

b) No se considerará aficionado cuando la droga que la persona lleve consigo tenga como fin la distribución o venta, cualquie​ra que sea su cantidad; en este caso, se considerará al procesado como distribuidor o vendedor.

Artículo 6.‑ Cuando se trate de marihuana, por la cantidad decomisada o envuelta en la operación, se determinará la magnitud de cada caso.

a) Cuando la cantidad no exceda de 20 gramos, se considerará la simple posesión, y la persona o las personas procesadas se clasificarán como aficionados, si la cantidad es mayor de 20 gramos pero menor de una libra, se clasificará a la persona o a las personas procesadas como distribuidores, si la cantidad excede de una libra, se clasificará a la persona o a las personas procesadas como traficantes.

b) Cuando la cantidad no exceda de 5 gramos, tratándose de Hashish, se considerará la simple posesión, y la persona o las personas procesadas se clasificarán como aficionados; si la cantidad es mayor de 5 gramos pero menor de un cuarto (1/ 4) de libra, se clasificará a la persona o las personas procesa​das como distribuidores, si la cantidad excede de un cuarto (1/4) de libra se clasificará a la persona o a las personas procesadas como traficantes.

c) (Agregado por la Ley No. 17‑95).‑ No se considerará aficiona​do, cuando la droga que la persona lleve consigo tenga como fin su distribución o venta, cualquiera que sea su cantidad, en este caso, se considerará al procesado como distribuidor o vendedor.

Artículo 7.‑ Cuando se trate de LSD o cualquier otra sustancia alucinógena, lo mismo que el opio y sus derivados, en la cantidad que fuera, se clasificará a la persona o las personas procesadas como traficantes.

CATEGORIAS DE LAS DROGAS CONTROLADAS

Artículo 8.‑ Se establecen a partir de este artículo, cinco Categorías de sustancias controladas, que se conocerán como Categorías I, II, III, IV y V. Tales Categorías consistirán inicialmente en las sustancias químicas, básicas y esenciales, así como los precursores inmediatos, enumeradas en este artículo y de cualesquiera otras que sean incluidas o cambiadas de una Categoría a otra, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo. Durante el mes de diciembre de cada año, la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, deberá publicar en dos (2) periódicos de circulación nacional, por lo menos durante tres (3) días consecutivos, una relación de los cambios habidos en las Categorías en el curso de dicho año. En caso de no haber cambios, es evidente, que la Secretaría no tendrá la obligación de hacer tal publicación.

Las determinaciones que se requieren para cada Categoría será como se expresa a continuación:

Artículo 9.- Entre todas las drogas peligrosas enumeradas en el Artículo 8, para los fines de esta Ley se considerarán como de las más peligrosas, las siguientes:

a) El opio en todas sus formas; todos sus derivados (alcaloides, sales, preparado o sustitutos sintéticos).

b) La heroína.

c) La coca (Erithroxylon Coca).

d) La cocaína, sus derivados o sustitutos sintéticos, o cualquier compuesto en el cual entre como base.

e) El LSD o cualquier otra sustancia alucinógena.

f) Todas las semillas y plantas de la familia de la Cannabináceas, y productos derivados de ellas que contengan propiedades estupefacientes o estimulantes (como Cannabis Indica, Cannabis Sativa, Marihuana, y otras yerbas que tengan propiedades similares).

 ORGANISMOS PARA LA APLICACION DE LA LEY

Artículo 10.‑ Se crea bajo dependencia del Poder Ejecutivo, la DIRECCION NACIONAL DE CONTROL DE DROGA.  Esta Direc​ción Nacional de Control de Drogas tendrá como objetivos principa​les:

a) Velar por el fiel cumplimiento y ejecución de las disposiciones de la presente ley.

b) Prevenir y reprimir el consumo, distribución y trafico ilícito de drogas y sustancias controladas en todo el territorio nacional.

c) Las labores de investigación y preparación para mantenimiento a la justicia de aquellas personas físicas o morales violadoras de la presente Ley de Drogas y Sustancias Controladas de la República Dominicana, que operen tanto a nivel nacional como internacional.

d) El control del sistema de inteligencia nacional antidrogas, para colectar, analizar y diseminar informaciones de inteligencia estratégica y operacional, con el fin de contrarrestar las actividades del trafico ilícito de drogas en la República Dominicana, para cuyo fin se crea como una dependencia de esta Dirección Nacional de Control de Drogas, el CENTRO DE INFORMACION Y COORDINACION CONJUNTA (CICC).

e) El decomiso, incautación y custodia de los bienes y beneficios derivados del trafico ilícito, hasta tanto pese sobre estos, sentencia irrevocable y definitiva.

f ) La implementación de las previsiones consignadas en esta Ley respecto a la producción, fabricación, transformación, extracción, preparación, distribución o cualesquiera otras operaciones de manipulación de estas sustancias con​troladas producidas legalmente.

g) La coordinación y cooperación con autoridades policiales, militares y judiciales, en sus esfuerzos comunes para mejo​rar y dar cabal cumplimiento a las disposiciones de la presente Ley.

h) La coordinación y cooperación con gobiernos e instituciones extranjeras para reducir la disponibilidad de drogas ilícitas en la República Dominicana y el Area del Caribe, desarrolla​das dentro del contexto de los Convenios y Tratados Interna​cionales suscritos y ratificados por la República Dominicana.

i) Ser contacto y representante ante la INTERPOL, así como ante cualquier otro organismo internacional, en materia de programas de control internacional de drogas y sustancias controladas.

Art. 19.-  Se crea bajo dependencia del Poder Ejecutivo el CONSEJO NACIONAL DE DROGAS, que estará formado por siete personas de reconocida solvencia moral que serán designadas por el Presidente de la República. Este Consejo Nacional de Drogas tendrá como objetivos principales:

a) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de la problemática de las drogas en la República Dominicana.

b) Revisar, diseñar, desarrollar e implementar la estrategia y campaña nacional contra el consumo, distribución y tráfico de drogas ilícitas en la República Dominicana.

c) Propiciar la coordinación de todos los sectores públicos y privados de la República Dominicana, para detener el tráfico ilícito de drogas a nivel nacional e internacional.

Artículo 36.‑ Se prohibe cualquier tipo de publicación, publicidad, propaganda o programa a través de los medios de comunicación, que contengan estímulos y mensajes subliminales, auditivos, impresos o audiovisuales que tiendan a favorecer el consumo y el trafico ilícito de drogas y sustancias controladas.

Artículo 53.‑ Se crea bajo la dependencia de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, una Comisión Multidisciplinaria, que asesorará al Magistrado Procurador Fiscal competente, constituida por un médico representante de dicha Secretaría de Estado, un representante de la Asociación Médica Dominicana (CAMD), un oficial médico de la Dirección Nacional de Control de Drogas, y un médico representante de la Procuraduría General de la República, para determinar la condición de adictos o fármacos‑dependientes de los consumidores que caigan en la categoría de simples poseedores de las drogas controladas previstas en esta Ley, puesto a disposición de la justicia. Dicha Comisión tendrá su asiento en la Capital de la República Dominicana, pero con jurisdicción nacional, y nombrará Subcomisiones donde sea posi​ble designar los funcionarios mencionados. Donde no sea posible, dicha subcomisión queda constituida por el Procurador Fiscal y un médicos de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social.

PARRAFO: (Modificado por la Ley No. 17‑95)

Esta Comisión emitirá su juicio y recomendará al Tribunal apoderado si procede enviar al procesado a un centro público o especializado en tratamiento para la desintoxicación, rehabilitación y reinserción social, o someterlo a la acción de la justicia represiva.

Artículo 54.‑ La condición de adicto o fármaco‑dependiente, se establecerá luego de que el Magistrado Procurador Fiscal envíe a las personas puestos a disposición de la justicia por consumo de drogas en la categoría de simples poseedores, por ante la Comisión multidisciplinaria, la que habrá de recomendar al tribunal apode​rado del caso de violación a la presente Ley, la rehabilitación del acusado sometido a la evaluación, y que se determine sea adicto o fármaco-dependiente, en un centro público o privado, hasta su completa curación, y/o sometimiento por ante la justicia represiva, en caso de no serlo.

PARRAFO I.‑ (Agregado por la Ley No. 17‑95)

El Tribunal apoderado del caso tendrá la potestad de otorgarle un plazo de quince (15) días a la Comisión Multidisciplinaria para rendir su informe sobre la condición de adicto del inculpado.

PARRAFO II.‑ (Por disposición de la Ley 17‑95).‑ El periodo de rehabilitación será computado a la pena que se le imponga al violador como sanción prevista por esta Ley, liberándolo definitiva​mente del cumplimiento de esta, en el caso de que la curación haya sido total.

PARRAFO III.‑ (Por disposición de la Ley No.‑17‑9S).‑ El Magistrado Procurador Fiscal está facultado a dictar todas las medidas de seguridad y vigilancia del sometido a rehabilitación, que crea oportunas.

Artículo 55.‑ En ausencia de un centro de rehabilitación público, el tribunal podrá disponer que el acusado sea internado en un centro privado, corriendo en este caso los gastos, por cuenta del acusado, sus familiares, u otras fuentes.

Artículo 56.‑ Toda persona que haya cumplido los requisitos exigidos para su total rehabilitación, deberá presentar un certifica​do de la institución en la cual fue internado. Dicho certificado será presentado al juez encargado del caso, el cual expedirá sentencia de descargo definitivo del acusado.

PARRAFO: En caso de que la persona internada para fines de rehabilitación, no cumpla con la misma, en ningún momento se le tomará en cuenta el tiempo que estuvo en tratamiento.

Artículo 57.‑ La Secretaría de Estado de Salud Pública y Asisten​cia Social, a través de la Comisión Multidisciplinaria que funciona​rá bajo su dependencia, asumirá la responsabilidad del tratamiento y rehabilitación de las personas adictas al uso de las drogas que se haya ordenado su tratamiento.

CAPÍTULO V

DELITOS Y SANCIONES

Art. 61.- El que con fines ilícitos use o destine un establecimiento para el consumo, venta o el suministro de drogas controladas, será sancionado con prisión de tres (3) a diez (10) años, y multa de diez mil  (RD$10,000.00) a cincuenta mil pesos (RD$50,000.00), y se procederá a la clausura temporal del establecimiento por un período de dos años. En caso de reincidencia o si el establecimiento ha sido destinado primordial o exclusivamente para los fines que se indican en este artículo, la clausura del mismo será definitiva.

PARRAFO.- Con igual pena de prisión será sancionado el propietario, arrendatario, administrador o poseedor a cualquier título de un inmueble o establecimiento que lo use o proporcione a otra persona, a sabiendas de que lo está usando o lo usará, para elaborar, almacenar, expender, cultivar o permitir el consumo de drogas controladas en forma ilícita.

Artículo 75.-  Cuando se trate de simple posesión, se sanciona a la persona o a las personas procesadas, con prisión de seis (6) meses a dos (2) años

Artículo 76.‑ Las sumas provenientes de las multas impuestas por las violaciones a la presente Ley, los derechos de los Certificados de Inscripción pagados, así como el producto de las ventas de los bienes incautados, serán destinadas para financiar las actividades de las instituciones públicas y privadas legalmente establecidas para desarrollar e implementar programas de prevención, rehabilitación y educación, contra el uso, abuso, consumo, distribución y tráfico ilícito de drogas y sustancias controladas en la República Dominicana, así como de cualquier otra institución pública o priva​da legalmente establecida para la implementación de programas de salud.

PARRAFO.‑ (Modificado por la Ley No. 17‑95).‑ El Consejo Nacional de Drogas administrará y distribuirá los fondos de la siguiente manera:

a) 15%, para las instituciones dedicadas a la regeneración de los adictos a drogas.

b) 15% a la Secretaría de Estado de Deportes, Educación Física y Recreación, para la práctica de los deportes.

c) 40% para la Dirección Nacional de Control de Drogas para ser utilizado conforme sus necesidades.

d) 20% para el Consejo Nacional de Drogas para prevenir y educar contra el uso de las drogas.

e) 10% para el Patronato Nacional de Ayuda a los Cuerpos de Bomberos Civiles para ser distribuidos entre los mismos equitativamente.

Artículo 77.‑ Los cómplices en cada caso, serán sancionados con la pena inmediatamente inferior, pero en el caso de simple posesión se les impondrá a la persona o a las personas procesadas, las mismas penas que al autor principal.

Artículo 78.‑ La tenencia o posesión ilegal de cualquier fármaco controlado por esta Ley, será sancionada con las penas establecidas para la simple posesión, a menos que por sus cantidades, no caiga en otras clasificaciones ya establecidas y penalizadas.

Artículo 81.‑ Ninguna persona convicta por violación a esta Ley, así como de cualquier país extranjero, o que haya sido declarada adicta a las drogas, podrá obtener licencia de las autoridades competente, para la tenencia, por o posesión de armas de fuego, a partir de la sentencia definitiva e irrevocable a partir de la declaración de adicción. Los funcionarios o empleados públicos a cargo de expedir dichas licencias, estarán impedidos de extenderlas cuando concurra alguna de las circunstancias ya señaladas en el solicitante.

Cualquier de tales licencias que hubiese sido expedida con anterioridad a la sentencia o declaración de adicción, será inmedia​tamente cancelada por las autoridades competentes.

Art. 82.- La Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, a través de su departamento correspondiente, cooperará con las instituciones públicas, nacionales o internacionales, en todo lo concerniente a la prevención y represión del tráfico ilícito de sustancias controladas y a la supresión de su abuso. Para lograr este fin, queda autorizada a:

a) Tomar medidas para el intercambio de información entre los funcionarios y empleados gubernamentales respecto al uso y abuso de sustancias controladas.

b) Cooperar con la iniciación y tramitación de los procesos judiciales y administrativos.

c) Conducir programas de adiestramiento para el personal a cargo de hacer cumplir la Ley de Drogas y Sustancias Controladas.

d) Desarrollar en coordinación con la Secretaría de Estado de Agricultura y la Dirección General Forestal, programas de erradicación destinados a extirpar la producción silvestre, o ilícita de especies vegetales de las cuales puedan extraerse sustancias controladas o que provoquen dependencia.

Art. 85.- Son circunstancias agravantes del tráfico ilícito de drogas controladas, y en consecuencia caerán bajo la esfera de los artículos 56, 57 y 58 del Código Penal Dominicano:

i) El uso de escuelas y universidades, así como de sus alrededores, hasta una distancia de veinticinco (25) metros a partir de donde terminen los límites de la entidad, de instituciones públicas o privadas, como cárceles, cuarteles, oficinas, de entidades dedicadas a la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de adictos a las drogas, de instalaciones asistenciales, culturales, deportivas, recreativas, vacacionales, de lugares donde se celebren espectáculos o diversiones públicas o actividades similares, etcétera, como centros de consumo o de operaciones.

PARRAFO I.- La reincidencia se sancionará con el máximo de la pena que corresponde de acuerdo con la clasificación de la violación cometida.

PARRAFO II.- Cuando se trate de traficantes o patrocinadores reincidentes, se sancionarán además en cada caso, con el doble de la pena o multa prevista para los mismos, sin que en ningún caso la prisión pueda exceder de treinta (30) años.

Art. 90.- Por la presente Ley se crea el pergamino de reconocimiento público que se titula RECONOCIMIENTO NACIONAL DE LUCHA CONTRA LAS DROGAS, que lo podrá otorgar el Poder Ejecutivo a su discreción, luego de ponderar las recomendaciones de los organismos competentes, a las personas físicas o morales que se destaquen activamente en la implementación de programas preventivos y campañas de lucha contra las drogas en beneficio de la sociedad dominicana.

Art. 91.- Las donaciones que hagan las personas físicas o morales para la realización de programas preventivos o campañas de lucha contra las drogas que lleven a cabo instituciones legalmente establecidas para tal fin, serán consideradas como gastos deducibles de la renta neta imponible conforme a la Ley Nº 5911 del 22 de mayo de 1962 y cualquier otra ley que la modifique.

Decreto No. 339-88 

(25 julio 1988)

Art. 1.-  Se declara el 26 de junio de cada año como “Día Nacional de la Lucha Contra el Uso Indebido y Tráfico de Drogas”.

Art. 2.-  Se instruye a la Secretaría de Estado de Educación, Bellas Artes y Cultos, para que promuevan la celebración, en todo el territorio nacional, de actos tendientes a resaltar el peligro que entraña la utilización inadecuada de drogas narcóticas y la necesidad de mantener una acción enérgica y persistente, encaminada a erradicar de nuestro país la posesión, el comercio y uso de tan dañinas sustancias.

Art. 3.-  Se autoriza una emisión especial de sellos postales de uso permanente para el franqueo ordinario, alusivos al mantenimiento de la mencionada campaña contra las drogas, los usuarios de estas y los narcodependientes.

Art. 4.-  El Director del Instituto Postal Dominicano deberá preparar y someter al Poder Ejecutivo para su aprobación, un proyecto relacionado con la mencionada emisión de sellos postales, que contenga las características, valores y denominaciones de los mismos.

Art. 5.  Envíese a las Secretarías de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, de Obras Públicas y Comunicaciones, de Finanzas y Educación, Bellas Artes y Cultos, para los fines correspondientes.

 LEY No. 26-91

(Octubre 15 de 1991)

Art. 1.- Toda persona, asociación, comité, sociedad o institución formada por particulares, empresas u organismos que surjan con el propósito de contribuir, participar, asesorar o dirigir campañas, cursos, programas de desintoxicación o médicos, destinados en sus fines y propósitos a integrarse en una u otra forma a la lucha contra las drogas, a la educación de la ciudadanía sobre esos temas o a la rehabilitación de los adictos y/o usuarios de los distintos tipos de drogas narcóticas y sustancias controladas, deberían previamente, al inicio de sus actividades, como requisito indispensable proveerse de una autorización expedida por el Consejo Nacional de Drogas (CND) y amparados con esa autorización, esas instituciones podrán ser tomadas en cuenta para recibir del Consejo Nacional de Drogas, las ayudas establecidas en el artículo 76 y su Párrafo, de la Ley Nº 50-88, de fecha 30 de mayo de 1988, éste último modificado por la Ley 17-95 de fecha 17 de diciembre de 1995.

Art. 2.- El Consejo Nacional de Drogas establecerá los requisitos y condiciones que deberán cumplir todos los que soliciten la referida autorización y expedirá a quienes califiquen el documento o certificado correspondiente.

  REGLAMENTO DE LA LEY 50-88

(Agosto 3 de 1996)

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

“Este Reglamento se conocerá y podrá citarse como Reglamento No. 1 de Drogas y Substancias Controladas”.

Art. 1

El propósito de este Reglamento tiene la finalidad de regular las acciones tendientes a combatir y erradicar la producción, oferta y tráfico ilícitos y uso indebido de Drogas y Substancias Controladas en la República Dominicana, así como establecer las normas y procedimientos necesarios para el control de fabricación y dispensación de drogas y substancias controladas para la fijación de derechos razonables a pagarse por concepto de registro requerido, de conformidad con la Ley 50-88 sobre Drogas y Substancias Controladas de la República Dominicana y sus modificaciones.

Art. 2.- DEFINICIONES

Salvo indicación expresa en contrario, las siguientes definiciones se aplicarán con exclusividad a todo el texto del siguiente Reglamento.

6.- Por “Dispensador” el profesional (médico, veterinario, dentista y farmacéutico) que está autorizado por un registro expedido por el Director, para dispensar substancias controladas. El dispensador podrá estar limitado por el registro a una o varias de estas actividades:

a. Llevar a cabo investigaciones.

b. Llevar a cabo análisis químicos.

c. Llevar a cabo actividades educativas.

d. Prescribir.

e. Administrar.

f. Preparar y despachar para entregar al consumidor final.

7.- Por “Dispensador Institucional” cualquier facilidad hospitalaria, clínica, dispensario, centro o institución pública o privada que ofrezca servicios médicos y/o hospitalarios debidamente licenciado por la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social.

9.- Por “Envase comercial” cualquier fracaso, cápsula, tubo, ampollas u otro envase que contenga Substancias Controladas para su distribución o dispensación. Este término es directamente a la substancia y no se refiere al empaque.

10.- Por “Farmacia” un establecimiento autorizado y registrado en el departamento de Salud Pública y Asistencia Social, que esté autorizado además por un registro por el Director para dispensar substancias controladas al consumidor final.

11.- Por “Farmacéutico” el profesional autorizado por el poder Ejecutivo mediante Exequátur.

12.- Por “Fabricante” la persona que está autorizada para fabricar una droga o una substancia controlada.

13.- Por “Fabricación” la producción, preparación, reproducción, confección o elaboración de una droga u otra substancia controlada, ya sea directa o indirectamente o extrayéndola de substancias de origen natural de extracción y síntesis química, e incluya  cualquier empaque o reempaque de tal substancia o la rotulación de su envase.

22.- Por “Local Controlado”

a) Lugar donde se guardan los récords, sellos, certificados y otros documentos originales de acuerdo a esta ley y este reglamento.

b) Lugar, incluyen fábricas, almacenes y otros establecimientos o medios de transporte donde las personas registradas bajo la Ley puedan legalmente tener, fabricar, distribuir, dispensar, administrar o en cualquier otra forma disponer de substancias controladas.

34.- Por “Rótulo o Etiqueta” cualquier despliegue de material escrito, impreso sobre el envase comercial de  una substancia controlada por el fabricante o por el dispensador.

Art. 9.- DISPOSICIONES ESPECIALES

1.- (Modificado por el decreto 14-97 del 15 de enero de año 1997, G.O. 9944). Que modifica el Acápite 1 del Art. 9 del reglamento de la Ley 50-88 sobre Drogas y Sustancias Controladas de la República Dominicana, establecido mediante el Decreto No. 288-96, de fecha 3 de agosto de 1996, para que rija del siguiente modo:

“1.- Conforme a los Arts. 86 y 87 de la Ley 50-88 sobre Drogas y Sustancias Controladas en la República Dominicana y sus modificadores, no serán aplicables a los convictos por violación a la misma las circunstancias atenuantes previstas por el Art. 463 del Código Penal ni se beneficiará con la libertad provisional bajo fianza a los que resulten procesados por su violación.”

2.- Cuando la Dirección Nacional de Control de Drogas actúe en caso de flagrante delito de tráfico ilegal de drogas y substancias controladas, cometido mediante el uso de aeropuertos o pistas de aterrizajes de propiedad privada, podrá ocupar estos, y la licencia de funcionamiento de los mismos será cancelada por la autoridad competente, temporal o permanentemente, según el grado de partición de su propietario en la comisión del delito.

3.- Igual sanción se aplicará al propietario, arrendatario, administrador o poseedor a cualquier título de un inmueble o establecimiento que lo utilice para consumir, elaborar, almacenar o distribuir drogas ilícitas o lo proporcione a otra persona, a sabiendas que lo usa o lo usará para estas actividades.

4.- Cuando se trate de locales comerciales o centros de diversión destinados al público, se procederá a su cierre definitivo cuando se haya demostrado que sus propietarios o administradores los hayan destinados a la realización de las conductas señaladas en el párrafo segundo.

5.- Igual sanción se impondrá cuando establecido que dichos locales o centros de diversión hayan sido utilizados retiradamente para la realización de delitos contemplados en la Ley 50-88 sobre Drogas y Substancias Controladas de la República Dominicana y sus modificaciones, aún cuando los dueños o administradores, no hayan participado en la comisión de los delitos.

Art. 7.-   REGISTRO PARA LOCALES SEPARADOS

Se requiere un registro para cada local o establecimiento principal de negocio donde se fabriquen, distribuyan o dispensen substancias controladas.

a) Los siguientes locales o establecimientos no se considerarán como sitios donde se fabrican, distribuyen o dispensan substancias controladas.

1. Todo almacén donde se guarden substancias controladas a solicitud de una persona registrada, a menos que tales substancias se distribuyan directamente desde el almacén a otros registrantes, o a personas que no tengan la obligación de registrarse.

2. La oficina utilizada por agentes de un registrante donde se solicite, efectúe o supervise la distribución de substancias controladas, pero donde no se almacenen tales substancias excepto aquellas usadas para propósitos de exhibición o como muestra para ser distribuidas a los profesionales y que no sea utilizada como punto de distribución o de despacho de órdenes de venta.

3. La oficina utilizada por un profesional donde se dispensen substancias controladas, pero ni se administren ni se entreguen como parte corriente de la práctica profesional ni se entreguen como parte corriente de la práctica profesional en tal oficina y donde no se mantenga existencia de substancias controladas excepto las muestras que ordinariamente recibe el profesional.

El profesional deberá llevar constancia escrita de las substancias controladas recibidas como muestras y la disposición final de éstas.

b) Expresamente se prohibe el uso de viviendas o residencias para almacenaje de substancias controladas.

c) Estarán exentos de la anterior disposición:

1.   Los profesionales individuales.

2.   El consumidor final.

3.  Los visitadores médicos que podrán mantener la existencia de muestras a ser distribuidas en un período no mayor de 30 días, el almacenaje se hará en gabinete de metal con llave.

CAPÍTULO III

DISPOSICIONES GENERALES DE PRODUCTOS SICOTROPICOS

Art. 1.‑ La importación, exportación, tránsito, producción, fabricación a cualquier titulo, expedido, posesión, tenencia y uso de las drogas, preparado y demás productos sicotrópicos se someterán a las normas del presente Reglamento.

Art. 2.‑ Las referencias que las leyes, reglamentos, decretos, productos farmacéuticos que causan dependencia, se entenderán formuladas a los productos sicotrópicos al presente Reglamento.

Art. 3.‑ Corresponderá a la División de Drogas y Farmacias el control de la importación, exportación, transito, producción, fabricación, fraccionamiento y distribución de los productos sicotrópicos.

Por parte a los servicios de salud les corresponderá el control de las actividades de preparación, transporte, transferencia a cualquier titulo, expedido posesión, tenencia y uso de los productos Sicotrópicos, dentro del territorio de su competencia.

Art. 4.‑ La importación, exportación, tránsito, extracción, producción, fabricación, fraccionamiento,  preparación,  distribución,  transporte,  transferencia  a cualquier título, expendio, posesión y tenencia de las drogas, preparados y especialidades farmacéuticas incluidas en las Listas I, estarán prohibidas en el territorio nacional.

Art. 5.‑ Las disposiciones del presente Reglamento son sin perjuicio de la aplicación a las drogas, preparados y especialidades farmacéuticas sicotrópicas de la Ley 50‑88 y otras normas complementarias del Código Sanitario, en cuanto a ellas sean pertinentes y compatibles con este Reglamento.

Art. 6.‑ Las drogas, preparados y productos sicotrópicos solo podrán ser importados o exportados del territorio nacional por laboratorios de producción medica o científica, previa autorización de Salud Pública, y la Dirección Nacional de Control de Drogas.

Con ese objeto, los establecimientos o entidades inte​resadas comunicaran a Salud Pública, en el mes  de enero de cada año, sus previsiones de importación o exportación de dichos productos para el año calendario siguien​te, a fin de que ese organismo, sobre la base de la información aportada por el solicitante, determine la cantidad que podrá importar o exportar durante ese periodo.

Art. 7.‑ Para importar o exportar Sicotrópicos incluidos en las previsiones aprobadas cada establecimiento deberá emitirse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la solicitud.

La autorización o exportación, que deberá emitirse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la solicitud.

Art. 8.‑ La solicitud de importación deberá indicar los siguientes datos:

a) Nombre y domicilio del establecimiento o de su representante legal si se trata de una persona jurídica.

b) Individualización del Regente del establecimiento o del profesional de área de la salud responsable, en los casos de las instituciones de investigación medica y científicas.

c) Nombre y domicilio del exportador y país de origen del producto.

d) Denominación genética y nomenclatura química de identificación de la droga o producto.

e) Cantidad que desee importar.

f) Forma farmacéutica, nombre y naturaleza del envase, si se trata de preparados o especialidades farmacéuticas.

g) Aduana a través de la cual se efectuará la internación del producto.

Art.  9.‑ La solicitud de exportación deberá indicar los siguientes datos:

a) Nombre y domicilio del destinatario y país de destino.

b) Regente del establecimiento. 

d) Denominación genérica y nomenclatura química de  identificación de la droga o producto.

e) Cantidad del producto que se desea exportar.

f) Forma farmacéutica, nombre y naturaleza del  envase, si se trata de preparados o especialidades farmacéuticas.

g) Número y fecha del certificado de importación  y autoridad que lo ha emitido en el país de destino.

h) Aduana a través de la cual se efectuará la exportación.

Art. 10 ‑ Los certificados oficiales de importación y exportación tendrán una validez de noventa días (90) contados desde la fecha de su emisión.

Art. 11.-   Para cursar cualquier destinación aduanera de los productos Sicotrópicos cuya importación haya sido autorizada, el servicio de aduana exigirá un  certificado emitido  por Salud Pública, en el que señala el lugar autorizado donde deberán depositarse estas sustancias, la ruta y las condiciones de transporte que deberán utilizarse para efectuarse su traslado desde los recintos aduaneros hasta el lugar de deposito indicado.

Salud Pública deberá pronunciarse respecto del certificado a que se elude en el inciso anterior, a más tardar en el plazo de  tres (3) días hábiles contados desde la fecha de petición y, en caso de rechazo, deberá hacerlo por resolución fundada.

Si por cualquier razón el interesado no recibiera los sicotrópicos en las cantidades indicadas en el certificado, deberá comunicar de inmediato este hecho a Salud Pública a fin de que se investiguen las causas de extravío, perdida o substracción de las substancias.

Art. 12.‑ Los productos sicotrópicos que ingresen al país en tránsito no podrán ser sometidos a operación o manipulación alguna que pueda alterar su naturaleza ni modificar su embalaje, salvo en caso calificativos que autorice Salud Pública y la Dirección Nacional de Control de Drogas.

PRODUCCION Y EXPENDIO

    Art. 13.‑ La producción fabricación, fraccionamiento o preparación de sicotrópicos solo podrá llevarse a afecto en laboratorios de producción químico farmacia y otros establecimientos autorizados.

Para estos efectos, el propietario del establecimiento solicitara autorización a Salud Pública en enero de cada año indicando la cantidad de sicotrópicos que se propone extraer, producir, fabricar, fraccionar o preparar durante el año calendario siguiente, la que podrá ser objetada por ese organismo dentro de los treinta días siguientes a su presentación, vencidos los cuales se entenderá aprobada.

Art. 14.‑ Todo establecimiento autorizado para extraer, producir, fabricar, fraccionar o preparar sicotrópicos llevara un registro actualizado, que estará permanentemente a la disposición de las autoridades  sanitarias y la Dirección Nacional de Control de Drogas que deberá contener las siguientes anotaciones: 

a) Las cantidades y procedencias de las drogas o productos sicotrópicos ingresados al establecimiento y fechas de sus ingresos. 

b) Las cantidades de los productos sicotrópicos fabricados por el establecimiento, las fechas de fabricación y los nombres y los domicilios de los destinatarios.

 c) Los saldos correspondientes.

Los mismos establecimientos deberán comunicar a ​Salud Pública, antes del día 15 de enero de cada año, la siguiente información: 

a) La cantidad total de drogas sicotrópicas, ingresadas al establecimiento durante el año anterior y los saldos existentes a la fecha de la comunicación. 

b)    Las cantidades totales de los productos sicotrópicos extraídos o elaborados durante el mismo periodo y los saldos existentes a la fecha de la comunicación.

Art. 15.‑ Los referidos establecimientos deberán llevar actualizados un libro de control de productos sicotrópicos con el visto bueno de Salud Pública y fiscalizado por la Dirección Nacional de Control de drogas a quien se asignará esta función en el que se registrarán en forma preparada los siguientes datos, respecto de cada droga producto sicotrópico, indicando su denominación comercial si ello procediera: 

a) Ingresos: 

1.‑ Fecha. 

2.‑ Cantidad.

3.‑ Número y fecha de la resolución que haya autorizado la  internación, distribución o transferencia en su caso.

4.‑ Proveedor, número y fecha de la factura, guía u otro documento según corresponda.

5.‑ Número de serie, cuando corresponda.

b) Egresos:

1.‑ Fecha

2.‑ Cantidad

3.‑ Nombre de la droga, medicamento que le contenga o producto sicotrópico y número de serie, cuando proceda.

4.‑ Control interno del establecimiento, guía u otro documento de control interno del establecimiento.

 5.‑ Número de la receta cheque, número de registro de la receta si es preparado magistral.

6.‑ Nombre del médico cirujano o profesional que haya extendido la receta, en su caso, y cédula de identidad.

 7.‑ Nombre y domicilio del destinatario o paciente.

8.‑ Nombre y cédula de identidad del adquiriente.

c) Saldos.

Art. 16.‑ Los envases de los productos sicotrópicos no podrán contener una cantidad inferior a diez ni superior a treinta unidades posológicas. El contenido de los envases clínicos destinados a ser utilizados exclusivamente en establecimientos asistenciales, podrá ser mayor del indicado anteriormente.

Las etiquetas de los envases deberán expresar la condición de venta del producto y la leyenda en letras sobre fondo blanco: "Sujeto a control de sicotrópicos" Las etiquetas llevarán además, una estrella de cinco puntas de color azul, cuyo tamaño no podrá ser. inferior a la sexta parte de su superficie.

Art. 17.‑ El Inicio, suspensión o término de la elaboración y/o comercialización de todo producto sicotrópico deberá ser comunicado por el respectivo establecimiento a Salud Pública y la Dirección Nacional de Control de Drogas dentro de los treinta días siguientes. El incumplimiento de esta obligación podrá dar lugar a Ia cancelación de la autorización y registro sanitario del producto.

Para reanudar la fabricación o comercialización de un producto sicotrópico cuya elaboración se hubiera suspendido, el establecimiento deberá comunicarlo previamente a Salud Pública.

Art. 18.‑ Solo podrán adquirir  substancias naturales y drogas estupefacientes los establecimientos indicados  en el Art. 8 previa autorización de Salud Pública, otorgada a solicitud suscrita por el regente del establecimiento. Tanto el vendedor como el adquiriente deberán conservar copias de las respectivas autorización

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES GENERALES DE PRODUCTOS ESTUPEFACIENIES

Art. 1.‑ Corresponderá a la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, conjuntamente con la Dirección Nacional de Drogas, el control de la importación' exportación, transito, producción, fabricación, fraccionamiento y distribución de los productos estupefacientes.

Por su parte, a los Servicios de Salud les corresponderá el control de las actividades de preparación, transporte, transferencia a cualquier título, expendio, posesión, tenencia y uso de los productos estupefacientes, dentro del territorio de su competencia

Art., 2.‑ La importación, exportación, tránsito, producción,  fabricación, fraccionamiento , preparación, distribución, transporte, transferencia a cualquier título, expendio, posesión y tenencia de acertofina, cannabis y su resina, cetobeIrudona, desomorfina, etorfina, heroína y las sales de estas substancias, en su caso, estarán prohibidas en el territorio nacional. Con todo, en casos calificados y para fines de investigación científica, el uso de estas substancias podrá ser autorizado por la Secretaria de Salud Pública y Asistencia Social, en las condiciones que determine la resolución correspondiente.

IMPORTACION Y EXPORTACION

Art. 3.‑ Las drogas, preparados y productos estupefactos solo podrán ser importados o exportados del territorio nacional por Laboratorios de instituciones de investigación médica, previa autorización de la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS).

Con ese objeto, los establecimientos o entidades inte​resadas comunicaran a ese Instituto, en el mes de enero de cada ano, sus previsiones de importación o exportación de dichos productos para el año calendario siguien​te, a fin de que ese organismo, sobre la base de la información aportada por el solicitante, determine la cantidad que podrá importar o exportar durante ese periodo.

Art. 4.‑ Para importar o exportar estupefacientes in​cluidos en las previsiones aprobadas, cada establecimien​to deberá solicitar a la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), autorización respecto de cada producto y partidas determinadas.

La autorización se otorgará mediante un certificado oficial de importación o exportación, que deberá emitirse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la solicitud.

La solicitud de importación deberá indicar los siguientes datos:

a) Nombre y domicilio del establecimiento o de su representante legal, si se trata de una persona jurídica.

b) Individualización del director técnico del establecimiento o del profesional del área de la salud responsable, en los casos de las Instituciones de Investigación Médica o Científica.

c) Nombre y domicilio del exportador y país de origen del producto. 

d) Denominación genérica y nomenclatura química de identificación de la droga o producto. 

e) Cantidad que se desea importar.

f) Forma farmacéutica, nombre y naturaleza del envase si se trata de preparado o especialidades farmacéuticas, y.

g) Aduana a través de la cual se efectuará la internación del producto

Art. 5.‑ La Solicitud de exportación deberá indicar los siguientes datos:

a) Nombre y domicilio del establecimiento exportador y de su representante, si se trata de una persona jurídica,

b) Nombre y domicilio del destinatario y país de destino.

c) Director Técnico del establecimiento.

d) Denominación genérica y nomenclatura química de identificación de la droga o producto.

e) Cantidad del producto que se desea exportar.

f) Forma farmacéutica, nombre y naturaleza del envase, si se trata de preparados o especialidades farmacéuticas.

g) Número y fecha del Certificado de importación y autoridad que lo ha emitido en el país de destino.

h) Aduana a través de la cual se efectuará la exportación.

Art. 6.‑ Los Certificados Oficiales de Importación y Exportación tendrán una validez de cuatro meses contados desde la fecha de su emisión y la respectiva internación o exportación, según corresponda, deberá efectuarse, en todo caso, dentro del plazo máximo de 6 meses contados desde la misma fecha.

Art. 7.‑ Para cursar cualquier destinación aduanera de los productos estupefacientes cuya importación haya sido autorizada, el servicio de Aduanas exigirá un certificado por la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), respectivo, en el que señale el lugar autorizado donde deberán depositarse estas substancias la ruta y las condiciones de transporte que deberán utilizarse para efectuar su traslado desde los recintos aduaneros hasta el lugar de depósito indicado.

El Servicio de salud correspondiente deberá pronunciarse respecto del Certificado a que se alude en el inciso anterior, a más tardar en el plazo de tres días contados desde la fecha de la petición y, en caso de rechazo, deberá hacerlo por resolución fundada.

Art. 8.‑ Una vez concluida la tramitación del documento de destinación aduanera y retirados los productos estupefacientes de los recintos primarios de Aduanas quedarán depositados bajo la responsabilidad del consignatorio, quien no podrá producir, fabricar, fraccionar ni distribuirlos, sin obtener la autorización de la autoridad sanitaria competente.

Esta autoridad deberá dictar la resolución otorgando o rechazando la autorización, o bien fijando un periodo de seguridad con el fin de que se efectúen los controles sanitarios correspondientes, durante el cual los produc​tores no podrán ser comercializados. Dicha resolución deberá dictarse dentro del plazo de tres días hábiles con​tados desde la fecha en que el interesado le comunique haber ingresado esas substancias a su lugar de depósito, acompañando copia del certificado emitido por el Servi​cio  de Salud que permitió su traslado a ese recinto.

Si por cualquier razón el interesado no recibiera los estupefacientes en las cantidades indicadas en el Certificado deberá comunicar de inmediato este hecho a la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), a fin de que se investiguen las causas del extravío, pérdida o  sustracción de las substancias.

Art. 9.‑ Los productos estupefacientes que ingresen al país en tránsito no podrán ser sometidos a operación o manipulación alguna que pueda alterar su naturaleza ni modificar su embalaje, salvo en casos calificados que autorice la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS).

DE LA PRODUCCION Y EXPENDIO

Art. l0.‑ La extracción, producción, fabricación, fraccionamiento o preparación de estupefacientes solo podrá llevarse a efecto en laboratorios de producción químico farmacéutica, farmacias y otros establecimientos autorizados.

Para estos efectos, el propietario del establecimiento solicitara autorización a la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), antes del 1ro. de septiembre de cada año, indicando la cantidad de estupefacientes que se propone extraer, producir, fabricar, fraccionar o preparar durante el ano calendario siguiente, la que podrá ser objetada por ese organismo dentro de los treinta días siguientes a su presentación,  vencidos los cuales se entenderá aprobada.

Art. 11.‑ Todo establecimiento para extraer, producir, fabricar, fraccionar o preparar estupefacientes llevará un registro especial que estará permanente a disposición de la autoridad sanitaria y que deberá contener las siguientes anotaciones:

a) Las cantidades y procedencias de las Drogas o productos estupefacientes ingresados al establecimiento y fechas de sus ingresos, 

b) Las cantidades de los productos estupefacientes fa​bricados por el establecimiento, las fechas de fabricación y los nombres y domicilios de los destinatarios y 

c)    Los saldos correspondientes.

Los mismos establecimientos deberán comunicar a la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, antes del día 15 de enero de cada año, la siguiente información:

a) La cantidad total de drogas estupefacientes ingresadas al establecimiento durante el año anterior y los existentes a la fecha de la comunicación. 

b)    Las cantidades de los productos estupefacientes extraídos o elaborados durante el mismo periodo y los saldos existentes a la fecha de la comunicación.

Art. 12.‑ Los referidos establecimientos deberán lle​var actualizado un Libro de Control de Estupefacientes aprobado por la Secretaria de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS), o por el servicio de salud a quien asigne esta función, en el que se registrarán en forma separada los siguientes datos, respecto de cada  droga o producto estupefaciente, indicando su denominación comercial si ello procediera:

a) Ingresos:

‑    Fecha,

-   Cantidad

‑    Número y fecha de la resolución que haya autoriza​do la internación, distribución o transferencia en su caso,

‑ Proveedor, número y fecha de la factura, guía u otro documento, según corresponda, y

‑ Número de serie, cuando corresponda.

b) Egresos:

‑ Fecha,

‑ Cantidad,

‑ Nombre de la droga, medicamento que la contenga o producto estupefaciente, y número de serie, cuando proceda,

‑ Número y fecha de la factura, guía u otro documento de control interno del establecimiento,

‑ Número de la receta cheque, número de registro de la receta si es preparado magistral,

‑ Nombre del médico cirujano o profesional que haya extendido la receta en su cave, y cédula de identidad,

‑ Nombre y domicilio del destinatario o paciente,

‑ Nombre y cédula de identidad del adquiriente, y

c) Saldos.

Art. 13.‑ Los envases de los productos estupefacientes no podrán contener una cantidad superior a 12 unidades posológicas. El contenido de los envases clínicos destinados a ser utilizados exclusivamente en establecimientos asistenciales, podrá ser mayor del señalado anteriormente.

Las etiquetas de los envases deberán expresar la condición de venta del producto y la leyenda en letras negras sobre fondo blanco: Sujeto o Control de Estupefacientes. Las etiquetas llevarán, además, una estrella de cinco puntas de color rojo, cuyo tamaño no podrá ser inferior a la sexta parte de su superficie.

Art. 14.‑ Los preparados o productos que contengan estupefacientes de las listas II y IlI solo podrán expenderse al público en farmacias o laboratorios mediante el formulario 2064.

Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los preparados o productos farmacéuticos que contengan dosis mínimas de drogas estupefacientes mezcladas con uno o varios ingredientes más, la autoridad sanitaria podrá disponer modalidad de venta.

REGLAMENTO DEPORTIVO NACIONAL CONTRA EL USO

DE SUSTANCIAS PROHIBIDAS EN EL DEPORTE

(ANTI-DOPING)

TITULO I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Artículo 1.- Se prohibe la práctica del uso de sustancias prohibidas en el deporte, por lo tanto, el presente reglamento se aplicará a todos los deportistas dominicanos y extranjeros que actúen en competencias y eventos que se celebren en el territorio nacional.

Todas las entidades deportivas olímpicas deberán someter a las disposiciones aquí previstas.

Artículo 2.- Incurren en práctica del dopaje los deportistas, quienes en las situaciones referidas en el artículo 1, utilizaren sustancias o métodos prohibidos por el Comité Olímpico Internacional (COI), tendientes a alterar su rendimiento deportivo.

Artículo 3.- Las autoridades deportivas públicas y privadas deberán divulgar ampliamente el presente reglamento y en particular hacerlo del conocimiento de los deportistas.

La ignorancia respecto del contenido del presente reglamento no excusa su cumplimiento.

TITULO II

SELECCION DE LOS DEPORTISTAS

Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 4.- Es facultad de la Agencia Nacional de Control Anti-Doping, seleccionar, sin necesidad de previo aviso, a los deportistas a ser sometidos al control de sustancias prohibidas, durante sus entrenamientos o competencias.

En caso de eventos nacionales o internacionales, la Agencia Nacional Anti-Doping, actuará en forma coordinada y conjunta con las Federaciones Deportivas Nacionales, Federaciones Internacionales u Organizaciones Deportivas particulares.

Artículo 5.- El número de deportistas a ser seleccionados para realizar el control anti-doping quedará a criterio de la Agencia nacional Anti-Doping en coordinación con la federación u organización responsable de la organización del evento.

La Agencia Nacional Anti-Doping podrá aumentar el número de deportistas para ser sometidos al control anti-doping y solo deberá informarlo a la entidad deportiva correspondiente.

Artículo 6.- Los deportistas nacionales que negaren someterse al control anti-doping, quedarán excluidos de todo tipo de competencia nacional o internacional e impedidos de formar parte de las selecciones provinciales, regionales o nacionales.

Artículo 7.- Los deportistas extranjeros que participen en eventos deportivos celebrados en el territorio nacional quedarán sometidos a las disposiciones del presente reglamento. Cuando negaren someterse al control anti-doping, no podrán participar en los referidos eventos.
Capítulo II

PROCEDIMIENTOS DE LA TOMA DE MUESTRA

Artículo 8.- Las instituciones organizadoras de las competencias deberán proporcionar a los médicos encargados de las tomas de muestras, local apropiado a juicio de estos últimos. La sala de control deberá poseer las condiciones mínimas de espacio, salubridad y seguridad.

El deportista recibirá la notificación para efectuar el control anti-doping de manos de un escolta autorizado por la Agencia Nacional Anti-Doping o por el Comité organizador del evento.

Artículo 9.- Esta notificación deberá contener nombre y apellido del deportista, el número de identificación, la hora de entrega y la indicación de lo establecido en los artículos 6 y 7 del presente reglamento.

Esta notificación debe ser firmada por el deportista, quien recibirá el original, la copia quedará como constancia de haberse efectuado la notificación.

Artículo 10.- Los deportistas notificados para el control anti-doping se presentarán a la hora, fecha y lugar que se indique en la notificación, y podrán asistir con su acompañante.

Artículo 11.- El médico encargado del control anti-doping comprobará la identificación del deportista, a través de documentos deportivos o legales, y procederá a llenar el formulario requerido para estos fines.

Artículo 12.- El deportista deberá permanecer bajo la observación del médico o técnico hasta que se le tome la muestra de orina; si fuera necesario darle a tomar líquido al deportista, el Comité organizador o la entidad deportiva se los suministrará. En caso de controles fuera de competencia, el medio será encargado de proveerlo.

Las bebidas suministradas por cada estación de Control Anti-Doping deberán estar selladas o en caso contrario, aceptadas voluntariamente por el deportista.

Artículo 13.- Un solo deportista será admitido por turno en la sala de control anti-doping  para tomarle la muestra.

Artículo 14.- Además del deportista, el médico encargado, el técnico asistente y el acompañante del deportista, podrán estar presente en la estación de control anti-doping un representante de la federación nacional o internacional del deportista y un intérprete si fuere necesario.

Artículo 15.- Una vez presente en la estación de control anti-doping el deportista escogerá, de entre un surtido de material, un recipiente para la toma de las muestras de orina y dos frascos con sus tapas.

Artículo 16.- El deportista miccionará dentro del recipiente bajo estrecha vigilancia del médico o técnico responsable. Es obligatoria la presencia de personal femenino para esta vigilancia, en el caso de deportista de ese sexo.

El volumen de orina requerido para la toma de muestra deberá ser por lo menos 75ml.

Artículo 17.- Si el deportista no puede suministrar la cantidad de orina requerida, el procedimiento será repetido luego de haber ingerido tanto líquido como desee, pero no le será permitido salir de la estación mientras no haya suministrado la cantidad de orina establecida.

Artículo 18.- Si el deportista una vez notificado no asiste a la hora, fecha y lugar indicado o rehusa suministrar la muestra, se considerará equivalente a un resultado positivo de un análisis anti-doping. Ese hecho se registrará y se notificará inmediatamente a la Agencia Nacional Anti-Doping, a los organizadores y a la Federación respectiva.

Artículo 19.- El deportista deberá entrar a la estación anti-doping para la toma de muestra desprovista de pertenencias personales.

Artículo 20.- Una vez obtenida la muestra destinada al análisis, el deportista dividirá el material en dos partes, sensible y cualitativamente iguales, colocándolas en sendos recipientes que la Agencia Nacional Anti-Doping proveerá al efecto. Se acondicionarán los dos recipientes con su contenido, de forma que haya un cierre inviolable. Uno de ellos constituirá la muestra “A” a ser analizada, y el otro la correspondiente Muestra “B”.

En caso de que se le encontrase a un deportista un objeto o sustancia extraña que presuma la intención de adulterar o falsificar la muestra de orina, se dejará constancia de este hecho en el formulario correspondiente y se le notificará a la Comisión Nacional Anti-Doping, la entidad organizadora y la federación correspondiente a los fines de que se apliquen las medidas pertinentes.

La Agencia Nacional Anti-Doping podrá repetir la toma de muestra cuando lo estime conveniente.

Artículo 21.- En el formulario relativo al Confort Anti-Doping se dejará constancia de:

· Datos generales del Deportista

· Deporte Practicado

· Lugar, Fecha y Hora de recolección de la muestra

· Médico responsable

· Identificación de los sellos y precintos de seguridad

· PH y Densidad de la muestra de orina

· Medicamentos que ha consumido el deportista en las últimas 72 horas

· Firma del Deportista, su acompañante y el médico encargado

· Cualquier observación que el Deportista pueda realizar sobre el procedimiento.

Artículo 22.- El original del Formulario será enviado a la Agencia Anti-Doping, una copia se entregará al deportista y otra se enviará, sin nombre y apellido solo con los números de identificación, al laboratorio para ser procesada la muestra “A” y para la custodia de la muestra “B”.

Artículo 23.- El médico encargado de la toma de muestra será responsable de la entrega o envío de las muestras de procesamiento y las actas a la Agencia Nacional Anti-Doping.

Capítulo III

PROCESAMIENTO DE LAS MUESTRAS

Artículo 24.- La Agencia Nacional Anti-Doping podrá encomendar los análisis de las muestras a que se refiere el presente reglamento a laboratorios de instituciones públicas o probadas, nacionales o extranjeros cuando ello sea necesario o se estime conveniente.

Artículo 25.- El análisis de las muestras se llevará efecto de conformidad con las normas y técnicas a tal fin establecidas por la Agencia Nacional Anti-Doping y la Comisión Médica del Comité Olímpico Internacional.

Capítulo IV

ENTREGA DE LOS RESULTADOS

Artículo 26.- Un análisis se considerará positivo siempre que en la muestra de orina sea identificada una de las sustancias (tipo y concentración) contenidas en la lista de sustancias prohibidas de la Comisión Médica del Comité Olímpico Internacional.

Artículo 27.- La positividad será informada de manera escrita por el Jefe del laboratorio a la Agencia Nacional Anti-Doping, quien a su vez le comunicará por escrito a los organizadores del evento, la Federación correspondiente y al deportista.

Artículo 28.- Cuando el deportista resultare positivo en la muestra “A” tendrá derecho de acudir ante la Agencia Nacional Anti-Doping para solicitar el análisis de la muestra “B”.

Artículo 29.- El análisis de la muestra “B” se efectuará en el mismo laboratorio o en el que autorice la Agencia Nacional Anti-Doping y podrá ser supervisado por representantes de la Agencia, por el deportista o un delegado, por los organizadores o por la Federación correspondiente.

El resultado que arroje el análisis de la muestra “B” será definitivo.

Artículo 30.- El Presidente de la Agencia Nacional Anti-Doping levantará un acta del resultado de la muestra “B”, certificando dicho resultado y lo enviará inmediatamente al jefe de la delegación deportiva, al deportista, al comité organizador y en su caso a la Federación deportista correspondientes.

Capítulo V

DE LAS SANCIONES

Artículo 31.- El deportista que incumpla con las disposiciones contenidas en este Reglamento incurrirá en falta deportiva.

Artículo 32.- Las sanciones a que haya lugar deberán ser impuestas por la entidad deportiva correspondiente, de conformidad a lo establecido sobre la materia en la normativa del Comité Olímpico Internacional y la Federación Internacional respectiva.

Artículo 33.- El deportista que resultare positivo en el examen del control anti-doping, practicado de conformidad con el presente Reglamento, no podrá participar en eventos deportivos oficiales nacionales por un período mínimo de seis (6) meses a un (1) años y en caso de reincidencia, el período mínimo será de dos (2) años. Posterior al mismo debe acreditar ante la Agencia Nacional Contra el Uso de Sustancias Prohibidas en el Deporte (Anti-Doping) documentación legal por escrito de su rehabilitación deportiva por parte de la institución que rige los destinos de su disciplina en el ámbito nacional e internacional.

Capítulo VI

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 34.- El competidor o cualquier otra persona que desempeñando funciones de dirección o colaboración en la actuación deportiva de un atleta o equipo, obstaculizare de cualquier modo, por actos y omisiones, la labor de la Agencia Nacional Anti-Doping, será notificado a las autoridades deportivas nacionales e internacionales para que sea tomado en consideración su proceder.

Artículo 35.- Las entidades deportistas deberán colaborar económicamente con la Agencia Contra el Uso de Sustancias Prohibidas en el Deporte (Anti-Doping) para el proceso de detección de las sustancias prohibidas en el deporte. El monto será convenido entre la Agencia y la respectiva entidad deportiva.

Artículo 36.- A los fines de dar cumplimiento a las normas previstas en el presente Reglamento, se crea la Agencia Nacional Contra el Uso de Sustancias prohibidas en el Deporte (Anti-Doping), integrada por un Grupo Consultivo, una Dirección Ejecutiva y un Equipo Coordinador Nacional.

Artículo 37.- El Grupo Consultivo es el organismo de mayor jerarquía de la Agencia, está conformada por representantes de las instituciones constitutivas y tiene la facultad de trazar la política de la Agencia, así como deliberar sobre cualquier aspecto no presente en los actuales reglamentos.

Se faculta al Grupo Consultivo para actualizar periódicamente la lista de sustancias y métodos prohibidos en el deporte, pudiendo proceder a las incorporaciones, supresiones y aclaración que estime oportuna. A tal efecto se tomarán en cuenta específicamente, las sustancias y procedimientos que figuren en las nóminas vigentes según la Comisión Médica del Comité Olímpico Internacional (COI).

Artículo 38.- El grupo consultivo estará constituido por el Secretario de Estado Deportes, Educación Física y Recreación (SEDEFIR), como Presidente; el Presidente Consejo Nacional de Drogas, como Vicepresidente; el Presidente del Comité Olímpico Dominicano, como Secretario; el Presidente Medicina Deportiva, y un representante de la Asamblea de Federaciones Deportivas Nacionales, como Vocales; y un Licenciado en Derecho Experto en legislación deportiva como Asesor legal.

Artículo 39.- La Dirección Ejecutiva será el organismo de planificación y ejecutor del programa de la Agencia. El Director Ejecutivo será escogido de común acuerdo por las instituciones constitutivas y el mismo presentará a la Comisión Consultiva el programa anual a desarrollar y una propuesta de los miembros del Equipo Coordinador Nacional.

Artículo 40.- En el ámbito de su competencia, la Agencia Nacional Contra el Uso de Sustancias prohibidas en el Deporte (Anti-Doping) podrá requerir asesoría de instituciones o profesionales especializados que coadyuven a cumplir su cometido y ampliar sus criterios médicos y científicos.

URUGUAY   

LEY 14294

Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaría, en los casos siguientes:
	1º)
	Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las sustancias a que se refiere el artículo 1º se efectuaren a una persona menor de veintiún años o privada de discernimiento o voluntad.

	2º)
	Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de discernimiento o voluntad sufrieron una grave enfermedad,

	
	   Si sobreviniere la muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de penitenciaría.

	3º)
	Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de la víctima.

	4º)
	Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento de una profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o vigilancia en razón de salud pública,

	5º)
	Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se realicen espectáculos o reuniones de carácter público, cualquiera sea su finalidad.


Artículo 37.- El delito tentado se castigará con la misma pena que corresponda al delito consumado.

El acto preparatorio será castigado con la tercera parte de la pena que correspondería por el delito consumado, pero el Juez podrá elevarla hasta la mitad, tomando en cuenta la gravedad del hecho cometido y la personalidad del agente.

Artículo 38.- Si el infractor ejerciera una profesión o arte que haya servido de medio para cometer el delito o lo haya facilitado será condenado también a la pena de inhabilitación especial por un término que estará comprendido entre el de la condena principal y diez años.

Artículo 39.- Inmediatamente después de procesado, el autor de un delito cometido bajo la acción de las sustancias reguladas por esta ley será sometido al correspondiente tratamiento bajo control de la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías.

Si fuese declarado inimputable, el Juez, al dictar sentencia, impondrá medidas de seguridad curativas que se cumplirán en un establecimiento público o privado o en forma ambulatoria, pero siempre bajo el control de la Comisión Nacional de Lucha contra las toxicomanías, la que deberá ser oída a los efectos de régimen del cese de las medidas. 

Si el autor fuese imputable, terminado el internamiento hospitalario, cumplirá la Prisión preventiva, o la pena, en su caso, en los establecimientos penales.

Queda facultado el Juez para descontar, al aplicar la pena, el tiempo de internación hospitalaria.

Artículo 40.- El que fuere sorprendido consumiendo sustancias estupefacientes o usando indebidamente psicofármacos o en circunstancias que hagan presumir que acaba de hacerlo portando estupefacientes para su uso personal, deberá ser puesto a disposición del Juzgado Letrado de Instrucción de Turno, a fin de que éste ordene un examen del detenido por el médico de la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías y por el médico forense, quienes deberán producir su informe dentro de las veinticuatro horas. Si del examen resultare tratarse de un drogadicto, el Juez impondrá el tratamiento en un establecimiento público o privado o en forma ambulatoria pero siempre sujeto a los controles médicos que establezca la referida Comisión Nacional.

El cumplimiento de esta medida, así como su cese, quedará sometido al sistema de garantías establecido en la ley 9.581, de 8 de agosto de 1936.

Artículo 41.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías procurará que en todas las situaciones de iza se conjuguen las necesidades de una labor terapia científicamente encarada con la producción manual, intelectual, o artística de elementos susceptibles de procurar ingresos monetarios, de los cuales un tercio se verterá a beneficio del servicio asistencial, un tercio para gastos personales del enfermo y un tercio será entregado a la familia a su cargo o, si no la tuviera, depositado en una cuenta personal que se abrirá especialmente a esos efectos.

LEY 17.016

(Octubre 22 de 1998)

Artículo 1º.

Sustitúyese el artículo 3º del Decreto - Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, por el siguiente:

"ARTÍCULO 3º.- Quedan prohibidos la plantación, el cultivo, la cosecha y la comercialización de cualquier planta de la que puedan extraerse estupefacientes u otras sustancias que determinen dependencia física o psíquica, con excepción - según los casos - de los que se realicen con exclusivos fines de investigación científica o para la elaboración de productos terapéuticos de utilización médica.

Las plantaciones o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de Salud Pública y quedarán bajo su control directo.

Toda plantación no autorizada deberá ser inmediatamente destruida con intervención del Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Turno que entienda en la causa"

Artículo 3º.

Sustitúyense los artículos 30 a 35 del Decreto - Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, por los siguientes:

"ARTÍCULO 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir dependencia psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 1º, precursores químicos u otros productos químicos, contenidos en las Tablas 1 y 2 de la presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaría".

"ARTÍCULO 31.- El que, sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier modo, alguna de las materias primas, sustancias, precursores químicos u otros productos químicos mencionados en el artículo anterior será castigado con la misma pena prevista en dicho artículo.

Quedará exento de pena el que tuviere en su poder una cantidad razonable destinada exclusivamente a su consumo personal, con arreglo a la convicción moral que se forme el Juez a su respecto, debiendo fundamentar en su fallo las razones que la han formado".

"ARTÍCULO 34.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, suministrare, aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente ley, o promoviere, indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría".

CAPÍTULO IX

ARTÍCULO 60.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos previstos en la presente ley:

1) Que alguna de la o las víctimas de los delitos tipificados en la presente ley, fuere menor de dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada de discernimiento o voluntad.

2) Cuando la sustancia fuere suministrada o aplicada sin el consentimiento de la víctima.

3) Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o ilegal de una profesión sanitaria.

4) Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un establecimiento de enseñanza o sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes e instalaciones de instituciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se realicen espectáculos o reuniones de carácter público cualquiera sea su finalidad.

5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima

CAPÍTULO X

ARTÍCULO 67.- Toda vez que se confisquen bienes, productos o instrumentos, conforme con lo dispuesto en la presente ley, que no deban ser destruidos ni resulten perjudiciales para la población, el Juez los pondrá a disposición del Poder Ejecutivo el cual les dará destino, pudiendo optar - según las características de los bienes, productos o instrumentos y lo que sea más conveniente y oportuno al caso concreto - por:

A) Retenerlos para uso oficial o transferirlos a cualquier entidad pública que haya participado directa o indirectamente en la incautación o decomiso de los mismos.

B) Venderlos y transferir el producto de esa enajenación a cualquier entidad pública que haya participado directa o indirectamente en su incautación o en la coordinación de programas de prevención o represión en materia de drogas.

C) Transferir los bienes, productos o instrumentos, o el producto de su venta, a cualquier entidad privada dedicada a la prevención del uso indebido de drogas, el tratamiento, la rehabilitación y reinserción a la sociedad de los afectados por el consumo.

CAPÍTULO XIII

Artículo 6º.

Agrégase al artículo 47 del Código Penal el siguiente numeral:

“16) (Influencia de estupefacientes o sustancias psicotrópicas).- Haber cometido el delito bajo la influencia de cualquier estupefaciente o sustancias psicotrópicas de las previstas en las Listas contenidas en el Decreto – Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, y sus modificativas”.

VENEZUELA

LEY ORGANICA SOBRE SUSTANCIAS

 ESTUPEFACIENTES Y PSICOTROPICAS

TITULO III

DE LOS DELITOS

Capítulo I

 De los Delitos Comunes y Militares

y de las Penas

Artículo 36.- El que ilícitamente posea las sustancias, materias primas, semillas, resinas, plantas a que se refiere esta Ley, con fines distintos a los previstos en los artículos 3, 34, 35 y al del consumo personal establecido en el artículo 75, será sancionado con prisión de cuatro (4) a seis (6) años. A los efectos de la posesión se tomarán en cuenta las siguientes cantidades: hasta dos (2) gramos, para los casos de posesión de cocaína o sus derivados, compuestos o mezclas con uno o varios ingredientes; y hasta veinte (20) gramos, para los casos de cannabis sativa.  En la posesión de otras sustancias estupefacientes o psicotrópicas, el Juez considerará cantidades semejantes de acuerdo a la naturaleza y presentación habitual de las sustancias.  En ninguno de los casos se considerará el grado de pureza de las mismas.

Los jueces apreciarán las circunstancias del culpable del hecho y la cantidad de sustancias decomisadas para imponer la pena en el límite inferior o superior, conforme a las reglas previstas en el artículo 37 del Código Penal.

Podrán concederse los beneficios de sometimiento a juicio o suspensión condicional de la pena, a la persona que se encuentre incursa en el delito tipificado en esta norma, siempre que no concurra otro delito, que no sea reincidente, ni extranjero con condición de turista.

Artículo 38.- El que suministre, aplique o facilite las sustancias a que se refiere la presente Ley a un menor de edad, a una persona que se halle en estado minusválido por causas mentales o físicas o a un indígena perteneciente a tribu claramente definida y ubicada en territorio alejado o de difícil acceso desde los centros poblados, será sancionado con prisión de catorce (14), a veinte (20) años y, si además de ello, utilizare a un menor, a un minusválido o a un indígena en la comisión de los delitos previstos en los artículos 34 y 35 de esta Ley, será sancionado con pena de prisión de quince (15) a veinticinco (25) años.

Artículo 39. - Quien hubiere cometido alguno de los hechos previstos en el Capítulo I de este Título con motivo del ejercicio de una profesión, arte u oficio, sujeta a autorización o vigilancia por razón de la salud pública, la pena será aumentada entre una sexta y cuarta parte.

Artículo 40.- Quien sin incurrir en los delitos previstos en los artículos anteriores destine o permita que sea destinado un vehículo o un local o un lugar para reunión de personas que concurran a consumir las sustancias a que se refiere esta ley, será penado con prisión de tres (3) a seis (6) años.

Si el lugar o local es público o abierto al público o está destinado a actividades oficiales o el vehículo está destinado al uso oficial o público, la pena será de cuatro (4) a ocho (8) años de prisión.

Quien permita la concurrencia de menores de edad a dichos locales, lugares o vehículos, la pena será de ocho (8) a doce (12) años de prisión.


El que obtenga algún beneficio de cualquier naturaleza como producto de las actividades ilícitas a que se refiere este artículo, se le aumentará la pena de una cuarta parte a la mitad.

Artículo 41.- El que incite o promueva el consumo, done, ofrezca o suministre para el consumo inmediato cualesquiera de las sustancias a que se refiere esta Ley, será sancionado con pena de seis (6) a (10) años  de prisión.

Si la incitación, promoción u oferta a que se refiere este artículo se hicieron a través de medios auditivos, impresos o visuales, por medio de dibujos, grabados, fotografías impresas o por medio de tejidos o en cualquier otra forma de expresión simbólica, la pena será aplicada en su límite máximo.

Artículo 44.- El que para obtener ventaja o causar perjuicio en un espectáculo o competencia deportiva, incite o induzca a un deportista, profesional o aficionado, al consumo de las sustancias a que se refiera esta ley, o se las suministre, será sancionado con prisión de cuatro (4) a seis (6) años.


Si el delito se hubiere cometido mediante coacción moral, engaño o de manera subrepticia, la pena será aumentada en la mitad.

Artículo 45.- El que suministre o aplique a cualquier animal las sustancias a que se refiere esta Ley, será sancionado con prisión de dos (2) a cuatro (4) años.  Cuando fueren animales de competencia, la pena se aumentará en un tercio.

Quedan excluidos de esta disposición los especialistas o científicos que las emplearan con fines de investigación.  

Artículo 46.- El que con engaño, amenaza o violencia logre que alguna persona consuma las sustancias a que se refiere esta Ley, será sancionado con prisión de quince (15) a veinte (20) años.

Artículo 48.- El centinela militar, que consuma sustancias estupe​facientes o psicotrópicas, será penado así:

1.
Si el hecho se ejecuta frente al enemigo o de los rebeldes o a los sediciosos, con prisión de dos (2) a seis (6) años, y si de sus resultas se sigue algún daño de consideración al servicio, con prisión de ocho (8) a dieciséis (16) años.

2.
Si el hecho se comete en campaña, sin estar en frente del ene​migo, con prisión de uno (1) a cinco (5) años.  Pero si actuase la circunstancia anotada en el numeral precedente, se castigará con prisión de seis (6) a diez (10) años.

3.
Si el hecho ocurre en cualquier otra circunstancia, con pri​sión de uno (1) a tres (3) años.

Se entiende por centinela los militares que integran la guardia de prevención: Soldados para el servicio de centinela, Oficial o Sub-Oficial al mando, Oficial del Día, el Comandante de Guardia de Prevención, Sargento de Guardia, Cabo Relevante, Soldado de Guardia, Centinela de Guardia, Ordenanza de Guardia y el Bando de Guardia, así como las patrullas y Ronda Mayor además de los encargados del servicio telegráfico, telefónico o cualquier otro servicio de comunicaciones militares, los imaginarias o cuarteleros dentro del buque, cuarteles o establecimientos militares y los estafetas o conductores de órdenes y demás comunicaciones militares.  El delito antes señalado será de la competencia de la jurisdicción militar.  Se aplicará el procedimiento del Código de Justicia Militar con los medios probatorios y el sistema de valoración de las pruebas establecidas en esta Ley.

Artículo 50.- El Oficial, el Sub-Oficial Profesional de Carrera y la Tropa Profesional, que durante el cumplimiento de un acto de servicio, consuman indebidamente sustancias estupefacientes o psicotrópicas, serán penados con prisión de dos (2) a seis (6) años.  Si el mismo delito se comete en campaña, la pena se duplicará.  

El delito antes señalado será de la competencia de la jurisdicción militar y se aplicará el procedimiento establecido en el Código de Justicia Militar, con los medios probatorios y el sistema de valoración de las pruebas establecidas en esta Ley.

Artículo 51.- El militar profesional, sea cual fuere su jerarquía y la situación militar en que se encuentre, que incurra en los delitos comunes previstos en esta Ley, le será aumentada la pena de una sexta (6ta.) a una tercera (3ra.) parte.

Se le impondrán además, las penas accesorias establecidas en el numeral 3 del artículo 60 y será juzgado por los tribunales militares competentes, aplicándosele el procedimiento establecido con el Código de Justicia Militar, con los medios probatorios y el sistema de valoración de las pruebas establecidas en esta Ley.

Si el delito común ha sido cometido por militares profesionales, sea cual fuere su jerarquía y situación militar, conjuntamente con civiles o militares no profesionales, como autores principales o cómplices o cooperadores, todos los implicados serán sometidos a la jurisdicción militar, de la manera anteriormente señalada.

Capítulo II

De los Delitos contra la Administración

de Justicia en la aplicación de esta Ley

Artículo 53.- El Juez que retarde la tramitación del proceso, con el fin de prolongar la detención del procesado o de que prescriba a la acción penal correspondiente, será penado con prisión de dos (2) a cuatro (4) años; igual pena la corresponderá a las personas que hubieren intervenido en el delito, en calidad de cooperadores inmediatos.  Igualmente, todo funcionario público de instrucción o de policía judicial que, en el ejercicio de sus funciones, tuviere conocimiento de algún hecho punible por el cual ordene esta Ley proceder de oficio y omita o retarde indebidamente dictar el auto de proceder o dar parte de ello a la autoridad competente, será sancionado con suspensión del cargo por seis (6) meses, sin goce de sueldo y, en caso de gravedad o de reincidencia reiterada, con destitución, previo procedimiento disciplinario, en ambos casos, por el Consejo de la Judicatura, si es empleado judicial o por la autoridad competente, si es algún órgano de policía.

Artículo 55.- Los peritos o expertos forenses a que se refiere esta Ley, que emitan informes falsos sobre los exámenes o peritajes que deben presentar ante la autoridad judicial, serán penados con prisión de dos (2) a cuatro (4) años.

Si el falso peritaje o informe ha sido causa de una sentencia condenatoria, la pena será de cuatro (4) a seis(6) años  de prisión.  En ambos casos se aplicará la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de su profesión o actividad por un tiempo igual al de la pena impuesta, una vez cumplida esta.

Artículo 56.- Los funcionarios de un órgano de Policía Judicial, expertos, peritos, directores de los establecimientos de internados judiciales, carcelarios, penitenciarios, correccionales, así como alguaciles que dolosa o negligentemente, violen los lapsos establecidos en esta Ley para la remisión del detenido y el expediente, las experticias e informes requeridos, que retarden los traslados de los procesados para los actos del Tribunal, o para practicarles experticias, la entrega de boletas y citaciones en cada caso, según sus funciones o que se abstengan de enviarlos a la autoridad competente, violando disposiciones legales o reglamentarias, omitan, incumplan o retarden un acto propio de sus funciones o abusen del poder conferido en razón de su cargo, sin razones plenamente justificadas, serán penados:

1. Con amonestación, en la primera oportunidad.

2. Con suspensión del cargo sin goce de sueldo, por lapso de dos (2) meses, en caso de reincidencia.

3. Con prisión de dos (2) años  y destitución e inhabilitación por igual tiempo, después de cumplida la pena privativa de libertad.

En los dos primeros casos, el procedimiento será de naturaleza disciplinaria y en el tercero, será de naturaleza jurisdiccional.

El superior a quien corresponda abrir, instruir o decidir el procedimiento disciplinario y no lo hiciere por dolo o negligencia, será sometido a procedimiento disciplinario y sancionado con suspensión de dos (2) meses del cargo, sin goce de sueldo, en caso de ser considerado culpable.

Capítulo III

Disposiciones Comunes

a los Capítulos Precedentes

Artículo 63.- Cuando los delitos a que se refieren los artículos 34, 35, 40 y 47 se realicen en naves, aeronaves, ferrocarriles u otros vehículos de transporte, semovientes, estos serán decomisados de conformidad con lo pautado en esta Ley.  Se exonera de tal medida, cuando concurran circunstancias que demuestren falta de intención en el propietario.  En todo caso se formará un expediente justificativo y se resolverá en providencia motivada.

Artículo 64.- Si bajo los efectos de alguna sustancia estupefaciente o psicotrópica se cometieron hechos punibles, se aplicarán las reglas siguientes:

1. 
Si se probare que el agente ingirió la droga con el fin de facilitarse la perpetración del hecho punible o de prepararse una excusa, las penas correspondientes se aumentarán de un tercio a la mitad.

2.
Si se probare que el agente ha perdido la capacidad de comprender o querer, por empleo de alguna de dichas sustancias, debido a caso fortuito o fuerza mayor, quedará exento de pena

3
Si no fuera probada ninguna de las circunstancias a que se contraen las dos (2) reglas anteriores y resultare demostrada la per​turbación por causa del consumo de las sustancias a que se refiere este artículo, se aplicarán sin atenuación las penas correspondientes al hecho punible cometido.

4 No es punible el farmacodependiente (consumidor crónico) cuando su dependencia compulsiva sea tal, que tenga los efectos de una enfermedad mental que le haga perder la capacidad de comprender y de querer.

5 Cuando el estado mental sea tal, que atenúe en alto la responsabilidad sin excluirla totalmente, la pena establecida para el delito o falta se rebajara conforme a las reglas establecidas en el artículo 63 del Código Penal.

Artículo 65.- Quien incurra en cualesquiera de los hechos punibles previstos en esta ley, siendo menor de dieciocho (18) años, quedará sometido a la medida de asistencia en instituciones de reeducación cerrada prevista en la legislación de menores.  Del Procedimiento conocerá el Juez competente de dicha materia.

Si fuere mayor de dieciocho (18) años, pero menor de veintiuno (21), el Juez siempre tomará en cuenta la cantidad de sustancias a que se refiere esta Ley, para poder rebajar la pena al término mínimo, en los casos de los artículos señalados.

Artículo 67.- Las sustancias estupefacientes y psicotrópicas a que se refiere esta Ley, decomisadas por las autoridades militares, policiales, aduaneras o por los Tribunales competentes, no tendrán ningún valor de cambio cuantificable en dinero, ni podrán hacer publicidad de dicho valor y el destino de las mismas se decidirá de conformidad con lo previsto en el artículo 146.  Los denunciantes y los aprehensores, funcionarios o no, de las sustancias estupefacientes o Psicotrópicos, a que se refiere esta Ley. Y de los efectos decomisados no tendrán derecho a ningún tipo de remuneraciones u obtención a que se refieren las Leyes.

TITULO IV

DEL CONSUMO

Capítulo I

Del Consumo y las Medidas de Seguridad

Artículo  75.- Quedan sujetos a las medidas de seguridad previstas en esta Ley:

1
El consumidor de las sustancias a que se refiere este texto legal.

2 Quien siendo consumidor, posea dichas sustancias en dosis personal para su consumo.  A tal efecto, se tendrá como dosis personal hasta dos (2) gramos en los casos de cocaína o sus derivados, compuestos o mezclas, con uno o varios ingredientes, y hasta veinte (20) gramos en los casos de cannabis sativa.  En la posesión para el consumo de otras sustancias estupefacientes o Psicotrópicos, el Juez considerara las cantidades semejantes de acuerdo a la naturaleza y presentación habitual de la sustancia, a los efectos señalados se considerará el grado de pureza.

En este caso, el Juez decidirá con vista al informe que presenten los expertos forenses a que se refiere el artículo 114 de esta Ley.

Artículo 76.- En los casos previstos en el artículo precedente se aplicarán las siguientes medidas de seguridad.

l
Internamiento en un centro de rehabilitación o de terapia especializada.

2
Cura o desintoxicación.

3 Readaptación social del sujeto consumidor.

4 Libertad vigilada o seguimiento

5 Expulsión del territorio de la República del consumidor extranjero no residente.

Artículo 77.- El internamiento en un centro de rehabilitación o de terapia especializada, consiste en hacer residir al farmacodependiente en un establecimiento adecuado para su tratamiento.

La cura o desintoxicación es el conjunto de procedi​mientos terapéuticos dirigidos a la recuperación de la salud física y mental del farmacodependiente, con o sin internamiento.

Artículo 78.- La readaptación social consiste en aplicar los medios científicos dirigidos a lograr la capacidad adecuada del consumidor, a los fines de reincorporarlo al medio social para su normal desenvolvimiento en la comunidad.


El procedimiento de readaptación social incluye la enseñanza de un arte u oficio para aquellas personas que lo requieran.

Artículo 79.- La libertad vigilada o seguimiento consiste en recomendar al consumidor ocasional, a uno o más especialistas para orientar su conducta y prevenir la posible reiteración en el consumo.  Este seguimiento conlleva control periódico mediante examen toxicológico, realizado por médicos forenses.

Artículo 80.-  La expulsión del extranjero consumidor del territorio de la República, es una medida que impone la obligación de no volver a éste.

Esta medida sólo será aplicable a los extranjeros en situación ilegal, transeúntes o turistas.

Artículo 81.- Para la aplicación de las medidas de seguridad previstas en este Capítulo, se adopta la definición auténtica de farmacodependiente del Decimosexto Informe de 1969, de la Organización Mundial de la Salud y las modificaciones a esta definición que dicha Organización declare en forma oficial, la cual conjuntamente con las definiciones de los artículos 82 y 83 de esta Ley, son orientadoras del Juez para la aplicación de las medidas de seguridad.

Artículo 82.- Se entiende por farmacodependiente al consumidor del tipo intensificado, caracterizado por un consumo a nivel mínimo de dosis diaria, generalmente motivado por la necesidad de aliviar tensiones.  Es un consumo regular, escalando a patrones de consumo que pueden definirse como dependencia, de manera que se convierta en una actividad de la vida diaria, aun cuando el individuo siga integrado a la comunidad.  El consumidor de tipo compulsivo está caracterizado por altos niveles de consumo en frecuencia e intensidad con dependencias fisiológicas o psicológicas, de manera que el funcionamiento individual y social se reduce al mínimo.

Artículo 83.- Se entiende por consumidor ocasional quien sea declarado del tipo experimental, motivado generalmente por la curiosidad, en un ensayo a corto plazo de baja frecuencia.  El consumidor de tipo recreacional se caracteriza por un acto voluntario que no tiende a la escalada, ni en frecuencia ni en intensidad.  No se puede considerar como dependencia.  El consumidor de tipo circunstancial se caracteriza por una motivación para lograr un efecto anticipado con el fin de enfrentar una situación o condición de tipo personal o vocacional.

Artículo 84.- El Ministerio Público y el Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, vigilarán y controlarán en el área de su competencia el funcionamiento de los centros de rehabilitación de cura o desintoxicación y de readaptación social para garantizar el cumplimiento de sus fines.

Artículo 85.- Cuando el consumidor sometido a este procedimiento, o los padres o representantes legales tengan medios económicos suficientes, el Juez, con vista al informe que presente el trabajador social, le establecerá el pago de una cantidad de dinero para cubrir gastos del tratamiento que se le haya indicado.  Dicho pago se hará al Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, el cual mediante resolución, establecerá el monto y los procedimientos para la administración de dicho dinero que deberá ser destinado únicamente al funcionamiento y mantenimiento de estos centros de rehabilitación.

Parágrafo Unico: En todo caso, los padres, representantes o la familia del consumidor deberán someterse a las medidas de orientación y tratamiento que indiquen los especialistas, con fines relativos a la rehabilitación del sujeto.  El no-cumplimiento de la obligación impuesta en este artículo dará lugar al pago de una multa equivalente entre veinte (20) a treinta y cinco (35) días de salario mínimo urbano.

Capítulo II

Disposiciones Comunes al Capítulo Precedente

 Artículo 86.- El padre y la madre, en sus casos serán privados de la patria potestad:

l.
Cuando por consumo habitual de las sustancias a que se refiere esta Ley, pudieren comprometer la salud, la seguridad o la moralidad de los hijos.

2.
Cuando los utilicen para cualesquiera de los delitos previstos en esta Ley.

3.
Cuando la notoriedad de las conductas delictivas previstas en esta Ley trascienda al hogar o influya en la formación de los hijos.

4.
Cuando consintieren que sus hijos consuman cualesquiera de las sustancias a que se refiere esta Ley, salvo que demuestren lo contrario.

Tampoco podrán obtener el cargo de tutor ordinario o interino, ni de protutor o curador, ni ser miembro del Consejo de Tutela y se considerarán inhábiles para desempeñarlos y serán removidas de sus cargos, aquellas personas que se encuentren involucradas en las acciones u omisiones descritas en este artículo.

Artículo 87.- En los casos que lo considere necesario, el Juez Penal remitirá el expediente relativo al consumo al Juez Civil, a los fines de interdicción o inhabilitación del farmacodependiente, si fuere procedente, de acuerdo a la legislación civil pertinente.

Artículo 88.- Quien fuere sorprendido conduciendo vehículos, naves o aeronaves de cualquier tipo, bajo los efectos de las sustancias a que se refiere esta Ley, será sancionado sin perjuicio de las penas contempladas en otras leyes, con la suspensión de la licencia o el permiso de conducir por un tiempo no menor de un (1) año, lo cual se notificará a la autoridad competente que otorga el permiso o licencia para conducir vehículos, naves o aeronaves.  Para obtener la revocatoria, el sancionado deberá demostrar su rehabilitación por ante el Juez competente, previo dictamen de los médicos forenses que establece esta Ley.  Tampoco podrán conducir vehículos, naves o aeronaves los que se encuentren sometidos a las medidas de seguridad previstas en esta Ley.

Artículo 89.- El trabajador que se encuentre bajo los efectos de las sustancias a que se refiere esta Ley, durante el ejercicio de sus funciones, se considerará incurso en falta grave a las obligaciones que le impone su contrato de trabajo y será sancionado con destitución inmediata, debiendo someterse a las medidas de seguridad establecidas en esta Ley.

Parágrafo Unico: El trabajador que por ley nacional o por convenio internacional tenga prohibido, por razones de seguridad e higiene laboral, el consumo de medicamentos que contengan sustancias estupefacientes o psicotrópicos o de otra naturaleza que puedan alterar su capacidad física o psíquica, no podrá ejercer sus funciones bajo los efectos de estos medicamentos, ya que se considerará incurso en falta grave a las obligaciones que le impone su contrato de trabajo y será sancionado con destitución inmediata.  En consecuencia, cuando estuviere obligado a consumir estos medicamentos por prescripción médica, deberá obtener un certificado médico que así lo demuestre, a fin de quedar liberado de cumplir con las obligaciones que le impone su contrato de trabajo, para que el patrono prevea un sustituto.

Artículo 90.- Todo trabajador encargado del transporte terrestre, aéreo o marítimo, o en funciones de seguridad, que se encuentre bajo los efectos de las sustancias a que se refiere esta Ley, y ponga en peligro la seguridad o protección de los usuarios durante el servicio, será penado con prisión de tres (3) a quince (15) meses.  Si a consecuencia de estos hechos resulta la muerte de varias o la muerte de una sola persona y las heridas de una o más, con tal que las heridas acarreen las consecuencias previstas en el artículo 416 del Código Penal, la pena será de prisión y podrá aumentarse hasta ocho (8) años.

TITULO V

DE LA PREVENCION INTEGRAL SOCIAL

Capítulo I

Disposiciones Generales

 Artículo 91.- Se declara de interés público la prevención, control, inspección y fiscalización de las sustancias estupefacientes y psicotrópicas a que se refiere esta Ley.  Es función del Estado adoptar las medidas que considere necesarias para prevenir, controlar y evitar el consumo ilícito de las mismas.

El Estado diseñará y desarrollará planes y acciones en materia de predicción, previsión y prevención, a fin de disminuir y controlar el tráfico y el consumo de las sustancias a que se refiere esta Ley.

Artículo 92.- Es deber del Estado asegurar el tratamiento, a los fines de rehabilitación, educación y readaptación social de las personas afectadas por el consumo indebido de sustancias estupefacientes o psicotrópicas.  Igualmente proveerá la enseñanza de un arte u oficio para aquellas personas que lo requieran.

Capítulo II

De la Prevención Integral Social en materia de

Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas

Artículo 93.- Es deber de todo ciudadano y persona jurídica, colaborar en la prevención de los delitos y el consumo ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley.

Artículo 94.- Las donaciones de las personas naturales o jurídicas a favor de los planes y programas establecidos por el Estado, aprobados por la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas, en la prevención de los delitos y el consumo ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley, aprobadas por la Comisión contra el Uso Ilícito de las Drogas, serán deducibles del Impuesto Sobre la Renta, previa comprobación mediante documento público.

Parágrafo Unico: De toda donación que reciba el Estado venezolano, a favor de un ente público, previa autorización del Senado como lo prevé la Constitución, se destinará un veinticinco por ciento (25%) del monto total al área de prevención.  Dicha cantidad deberá ingresar al Ministerio de Educación, a fin de dar cumplimiento a lo pautado en el artículo 102 de esta Ley.

Artículo 95.- El Estado y las empresas privadas no podrán rechazar a los sujetos rehabilitados y socialmente readaptados cuando procuren ante ellos ubicación laboral, siempre y cuando cumplan los requisitos requeridos por el empleador en su oferta.

Artículo 96.- El Estado prestará protección y auxilio a aquellas personas que, siendo consumidoras de las sustancias estupefacientes o psicotrópicas a que se refiere esta Ley, se presenten voluntariamente a los centros de rehabilitación, a los fines de curación y a ellos se sometan.  Dichas personas permanecerán en el anonimato mientras dure el tratamiento.

El Estado creará casas intermedias para los consumidores que, voluntariamente, deseen someterse al tratamiento de rehabilitación y reincorporación establecidos en esta Ley; mientras son ubicadas en los centros creados para esos fines, estas casas intermedias servirán para dar alojamiento y comida a los consumidores antes de su ingreso, así mismo, a los rehabilitados, en la fase intermedia de adaptación.  Se reglamentará el tiempo de estadía en dichas casas, según las necesidades de los casos.

Artículo 97.- Se considerará servicio a favor de la colectividad y de utilidad pública, la constitución de sociedades civiles, asociaciones y fundaciones sin fines de lucro para la prevención, rehabilitación y la investigación científica sobre la materia a que se refiere esta Ley, pero las mismas deberán estar bajo la supervisión, control y fiscalización del Ministerio de Sanidad y Asistencia Social y la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas.

Artículo 98.- El Ejecutivo Nacional, desarrollará planes y programas de predicción, previsión y prevención, por órgano de los ministerios competentes, debidamente coordinados con la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas, a fin de evitar el consumo y trafico indebido de las sustancias a que se refiere esta Ley.

Artículo 99.- Las Fuerzas Armadas Nacionales, los cuerpos policiales y los servicios aduaneros incluirán entre las materias de estudios de sus respectivas escuelas, academias y cuarteles, programas de conocimiento, capacitación y entrenamiento sobre la prevención, control, fiscalización y represión de los delitos a que se refiere esta Ley.

Artículo 100.- Las Fuerzas Armadas Nacionales y los servicios aduaneros destinados a ejercer la vigilancia de fronteras, deberán establecer órganos de control y fiscalización y capacitar personal efectivo para la represión de los delitos a que se refiere esta Ley.

Artículo 101.- El Estado dispondrá, con carácter obligatorio, el establecimiento de programas de orientación e información, sobre coordinados por la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas, sobre el tráfico y consumo ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley, para el personal de los ministerios, institutos autónomos, empresas del Estado y demás dependencias.  Así mismo, dispondrá, con tal carácter, la practica semestral de exámenes toxicólogos, sin excepción alguna, a los funcionarios de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como a los contralores de los poderes clásicos del Estado, los institutos autónomos, empresas del Estado y de los Municipios.

Parágrafo Unico:  Las empresas privadas que ocupen doscientos (200) trabajadores o más destinaran el uno por ciento (1%) de su ganancia neta anual a programas de prevención integral social del trafico y consumo de drogas, para sus trabajadores. El Ministerio del Trabajo supervisará el cumplimiento de esta disposición y el patrono infractor será sancionado con multa equivalente entre ciento setenta (170) a trescientos treinta y cinco (335) días de salario mínimo urbano, la cual será impuesta por la Inspectoría respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en el Título XI, artículos 647, 648, 649, 650, 651 y 652 de la Ley Orgánica del Trabajo.  Si se trata de una persona natural, la conversión en arresto se regirá por la norma del artículo 228 de esta Ley.

Artículo 102.- El Ministerio de Educación y de la Familia diseñarán y desarrollarán programas de prevención integral social, tendientes a la capacitación de educadores y orientadores, a fin de implementar dentro del pensum académico todo lo relacionado al uso y abuso del consumo de drogas.  En tal sentido elaborarán:

     1. A nivel de educación básica, media y técnica, programas de información y formación.

     2. A nivel de universidades e institutos universitarios, a  través del Consejo Nacional de Universidades coordinados por la Comisión Nacional de Universidades coordinados por la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas, programas de Educación, investigación y extensión sobre la materia.  Así mismo, el Ministerio de Educación, conjuntamente con los Ministerios de Sanidad y Asistencia Social, de la Familia y del Trabajo, coordinados por la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas, diseñaran y desarrollaran programas sistemáticos para la población en general y para los que no puedan asistir a los programas de educación básica, media y superior e igualmente para los padres y representantes de los educandos.

Artículo 103.- El Estado, a través de sus organismos competentes, propiciará la cooperación internacional por medio de convenios, tratados, acuerdos, actos unilaterales y multilaterales y establecerá los vínculos que considere con otros países y organismos internacionales respecto a los sistemas de información en la actuación operacional en contra del tráfico y consumo ilícitos de las sustancias a que se refiere esta Ley.

Artículo 104.- Cuando por cualquier medio de comunicación audiovisual, radio eléctrico o impreso se publique, publicaste, realicen propagandas o programas que contengan estímulos y mensajes subliminales, auditivos, impresos o audiovisuales o se permita que los productores independientes lo hagan con el propósito de favorecer el consumo o el trafico ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, dichos medios serán sancionados con multa equivalente entre mil seiscientos setenta (1.670) a tres mil trescientos treinta y cinco (3.335) idas de salario mínimo urbano, impuesta por el Ministerio de Transporte y Comunicaciones, o por procedimiento abierto, a solicitud de la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas.  Se comisará el material utilizado para la comisión de la infracción, sin perjuicio de la aplicación de la pena por los delitos de incitación al consumo e instigación, previstos en los artículos 41 y 42 de esta Ley.  Para las personas naturales, de este procedimiento conocerá el juez de Primera Instancia en lo Penal de la jurisdicción. 

Parágrafo Unico:  La autoridad competente duplicará la multa o aplicará la medida de clausura temporal de la empresa, en caso de comprobada reincidencia.

A los fines del análisis del material cuestionado, el Ministerio de Transporte y Comunicaciones oirá la opinión de la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas.

Artículo 105.- Se prohibe la publicación de los nombres y fotografías de las personas sometidas al procedimiento por el consumo ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley.  La violación de esta disposición se sancionara con multa equivalente entre trescientos treinta y cinco (335) a seiscientos setenta (670) días de salario mínimo urbano.

Artículo 106.- El Estado, por órgano del Ministerio de Justicia, creará centros de rehabilitación para consumidores, con el fin de someter a tratamiento a los reclusos que lo requieran.

Artículo 107.- El Ejecutivo Nacional, por órgano de las Gobernaciones de los Estados, Territorio Federal y Distrito Federal, creará en el Territorio Nacional centros de orientación y centros de rehabilitación para consumidores de las sustancias a que se refiere esta Ley, debiendo los mismos estar adscritos al Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, bajo la supervisión de las Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas.

Artículo 108.- El Ministerio de Justicia, a través de la dirección correspondiente, comunicará a la Dirección General de Aduanas y a la Dirección de Identificación y Extranjera, la fecha en la cual quedan en libertad plena los ciudadanos que hayan cumplido pena por los delitos previstos en esta Ley, a los fines del control de salida y entrada al país.

Artículo 109.- La Dirección General de Aduanas, y las Fuerzas Armadas de Cooperación, ordenarán operativos especiales en los lugares de salida y entrada de pasajeros al país, con el fin de controlar el tráfico ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley, mediante la revisión de las personas, equipajes y vehículos de transporte.

TITULO VI

DE LOS PROCEDIMIENTOS

Capítulo I

Del Procedimiento en los casos de Consumo Ilícito

de las Sustancias a que se refiere esta Ley

Artículo 110.- La persona que fuere sorprendida en el consumo ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley o que las adquiera o posea en dosis no superior a la medida diaria establecida en el artículo 75 para su consumo personal, será depositada en un centro de prevención especial no penitenciario y quedará sometida al procedimiento que se instruirá conforme a las reglas del presente Capítulo.

Artículo 111..- El procedimiento se abrirá mediante un auto de proceder; iniciado el mismo, se impondrá al investigado del derecho que tiene de estar asistido de un abogado de su confianza y las actuaciones serán secretas, menos para el investigado, el abogado asistente y el representante del Ministerio Publico.

Artículo 112.- Si la investigación sumaria se inicia por el Cuerpo Técnico de Policía Judicial o las Fuerzas Armadas de Cooperación, éstos deberán, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes, participar respectivamente al Juez de Primera Instancia en lo Penal y al representante del Ministerio Público del procedimiento iniciado dentro de este mismo lapso dichos organismos ordenaran la practica de la experticia toxicológica de orina, sangre u otros fluidos orgánicos al presunto consumidor, así como la experticia químico botánica de la sustancia incautada; una vez efectuados los exámenes al presunto consumidor, se pondrá en libertad provisional imponiéndosele de la obligación de presentarse dos (2) veces al organismo policial que hubiere instruido el procedimiento, hasta el termino de dicha investigación policial, la cual no podrá exceder ocho (8) días, contados a partir de la aprehensión del presunto consumidor; transcurridos estos días los órganos de Policía Judicial principal están a remitir el expediente, con el resultado de las experticias solicitadas, al Tribunal de Primera Instancia en lo Penal que Corresponda, debiendo seguir presentándose el presunto consumidor por lo menos dos (2) veces, ante el Tribunal de la causa, durante el termino que tome para decidir, el cual no podrá exceder de ocho (8) días.  Si la detención la efectuase un órgano de la Policía Judicial auxiliar, este lo pondrá, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a su aprehensión, a la orden del Cuerpo Técnico de Policía Judicial, con el acta de procedimiento correspondiente. 

Artículo 113.- El Juez de Primera Instancia en lo Penal que corresponda deberá decidir, con vista a lo actuado, en el término de ocho (8) días a partir de la fecha de haber recibido el expediente, si ratifica esta medida de libertad provisional; cuando conste en el examen toxicológico del individuo, de las sustancias y de los elementos de la averiguación que es consumidor, o si la revoca porque no lo es, para que se inicie el procedimiento penal de esta Ley, por el delito cometido.

Si consta que es consumidor, el Juez ordenará practicar al mismo los exámenes a que se refiere el artículo 114, a fin de acordar las medidas de seguridad que recomiendan los especialistas y el procedimiento de reincorporación social.  Durante dicho termino, el Tribunal podrá ampliar las actuaciones policiales previas y ordenar la práctica de cuantas diligencias crea conveniente.

Artículo 114.- El consumidor será sometido a examen medico, psiquiátrico, psicológico forense y, si fuere necesario, a solicitud del Juez, a nuevo examen toxicológico; a tal efecto se designaran dos (2) expertos forenses por lo menos.  En la jurisdicción donde no los hubiere, el Juez podrá llamar a profesionales en ejercicio privado que residan en su demarcación y al declararlos como peritos, prestaran juramento y llenaran las demás prescripciones establecidas en el artículo 145 del Código de Enjuiciamiento Criminal.  También podrá el Juez llamar y declarar peritos en aquellos casos que crea necesario para la mejor administración de justicia, mediante auto razonado.

Artículo 115.- Si se comprobare que el consumidor es farmacodependiente, será sometido al tratamiento obligatorio que recomiendan los especialistas. Si de la averiguación y los exámenes forenses se comprobare que el investigado es consumidor ocasional, el Juez acordará su libertad y lo someterá al control de especialistas designados al efecto, por el tiempo que éstos indiquen.  Dichos especialistas deberán informar periódicamente al Juez de la causa acerca del estado del consumidor.  Con vistas al informe, en ambos casos, el Juez ordenará la continuación o suspensión de la medida de seguridad.

Artículo 116.- Conjuntamente con la medida de seguridad aplicada, el Juez de la causa ordenara la suspensión de la licencia de conducir: vehículo, nave o aeronave; de la licencia de porte de arma y del pasaporte o su equivalente por el lapso que dure la medida de seguridad.  El Juez podrá revocar la medida de suspensión del pasaporte si el farmacodependiente o consumidor demuestra fehacientemente que será tratado en un establecimiento terapéutico en el extranjero y deberá, al concluir el mismo, presentar el informe médico correspondiente a fin de revocar las otras medidas.

Artículo 117.- La decisión se consultará con el Superior y será apelable en un solo efecto, dentro de los dos (2) días siguientes a la fecha de la notificación que se haga al investigado o al abogado.

El Superior decidirá en el término de cinco (5) días hábiles, contados a partir de la fecha de recibo de autos.

Artículo 118.- Cuando el consumidor sea menor de dieciocho (18) años  de edad, se aplicará el presente procedimiento y será competente para conocer el Juez de Menores de la jurisdicción.

Durante el procedimiento el menor será sometido al régimen de libertad vigilada o de colocación familiar que establece la Ley Tutelar de Menores, por el tiempo que dure el tratamiento.  En ningún caso, el menor consumidor que no haya incurrido en hechos sancionados por las leyes penales u ordenanzas policiales, podrá ser internado con menores infractores, mientras dure el procedimiento, el tratamiento médico o el de reincorporación social.

Artículo 119.- Cuando se compruebe la reiteración en el consumo ilícito de las sustancias a que se refiere esta Ley, por parte de un consumidor que haya sido sometido a la rehabilitación prevista en el artículo 76, dicho sujeto se internará en un centro de rehabilitación por un término no mayor de un (1) año y se le aplicará obligatoriamente el tratamiento que recomienden los especialistas.  En este caso se procederá en una sola Instancia.

Artículo 120.- El que por cualquier medio, se sustraiga o eluda el tratamiento de curación, rehabilitación, reincorporación social o el seguimiento a que ha sido obligatoriamente sometido por decreto judicial o la libertad provisional de los artículos 112 y 113, será internado en un centro de rehabilitación por un término no menor de seis (6) meses.  Si fuere reiterante será internado por el término faltante, más seis (6) meses.

Artículo 121.- El procesamiento por hechos punibles, especiales u ordinarios, no impide la aplicación de este procedimiento cuando el investigado fuere consumidor de cualesquiera de las sustancias a que se refiere esta Ley.  En estos casos, las actuaciones relativas al consumo se sustanciarán y decidirán en expediente separado por el Juez competente para conocer del hecho punible sin que por ello se paralice el juicio penal.

Si se determina que el sujeto es consumidor, el tratamiento se le aplicará dentro del establecimiento penal donde se encuentre recluido con motivo del juicio penal que se le sigue.

Artículo 122.- Este procedimiento no se aplicará a aquellos sujetos consumidores que voluntariamente soliciten tratamiento en establecimientos o de referencia y orientación del Estado o privados y se sometan al tratamiento indicado.

Artículo 123.- Las sustancias a que se refiere esta Ley, que fueren decomisadas al sujeto consumidor, quedan sometidas a lo previsto en el artículo 146.

Artículo 124.- Los Centros de Prevención Especial son centros de depósito de régimen no penitenciario para los presuntos consumidores que no hayan cometido algún hecho punible.  En tal sentido ningún presunto consumidor podrá ser detenido en deposito por los órganos de Policía Judicial con otros detenidos a quienes se les este procesando por la comisión de algún delito, mientras dure la averiguación y se le practiquen los exámenes toxicológicos. En caso de no existir Centros de Prevención Especial en alguna demarcación judicial, el Juez de la causa y el representante del Ministerio Público de la demarcación tomarán las previsiones necesarias para ubicar a los presuntos consumidores en Jefaturas u otros locales Ad-Hoc.

Capítulo II

Del Procedimiento en casos de Multa y Clausura de Establecimiento

Artículo 125.- En los casos de infracciones establecidas en el artículo 18 cuando hubiere negativa a pagar, en el artículo 25 en caso de reincidencia, o en los otros casos de negativa a pagar cualquier multa, de clausura por infracciones administrativas que fueran impuestas por los ministerios u organismos competentes o de reincidencia, se procederá conforme a las disposiciones del presente Capítulo.  A los efectos de convertir la multa en arresto se regirá por las disposiciones de los artículos 228 y 229 de esta Ley.  Las sanciones aplicables a los contraventores de las disposiciones administrativas en materia de aduana establecidas en el Título II de esta Ley, se regirán por los procedimientos establecidos en la Ley Orgánica de Aduanas y su Reglamento o en las Leyes especiales relacionadas con la materia.

Parágrafo Unico: Cuando las multas sean accesorias de la pena principal, en materia de los delitos que tipifica esta Ley, las mismas se impondrán a través del juicio ordinario que establece el Capítulo III del Titulo VI de esta Ley; la pena de multa aquí referida se pagara al fisco respectivo, de acuerdo con las reglas previstas en el artículo 30 del Código Penal.

Artículo 126.- Del procedimiento conocerá el Juez de Primera Instancia en lo Penal de la jurisdicción.

Artículo 127.- El proceso se abrirá mediante auto de proceder que podrá dictarse de oficio o a solicitud del organismo competente, por denuncia del Fiscal del Ministerio Público o de particulares.

Artículo 128.- El Juez ordenará dentro de los tres (3) días continuos siguientes a la clausura, la citación personal del presunto infractor o del representante legal si se trata de una persona jurídica, para que comparezca a la segunda audiencia siguiente después de la citación.  Si no se lograre la citación personal se procederá a la notificación dentro de los dos (2) días continuos siguientes al vencimiento del lapso previsto para la citación.

A los fines de la notificación señalada, se fijará un cartel en la puerta del establecimiento clausurado de lo cual se dejará constancia en autos.  De todo lo actuado se notificará al Fiscal del Ministerio Público.

Artículo 129.- Cumplida la citación, se impondrá al presunto infractor o a su representante legal el motivo de su comparecencia y se oirán los alegatos de defensa que formule.

Artículo 130.- En la audiencia al acto de comparecencia, sin necesidad de decreto previo, se entenderá abierto un término de ocho (8) días hábiles para promover y evacuar pruebas      

Artículo 131.- Vencido el término probatorio, se fijará la segunda audiencia para oír las conclusiones de las partes.

Artículo 132.- El Juez sentenciará dentro de las tres (3) audiencias siguientes al acto de conclusiones.

Artículo 133.- La sentencia es apelable en ambos efectos, dentro de las tres (3) audiencias siguientes a su pronunciamiento.

Artículo 134.- Recibido el expediente, el Juez Superior fijará la tercera audiencia siguiente para oír las conclusiones de las partes.

Artículo 135.- Oídas las conclusiones, el Juez Superior resolverá la apelación dentro de las tres (3) audiencias siguientes.

Artículo 136.- Contra la decisión del Juez Superior no se admitirá Recurso de Casación.

Artículo 137.- Para el cumplimiento de este procedimiento, las autoridades judiciales podrán hacer uso de la Fuerza Pública en los casos de contumacia.

Artículo 138.- Si la sentencia dictada en este pronunciamiento fuere condenatoria, la sanción se cumplirá dentro del término de quince (15) días contados a partir de la fecha en que el fallo quede definitivamente firme.

Artículo 139.- Cuando se trate de clausura de un establecimiento, el Juez podrá decretarla con carácter definitivo o temporal; en este último caso no podrá ser menor de seis (6) meses.

Artículo 140.- En lo no previsto en el presente Capítulo, se aplicarán las disposiciones pertinentes del Código de Procedimiento Civil en materia de juicio breve. 
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ESPAÑA

REAL DECRETO 1079/1993, DE 2 DE JULIO,

QUE REGULA LA REMISIÓN ADMINISTRATIVA

DE PENAS EN MATERIA DE DROGAS

El capítulo IV de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la Seguridad Ciudadana, establece un régimen sancionador que asegura el cumplimiento de las finalidades de la porpia Ley y de las correspondientes garantías constitucionales. En la tipificación de infracciones que realiza, y, específicamente, entre las graves, incluye el consumo en lugares públicos y la tenencia ilícita de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, así como el abandono en dichos lugares de los útiles o instrumentos utilizados para su consumo (artículo 25.1).

Paralelamente, y atendiendo al fin resocializador y no exclusivamente retributivo y preventivo de la sanción, el artículo 25, apartado 2, de dicha Ley prevé la posibilidad de suspender tales sanciones, en los casos en que el infractor sesometa a un tratamiento de deshabituación en un centro o servicio debidamente acreditado (artículo 25.2).

Con el presente Real Decreto, dando cumplimiento al mandato de determinación reglamentaria que contiene, se desarrolla el artículo 25.2 de la Ley Orgánica 1/1992, regulando el procedimiento de suspensión de sanciones en los casos de infracciones tipificadas en el apartado 1 de dicho artículo.

Atendiendo al fin rehabilitador de toxicómanos propugnado por la normativa vigente y los convenios internacionales en materia de drogas y estupefacientes, la suspensión de sanciones, que será de aplicación a quienes sean consumidores habituales de dichas drogas o sustancias, podrá llegar a la remisión total y definitiva de tales sanciones, en los casos en que el infractor lleve a cabo satisfactoriamente su tratamiento de deshabituación, en la forma y con las condiciones que se establecen en este Real Decreto.

En su virtud, a propuesta de los Ministros del Interior y de Sanidad y Consumo, previa aprobación del Ministro para las Administraciones Públicas, oído el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 2 de julio de 1993, dispongo:

Artículo 1. Disposiciones generales.

1. 
Es objeto del presente Real Decreto el régimen general de la suspensión de sanciones, prevista en el artículo 25.2 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la Seguridad Ciudadana, y especialmente la regulación del procedimiento de suspensión, así como la del seguimiento de los tratamientos de deshabituación de los consumidores de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas a que se refiere dicho artículo.

El procedimiento de suspensión de sanciones que se regula en el presente Real Decreto será de aplicación a los infractores que puedan ser considerados consumidores frecuentes o habituales de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas.
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La autoridad competente para incoar y resolver los expedientes dirigidos a una eventual suspensión de las sanciones, así como para decidir la finalización de la suspensión, será la misma que impuso la sanción, de conformidad con lo prevenido en el artículo 29 y disposición adicional de la Ley Orgánica 1/1992.

4. 

Solamente podrán participar en los procedimientos de suspensión y en los tratamientos de deshabituación que se regulan en el presente Real Decreto los centros o servicios que estén debidamente acreditados, autorizados y controlados por los órganos de la autoridad sanitaria correspondiente.

Artículo 2. Iniciación del procedimiento.

1. Impuesta una sanción por la comisión de cualquiera de las infracciones tipificadas en el artículo 25.1 de la Ley Orgánica 1/1992, siempre que la resolución sea firme en la vía administrativa, podrá iniciarse, dentro de la fase de ejecución, el procedimiento de suspensión de la sanción regulado en el presente

Real Decreto.

2. El procedimiento de suspensión se incoará cuando el infractor, mediante la correspondiente solicitud, formule declaración libre y voluntaria, a iniciativa propia o previo ofrecimiento de la autoridad competente en tal sentido, manifestando que se encuentra sometido o tiene el propósito de someterse a un tratamiento de deshabituación, indicando el centro o servicio debidamente acreditado a tal fin y comprometiéndose a seguirlo en la forma y por el tiempo que se determinen conforme a lo previsto en el presente Real Decreto.

3. A la declaración del interesado, deberá acompañarse informe del centro o servicio que haya de participar en el procedimiento de suspensión y encargarse de dirigir técnicamente el proceso de deshabituación, con indicación de los antecedentes del interesado, diagnóstico y determinación de las características, y duración previsible del tratamiento.

Artículo 3. Resolución del procedimiento.

1. Además de la declaración e informe a que se refiere el artículo anterior y de los antecedentes reunidos en el procedimiento que diera lugar a la imposición de la sanción, la autoridad competente podrá también tener en cuenta, a los efectos de resolver los expedientes, cuantos informes médicos, psicológicos o de otra naturaleza considere necesarios.

2. Si la resolución es favorable a la suspensión, la autoridad competente declarará también suspendido el plazo de prescripción de la sanción a que se refiere el artículo 28.4 de la Ley Orgánica 1/1992, por el tiempo previsto de duración del tratamiento y, en su caso, de las prórrogas del mismo.

3. La resolución favorable a la suspensión de la sanción se notificará al interesado, con indicación expresa y detallada de sus condicionamientos y, concretamente, con especificación del centro o servicio en el que seguirá el tratamiento de deshabituación, la fecha de comienzo del mismo y el tiempo mínimo de suspensión siempre que el interesado se encuentre sometido a dicho tratamiento.

4. Las resoluciones contrarias a la suspensión de la sanción serán igualmente notificadas a los interesados, de forma motivada, requiriéndoles para que lleven a cabo los actos procedentes en ejecución de la sanción.
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Artículo 4. Tratamiento de deshabituación.

1. El tratamiento, ya sea en régimen de internamiento o a través de visitas concertadas y periódicas al centro o servicio determinado, se prolongará por el tiempo indispensable, teniendo en cuenta el estado físico y psíquico del interesado al comenzar el tratamiento y la evolución que experimente durante el mismo, pudiendo concederse con tal objeto por la autoridad competente las prórrogas que resulten procedentes del tiempo mínimo inicialmente fijado.

2. Durante el tiempo de aplicación del tratamiento, la autoridad competente efectuará un seguimiento del proceso de deshabituación, a cuyo efecto el centro o servicio responsable de su realización, sin perjuicio de la confidencialidad de la información, facilitará a aquélla comunicaciones o partes sobre la evolución del tratamiento y cuantos extremos resulten relevantes para adoptar las resoluciones posteriores que se estimen procedentes.

La periodicidad de las referidas comunicaciones o partes será fijada por la autoridad competente teniendo en cuenta las indicaciones expuestas al efecto por el centro o servicio responsable.

3. En caso de que el correspondiente centro o servicio incumpla la obligación de remitir los partes o comunicaciones, la autoridad competente procederá a la designación de un nuevo centro o servicio de deshabituación, previa elección del interesado de entre los que reúnan las circunstancias del artículo 1.4, con prórroga, en su caso, del período de suspensión.

Cuando el interesado se niegue a abandonar el centro o servicio que incumpla la obligación descrita en el párrafo anterior, o no realice la elección de uno nuevo, la autoridad competente procederá a levantar la suspensión de la sanción.

Artículo 5. Terminación del período de suspensión.

1. La autoridad competente, teniendo en cuenta las comunicaciones y partes facilitados, deberá acordar la prórroga del período de suspensión, en caso de que la evolución del proceso de deshabituación sea positiva y el tiempo inicialmente concedido resulte insuficiente, siempre que el interesado manifieste su conformidad con la indicada medida.

2. Cuando de la información reunida se deduzca que el interesado ha cumplido satisfactoriamente su compromiso, la autoridad competente acordará la remisión total o parcial de la sanción o sanciones impuestas.

3. El incumplimiento, total o parcial, el abandono unilateral del tratamiento, la comisión de una nueva infracción de las tipificadas en el artículo 25.1 de la Ley Orgánica 1/1992, o de un delito contra la salud pública relacionado con las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, durante el tiempo de aplicación del tratamiento o de sus eventuales prórrogas, determinará que la autoridad competente decrete la iniciación o, en su caso, la continuación del expediente de ejecución de la sanción.
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Disposición transitoria

Unica.- Peticiones efectuadas a partir de la Ley Orgánica 1/1992.

A las personas que hubiesen solicitado acogerse a la suspensión de la sanción administrativa por infracciones cometidas en esta materia desde la entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de protección de la Seguridad Ciudadana, les será de aplicación lo prevenido en el presente Real Decreto.

Disposiciones finales

Primera.- Facultad de desarrollo.

Se faculta a los Ministros del Interior y de Sanidad y Consumo para dictar las disposiciones oportunas para la aplicación y desarrollo de lo previsto en el presente Real Decreto.

Segunda.- Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».ISLACIÓN ESPAÑOLA SOBRE DROGAS

LEY ORGÁNICA 1/1992, DE 21 DE FEBRERO,

SOBRE SEGURIDAD CIUDADANA

Artículo 23.

A los efectos de la presente Ley, constituyen infracciones graves:

h) La tolerancia del consumo ilegal o el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas en locales o establecimientos públicos o la falta de diligencia en orden a impedirlos por parte de los propietarios, administradores o encargados de los mismos.

Artículo 25.

1. Constituyen infracciones graves a la seguridad ciudadana el consumo en lugares, vías, establecimientos o transportes públicos, así como la tenencia ilícita, aunque no estuviera destinada al tráfico, de drogas tóxicas, estupefacientes, o sustancias psicotrópicas, siempre que no constituya infracción penal, así como el abandono en los sitios mencionados de útiles o instrumentos utilizados para

su consumo.

2. Las sanciones impuestas por estas infracciones podrán suspenderse si el infractor se somete a un tratamiento de deshabituación en un centro o servicio debidamente acreditado, en la forma y por el tiempo que reglamentariamente se determine.

Artículo 26.

Constituyen infracciones leves de la seguridad ciudadana:

d) La admisión de menores en establecimientos públicos o en locales de espectáculos, cuando esté prohibida, y la venta o servicio de bebidas alcohólicas a los mismos.

Artículo 28.

1. Las infracciones determinadas de acuerdo con lo dispuesto en la Sección anterior podrán ser corregidas por las autoridades competentes con una o más de las sanciones siguientes:

a) Multa de cinco millones una pesetas a cien millones de pesetas, para infracciones muy graves. De cincuenta mil una pesetas a cinco millones de pesetas, para infracciones graves. De hasta cincuenta mil pesetas, para infracciones leves.

b) Retirada de las armas y de las licencias o permisos correspondientes a las mismas.

c) Incautación de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de las infracciones, y, en especial, de las armas, de los explosivos, de las embarcaciones de alta velocidad o de las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

d) Suspensión temporal de las licencias o autorizaciones o permisos desde seis meses y un día a dos años para infracciones muy graves, y hasta seis meses para las infracciones graves en el ámbito de las materias reguladas en el Capítulo II de esta Ley.

e) Clausura de las fábricas, locales o establecimientos, desde seis meses y un día a dos años por infracciones muy graves y hasta seis meses por infracciones graves, en el ámbito de las materias reguladas en el Capítulo II de esta Ley.

En casos graves de reincidencia, la suspensión y clausura a que se refieren los dos apartados anteriores podrán ser de dos años y un día hasta seis años por infracciones muy graves y hasta dos años por infracciones graves.

2. Las infracciones previstas en el artículo 25 podrán ser sancionadas, además, con la suspensión del permiso de conducir vehículos de motor hasta tres meses y con la retirada del permiso o licencia de armas, procediéndose desde luego a la incautación de las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

3. En casos de infracciones graves o muy graves, las sanciones que correspondan podrán sustituirse por la expulsión del territorio español, cuando los infractores sean extranjeros, de acuerdo con lo previsto en la legislación sobre derechos y libertades de los extranjeros en España.

4. Las sanciones prescribirán al año, dos años o cuatro años, según que las correspondientes infracciones hayan sido calificadas de leves, graves o muy graves.

CONVENCION UNICA DE 1961 SOBRE ESTUPEFACIENTES
Artículo 1
DEFINICIONES

1. Salvo indicación expresa en contrario o que el contexto exija una interpretación, se aplicarán al texto de la presente convención las siguientes definiciones:

a) Por " Junta " se entiende la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes.

b) Por " cannabis" se entiende las sumidades, floridas o con fruto, de la planta de la cannabis (a excepción de las semillas y las hojas no unidas a las sumidades) de las cuales no se ha extraído la resina, cualquiera que sea el nombre con que se las designe.

c)Por "planta de cannabis" se entiende toda planta del genero cannabis

d)Por "resina de cannabis" se entiende la resina separada, en bruto o purificada, obtenida de la planta de la cannabis

e)Por "arbusto de coca" se entiende la planta de cualesquiera especies del género Erythroxilon.

f) Por " hoja de coca" se entiende la hoja del arbusto de coca, salvo las hojas de las que se haya extraído toda la ecgonina, la cocaína o cualesquiera otros alcaloides de ecgonina.

g) Por "Comisión" se entiende la Comisión de Estupefacientes del Consejo.

h) Por "Consejo" se entiende el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.

i) Por " cultivo" se entiende el cultivo de la adormidera, del arbusto de coca o de la planta de cannabis.

j) Por "estupefaciente" se entiende cualquiera de las sustancias de las Listas I y II, naturales o sintéticas.

k) Por " Asamblea General" se entiende la Asamblea General de las Naciones Unidas.

l) Por "tráfico ilícito" se entiende el cultivo o cualquier tráfico de estupefacientes, contrarios a las disposiciones de la presente Convención.

m) Por "importación" y “exportación” se entiende, en sus respectivos sentidos, el transporte material de estupefacientes de un Estado a otro o de un territorio a otro del mismo Estado.

n) Por "fabricación" se entiende todos los procedimientos, distintos de la producción, que permitan obtener estupefacientes, incluidas la refinación y la transformación de unos estupefacientes en otros.

o) Por "opio medicinal" se entiende el opio que se ha sometido a las operaciones necesarias para adaptarlo al uso médico.

p) Por "opio" se entiende el jugo coagulado de la adormidera.

q) Por "adormidera" se entiende la planta de la especie Papaver somniferum L.

r) Por "paja de adormidera" se entiende todas las partes (excepto las semillas) de la planta de la adormidera, después de cortada.

s) Por "preparado" se entiende una mezcla, sólida o líquida, que contenga un estupefaciente.

t) Por "producción" se entiende la separación del opio, de las hojas de coca, de la cannabis y de la resina de cannabis, de las plantas de que se obtienen.

u) Por "Lista I", “Lista II”, “ Lista III” y “Lista IV”, se entiende las listas de estupefacientes o preparados que con esa numeración, se anexan a la presente Convención, con las modificaciones que se introduzcan periódicamente en las mismas según lo dispuesto en el artículo 3.

v) Por "Secretario General" se entiende el Secretario General de las Naciones Unidas.

w) Por "existencias especiales" se entiende las cantidades de un estupefaciente que se encuentran en un país o territorio en poder del gobierno de ese país o territorio para fines oficiales especiales y para hacer frente a circunstancias excepcionales; y la expresión fines especiales se entenderá en consecuencia.

x) Por "existencias" se entiende las cantidades de estupefacientes que se mantienen en un país o territorio y que se destinan:

i) Al consumo en el país o territorio para fines médicos y científicos;

ii) A la utilización en el país o territorio para la fabricación y preparación de estupefacientes y otras sustancias; o

iii) A la exportación; pero no comprende las cantidades de estupefacientes que se encuentran en el país o territorio;

iv) En poder de los farmacéuticos u otros distribuidores al por menor autorizados y de las instituciones o personas calificadas que ejerzan, con la debida autorización, funciones terapéuticas o científicas, o

v) Como existencias especiales.

y) Por “territorio” se entiende toda parte de un Estado que se considere como entidad separada a los efectos de la aplicación del sistema de certificados de importación y de autorizaciones de exportación previsto en el artículo 31. Esta definición no se aplica al vocablo territorio en el sentido en que se emplea en los artículos 42 y 46.

2. A los fines de esta Convención, se considerará que un estupefaciente ha sido “consumido” cuando haya sido entregado a una persona o empresa para su distribución al por menor, para uso médico o para la investigación científica; y la palabra “consumo” se entenderá en consecuencia.

Artículo 2
SUSTANCIAS SUJETAS A FISCALIZACION

1. Con excepción de las medidas de fiscalización que se limiten a estupefaciente determinados, los estupefacientes de la Lista I estarán sujetos a todas las medidas de fiscalización aplicables a los estupefacientes en virtud de la presente Convención y, en particular, a las previstas en los artículos: 4 c), 19, 20, 21, 29, 30, 31, 32, 33, 34 y 37.

2. Los estupefacientes de la Lista II estarán sujetos a las mismas medidas de fiscalización que los de la Lista I, salvo las medidas prescritas en el artículo 30, incisos 2 y 5, respecto del comercio al por menor.

3. Los preparados distintos de aquéllos de la Lista III estarán sujetos a las mismas medidas de fiscalización que los estupefacientes que contengan, pero con respecto a dichos preparados, no se exigirán las previsiones (artículo 19) ni las estadísticas (artículo 20) que no correspondan a los referidos estupefacientes, ni será necesario aplicar lo dispuesto por los artículos 29, inciso 2 c) y 30 inciso 1 b) ii).

4. Los preparados de la Lista III estarán sujetos a las mismas medidas de fiscalización que los que contengan estupefacientes de la Lista II, excepto que no será necesario aplicar en su caso las disposiciones del artículo 31, párrafos 1 b) y 3 a 15, ni, en lo que respecta a su adquisición y su distribución al por menor, las del artículo 34, apartado b), y que, a los fines de las previsiones (artículo 19) y estadísticas (artículo 20), sólo se exigirá la información relativa a las cantidades de estupefacientes que se empleen en la fabricación de dichos preparados.

5. Los estupefacientes de la Lista IV serán también incluidos en la Lista I y estarán sujetos a todas las medidas de fiscalización aplicables a los estupefacientes que figuran en esta última Lista y, además, a las siguientes:

a) Las Partes adoptarán todas las medidas especiales de fiscalización que juzguen necesarias en vista de las propiedades particularmente peligrosas de los estupefacientes de que se trata; y

b) Las Partes prohibirán la producción, fabricación, exportación e importación, comercio, posesión o uso de tales estupefacientes, si a su juicio las condiciones que prevalezcan en su país hacen que sea éste el medio más apropiado para proteger la salud y el bienestar públicos, con excepción de las cantidades necesarias, únicamente para la investigación médica y científica, incluidos los experimentos clínicos con dichos estupefacientes que se realicen bajo la vigilancia y fiscalización de la Parte o estén sujetos a su vigilancia y fiscalización directas.

6. Además de las medidas de fiscalización aplicables a todos los estupefacientes de la Lista I, el opio estará sometido a las disposiciones del apartado f) del párrafo 1 del artículo 19, y de los artículos 21 bis, 23 y 24, la hoja de coca a las de los artículos 26 y 27, y la cannabis a las del artículo 28.

7. La adormidera, el arbusto de coca, la planta de cannabis, la paja de la adormidera y las hojas de la cannabis estarán sujetos a las medidas de fiscalización prescritas en el apartado e) del párrafo 1 del artículo 19, en el apartado g) del párrafo 1 del artículo 20, y en los artículos 19, 20, 21 bis y 22 a 24; 22, 26 y 27; 22 y 28; 25; y 28; respectivamente.

8. Las Partes harán todo lo posible para aplicar las medidas de fiscalización que sean factibles a las sustancias no sujetas a las disposiciones de esta Convención, pero que puedan ser utilizadas para la fabricación ilícita de estupefacientes.

9. Las Partes no estarán obligadas a aplicar las disposiciones de la presente Convención a los estupefacientes que se usan comúnmente en la industria para fines que no sean médicos o científicos, siempre que:

a) Por los procedimientos de desnaturalización apropiados o por otros medios, logren impedir que los estupefacientes utilizados puedan prestarse a uso indebido o producir efectos nocivos (artículo 3, inciso 3) y que sea posible en la práctica recuperar las sustancias nocivas; y

b) Incluyan en los datos estadísticos (artículo 20) que suministren las cifras correspondientes a la cantidad de cada estupefaciente utilizado de esta forma.

Artículo 3
MODIFICACION DE LA ESFERA DE APLICACION DE LA FISCALIZACION

1. Siempre que una de las Partes o la Organización Mundial de la Salud posean datos que, a su parecer, puedan exigir una modificación de cualquiera de las Listas, lo notificarán al Secretario General y le facilitarán los datos en que basen la notificación.

2. El Secretario General comunicará la notificación y los datos que considere pertinentes a las Partes, a la Comisión y, cuando la notificación proceda de alguna de las Partes, a la Organización Mundial de la Salud.

3. Cuando una notificación se refiera a una sustancia que no esté ya incluida en las Listas I o II,

i) Las Partes examinarán, teniendo en cuenta la información de que se disponga, la posibilidad de aplicar provisionalmente a la sustancia de que se trate todas las medidas de fiscalización que rigen para los estupefacientes de la Lista I;

ii) Antes de tomar una decisión de conformidad con el apartado iii) de este párrafo, la Comisión podrá decidir que las Partes apliquen provisionalmente a dicha sustancia todas las medidas de fiscalización aplicables a los estupefacientes de la Lista I. Las Partes aplicarán tales medidas a la referida sustancia con carácter provisional;

iii) Si la Organización Mundial de la Salud comprueba que dicha sustancia se presta a uso indebido o puede producir efectos nocivos parecidos a los de los estupefacientes de las Listas I o II, o que puede ser transformada en un producto que se preste a un uso indebido similar o que pueda producir efectos nocivos semejantes, comunicará su dictamen a la Comisión, la cual podrá, de conformidad con la recomendación de la Organización Mundial de la Salud, decidir que se incluya dicha sustancia en la Lista I o en la Lista II.

4. Si la Organización Mundial de la Salud comprueba que un preparado dadas las sustancias que contiene, no se presta a uso indebido y no puede producir efectos nocivos (inciso 3), y que su contenido de estupefaciente no se puede recuperar con facilidad, la Comisión podrá, de conformidad con la recomendación de la Organización Mundial de la Salud, incluir este preparado en la Lista III.

5. Si la Organización Mundial de la Salud comprueba que un estupefaciente de la Lista I es particularmente susceptible de uso indebido y de producir efectos nocivos (inciso 3) y que tal susceptibilidad no está compensada por ventajas terapéuticas apreciables que no posean otras sustancias sino los estupefacientes de la Lista IV, la Comisión podrá, de conformidad con la recomendación de la Organización Mundial de la Salud, incluir este estupefaciente en la Lista IV.

6. Cuando una notificación se refiera a un estupefaciente de las Listas I o II o a un preparado de la Lista III, la Comisión, sin perjuicio de las medidas previstas en el inciso 5, podrá, de conformidad con la recomendación de la Organización Mundial de la Salud, modificar cualquiera de las listas:

a) Transfiriendo un estupefaciente de la Lista I a la Lista II o de la Lista II a la Lista I; o

b) Retirando un estupefaciente o preparado, según el caso, de una de las Listas.

7. Toda decisión que tome la Comisión al aplicar este artículo, será (comunicada por el Secretario General a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, a los Estados no miembros que sean Parte en la Convención, a la Organización Mundial de la Salud y a la Junta. Dicha decisión entrará en vigor respecto a cada una de las Partes en la fecha en que reciba tal comunicación, y las Partes adoptarán entonces las medidas requeridas por esta Convención.

8. a) Las decisiones de la Comisión que modifiquen cualesquiera de las listas estarán sujetas a revisión por el Consejo, previa solicitud de cualesquiera de las Partes presentada dentro de un plazo de noventa días contados a partir de la fecha de recibo de la notificación de la decisión. La solicitud de revisión será presentada al Secretario General junto con toda la información pertinente en que se base dicha solicitud de revisión.

b) El Secretario General transmitirá copias de la solicitud de revisión y de la información pertinente a la Comisión, a la Organización Mundial de la Salud y a todas las Partes y las invitará a que formulen sus observaciones dentro de un plazo de noventa días. Todas las observaciones que se reciban serán sometidas al Consejo para que éste las examine.

c) El Consejo podrá confirmar, modificar o revocar la decisión de la Comisión y la decisión del Consejo será definitiva. La notificación de la decisión del Consejo será transmitida a los Estados Miembros de las Naciones Unidas, a los Estados no miembros Partes en la Convención, a la Comisión, a la Organización Mundial de la Salud y a la Junta.

d) Mientras se transmite la revisión, seguirá vigente la decisión original de la Comisión.

9. Las decisiones de la Comisión adoptadas de conformidad con este artículo no estarán sujetas al procedimiento de revisión previsto en el artículo 7.

Artículo 4
OBLIGACIONES GENERALES

Las Partes adoptarán todas las medidas legislativas y administrativas que puedan ser necesarias:

a) Para dar cumplimiento a las disposiciones de la presente Convención en sus respectivos territorios,

b) Para cooperar con los demás Estados en la ejecución de las disposiciones de la presente Convención, y

c) Sin perjuicio de las disposiciones de la presente Convención, para limitar exclusivamente la producción, la fabricación, la exportación, la importación, la distribución, el comercio, el uso y la posesión de estupefacientes a los fines médicos y científicos.

Artículo 5
LOS ORGANOS INTERNACIONALES DE FISCALIZACION

Las Partes, reconociendo la competencia de las Naciones Unidas en materia de fiscalización internacional de estupefacientes, convienen en encomendar a la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social y a la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes, las respectivas funciones que la presente Convención les asigna.

Artículo 6
GASTOS DE LOS ORGANOS INTERNACIONALES DE FISCALIZACION

Los gastos de la Comisión y de la Junta serán sufragados por las Naciones Unidas en la forma que decida la Asamblea General. La Partes que no sean Miembros de las Naciones Unidas contribuirán a dichos gastos con las cantidades que la Asamblea General considere equitativas y fije periódicamente, previa consulta con los gobiernos de aquellas Partes.

Artículo 7
REVISION DE LAS DECISIONES Y RECOMENDACIONES DE LA COMISION

Excepto las decisiones formadas de acuerdo en el artículo 3, las decisiones y recomendaciones aprobadas por la Comisión en cumplimiento de sus disposiciones estarán subordinadas a la aprobación o modificación del Consejo o de la Asamblea General, de la misma manera que otras decisiones y recomendaciones de la Comisión.

Artículo 8
FUNCIONES DE LA COMISION

La Comisión tendrá autoridad para estudiar todas las cuestiones relacionadas con los objetivos de esta Convención, y en particular para:

a) Modificar las Listas según lo dispuesto en el artículo 3;

b) Señalar a la atención de la Junta cualquier cuestión que tenga relación con las funciones de la misma;

c) Hacer recomendaciones para la aplicación de las disposiciones de esta Convención y el logro de sus propósitos, y en particular recomendar programas de investigación científica e intercambio de información de carácter científico o técnico;

d) Señalar a la atención de los Estados no Partes las decisiones o recomendaciones que adopte en cumplimiento de la presente Convención, a fin de que dichos Estados examinen la posibilidad de tomar medidas de acuerdo con tales decisiones y recomendaciones.

Artículo 9
COMPOSICION  Y FUNCIONES DE LA JUNTA

1. La Junta se compondrá de trece miembros, que el Consejo designará en la forma siguiente:

a) Tres miembros que posean experiencia médica, farmacológica o farmacéutica, elegidos de una lista de cinco personas, por lo menos, propuestas por la Organización Mundial de la Salud;

b) Diez miembros elegidos de una lista de personas propuestas por los Estados Miembros de las Naciones Unidas y por las Partes que no sean miembros de las Naciones Unidas.

2. Los miembros de la Junta habrán de ser personas que por su competencia, imparcialidad y desinterés, inspiren confianza general. Durante su mandato no podrán ocupar cargo alguno ni ejercer actividad que pueda redundar en detrimento de su imparcialidad en el desempeño de sus funciones. El Consejo, en consulta con la Junta, tomará todas las medidas necesarias para garantizar la total independencia técnica de la Junta, en el desempeño de sus funciones.

3. El Consejo, teniendo debidamente en cuenta el principio de la distribución geográfica equitativa, estudiará la conveniencia de que formen parte de la Junta, en una proporción equitativa, personas que conozcan la situación en materia de estupefacientes en los países productores, fabricantes y consumidores y que estén vinculados con esos países.

4. La Junta, en cooperación con los gobiernos y con sujeción a las disposiciones de la presente Convención, tratará de limitar el cultivo, la producción, la fabricación y el uso de estupefacientes a la cantidad adecuada necesaria para fines médicos y científicos, de asegurar su disponibilidad para tales fines y de impedir el cultivo, la producción, la fabricación, el tráfico y el uso ilícito de estupefacientes.

5. Todas las medidas adoptadas por la Junta en virtud de la presente Convención serán las más adecuadas al propósito de fomentar la cooperación de los gobiernos con la Junta y de establecer un mecanismo para mantener un diálogo constante entre los gobiernos y la Junta que promueva y facilite una acción nacional efectiva para alcanzar los objetivos de la presente Convención.

Artículo 10
DURACION DEL MANDATO Y REMUNERACION DE LOS MIEMBROS DE LA JUNTA

1. Los miembros de la Junta ejercerán sus funciones durante cinco años y podrán ser reelectos.

2. El mandato de cada miembro de la Junta expirará la víspera de la primera sesión de la Junta a la que tenga derecho a asistir su sucesor.

3. Cuando un miembro de la Junta deje de asistir a tres períodos de sesiones consecutivos se considerará que ha renunciado.

4. El Consejo, a recomendación de la Junta, podrá destituir a un miembro de la Junta que reúna ya las condiciones necesarias para formar parte de ella conforme al párrafo 2 del artículo 9. Dicha recomendación deberá contar con el voto afirmativo de nueve miembros de la Junta.

5. Cuando durante el mandato de un miembro de la Junta quede vacante su cargo, el Consejo cubrirá dicha vacante eligiendo otro miembro por el resto del mandato a la mayor brevedad y de conformidad con las disposiciones aplicables del artículo 13.

6. Los miembros de la Junta percibirán una remuneración adecuada que fijará la Asamblea General.

Artículo 11
REGLAMENTO DE LA JUNTA

1. La Junta elegirá su presidente y las personas que ocuparán los cargos directivos que considere necesarios y aprobará su reglamento.

2. La Junta se reunirá con la frecuencia que crea necesaria para el buen desempeño de sus funciones, pero celebrará por lo menos dos reuniones anuales.

3. En las sesiones de la Junta el quórum será de ocho miembros.

Artículo 12
FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE PREVISIONES

1. La Junta fijará la fecha o fechas y la manera en que habrán de facilitarse las previsiones, según lo dispuesto en el artículo 19, y prescribirá el empleo de formularios al efecto.

2. La Junta pedirá a los gobiernos de los países y territorios a los que no se aplica la presente Convención, que faciliten sus previsiones de conformidad con lo dispuesto en la presente Convención.

3. Si un Estado no suministra las previsiones respecto de alguno de sus territorios en la fecha fijada, la Junta las establecerá en la medida de lo posible. La Junta establecerá dichas previsiones, en colaboración con el gobierno interesado, siempre que esto sea factible.

4. La Junta examinará las previsiones, incluso las suplementarias y, salvo cuando se trate de necesidades para fines especiales, podrá pedir los datos que estime necesarios respecto de cualquier país o territorio en cuyo nombre se haya suministrado la previsión, para completarla o aclarar cualquier declaración que figure en ella.

5. La Junta, con miras a limitar el uso y la distribución de estupefacientes a la cantidad adecuada necesaria para fines médicos y científicos y a asegurar su disponibilidad para tales fines, confirmará lo más rápidamente posible las previsiones, incluso las suplementarias, o podrá modificarlas con el consentimiento del gobierno interesado. En caso de desacuerdo entre el gobierno y la Junta, esta última tendrá derecho a establecer, comunicar y publicar sus propias previsiones, incluso las suplementarias.

6. Además de los informes mencionados en el artículo 15, la Junta publicará, en las épocas que determine pero por lo menos una vez al año, la información sobre las previsiones que pueda, a su parecer, facilitar la aplicación de la presente Convención.

Artículo 13
FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE INFORMACION ESTADISTICA

1. La Junta determinará cómo ha de presentarse la información estadística según lo dispuesto en el artículo 20 y prescribirá el empleo de formularios a este efecto.

2. La Junta examinará la información que reciba, para determinar si las Partes o cualquier otro Estado ha cumplido las disposiciones de la presente Convención.

3. La Junta podrá pedir los demás datos que estime necesarios para completar o explicar los que figuren en la información estadística.

4. La Junta no tendrá competencia para formular objeciones ni expresar su opinión acerca de los datos estadísticos relativos a los estupefacientes necesarios para fines especiales.

Artículo 14
MEDIDAS DE LA JUNTA PARA ASEGURAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES DE LA PRESENTE CONVENCION

1. a) Si basándose en el examen de la información presentada por los gobiernos a la Junta de conformidad con las disposiciones de la presente Convención, o de información trasmitida por órganos u organismos especializados de las Naciones Unidas o, siempre que sean aprobadas por la Comisión previa recomendación de la Junta, por otras organizaciones intergubernamentales u organizaciones no gubernamentales internacionales que posean competencia directa en el asunto de que se trate y estén reconocidas como entidades consultivas por el Consejo Económico y Social con arreglo al Artículo 71 de la Carta de las Naciones Unidas o que gocen de condición análoga por acuerdo especial del Consejo, la Junta tiene razones objetivas para creer que las finalidades de la presente Convención corren un grave peligro porque una Parte, un país o un territorio no ha cumplido las disposiciones de la presente Convención, tendrá derecho a proponer al gobierno interesado la celebración de consultas o a solicitarle explicaciones. Si, aun cuando no hayan dejado de cumplirse las disposiciones de la Convención, una Parte, un país o un territorio se ha convertido en un centro importante de cultivo, producción, fabricación, tráfico o uso ilícito de estupefacientes, o hay pruebas de que existe un riesgo grave de que llegue a serlo, la Junta tendrá derecho a proponer al gobierno interesado la celebración de consultas. Sin perjuicio del derecho de la Junta a señalar a la atención de las Partes, del Consejo y de la Comisión las cuestiones mencionadas en el apartado d), la solicitud de información y las explicaciones de un gobierno o la propuesta de consultas y las consultas celebradas con un gobierno en virtud del presente apartado se considerarán asuntos confidenciales.

b) Después de actuar en virtud del apartado a), la Junta, si ha comprobado que es necesario proceder, así, podrá pedir al gobierno interesado que adopte las medidas correctivas que las circunstancias aconsejen para la ejecución de las disposiciones de la presente Convención.

c) La Junta, si lo considera necesario para evaluar una cuestión mencionada en el apartado a) supra, podrá proponer al gobierno interesado la realización de un estudio al respecto en su territorio, por los medios que el gobierno estime apropiados. El gobierno interesado, si decide realizar ese estudio, podrá pedir a la Junta que ponga a disposición los medios técnicos periciales y los servicios de una o más personas con la capacidad necesaria para prestar ayuda a los funcionarios del gobierno en el estudio propuesto. La persona o personas que para ello proponga la Junta se someterán a la aprobación del gobierno interesado. Las modalidades de ese estudio y el plazo dentro del cual de efectuarse se determinarán mediante consulta entre el gobierno y la Junta. El gobierno comunicará a la Junta los resultados del estudio e indicará las medidas correctoras que considera necesario adoptar.

d) Si la Junta considera que el gobierno interesado ha dejado de dar las explicaciones satisfactorias que se le han solicitado conforme al apartado a), o de adoptar las medias correctivas que se le han pedido conforme al apartado b) o que existe una situación grave que requiera la adopción de medidas de cooperación en el plano internacional con miras a su solución, podrá señalar el asunto a la atención de las Partes, del Consejo y de la Comisión. La Junta deberá proceder así cuando los objetivos de la presente Convención corran grave peligro y no haya sido posible resolver satisfactoriamente el asunto de otro modo. La Junta deberá proceder del mismo modo si comprueba que existe una situación grave que requiere la adopción de medidas de cooperación internacional, con miras a su solución y que el hecho de señalar esta situación a la atención de la Partes, del Consejo y de la Comisión es el método más apropiado para facilitar esta cooperación; después de examinar los informes de la Junta y, en su caso, de la Comisión sobre el asunto, el Consejo podrá señalar éste a la atención de la Asamblea General.

2. La Junta, cuando señale un asunto a la atención de las Partes, del Consejo y de la Comisión en virtud del apartado d) del inciso l, podrá, si ha comprobado que es necesario proceder así, recomendar a las Partes que cesen de importar drogas del país interesado, de exportarlas a él, o de hacer ambas cosas, durante un período determinado o hasta que la Junta quede satisfecha con la situación existente en ese territorio o país. El Estado interesado podrá plantear la cuestión ante el Consejo.

3. La Junta tendrá derecho a publicar un informe sobre cualquier cuestión relacionada con las disposiciones de este artículo y comunicarlo al Consejo, el cual lo remitirá a todas las Partes. Si la Junta hace pública en dicho informe una decisión tomada en virtud de este artículo o cualquier información relacionada con el mismo, también incluirá los puntos de vista del gobierno interesado, si este lo solicitare.

4. Si la decisión de la Junta que ha sido publicada de acuerdo con este artículo no es unánime, también se hará pública la opinión de la minoría.

5. Cuando la Junta discuta una cuestión que en virtud de lo dispuesto en este artículo interese directamente a un país, éste será invitado a estar representado en la reunión de la Junta.

6. Se necesitará una mayoría de dos tercios del total de miembros de la Junta para adoptar decisiones en virtud de este artículo.

Artículo 14 bis

ASISTENCIA TECNICA Y FINANCIERA

En los casos en que lo estime pertinente, paralelamente a las medidas enunciadas en los párrafos 1 y 2 del artículo 14, o en sustitución de ellas, la Junta, de acuerdo con el gobierno interesado, podrá recomendar a los órganos competentes de las Naciones Unidas y a sus organismos especializados que se preste asistencia técnica o financiera, o ambas, a ese gobierno con miras a darle apoyo en sus esfuerzos por cumplir las obligaciones que ha contraído en virtud de la presente Convención, entre ellas las estipuladas o mencionadas en los artículo 2, 35, 38 y 38bis.

Artículo 15
INFORMES DE LA JUNTA

1. La Junta redactará un informe anual sobre su labor y los informes complementarios que considere necesarios. Dichos informes contendrán, además, un análisis de las previsiones y de las informaciones estadísticas de que disponga la Junta y, cuando proceda, una indicación de las aclaraciones hechas por los gobiernos o que se les hayan pedido, si las hubiere, junto con las observaciones y recomendaciones que la Junta desee hacer. Estos informes serán sometidos al Consejo por intermedio de la Comisión, que formulará las observaciones que estime oportunas.

2. Estos informes serán comunicados a las Partes y publicados posteriormente por el Secretario General. Las Partes permitirán que se distribuyan sin limitación.

Artículo 16
SECRETARIA

Los servicios de secretaría de la Comisión y de la Junta serán suministrados por el Secretario General. No obstante, el Secretario de la Junta será nombrado por el Secretario General en consulta con la Junta.

Artículo 17
ADMINISTRACION ESPECIAL
Las Partes mantendrán una administración especial que estará a cargo de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención.

Artículo 18
DATOS QUE SUMINISTRARAN LAS PARTES AL SECRETARIO GENERAL
1. Las Partes facilitarán al Secretario General los datos que la Comisión pueda pedir por ser necesarios para el desempeño de sus funciones, y en particular:

a) Un informe anual sobre la aplicación de la presente Convención en cada uno de sus territorios;

b) El texto de todas las leyes y reglamentos promulgados periódicamente para poner en práctica esta Convención;

c) Los datos que pida la Comisión sobre los casos de tráfico ilícito, especialmente los datos de cada caso descubierto de tráfico ilícito que puedan tener importancia, ya sea por arrojar luz sobre las fuentes de que provienen los estupefacientes para dicho tráfico, o bien por las cantidades de que se trate o el método empleado por los traficantes ilícitos; y

d) Los nombres y las direcciones de las autoridades facultadas para expedir permisos o certificados de exportación y de importación.

2. Las Partes suministrarán los datos mencionados en el inciso anterior, del modo y en la fecha que fije la Comisión y utilizando los formularios que ella indique.

Artículo 19
PREVISIONES DE LAS NECESIDADES DE ESTUPEFACIENTES
1. Las Partes facilitarán anualmente a la Junta, respecto de cada uno de sus territorios, del modo y en la forma que ella establezca y en formularios proporcionados por ella, sus previsiones sobre las cuestiones siguientes:

a) La cantidad de estupefacientes que será consumida con fines médicos y científicos;

b) La cantidad de estupefacientes que será utilizada para fabricar otros estupefacientes, preparados de la Lista III y sustancias a las que no se aplica esta Convención;

c) Las existencias de estupefacientes al 31 de diciembre del año a que se refieren las previsiones;

d) Las cantidades de estupefacientes necesarias para agregar a las existencias especiales;

e) La superficie de terreno (en hectáreas) que se destinará al cultivo de la adormidera y su ubicación geográfica;

f) La cantidad aproximada de opio que se producirá;

g) El número de establecimientos industriales que fabricarán estupefacientes sintéticos; y

h) Las cantidades de estupefacientes sintéticos que fabricará cada uno de los establecimientos mencionados en el apartado anterior.

2. a) Hecha las deducciones a que se refiere el párrafo 3 del artículo 21, el total de las previsiones para cada territorio y cada estupefaciente, excepto el opio y los estupefacientes sintéticos, será la suma de las cantidades indicadas en los apartados a), b) y d) del párrafo 1 de este artículo, más la cantidad necesaria para que las existencias disponibles al 31 de diciembre del año anterior alcancen la cantidad prevista, según lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 1.

b) Hechas las deducciones a que se refiere el párrafo 3 del artículo 21, por lo que respecta a las importaciones, y el párrafo 2 del artículo 21 bis, el total de las previsiones de opio para cada territorio será la suma de las cantidades indicadas en los apartados a), b) y d) del párrafo 1 de este artículo, más la cantidad necesaria para que las exigencias disponibles al 31 de diciembre del año anterior alcance la cantidad indicada en el apartado f) del párrafo c) del párrafo 1, o la cantidad indicada en el apartado f) del párrafo 1 de este artículo si esta última es mayor

c) Hechas las deducciones a que se refiere el párrafo 3 del artículo 21, el total de las previsiones de cada estupefaciente sintético para cada territorio será la suma de las cantidades indicadas en los apartados a), b) y d) del párrafo 1 de este artículo, más la cantidad necesaria para que las existencias disponibles al 31 de diciembre del año anterior alcancen la cantidad prevista, según lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 1, o la suma de las cantidades indicadas en el apartado h) del párrafo 1 de este artículo si esta última es mayor.

d) Las previsiones proporcionadas en virtud de lo dispuesto en los apartado precedentes de este párrafo se modificarán según corresponde para tener en cuenta toda cantidad decomisada que luego se haya entregado para usos lícitos, así como toda cantidad retirada de las existencias especiales para las necesidades de la población civil.

3. Cualquier Estado podrá facilitar durante el año previsiones suplementarias exponiendo las razones que justifiquen dichas previsiones.

4. Las Partes comunicarán a la Junta el método empleado para determinar las cantidades que figuren en las previsiones y cualquier modificación introducida en dicho método.

5. Hechas las deducciones mencionadas en el párrafo 3 del artículo 21 y tomando en consideración, en la medida de lo posible, las disposiciones del artículo 21 bis, no deberá excederse las previsiones.

Artículo 20
DATOS ESTADISTICOS QUE SE SUMINISTRARAN A LA JUNTA
1. Las Partes suministrarán a la Junta, respecto de cada uno de sus territorios, del modo y en la forma en que ella establezca y en formularios proporcionados por ella, datos estadísticos sobre las cuestiones siguientes:

a) Producción y fabricación de estupefacientes;

b) Uso de estupefacientes para la fabricación de otros estupefacientes, de los preparados de la Lista III y de sustancias a las que no se aplica esta Convención, así como la de la paja de adormidera para la fabricación de estupefacientes;

c) Consumo de estupefacientes;

d) Importaciones y exportaciones de estupefacientes y de paja de adormidera;

e) Decomiso de estupefacientes y destino que se les da;

f) Existencia de estupefacientes al 31 de diciembre del año a que se refieren las estadísticas; y

g) Superficie determinable de cultivo de la adormidera.

2. a) Los datos estadísticos relativos a las cuestiones mencionadas en el párrafo 1, salvo el apartado d), se establecerán anualmente y se presentarán a la Junta a más tardar el 30 de junio del año siguiente al año a que se refieren.

b) Los datos estadísticos relativos a las cuestiones mencionadas en el apartado d) del inciso 1 se establecerán trimestralmente y se presentarán a la Junta dentro del mes siguiente al trimestre a que se refieren.

3. Las Partes no estarán obligadas a presentar datos estadísticos relativos a las existencias especiales, pero presentarán separadamente datos relativos a los estupefacientes importados u obtenidos en el país o territorio con fines especiales, así como sobre las cantidades de estupefacientes retiradas de las existencias especiales para satisfacer las necesidades de la población civil.

Artículo 21
LIMITACION DE LA FABRICACION Y DE LA IMPORTACION
1. La cantidad total de cada estupefaciente fabricada o importada por cada país o territorio en un año no excederá de la suma de las siguientes cantidades:

a) La cantidad consumida, dentro de los límites de las previsiones correspondientes, con fines médicos o científicos;

b) La cantidad utilizada, dentro de los límites de las previsiones correspondientes, para la fabricación de otros estupefacientes, de preparados de la Lista III y de sustancias a las que no se aplica esta Convención;

c) La cantidad exportada;

d) La cantidad añadida a las existencias con objeto de llevarlas al nivel fijado en las previsiones correspondientes; y

e) La cantidad adquirida, dentro de los límites de las previsiones correspondientes, con fines especiales.

2. De la suma de las cantidades indicadas en el párrafo I se deducirá toda cantidad que haya sido decomisada y entregada para usos ilícitos, así como toda cantidad retirada de las existencias especiales para las necesidades de la población civil.

3. Si la Junta llega a la conclusión de que la cantidad fabricada o importada en un año determinado excede de la suma de las cantidades indicadas en el párrafo 1, hechas las deducciones prescritas por el párrafo 2 de ese artículo, todo excedente así determinado y que subsista al final del año se deducirá, el año siguiente, de las cantidades que hayan de fabricarse o importarse y del total de las previsiones, determinado en el párrafo 2 del artículo 19.

4. a) Si las informaciones estadísticas sobre importaciones y exportaciones (artículo 20) indicaren que la cantidad exportada a cualquier país o territorio excede del total de las previsiones relativas a dicho país o territorio, según se determina en el párrafo 2 del artículo 19, más las cantidades que figuren como exportadas y deducidos los excedentes según se determina en el inciso 3 de este artículo, la Junta podrá notificar este hecho a los Estados a que, a juicio de la Junta, deba comunicarse dicha información;

b) Cuando reciban esta notificación, las Partes no autorizarán durante el año ninguna nueva exportación del estupefaciente en cuestión al país o territorio de que se trate, salvo:

i) Si dicho país o territorio envía una nueva previsión que corresponda al aumento de sus importaciones y a la cantidad suplementaria que necesite; o

ii) En casos excepcionales, cuando, a juicio del gobierno del país exportador, la exportación sea indispensable para el tratamiento de los enfermos.

Artículo 21 bis

LIMITACION DE LA PRODUCCIÓN DEL OPIO

1. La producción de opio de cualquier país o territorio se organizará y fiscalizará de tal modo que se asegure que, en la medida de lo posible, la cantidad producida en un año cualquiera no exceda de las previsiones de la cantidad de opio que se ha de producir, establecidas de conformidad con el apartado f) del párrafo 1 del artículo 19.

2. Si la Junta, basándose en la información que posea en virtud de las disposiciones de la presente Convención, concluye que una Parte que ha presentada unas previsiones de conformidad con el apartado f) del párrafo 1 del artículo 19 no ha limitado el opio producido dentro de sus fronteras a los fines lícitos conforme a las previsiones pertinentes y que una cantidad importante del opio producido, lícita o ilícitamente, dentro de las fronteras de dicha Parte, ha sido desviada al tráfico ilícito, podrá, después de estudiar las explicaciones de la Parte de que se trate, que le deberán ser presentadas en el plazo de un mes a partir de la notificación de tal conclusión, decidir que se deduzca la totalidad o una parte de dicha cantidad de la que se ha de producir y del total de las previsiones definidas en el apartado b) del párrafo 2 del artículo 19 para el año inmediato en el que dicha deducción pueda realizarse técnicamente, teniendo en cuenta la estación del año y las obligaciones contractuales respecto a la exportación del opio. Esta decisión entrará en vigor noventa días después de haber sido notificada a la Parte de que se trate.

3. Después de notificar a la Parte interesada la decisión adoptada conforme al párrafo 2 supra respecto de una deducción, la Junta consultará con esa Parte a fin de resolver satisfactoriamente la situación.

4. Si la situación no se resuelve en forma satisfactoria, la Junta, en su caso, podrá actuar conforme a lo dispuesto en el artículo 14.

5. Al adoptar su decisión respecto a una deducción, de conformidad con el párrafo 2 supra, la Junta tendrá en cuenta no sólo todas las circunstancias del caso, incluidas as que originen el problema del tráfico ilícito a que se hace referencia en dicho párrafo 2, sino también cualesquier nuevas medidas pertinente de fiscalización que puedan haber sido adoptadas por la Parte.

Artículo 22
DISPOSICION ESPECIAL APLICABLE AL CULTIVO
1. Cuando las condiciones existentes en el país o en un territorio de una Parte sean tales que, a su juicio, la prohibición del cultivo de la adormidera, del arbusto de coca o de la planta de la cannabis resulte la medida más adecuada para proteger la salud pública y evitar que los estupefacientes sean objeto de tráfico ilícito, la Parte interesada prohibirá dicho cultivo.

2. Una Parte que prohíba el cultivo de la adormidera o de la planta de la cannabis tomará las medidas apropiadas para secuestrar cualquier planta ilícitamente cultivada y destruirla, excepto pequeñas cantidades requeridas por la Parte para propósitos científicos o de investigación.

Artículo 23
ORGANISMOS NACIONALES PARA LA FISCALIZACION DEL OPIO
1. Las Partes que permitan el cultivo de la adormidera para la producción de opio deberán establecer, si no lo han hecho ya, y mantener, uno o más organismos oficiales (llamados en este artículo, de ahora en adelante, el Organismo) para desempeñar las funciones que se le asignan en el presente artículo.

2. Dichas Partes aplicarán al cultivo de la adormidera para la producción de opio y al opio las siguientes disposiciones:

a) El Organismo designará las zonas y las parcelas de terreno en que se permitirá el cultivo de la adormidera para la producción de opio;

b) Sólo podrán dedicarse a dicho cultivo los cultivadores que posean una licencia expedida por el Organismo;

c) Cada licencia especificará la superficie en la que se autoriza el cultivo;

d) Todos los cultivadores de adormidera estarán obligados a entregar la totalidad de sus cosechas de opio al Organismo. El Organismo comprará y tomará posesión material de dichas cosechas, lo antes posible, a más tardar cuatro meses después de terminada la recolección;

e) El Organismo tendrá el derecho exclusivo de importar, exportar, dedicarse al comercio al por mayor y mantener las existencias de opio que no se hallen en poder de los fabricantes de alcaloides de opio, opio medicinal o preparados de opio. Las Partes no están obligadas a extender este derecho exclusivo al opio medicinal y a los preparados a base de opio.

3. Las funciones administrativas a que se refiere el inciso 2 serán desempeñadas por un solo organismo público si la Constitución de la Parte interesada lo permite.

Artículo 24
LIMITACION DE LA PRODUCCION DE OPIO PARA EL COMERCIO INTERNACIONAL
1. a) Si una de las Partes proyecta iniciar la producción de opio o aumentar su producción anterior, tendrá presente las necesidades mundiales con arreglo a las previsiones publicadas por la Junta, a fin de que su producción no ocasione superproducción de opio en el mundo.

b) Ninguna Parta permitirá la producción ni el aumento de la producción de opio si cree que tal producción o tal aumento en su territorio puede ocasionar tráfico ilícito de opio.

2. a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 1, si una Parte que al 1ø de enero de 1961 no producía opio para la exportación y desee exportar el opio que produce en cantidades que no excedan de cinco toneladas anuales, lo notificará a la Junta y le proporcionará con dicha notificación información acerca de:

i) La fiscalización que, de acuerdo con la presente Convención, se aplicará al opio que ha de ser producido y exportado, y

ii) El nombre del país o países a los que espera exportar dicho opio; y la Junta podrá aprobar tal notificación o recomendar a la Parte que no produzca opio para la exportación.

b) Cuando una Parte que no sea de las aludidas en el inciso 3 desee producir opio para la exportación en cantidades que excedan de cinco toneladas anuales, lo notificará al Consejo y proporcionará con dicha notificación información pertinente, que comprenda:

i) Las cantidades que calcula producirá para la exportación;

ii) La fiscalización aplicable o propuesta respecto del opio que se ha de producir; y

iii) El nombre del país o países a los que espera exportar dicho opio; y el Consejo aprobará la notificación o podrá recomendar a la Parte que no produzca opio para la exportación.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados a) y b) del inciso 2, una Parte que durante los diez años inmediatamente anteriores al 1ø de enero de 1961 exportaba el opio que producía, podrá continuar exportando el opio que produzca.

4. a) Las Partes no importarán opio de ningún país o territorio, salvo el opio producido en el territorio de:

i) Las Partes aludidas en el inciso 3;

ii) Las Partes que hayan notificado a la Junta, según lo dispuesto en el apartado a) del inciso 2;

iii) Las Partes que hayan recibido la aprobación del Consejo, según lo dispuesto en el apartado b) del inciso 2.

b) No obstante lo dispuesto en el apartado a) de este inciso, las Partes podrán importar opio, producido por cualquier país que haya producido y exportado opio durante los 10 años anteriores al 1ø de enero de 1961, siempre que dicho país haya establecido y mantenga un órgano u organismo de fiscalización nacional para los fines enunciados en el artículo 23 y aplique medios eficaces para asegurar que el opio que produce no se desvíe al tráfico ilícito.

5. Las disposiciones de este artículo. no impiden que las Partes:

a) Produzcan opio suficiente para sus propias necesidades; o

b) Exporten a otras Partes, de conformidad con las disposiciones de esta Convención, el opio que decomisen en el tráfico ilícito.

Artículo 25
FISCALIZACION DE LA PAJA DE ADORMIDERA
1. Las Partes que permitan el cultivo de la adormidera con fines que no sean la producción de opio adoptarán todas las medidas necesarias para que:

a) No produzca opio de esa adormidera; y

b) Se fiscalice de modo adecuado la fabricación de estupefacientes a base de la paja de adormidera.

2. Las Partes aplicarán a la paja de adormidera el régimen de licencias de importación y de exportación que se prevé en los incisos 4 a 15 del artículo 31.

3. Las Partes facilitarán acerca de la importación y exportación de paja de adormidera los mismos datos estadísticos que se exigen para los estupefacientes en el apartado d) del inciso 1 y en el apartado b) del inciso 2 del artículo 20.

Artículo 26
EL ARBUSTO DE COCA Y LAS HOJAS DE COCA
1. Las Partes que permitan el cultivo del arbusto de coca aplicarán al mismo y a las hojas de coca el sistema de fiscalización establecido en el artículo 23 para la fiscalización de la adormidera; pero, respecto del inciso 2 d) de ese artículo, la obligación impuesta al Organismo allí aludido será solamente de tomar posesión material de la cosecha lo más pronto posible después del fin de la misma.

2. En la medida de lo posible, las Partes obligarán a arrancar de raíz todos los arbustos de coca que crezcan en estado silvestre y destruirán los que se cultiven ilícitamente.

Artículo 27
DISPOSICIONES SUPLEMENTARIAS REFERENTES A LAS HOJAS DE COCA EN GENERAL
1. Las Partes podrán autorizar el uso de hojas de coca para la preparación de un agente saporífero que no contenga ningún alcaloide y, en la medida necesaria para dicho uso, autorizar la producción, importación, exportación, el comercio y la posesión de dichas hojas.

2. Las Partes suministrarán por separado previsiones (artículo 19) e información estadística (artículo 20) respecto de las hojas de coca para la preparación del agente saporífero, excepto en la medida en que las mismas hojas de coca se utilicen para la extracción de alcaloides y del agente saporífero y así se explique en la información estadística y en las provisiones.

Artículo 28
FISCALIZACION DE LA CANNABIS
1. Si una Parte permite el cultivo de la planta de la cannabis para producir cannabis o resina de cannabis, aplicará a ese cultivo el mismo sistema de fiscalización establecido en el artículo 23 para la fiscalización de la adormidera.

2. La presente Convención no se aplicará al cultivo de la planta de la cannabis destinado exclusivamente a fines industriales (fibra y semillas) u hortícolas.

3. Las Partes adoptarán las medidas necesarias para impedir el uso indebido o tráfico ilícito de las hojas de la planta de la cannabis.

Artículo 29
FABRICACION
1. Las Partes exigirán que la fabricación de estupefacientes se realice bajo el régimen de licencias con excepción del caso en que éstos sean fabricados por empresas estatales.

2. Las Partes:

a) Ejercerán una fiscalización sobre todas las personas y empresas que se dediquen a la fabricación de estupefacientes o participen en ella;

b) Someterán a un régimen de licencias a los establecimientos y locales en que dicha fabricación pueda realizarse;

c) Exigirán que los fabricantes de estupefacientes a quienes se haya otorgado licencia obtengan permisos periódicos en los que se especifique la clase y la cantidad de estupefacientes que estén autorizados a fabricar. Sin embargo, no será necesario exigir este requisito para fabricar preparados.

3. Las Partes impedirán que se acumulen, en poder de los fabricantes de estupefacientes, cantidades de estupefacientes o de paja de adormidera superiores a las necesarias para el funcionamiento normal de la empresa, teniendo en cuenta las condiciones que prevalezcan en el mercado.

Artículo 30
COMERCIO Y DISTRIBUCION
1. a) Las Partes exigirán que el comercio y la distribución de estupefacientes estén sometidos a licencia, excepto cuando dicho comercio o distribución lo realice una empresa o empresas del Estado.

b) Las Partes:

i) Fiscalizarán a todas las personas y empresas que realicen o se dediquen al comercio o la distribución de estupefacientes; y

ii) Someterán a un régimen de licencias a los establecimientos y locales en que pueda realizarse dicho comercio o distribución. No será necesario exigir el requisito de licencia respecto de los preparados;

c) Las disposiciones de los apartados a) y b) relativas a licencias no se aplican necesariamente a las personas debidamente autorizadas para ejercer funciones terapéuticas o científicas, y mientras las ejerzan.

2. Las Partes deberán también:

a) Impedir que en poder de los comerciantes, los distribuidores, las empresas del Estado o las personas debidamente autorizadas antes mencionadas, se acumulen cantidades de estupefacientes y paja de adormidera que excedan de las necesarias para el ejercicio normal de su comercio, habida cuenta de las condiciones que prevalezcan en el mercado;

b) i) Exigir recetas médicas para el suministro o despacho de estupefacientes a particulares. Este requisito no se aplicará necesariamente a los estupefacientes que una persona pueda obtener, usar, entregar o administrar legalmente en el ejercicio de sus funciones terapéuticas debidamente autorizadas;

ii) Si las Partes estiman que estas medidas son necesarias o convenientes exigirán que las recetas de los estupefacientes de la Lista I se extiendan en formularios oficiales que las autoridades públicas competentes o las asociaciones profesionales autorizadas facilitarán en forma de talonarios.

3. Es deseable que las Partes exijan que las ofertas escritas o impresas de estupefacientes, la propaganda de cualquier clase o los folletos descriptivos de estupefacientes, que se empleen con fines comerciales, las envolturas interiores de los paquetes que contengan estapefacientes, y las etiquetas con que se presenten a la venta los estupefacientes indiquen las denominaciones comunes internacionales comunicadas por la Organización Mundial de la Salud.

4. Si una Parte considera que tal medida es necesaria o deseable, exigirá que el paquete, o la envoltura interior del estupefaciente lleve una doble banda roja perfectamente visible. La envoltura exterior del paquete que contenga ese estupefaciente no llevará la doble banda roja.

 5. Las Partes exigirán que en la etiqueta con que se presente a la venta cualquier estupefaciente se indique el contenido de estupefaciente exacto, con su peso o proporción. Este requisito del rotulado no se aplicará necesariamente a un estupefaciente que se entregue a una persona bajo receta médica.

6. Las disposiciones de los incisos 2 y 5 no se aplicarán necesariamente al comercio al por menor ni a la distribución al por menor de los estupefacientes de la Lista II.

Artículo 31
DISPOSICIONES ESPECIALES REFERENTES AL COMERCIO INTERNACIONAL
1. Las Partes no permitirán a sabiendas la exportación de estupefacientes a ningún país o territorio, salvo:

a) De conformidad con las leyes y reglamentos de dicho país o territorio; y

b) Dentro de los límites del total de las previsiones para ese país o territorio, según se definen en el párrafo 2 del artículo 19, más las cantidades destinadas a la reexportación.

2. Las Partes ejercerán en los puertos francos y en las zonas francas las mismas inspección y fiscalización que en otras partes de su territorio, sin perjuicio de que puedan aplicar medidas más severas.

3. Las Partes:

a) Ejercerán la fiscalización de las importaciones y exportaciones de estupefacientes, salvo cuando éstas sean efectuadas por una empresa o empresas del Estado; y

b) Ejercerán una fiscalización sobre toda persona y sobre toda empresa que se dedique a la importación o a la exportación de estupefacientes.

4. a) Las Partes que permitan la exportación o importación de estupefacientes exigirán que se obtenga una autorización diferente de importación o de exportación para cada importación o exportación, ta se trate de uno o más estupefacientes.

b) En dicha autorización se indicará el nombre del estupefaciente; la denominación común internacional, si la hubiere; la cantidad que ha de importarse o exportarse y el nombre y la dirección del importador y del exportador, y se especificará el período dentro del cual habrá de efectuarse la importación o la exportación .

c) La autorización de exportación indicará, además, el número y la fecha del certificado de importación (inciso 5) y de la autoridad que lo ha expedido.

d) La autorización de importación podrá permitir que la importación se efectué en más de una expedición.

5. Antes de conceder un permiso de exportación, las Partes exigirán que la persona o el establecimiento que lo solicite presente un certificado de importación expedido por las autoridades competentes del país o del territorio importador, en el que conste que ha sido autorizada la importación del estupefaciente o de los estupefacientes que se mencionan en él. Las Partes se ajustarán en la medida de lo posible al modelo de certificado de importación aprobado por la Comisión.

6. Cada expedición deberá ir acompañada de una copia del permiso de exportación, del que el gobierno que lo haya expedido enviará una copia al gobierno del país o territorio importador.

7. a) Una vez efectuada la importación, o una vez expirado el plazo fijado para ella, el gobierno del país o territorio importador devolverá el permiso de exportación, debidamente anotado, al gobierno del país o territorio exportador;

b) En la anotación se indicará la cantidad efectivamente importada;

c) Si se ha exportado en realidad una cantidad inferior a la especificada en el permiso de exportación, las autoridades competentes indicarán en dicho permiso y en las copias oficiales correspondientes a la cantidad efectivamente exportada.

8. Quedarán prohibidas las exportaciones dirigidas a un apartado postal o a un banco a la cuenta de una persona o entidad distinta de la designada en el permiso de exportación.

9. Quedarán prohibidas las exportaciones dirigidas a un almacén de aduanas, a menos que en el certificado de importación presentado por la persona o el establecimiento que solicita el permiso de exportación, el gobierno del país importador declare que ha aprobado la importación para su depósito en un almacén de aduanas. En ese caso, el permiso de exportación deberá especificar que la importación se hace con ese destino. Para retirar una expedición consignada al almacén de aduanas será necesario un permiso de las autoridades en cuya jurisdicción esté comprendido el almacén y, si se destina al extranjero se considerará como una nueva exportación en el sentido de la presente Convención.

10. Las expediciones de estupefacientes que entren en el territorio de una Parte o salgan del mismo sin ir acompañadas de un permiso de exportación serán detenidas por las autoridades competentes.

11. Ninguna Parte permitirá que pasen a través de su territorio estupefacientes expedidos a otro país aunque sean descargados del vehículo que los transporta, a menos que se presente a las autoridades competentes de esa Parte una copia del permiso de exportación correspondiente a esa expedición.

12. Las autoridades competentes de un país o territorio que hayan permitido el tránsito de una expedición de estupefacientes deberán adoptar todas las medidas necesarias para impedir que se dé a la expedición un destino distinto del indicado en la copia del permiso de exportación que la acompañe, a menos que el gobierno del país o territorio por el que pase la expedición autorice el cambio de destino. El gobierno de ese país o territorio considerará todo cambio de destino que se solicite como una exportación del país o territorio de tránsito al país o territorio de nuevo destino. Si se autoriza el cambio de destino, las disposiciones de los apartados a) y b) del inciso 7 serán también aplicadas entre el país o territorio de tránsito y el país o territorio del que procedió originalmente la expedición

13. Ninguna expedición de estupefacientes, tanto si se halla en tránsito como depositada en un almacén de aduanas, podrá ser sometida a cualquier manipulación que pueda modificar la naturaleza del estupefaciente. Tampoco podrá modificarse su embalaje sin permiso de las autoridades competentes.

14. Las disposiciones de los incisos 11 a 13 relativas al paso de estupefacientes a través del territorio de una Parte no se aplicarán cuando la expedición de que se trate sea transportada por una aeronave que no aterrice en el país o territorio de tránsito. Si la aeronave aterriza en tal país o territorio, esas disposiciones serán aplicadas en la medida en que las circunstancias lo requieran.

15. Las disposiciones de este artículo se aplicarán sin perjuicio de las disposiciones de cualquier acuerdo internacional que limite la fiscalización que pueda ser ejercida por cualquiera de las Partes sobre los estupefacientes en tránsito.

16. Con excepción de lo dispuesto en el apartado a) del inciso 1 y en el inciso 2, ninguna disposición de este artículo se aplicará necesariamente en el caso de los preparados de la Lista III.

Artículo 32
DISPOSICIONES ESPECIALES RELATIVAS AL TRANSPORTE DE DROGAS EN LOS BOTIQUINES DE PRIMEROS AUXILIOS DE BUQUES O AERONAVES DE LAS LINEAS INTERNACIONALES
1. El transporte internacional por buques o aeronaves de las cantidades limitadas de drogas necesarias para la prestación de primeros auxilios o para casos urgentes en el curso del viaje, no se considerará como importación, exportación o tránsito por un país en el sentido de esta Convención.

2. Deberán adoptarse las precauciones adecuadas por el país de la matrícula para evitar el uso indebido de las drogas a que se refiere el inciso 1 o su desviación para fines ilícitos. La Comisión recomendará dichas precauciones, en consulta con las organizaciones internacionales pertinentes.

3. Las drogas transportadas por buques o aeronaves de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, estarán sujetas a las leyes, reglamentos, permisos y licencias del país de la matrícula, pero sin perjuicio del derecho de las autoridades locales competentes a efectuar comprobaciones e inspecciones o adoptar otras medidas de fiscalización a bordo del buque o aeronave. La administración de dichas drogas en caso de urgente necesidad no se considerará que constituye una violación de las disposiciones del apartado b) i) del artículo 30.

Artículo 33
POSESION DE ESTUPEFACIENTES
Las Partes sólo permitirán la posesión de estupefacientes con autorización legal.

Artículo 34
MEDIDAS DE FISCALIZACION Y DE INSPECCION
Las Partes exigirán:

a) Que todas las personas a quienes se concedan licencias en virtud de la presente Convención o que ocupen cargos directivos o de inspección en una empresa del Estado establecida según lo dispuesto en esta Convención, tengan la idoneidad adecuada para aplicar fiel y eficazmente las disposiciones de las leyes y reglamentos que se dicten para dar cumplimiento a la misma;

b) Que las autoridades administrativas, los fabricantes, los comerciantes, los hombres de ciencia, las instituciones científicas y los hospitales lleven registros en que consten las cantidades de cada estupefaciente fabricado, y de cada adquisición y destino dado a los estupefacientes. Dichos registros serán conservados por un periodo de dos años por lo menos. Cuando se utilicen talonarios (artículo 30 inciso 2 b)) de recetas oficiales, dichos talonarios se conservarán también durante un período de dos años por lo menos.

Artículo 35
LUCHA CONTRA EL TRAFICO ILICITO
Teniendo debidamente en cuenta sus regímenes constitucional, legal y administrativo, las Partes:

a) Asegurarán en el plano nacional una coordinación de la acción preventiva y represiva contra el tráfico ilícito; para ello podrán designar un servicio apropiado que se encargue de dicha coordinación;

b) Se ayudarán mutuamente en la lucha contra el tráfico ilícito de estupefacientes;

c) Cooperarán estrechamente entre sí y con las organizaciones internacionales competentes de que sean miembros para mantener una lucha coordinada contra el tráfico ilícito;

d) Velarán por lo que la cooperación internacional de los servicios apropiados se efectúe en forma expedita;

e) Cuidarán que, cuando se transmitan de un país a otro los autos para una acción judicial, la transmisión se efectúe en forma expedita a los órganos designados por las Partes; este requisito no prejuzga el derecho de una Parte a exigir que se le envíen las piezas de autor por vía diplomática;

f) Proporcionarán, si lo consideran apropiado, a la Junta y a la Comisión por conducto del Secretario general, además de la información prevista en el artículo 18, la información relativa a las actividades ilícitas de estupefacientes dentro de sus fronteras, incluida la referencia al cultivo, producción, fabricación, tráfico y uso ilícito de estupefacientes; y

g) En la mediad de lo posible, proporcionarán la información a que se hace referencia en el apartado anterior en la manera y en la fecha que la Junta lo solicite; si se lo pide una Parte, la Junta podrá ofrecerle su asesoramiento en su tarea de proporcionar la información y de tratar de reducir las actividades ilícitas de estupefacientes dentro de las fronteras de la Parte.

Artículo 36
DISPOSICIONES PENALES
1. a) A reserva de lo dispuesto por su Constitución, cada una de las Partes se obliga a adoptar las medidas necesarias para que el cultivo y la producción, fabricación, extradición, preparación, ofertas en general, ofertas de venta, distribución, compra, venta, despacho por cualquier concepto, corretaje, expedición, expedición en tránsito, transporte, importación y exportación de estupefacientes, no conformes a las disposiciones de esta Convención o cualesquiera otros actos que en opinión de la Parte puedan efectuarse en infracción de las disposiciones de la presente Convención, se consideren como delitos si se cometen intencionalmente y que los delitos graves sean castigados en forma adecuada, especialmente con penas de prisión u otras penas de privación de libertad.

b) No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las personas que hagan uso indebido de estupefacientes hayan cometido esos delitos, las Partes podrán en vez de declararlas culpables o de sancionarlas penalmente, o además de declaralas culpables o de sancionarlas, someterlas a medidas de tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación y readaptación social, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 38.

2. A reserva de lo dispuesto por su Constitución, del régimen jurídico y de la legislación nacional de cada Parte:

a) i) Cada uno de los delitos enumerados en el inciso 1, si se comete en diferentes países, se considerará como un delito distinto;

ii) La participación deliberada o la confabulación para cometer cualquiera de esos delitos, así como la tentativa de cometerlos, los actos preparatorios y operaciones financieras, relativos a los delitos de que trata este artículo, se considerarán como delitos, tal como se dispone en el inciso 1;

iii) Las condenas pronunciadas en el extranjero por esos delitos serán computadas para determinar la reincidencia; y

iv) Los referidos delitos graves cometidos en el extranjero, tanto por nacionales como por extranjeros, serán juzgados por la Parte en cuyo territorio se haya cometido el delito, o por la Parte en cuyo territorio se encuentre el delincuente, si no procede la extradición de conformidad con la ley de la Parte a la cual se la solicita, y si dicho delincuente no ha sido ya procesado y sentenciado.

b) i) Cada uno de los delitos enumerado en el párrafo 1 y en el inciso ii) del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo se considerará incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre las partes. Las Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro.

ii) Si una Parte, que subordine la extradición a la existencia de un tratado, recibe de otra Parte, con la que no tiene tratado, una solicitud de extradición podrá discrecionalmente considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición referente a los delitos enumerados en el párrafo 1 y en el inciso ii) del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo. La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigidas por el derecho de la Parte requerida.

iv) La extradición será concedida con arreglo a la legislación de la Parte a la que se haya pedido y, no obstante lo dispuesto en los incisos i), ii) y iii) del apartado b) de este párrafo, esa Parte tendrá derecho a negarse a conceder la extradición si sus autoridades competentes consideran que el delito no es suficientemente grave."

3. Las disposiciones del presente artículo estarán limitadas por las disposiciones del derecho penal de la Parte interesada, en materia de jurisdicción.

4. Ninguna de las disposiciones del presente artículo afectará el principio de que los delitos a que se refiere han de ser definidos, perseguidos y castigados de conformidad con la legislación nacional de cada Parte.

Artículo 37
APREHENSION Y DECOMISO
Todo estupefaciente, sustancia y utensilio empleados en la comisión de delitos mencionados en el artículo 36 o destinados a tal fin podrán ser objeto de aprehensión y decomiso.

Artículo 38
MEDIDAS CONTRA EL USO INDEBIDO DE ESTUPEFACIEnTES

1. Las Partes prestarán atención especial a la prevención del uso indebido de estupefacientes y a la pronta identificación, tratamiento, educación y postratamiento, rehabilitación y readaptación social de las personas afectadas, adoptarán todas las medidas posibles al efecto y coordinarán sus esfuerzos en ese sentido.

2. Las Partes fomentarán, en la medida de lo posible, la formación de personal para el tratamiento, postratamiento, rehabilitación y readaptación social de quienes hagan uso indebido de estupefacientes.

3. Las Partes procurarán prestar asistencia a las personas cuyo trabajo así lo exija para que lleguen a conocer los problemas del uso indebido de estupefacientes y de su prevención y fomentarán asimismo esa conocimiento entre el público en general, si existe el peligro de que se difunda el uso indebido de estupefacientes.

Artículo 28 bis

ACUERDOS CONDUCENTES A LA CREACION DE CENTROS REGIONALES

Si una Parte lo considera deseable teniendo debidamente en cuenta su régimen constitucional, legal y administrativo, y con el asesoramiento técnico de la Junta o de los organismos especializados si así lo desea, promoverá, como parte de su lucha contra el tráfico ilícito, la celebración, en consulta con otras Partes interesadas de la misma región, de acuerdos conducentes a la creación de centros regionales de investigación científica y educación para combatir los problemas que originan el uso y el tráfico ilícito de estupefacientes.

Artículo 39
APLICACION DE MEDIDAS NACIONALES DE FISCALIZACION MAS ESTRICTAS QUE LAS ESTABLECIDAS POR ESTA CONVENCION
No obstante lo dispuesto en la presente Convención, no estará vedado a las Partes ni podrá presumirse que les esté vedado, adoptar medidas de fiscalización más estrictas o rigurosas que las previstas en la Convención, y, en especial, que exija que los preparados de la Lista III o los estupefacientes de la Lista II queden sujetos a todas las medidas de fiscalización aplicables a los estupefacientes de la Lista I o a aquellas que, a juicio de la Parte interesada, sean necesarias o convenientes para proteger la salud pública.

Artículo 40
IDIOMAS DE LA CONVENCION Y PROCEDIMIENTO PARA SU FIRMA, RATIFICACION Y ADHESION
1. La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, quedará abierta, hasta el 1ø de agosto de 1961, a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, de todos los Estados no miembros que son Partes en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia o miembros de un organismo especializado de las Naciones Unidas, e igualmente de todo otro Estado que el Consejo pueda invitar a que sea Parte.

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados ante el Secretario General.

3. La presente Convención estará abierta, después del 1ø de agosto de 1961, a la adhesión de los Estados a que se refiere el párrafo 1. Los instrumentos de adhesión serán depositados ante el Secretario General.

Artículo 41
ENTRADA EN VIGOR
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación o adhesión, de conformidad con el artículo 40.

2. Con respecto a cualquier otro Estado que deposite un instrumento de ratificación o adhesión después de la fecha de depósito de dicho cuadragésimo instrumento, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente que ese Estado haya depositado su intrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 42
APLICACION TERRITORIAL
La presente Convención se aplicará a todos los territorios no metropolitanos cuya representación internacional ejerza una de las Partes, salvo cuando se requiera el consentimiento previo de tal territorio en virtud de la Constitución de la Parte o del territorio interesado, o de la costumbre. En ese caso, la Parte tratará de obtener lo antes posible el necesario consentimiento del territorio, y, una vez obtenido, lo notificará al Secretario General. La presente Convención se aplicará al territorio o territorios mencionados en dicha notificación, a partir de la fecha en que la reciba el Secretario General. En los casos en que no se requiera el consentimiento previo del territorio no metropolitano, la Parte interesada declarará, en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, a qué territorio o territorios no metropolitanos se aplica la presente Convención.

Artículo 43
TERRITORIOS A QUE SE REFIEREN LOS ARTÍCULOS 19, 20, 21 Y 31
1. Las Partes podrán notificar al Secretario General que, a efectos de los artículos 19, 20, 21 y 31, uno de sus territorios, está dividido en dos o más territorios, o que dos o más de éstos se consideran un solo territorio.

2. Dos o más Partes podrán notificar al Secretario General que, a consecuencia del establecimiento de una unión aduanera entre ellas, constituyen un solo territorio a los efectos de los artículos 19, 20, 21 Y 31. 3. Toda notificación hecha con arreglo a los incisos 1 ó 2 de este artículo surtirá efectos el 1ø de enero del año siguiente a aquél en que se haya hecho la notificación.

Artículo 44
ABROGACION DE LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES ANTERIORES
Al entrar en vigor la presente Convención, sus disposiciones abrogarán y sustituirán entre las Partes las disposiciones de los siguientes instrumentos:

a) Convención Internacional del Opio, firmada en la Haya el 23 de enero de 1912;

b) Acuerdo concerniente a la fabricación, el comercio interior y el uso de opio preparado, firmado en Ginebra el 11 de febrero de 1925;

c) Convención Internacional del Opio, firmada en Ginebra el 19 de febrero de 1925;

d) Convención para limitar la fabricación y reglamentar la distribución de estupefacientes, firmada en Ginebra el 13 de julio de 1931;

e) Acuerdo para la supresión del hábito de fumar opio en el Lejano Oriente, firmado en Bangkok el 27 de noviembre de 1931;

f) Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 11 de diciembre de 1946, que modifica los Acuerdos, Convenciones y Protocolos sobre estupefacientes concertados en la Haya el 23 de enero de 1912, en Ginebra el 11 de febrero de 1925, el 19 de febrero de 1925 y el 13 de julio de 1931; en Bangkok el 27 de noviembre de 1931 y en Ginebra el 26 de junio de 1936, salvo en lo que afecta a esta última Convención;

g) Las Convenciones y Acuerdos mencionados en los apartados a) a e) modificados por el Protocolo de 1946, mencionado en el apartado f);

h) Protocolo firmado en París el 19 noviembre de 1948, que somete a fiscalización internacional ciertas drogas no comprendidas en la Convención del 13 de julio de 1931 para limitar la fabricación y reglamentar la distribución de estupefacientes, modificada por el Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 11 de diciembre de 1946;

i)Protocolo para limitar y reglamentar el cultivo de la adormidera y la producción, el comercio internacional, el comercio al por mayor y el uso del opio, firmado en Nueva York el 23 de junio de 1953, en caso que dicho Protocolo hubiera entrado en vigor. 

2. Al entrar en vigor la presente Convención, el apartado b) del inciso 2 del artículo 36 abrogará y sustituirá, entre las Partes que lo sean también en la Convención para la supresión del tráfico ilícito de drogas nocivas, firmada en Ginebra el 26 de junio de 1936, las disposiciones del artículo 9 de esta última Convención, pero esas Partes podrán mantener en vigor dicho artículo 9, previa notificación al Secretario General.

Artículo 45
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
1. A partir de la fecha en que entre en vigor la presente Convención (inciso 1 del artículo 41), las funciones de la Junta a que se refiere el artículo 9 serán desempeñadas provisionalmente por el Comité Central Permanente constituido con arreglo al capítulo VI de la Convención a que se refiere el apartado c) del artículo 44, modificada, y por el Organo de Fiscalización constituido con arreglo al capítulo II de la Convención a que se refiere el apartado d) del artículo 44, modificado, según lo requieran respectivamente dichas funciones.

2. El Consejo fijará la fecha en que entrará en funciones la nueva Junta de que trata el artículo 9. A partir de esa fecha, esta Junta ejercerá, respecto de los Estados Partes en los instrumentos enumerados en el artículo 44 que no sean Partes en la presente Convención, las funciones del Comité Central Permanente y del Organo de Fiscalización mencionados en el inciso 1.

Artículo 46
DENUNCIA
1. Una vez transcurridos dos años, a contar de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención (artículo 41, inciso 1), toda Parte, en su propio nombre o en el de cualquiera de los territorios cuya representación internacional ejerza y que haya retirado el consentimiento dado según lo dispuesto en el artículo 42, podrá denunciar la presente Convención mediante un instrumento escrito depositado en poder del Secretario General.

2. Si el Secretario General recibe la denuncia antes del lo. de julio de cualquier año o en dicho día, ésta surtirá efecto a partir del 1ø de enero del año siguiente; y si la recibe después del 1ø de julio, la denuncia surtirá efecto como si hubiera sido recibida antes del 1ø de julio del año siguiente o en ese día.

3. La presente Convención cesará de estar en vigor si, a consecuencia de las denuncias formuladas según el inciso 1, dejan de cumplirse las condiciones estipuladas en el inciso 1 del artículo 41 para su entrada en vigor.

Artículo 47
MODIFICACIONES
1. Cualquier Parte podrá proponer una modificación de esta Convención. El texto de cualquier modificación así propuesta y los motivos de la misma serán comunicados al Secretario General quien, a su vez, los comunicará a las Partes y al Consejo. El Consejo podrá decidir:

a) Que se convoque a una conferencia en conformidad con el inciso 4 del Artículo 62 de la Carta de las Naciones Unidas para considerar la modificación propuesta; o

b) Que se pregunte a las Partes si aceptan la modificación propuesta y se les pida que presenten al Consejo comentarios acerca de la misma.

2. Cuando una propuesta de modificación transmitida con arreglo a lo dispuesto en el apartado b) del inciso 1 de este artículo no haya sido rechazada por ninguna de las Partes dentro de los 18 meses después de haber sido transmitida, entrará automáticamente en vigor. No obstante, si cualquiera de las Partes rechaza una propuesta de modificación, el Consejo podrá decidir, teniendo en cuenta las observaciones recibidas de las Partes, si ha de convocarse a una conferencia para considerar tal modificación.

Artículo 48
CONTROVERSIAS
1. Si surge entre dos o más Partes una controversia acerca de la interpretación o de la aplicación de la presente Convención, dichas Partes se consultarán con el fin de resolver la controversia por vía de negociación, investigación, medición, conciliación, arbitraje, recurso a órganos regionales, procedimiento judicial u otros recursos pacíficos que ellas elijan.

2. Cualquiera controversia de esta índole que no haya sido resuelta en la forma indicada en el inciso 1 será sometida a la Corte Internacional de Justicia.

Artículo 49
RESERVAS TRANSITORIAS
1. Al firmar, ratificar o adherirse a la Convención, toda Parte podrá reservarse el derecho de autorizar temporalmente en cualquiera de sus territorios:

a) El uso del opio con fines casi médicos;

b) El uso del opio para fumar;

c) La masticación de la hoja de coca;

d) El uso de la cannabis, de la resina de cannabis, de extractos y tinturas de cannabis con fines no médicos; y

e) La producción, la fabricación y el comercio de los estupefacientes mencionados en los apartados a) a d) para los fines en ellos especificados.

2. Las reservas formuladas en virtud del inciso 1 estarán sometidas a las siguientes limitaciones:

a) Las actividades mencionadas en el inciso 1 se autorizarán sólo en la medida en que sean tradicionales en los territorios respecto de los cuales se formule la reserva y estuvieran autorizadas en ellos el 1ø de enero de 1961;

b) No se permitirá ninguna exportación de los estupefacientes mencionados en el párrafo 1, para los fines que en él se indican, con destino a un Estado que no sea Parte o a un territorio al que no se apliquen las disposiciones de la presente Convención según lo dispuesto en el artículo 42.

c) Sólo se permitirá que fumen opio las personas inscritas a estos efectos por las autoridades competentes el lo. de enero de 1964.

d) El uso del opio para fines casi médicos deberá ser abolido en un plazo de 15 años a partir de la entrada en vigor de la presente Convención conforme a lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 41.

e) La masticación de hoja de coca quedará prohibida dentro de los 25 años siguientes a la entrada en vigor de la presente Convención conforme a lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 41.

f) El uso de la cannabis para fines que no sean médicos y científicos deberá cesar lo antes posible, pero en todo caso dentro de un plazo de 25 años a partir de la entrada en vigor de la presente Convención conforme a lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 41.

g) La producción, la fabricación y el comercio de los estupefacientes de que trata el inciso 1, para cualquiera de los usos en él mencionados, se reducirán y suprimirán finalmente, a medida que se reduzcan y supriman dichos usos. 3. Toda Parte que formule una reserva a tenor de lo dispuesto en el inciso 1:

a) Incluirá en el informe anual que ha de suministrar al Secretario General, de conformidad con lo dispuesto en el apartado a) del inciso 1 del artículo 18, una reseña de los progresos realizados en el año anterior con miras a la supresión del uso, la producción, la fabricación o el comercio mencionados en el inciso 1;

b) Facilitará a la Junta previsiones (artículo 19) e informaciones estadísticas (artículo 20) para cada una de las actividades respecto de las cuales haya formulado una reserva, en la forma y de la manera prescritas por la Junta.

4. a) Si la Parte que formule una reserva a tenor de lo dispuesto en el inciso 1 deja de enviar:

i) El informe mencionado en el apartado a) del inciso 3 dentro de los seis meses siguientes al fin del año al que se refiere la información;

ii) Las previsiones mencionadas en el apartado b) del inciso 3, dentro de los tres meses siguientes a la fecha fijada por la Junta según lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 12;

iii) Las estadísticas mencionadas en el apartado b) del párrafo 3, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la que debían haber sido facilitadas según lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 20; la Junta o el Secretario General, según el caso, notificará a la Parte interesada el retraso en que incurre, y le pedirá que remita esta información dentro de un plazo de tres meses a contar de la fecha en que reciba la notificación;

b) Si la Parte no atiende dentro de este plazo la petición de la Junta o del Secretario General, la reserva formulada en virtud del inciso 1 quedará sin efecto.

5. El Estado que haya formulado reservas podrá en todo momento, mediante notificación por escrito, retirar todas o parte de sus reservas.

Artículo 50
OTRAS RESERVAS
1. No se permitirán otras reservas que las que se formulen con arreglo a lo dispuesto en el artículo 49 o en los párrafos siguientes.

2. Al firmar, ratificar o adherirse a la Convención, todo Estado podrá formular reservas a las siguientes disposiciones de la misma: incisos 2 y 3 del artículo 12, inciso 2 del artículo 13, incisos 1 y 2 del artículo 14, apartado b) del inciso 1 del artículo 31 y artículo 48.

3. Todo Estado que quiera ser Parte en la Convención, pero que desee ser autorizado para formular reservas distintas de las mencionadas en el inciso 2 del presente artículo o en el artículo 49, notificará su intención al Secretario General.

A menos que, dentro de un plazo de 12 meses a contar de la fecha de la comunicación dirigida a dichos Estados por el Secretario General, sea objetada por un tercio de los Estados que hayan ratificado la presente Convención o se hayan adherido a ella antes de expirar dicho plazo, la reserva se considerará autorizada, quedando entendido, sin embargo, que los Estados que hayan formulado objeciones a esa reserva no estarán obligados a asumir, para con el Estado que la formuló, ninguna obligación jurídica derivada de la presente Convención, que sea afectada por la dicha reserva.

4. El Estado que haya formulado reservas podrá en todo momento, mediante notificación por escrito, retirar todas o parte de sus reservas.

Artículo 51
NOTIFICACIONES
El Secretario General notificará a todos los Estado mencionados en el inciso 1 del artículo 40:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conforme al artículo 40;

b) La fecha en que la presente Convención entre en vigor conforme al artículo 41;

c) Las denuncias hechas conforme al artículo 46; y

d) Las declaraciones y notificaciones hechas conforme a los artículos 42, 43, 47,49 y 50.

    � El Código del Menor está contenido en el D.2737/89. 


    � La L.115/94 contiene la ley general de educación. 


    � La L.18/91 ordena el control de sustancias y métodos prohibidos en el deporte.


    � La L.65/93 contiene el código penitenciario y carcelario.


    � El D.2553/93 contiene la nueva normativa sobre armas, municiones y explosivos.


    � La L.9a/79 contiene el código sanitario. 


    � El estatuto nacional de estupefacientes está contenido en la L.30/86.


    � El D.2159/92 dispuso la fusión del Fondo Rotatorio de Prevención, Represión y Rehabilitación del Consejo Nacional de Estupefacientes con la Dirección Nacional de Estupefacientes.


    � El D.1572/93 contiene normas para la exportación de cigarrillos nacionales.  Véase Revista "Legislación Económica" No. 983, pág. 352 y ss.


� El Decreto 32-99 fue publicado en el Diario Oficial en octubre 8 de 1999 y en el artículo 4 se dispuso que entraba a en vigencia ocho días después de dicha publicación.
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